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Nota editorial del 
Comitè Científic

Aquest volum conté les Comunicacions presentades al Simposi  sobre Tribunals i Me-
diació celebrat a Barcelona els dies 18 i 19 de Juny del 2009.  Però, en realitat, aquests 
treballs són en la seva gran majoria contribucions al Projecte de Llibre Blanc de la 
mediació a Catalunya.

Es per aquesta raó que hem optat per efectuar-ne una edició no intrusiva, on cada 
autor aporta el seu gra de sorra lliurement des de la perspectiva que ha triat. El lector 
trobarà sens dubte una gran varietat d’apropaments al tema: hi ha reflexions concep-
tuals, estudis jurídics, experiències de implantació ciutadana, reflexions dels equips 
tècnics de professionals, experiències de psicòlegs, juristes, advocats i magistrats, i, 
fins i tot, treballs preliminars. Hi ha escrits de recerca d’una gran qualitat; d’altres, en 
canvi, són una aportació d’autors més primerencs.

No és solament el valor acadèmic de les comunicacions el que aquí hem tingut en 
compte, sinó també el de participació en la reflexió de persones que desitjaven parti-
cipar en el debat. Pensem que la institucionalització de la mediació precisa més que 
mai d’aquest diàleg obert. 

Les comunicacions han estat presentades en els quatre idiomes oficials del Simpo-
si: català, castellà, francès i anglès. 

Només ens resta agrair l’esforç de tots els qui han fet possible aquest esdeveni-
ment, i amb preferència, al Departament de Justícia de la Generalitat, a la Diputació 
de Barcelona, a l’Obra Social de la Caixa, a Cosmocaixa, a la Fundació Godó, a la Fun-
dació Pi i Sunyer, a l’IDT, i als membres del equips del Llibre Blanc i als magistrats 
europeus de GEMME, per l’especial  implicació que hi han tingut.

El Comitè Científic
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Nota editorial del 
Comité Científico

El presente volumen comprende las Comunicaciones presentadas en el Simposio sobre 
Tribunales y Mediación celebrado en Barcelona durante los días 18 y 19 de Junio de 
2009.  Pero, en realidad, estos trabajos son en su gran mayoría contribuciones al Pro-
yecto de Libro Blanco de la mediación en Cataluña.

Por esta razón, hemos optado por efectuar una edición no intrusiva, en la que 
cada autor aporta libremente su grano de arena desde la perspectiva que le es propia. 
El lector encontrará sin duda una gran variedad de aproximaciones al tema: hay re-
flexiones conceptuales, estudios jurídicos, experiencias de implantación ciudadana, re-
flexiones de los equipos técnicos de profesionales, experiencias de psicólogos, juristas, 
abogados y magistrados, y trabajos aún muy preliminares. Algunas comunicaciones 
poseen una gran calidad investigadora; otros, en cambio, constituyen la primera apor-
tación al tema de su autor.

No es sólo el valor académico de las comunicaciones lo que aquí hemos tenido en 
cuenta, sino también el deseo de participar de personas que tenían algo que decir y 
que querían estar presentes en la reflexión y el debate. Creemos que la institucionali-
zación de la mediación precisa más que nunca de este diálogo abierto. 

Les Comunicaciones se han presentado en los cuatro idiomas oficiales del Simpo-
sio: catalán, castellano, francés e inglés. 

Sólo nos queda agradecer el esfuerzo de todos los que han hecho posible este acon-
tecimiento y, de forma preferente, al Departamento de Justicia de la Generalitat de 
Cataluña, a la Diputación de Barcelona,  a la Obra Social de la Caixa, a CosmoCaixa, a 
la Fundación Pi i Sunyer, a la Fundación Godó, al IDT,  a los miembros de los equipos 
del Libro Blanco y a los magistrados europeos de GEMME, la especial  implicación que 
han tenido en el Simposio.

El Comité Científico
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La justicia del futuro

Josep Redorta

Abogado-mediador 
Dr. en Psicología social 
josepredorta@icab.cat 

Resumen. Vivimos un enorme cambio social. Todo cambio va asociado 
a conflicto, por lo que debemos repensar si los mecanismos de resolución 
de conflictos actuales son los adecuados. El derecho y la justicia están 
bajo alta presión. El debate proceso judicial/soluciones extrajudiciales es 
falso y debe redefinirse. La desjudicialización es una necesidad y una 
oportunidad. Se detallan nuevas tendencias que empiezan a marcarse en 
el horizonte. Se plantean algunos cambios de política judicial que deben 
ser abordados urgentemente.

Palabras clave: justicia, justicia alternativa, ADR, proceso judicial, me-
diación, desjudicialización, política judicial, cambio social

1.	 La Justicia ante cambios vertiginosos

No hay la menor duda de que estamos viviendo cambios vertiginosos de dimensiones 
planetarias, ritmos distintos, consecuencias profundas y causas múltiples.

La sociedad y, naturalmente, los operadores jurídicos se hallan inmersos en este 
proceso de consecuencias aún muy abiertas. Pero, recordemos que la idea de cambio va 
asociada a la idea de conflicto1. La consecuencia inmediata es que los conflictos van a 
aumentar —de hecho, esto ya sucede— de forma muy acusada en los próximos años. 

Esta realidad, obliga a repensar si los mecanismos de resolución de conflictos de 
los que están dotadas nuestras sociedades son los más adecuados al momento presente. 
Lo cierto, es que en nuestras sociedades occidentales hemos aprendido a resolver los 
conflictos desde la idea de confrontación habiendo hecho del proceso judicial un factor 
determinante.

Sin embargo, los operadores jurídicos se hallan cada vez más frustrados, a todos los 
niveles y sobre todo en lo que a satisfacción personal y autorrealización se refiere. Lo 
mismo sucede en los ciudadanos beneficiarios del sistema. Los índices de litigiosidad 
en todos los países demuestran que el sistema actual va colapsando en una cadena 
que, metafóricamente hablando, no tiene fin: a más gatos, más ratas ¿No estaremos 
haciendo algo mal?

 

1	� La sociología actual ya tiene bien integrado el concepto de que el conflicto puede ser motor de 
cambio. Para una mayor ampliación ver LORENZO, P.L. (2001), Fundamentos teóricos del 
conflicto social.
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El Derecho como institución está fuertemente sometido a presiones de todo tipo, ya 
que a su función reguladora se le exigen respuestas rápidas y eficaces, ante múltiples y 
cada vez más variadas problemáticas sociales. Mientras, la Administración de Justicia 
como institución, también está sometida en todos los países a un violento vendaval de 
exigencia de cambio con distintos niveles de fuerza y operatividad. 

El paradigma de la sentencia judicial como camino exclusivo y que pone fin a un 
proceso de solución de conflicto, está actualmente en crisis.2 Al proceso judicial actual, 
sea del tipo que sea, le resulta —en términos generales— difícil recoger la alta com-
plejidad que tiene el mundo moderno. Ni la especialización por temas: civiles, penales, 
administrativos, etc., ni los ritmos de resolución de casos en el tiempo de acuerdo a las 
necesidades, ni la misma calidad de las resoluciones judiciales parecen responder hoy, 
siempre en términos generales, a las expectativas de la ciudadanía en una época en la 
que el tiempo está, quizás, sobrevalorado. 

Entretanto, los juristas en general y a todos los niveles, estamos ofreciendo una 
fuerte resistencia al cambio específicamente profesional. Es posible que estas resisten-
cias tengan tanto un origen endógeno, como otro exógeno.

Si nos referimos a las dificultades endógenas, podemos afirmar que tanto los aboga-
dos, los jueces, como los juristas de toda clase y condición estamos muy habituados a la 
aplicación de referentes analógicos. Esto es la jurisprudencia. La comparación de situa-
ciones similares al caso concreto a partir de la doctrina asentada por la cúspide judicial.

Sin embargo, este ejercicio que se hace diariamente de manera natural, constituye un 
marco referencial muy insuficiente en la época actual. En efecto, ver la jurisprudencia no 
deja de ser un ejercicio de ubicar el conflicto «en el pasado», mirando hacia atrás. Cuando 
los juristas nos atrevemos a ir más allá, miramos el derecho comparado. Esto equivale a 
mirar hacia los lados. Sin embargo, legítimamente nos cuesta mucho mirar hacia adelan-
te. Ahí no hay norma. El jurista es muy poco dado a la prospectiva, se siente incómodo, se 
bloquea. Este proceso entraña dificultades para ver lo nuevo y emergente. 

Sin embargo, los juristas somos gente experimentada en resolver conflictos. Cosa 
distinta es que las herramientas de que dispongamos actualmente resulten inadecua-
das o insuficientes. Nuestra experiencia nos dice que el tribunal es una institución efi-
caz que merece respeto. Nuestra experiencia también nos avisa de que las relaciones 
personales son altamente complejas y que las soluciones tienden a no ser fáciles de con-
seguir si han de ser satisfactorias. Nuestra intuición nos dice que más allá del derecho y, 
aún a veces especializado, desconocemos mucho. De ahí nuestras resistencias exógenas 
a creer en soluciones milagrosas sean del tipo que sean. El jurista es persona precavida 
y prudente. Estamos legitimados para no creer en todo.

2.	 Los conflictos y su regulación 

Si examinamos la historia, aparecen tres grandes métodos de resolver conflictos: la 
fuerza, el derecho y la palabra.3 El uso de la fuerza está presente en la naturaleza y en 
la condición humana a un extremo que no es preciso insistir. Sin embargo, como el uso 
de la fuerza requiere utilización de recursos a veces muy importantes (véase el caso de 

2	� El movimiento que impulsa el Grupo Europeo de Magistrados por la Mediación (GEMME) es 
claramente significativo de este hecho. 

3	 Redorta, J. (2007). Entender el conflicto. Pp. 196-200
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las guerras), aparece la norma que una vez legitimada e integrada en el derecho permi-
te una regulación mucho más eficaz.

Sin embargo, además del uso de la fuerza y el derecho, todas las sociedades y en 
todos los tiempos han usado la palabra bajo distintas instituciones no judiciales para 
resolver sus conflictos4. La palabra siempre ha coexistido con los otros dos sistemas y 
en según que sociedades o momentos históricos ha dominado uno u otro método. Las so-
luciones negociadas de conflictos están en la base de la cultura de la sociedad. Además 
se trata de soluciones de alta calidad ya que satisfacen a todas las partes en conflicto, 
mientras no ocurre así en las soluciones impuestas.

El campo de la regulación de los conflictos sociales está íntimamente relacionado 
epistemológicamente con el estudio previo de esos conflictos. Ya muchos autores5 se han 
pronunciado en el sentido de que la investigación debe orientarse hacia los múltiples 
aspectos multidisciplinares de la conflictividad social. En resumen, el conflicto y las 
formas de resolución del mismo deben ser abordados conjuntamente. Esto está dando 
lugar a la aparición —aún muy escasa— de la conflictologia6 como ciencia y paraguas 
de todos los fenómenos de conflicto y sus vías de resolución. Una de las más importantes 
es el Derecho.

Si en la conflictologia ubicaríamos el conocimiento, la aplicación del mismo corres-
ponde al campo que denominamos conflict management. En este campo, se halla desde 
la mediación en sentido estricto, hasta múltiples figuras como la facilitación, el ombuds-
man, la evaluación neutral preventiva, la negociación, el arbitraje, el fact finding, etc.7 
En este campo, se halla la palabra como recurso de resolución de conflictos.

Así pues tenemos que, tratar de ver únicamente las soluciones jurídicas de un pro-
blema puede ser una visión limitante y limitadora de soluciones que tal vez puedan 
alcanzarse y que resultarían socialmente más asumibles, salvado el derecho necesario. 

La emergencia de la mediación formalizada en muy pocas décadas ha abierto un 
fuerte debate en el campo jurídico. ¿Qué es, realmente? ¿Cual es su grado de efecti-
vidad? ¿Limita el campo profesional de los abogados? ¿Es un recurso para los jueces? 
¿Implica resolver casos más económicamente para los estados?

Estas preguntas obligan a una reflexión poderosa. Estamos ante una deslegitima-
ción social importante de los sistemas judiciales clásicos. Ante una verdadera inflación 
legislativa que muchas veces conduce a una gran inseguridad jurídica, ante la necesi-
dad de resolver problemas cada vez más interdisciplinares (medio ambiente, nuevas 
tecnologías, alimentación, etc.).

La mediación cuestiona al derecho y, a su vez, el mundo del derecho puede cuestio-
nar y cuestiona la mediación. Deberíamos ser capaces de distinguir entre lo que signifi-
ca el campo amplio de las soluciones no impositivas que debe ser maximizado siempre 
que sea posible y el campo de las soluciones impuestas que debe ser minimizado cuando 
sea posible en una sociedad democrática.

4	� La mediación ha sido incluso observada en primates con quines compartimos hasta un 98% de 
los genes. Ver la obra de Waal, F. (1989) Peacemaking among primates.

5	� Por ejemplo Pruitt, D. (1998). The Handbook of Social Psycholgy. Gilbert, D.T. Fiske, S.T. y 
Linzey, J. (eds.). Social conflict. Sin embargo, esto está bastante consolidado en la psicologia 
social donde se hallan las principales teorías que afectan al conflicto.

6	� Para una primera aproximación a la conflictologia ver la Wikipedia.
7	�E l Dictionary of conflict Resolution (Yarn, D., 1999) único del sector, contiene 1.400 entradas lo 

que da una idea de la riqueza de este campo. 
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Desde nuestro punto de vista, es preciso encontrar los puntos de engarce entre De-
recho y Mediación. Esos que deben permitir mejorar la calidad de los sistemas judicia-
les en interés de los ciudadanos. Opinamos que las dificultades actuales de desarrollo 
de la mediación se hallan en los siguientes aspectos:

a)	� El propio desarrollo del campo de la gestión de conflictos hoy sometido a fuertes 
debates.8 

b)	� Una cultura de litigio fomentada por los mass media y a veces la propia abogacía.
c)	� Muchos mediadores/as con escasa práctica.
d)	� Exceso de expectativas por desconocimiento de las dificultades de las distintas 

técnicas.
e)	 Ausencia de expectativas por déficit de divulgación de las ventajas.
f)	 Cultura jurídica poco propensa al cambio. 

3.	 La desjudicialización 

Es preciso plantearse como dar carácter institucional a las dos formas de regulación de 
conflictos más básicas: el Derecho y la Palabra, ya que la Fuerza ha quedado reservada 
al Estado en nuestras sociedades.

Esto supone plantear que el debate proceso judicial/mediación es un falso debate. 
Hay cosas que deben ser resueltas en el ámbito del proceso y cosas que deben serlo en 
el campo de la gestión de conflictos con los distintos instrumentos de este campo de la 
regulación social.

Planteamos que el acceso a la justicia por los ciudadanos debe ser visto como el 
derecho al acceso a los medios apropiados de resolución de conflictos9 en función de 
las circunstancias del caso. Esto supone la generación de una cultura de resolución de 
conflictos menos vinculada exclusivamente al litigio y esta función corresponde a los 
poderes públicos. 

A título indicativo y en lo que a la mediación con técnica Standard se refiere, pode-
mos indicar que las soluciones extrajudiciales, en general, tienden a ser más eficaces en 
supuestos de este tipo:

a)	 La comunicación entre las partes es pobre.
b)	 Las relaciones entre las partes son constantes.
c)	 Hay necesidad de desahogar sentimientos.
d)	 Conexión de una disputa con otra
e)	 Múltiples partes en conflicto
f)	 Complejidad tecnológica del problema de fondo
g)	 Valoración de la privacidad

8	� Para reflexionar sobre este debate la obra de Mayer, D.S. (2004) BEYOND NEUTRALITY. 
Existe versión en español en Editorial Gedisa 

9	� Para ampliar estas ideas el trabajo de Redorta, J.( 2006). ENTORNO DE LOS MÉTODOS AL-
TERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONFLICTOS accesible en Internet en la base de datos del 
Centro de Estudios Jurídicos de las Américas y reproducido en España en Revista de Mediación, 
Año 2, núm. 3, marzo 2009, pp. 28-37 
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h)	 Necesidad de rapidez en la resolución y cooperación de las partes
i)	 Minimización de gastos
j)	 Pequeñas reclamaciones

Mientras, que en otros supuestos, lo más indicado es una solución judicial. Por 
ejemplo:

a)	 Supuestos de discriminación
b)	 Supuestos de derecho necesario
c)	 Defensa de principios o creencias importantes
d)	 Necesidad de sentar precedentes.
e)	 Maximizar o minimizar la reparación económica
f)	 Vindicación
g)	 Opinión neutral y pública
h)	 Diferente perspectiva del Derecho
i)	 Presión de términos legales

Si esto es de esta manera, se hace necesaria una política que articule el sistema en 
base a los objetivos generales de eficacia y satisfacciones de los intereses de la ciuda-
danía y la sociedad. Esto supone una visión más amplia que la exclusiva del derecho. 
Supone estudios multidisciplinares y un importante ajuste del sistema.

Entendemos que el proceso de vinculación de la mediación al sistema judicial va a 
ser imprescindible y que esto va a conllevar importantes problemas de regulación que 
deben estar muy bien pensados. En líneas generales, estimamos que el proceso de la 
medicina oficial y la medicina alternativa o natural, es una metáfora útil para entender 
lo que puede suceder en el campo que estamos analizando.

Así podemos decir que ocurren tres etapas:

1)	 Los ADR como sistema no vinculado al sistema judicial

En esta etapa la mediación y el proceso judicial son dos realidades distintas. Así 
sucedió con la medicina oficial y la homeopatía.

2)	 Los ADR en relación ambigua con el sistema judicial

En esta etapa ambos sistemas cooperan. Se produce mediación en entorno intra-
judicial y Annexed Courts programs. En medicina, los médicos recetan fórmulas 
homeopáticas, etc.

3)	 Los ADR penetran el sistema judicial

En esta etapa el proceso se flexibiliza y se permiten soluciones negociadas en 
diversas instancias del procedimiento. En medicina, para determinadas enfer-
medades se respetan soluciones no típicas (derivación a balnearios en la sanidad 
noruega, utilización de cannabis con fines terapéuticos, acupuntura, etc.).

4)	� Los ADR desbordan el sistema judicial que se reserva para casos muy relevantes

En esta etapa el proceso es un último recurso como ya sucede con los conflictos 
en nuevas tecnologías. El juzgado y el litigio es un planteamiento excepcional de 
último recurso o recurso apropiado en función de la naturaleza del caso.
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Esto plantea que la sociedad acepte y valore socialmente el buen trabajo que pue-
dan hacer los gestores de conflictos y devolver a la judicatura y a la Administración de 
justicia en general el prestigio y reconocimiento que deben tener.

4.	 Tendencias en el horizonte

Se apuntan en el horizonte algunas tendencias que nos hacen pensar que está empezan-
do ya un cierto cambio de paradigma que quiere abrirse paso. Así tenemos:

a) Nuevos conceptos globales de Justicia

La idea de Justicia Restaurativa, que suprime parcialmente el rol del estado para pa-
sarlo a la sociedad, es uno de estos supuestos. La idea de Justicia de Proximidad, que 
trata de acercase al ciudadano y no quedar desmarcada del contexto social. La más mo-
derna idea de Justicia Relacional10 que elabora las bases de la justicia desde una visión 
mucho más multidisciplinar. Estamos pues, ante nuevos paradigmas.

b) Uso intensivo de nuevas tecnologías

Las nuevas tecnologías están cambiando los cimientos del tiempo del espacio y de la 
vida.11 La resolución de los conflictos sociales está afectada por este intenso proceso. 
La firma electrónica de documentos, la videoconferencia, las bases de datos, las virtual 
courts, etc., están propiciando tanto el cambio de los procesos judiciales para adaptarse 
a esta realidad comunicativa como los extrajudiciales. Plataformas como e-negotiation, 
cybersettle, o todo el campo del Online Dispute Resolution son muestras evidentes de 
que las nuevas tecnologías están influyendo ya de manera más o menos amplia pero 
irreversible, en el campo de la resolución de conflictos sea cual sea la vía elegida.

c) Internacionalización de la justicia

La globalización cambia la forma de ejercer el derecho porque el mismo debe operar 
sobre ámbitos geográficos muy diferentes y en contextos culturales diversos. La época 
actual vive la eclosión lenta pero insidiosa del derecho internacional público y privado. 
Al mismo tiempo, para personas alejadas en el espacio la justicia de proximidad no 
existe y pleitear en otro país siempre es complicado. Este proceso trabaja a favor de las 
formas extrajudiciales de resolución de conflictos. 

d) Toma de consciencia de los operadores jurídicos

Tanto los jueces como los abogados, como otros operadores jurídicos están tomando 
consciencia de la nueva situación. Seguramente aún de forma minoritaria. Pero, la ex-
periencia del grupo GEMME12 en Europa pone manifiesto esta inquietud. Al igual, que 

10	� Para un excelente trabajo acotando el concepto ver Casanovas, P. y Poblet, M (2008). 
11	� Estas ideas están ampliamente desarrolladas por Castells, M. (1999) en su obra de referencia 

La Era de la información, volumen I.
12	� Para ampliar el conocimiento de este potente grupo de presión ver las webs http://www.gemme-

conference.org/ y www.simposiummediacio.com
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los procesos actuales de formación de abogados que se dan tanto en América como en 
Europa con respecto a habilidades comunicativas, negociación, solución de problemas, 
etc., nos hacen ver que el proceso judicial como recurso único ya empieza a no ser con-
templado, excepto para casos específicos. 

5.	 Cambios a operar

Todo lo descrito hasta ahora indica que, redefinido el derecho al acceso a la justicia como 
un derecho al acceso a los métodos apropiados de resolución del conflicto concreto, la 
articulación proceso judicial/medios extrajudiciales de resolución de conflictos debería 
estar en el eje de cualquier política que afronte la reforma de las estructuras de la ad-
ministración de justicia.

Esto supone afrontar determinados problemas. Supone una intensa labor de for-
mación efectiva de todos los operadores jurídicos en conocimientos más fundados en la 
psicología que en el derecho. Esta formación, en todo caso beneficiaría también toda la 
práctica del derecho porque se trata de relaciones personales donde opera lo jurídico. 
Los operadores deben comprender la importancia de este aspecto.

Supone también la generación de una cultura de desjudicialización en la ciudadanía 
al tiempo que la implementación efectiva de recursos adecuados para que los medios hoy 
extrajudiciales pasen a ser valorados por el rol que efectivamente van a tener en poco 
tiempo. La integración proceso/ADR debe hacerse a todos los niveles. La experiencia de 
los Centros de Justicia Alternativa en México puede significar una cierta referencia. A 
estos centros, les llegan los casos por vía de derivación judicial y por demanda social 
directa y podrían ocupar un rol central en el proceso de transformación.

Si la mediación y el conjunto de recursos del conflict management se canalizan a través 
de estos Centros de Justicia Alternativa dependientes del propio poder judicial, estamos 
produciendo una transformación de alto nivel y en línea con las tendencias de futuro. 

Esto supone detener la inflación legislativa13 y empezar a revisar la legislación pro-
cesal para dar cabida a las distintas figuras de resolución de conflictos de forma muy 
diversa y permitir y potenciar recursos de resolución de conflictos del todo desconectados 
a la dinámica judicial. Pero, esto no será posible si no se consigue un nivel de credibilidad 
social alto y por tanto debe ser un proceso social muy controlado y asumido en un tiempo 
prudencial. Los cambios culturales nunca han sido fáciles de llevar a buen término. 

La investigación jurídica, psicológica, conflictológica, etc. Debe ser coordinada me-
diante planes nacionales multidisciplinares14 que marquen los costes, los indicadores, 
las referencias y la validación de este proceso de confluencia de reforma de la justicia. 
Nada es más económico que hacer que la justicia funcione de manera eficaz, ya que es 
el mecanismo que permite y garantiza que el resto de servicios de la sociedad funcionen 
adecuadamente. El concepto de justicia relacional debe ser desarrollado y puesto en 
práctica en interés de una sociedad mejor.

13	� En España el Boletin Oficial del Estado publica anualmente unas 2000 disposiciones legales de 
todo rango, una cifra de difícil digestión incluso para un jurista.

14	� El debate sobre la convergencia necesaria a cierto nivel de las diferentes disciplinas está muy 
abierto en la ciencia. Lo inter - multi - trans - disciplinar es muy obvio, particularmente desde 
el nuevo paradigma de la complejidad. Para profundizar en esto ver la obra del pensador fran-
cés Morin, E. 
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Actualmente y para un futuro más inmediato de lo que parece para los operadores 
jurídicos, la formación en nuevas tecnologías, los idiomas, el conocimiento de recursos 
de resolución de conflictos más allá del ámbito de lo jurídico entendido en el sentido 
más clásico, van a ser tan imprescindibles como el derecho civil o el derecho penal. En 
realidad, la negociación ya ocupa un lugar central en la práctica de la abogacía, se trata 
de ampliar esta idea, pero mucho más de lo que estamos imaginando.

El futuro de la nueva justicia ya ha llegado y está llamando a nuestra puerta.
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1.	 Introducción

Como es sabido existen diversas aportaciones que ponen de manifiesto de forma directa 
o velada la contraposición e incluso de incompatibilidad entre las vías de realización 
de la justicia y las vías de construcción de paz. Muchas veces se formula incluso como 
dilema. Sin desconocer las tensiones que pueden surgir no sólo entre ambas vías sino, 
sobre todo, entre los diversos actores y profesionales de las mismas, este breve ensayo 
pretende aportar elementos integradores de ambas vías. Se argumentará —de forma 
necesariamente breve e incompleta— como el sistema de derechos humanos en vigor en 
los últimos sesenta años así como la más reciente irrupción de las víctimas como actor 
internacional emergente en compañía de otros actores individuales y colectivos de la so-
ciedad civil y los pueblos ofrecen aproximaciones más integradoras en relación a ambas 
vías bajo el paraguas común de la resolución no violenta de conflictos.

Más allá de la decisiva intervención de actores estatales y de organizaciones in-
ternacionales regionales y universales surge la pregunta de qué papel juegan los ac-
tores no estatales no sólo en la generación, potenciación, canalización, neutralización 
o perpetuación de conflictos violentos contemporáneos sino también en su prevención, 
tratamiento y resolución o transformación no violenta, haciéndose referencia aquí a 
las sociedades civiles nacionales y transnacionales, a las víctimas individuales y co-
lectivas, a los pueblos o incluso a empresas multinacionales, algunas con más poder, 
recursos y capacidad de influencia que muchos estados del planeta. ¿Qué papel juegan 
o deberían jugar las víctimas tanto en los procesos de justicia como en los procesos 
de construcción de paz?; ¿deben estar presentes y, en caso afirmativo, de qué forma y 
con qué intensidad?; ¿en relación a procesos de justicia, qué papel juegan —o podrían 
jugar— las víctimas en la averiguación o revelación de verdades ocultas o ocultadas 
sobre el conflicto violento, la lucha contra la impunidad, o más concretamente en la 
investigación, la producción y/o facilitación de pruebas, la acusación directa o mediata 
respecto de crímenes internacionales o violaciones sistemáticas de derechos humanos, 
la condena en aplicación del derecho internacional vigente —o la capacidad emergente 
de mejora o creación de nuevos conceptos de derecho internacional—, la reparación 
moral y/o material, entre otras cuestiones, todo ello en relación a procesos de justicia 
universal y/o internacional que aplican el derecho internacional respecto a los crímenes 
internacionales más graves, como los crímenes de genocidio, crímenes contra la huma-
nidad, crímenes de guerra —incluidos los de género y los de pillaje de recursos a gran 
escala—, tortura, entre otros?; ¿en relación a la generación de procesos de paz, qué 
papel juegan —o podrían jugar— las víctimas en relación a procesos de negociación, 
mediación y conciliación nacionales e internacionales respecto de conflictos violentos, 
en relación a procesos de diálogo multipartes a diferentes niveles, en relación a otros 
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procesos de paz en sentido amplio, a iniciativas conocidas como prevención de conflictos 
violentos futuros, transformación de conflictos violentos en curso, reparación moral y/o 
material, rehabilitación postconflicto o posbélica, sistemas de vigilancia y protección de 
derechos humanos, diplomacia ciudadana, memoria histórica, procesos de verdad, per-
dón y reconciliación, reformulación del Estado de Derecho, sistema político, sistemas de 
seguridad y defensa, crisis humanitarias, entre otras?. 

Dichas preguntan podrían extenderse a la posible participación de otros actores no 
estatales, en especial la sociedad civil nacional e internacional. Las respuestas a estas 
preguntas obviamente condicionarán de forma esencial, tanto los procesos de justicia 
y/o construcción de paz en sí cuanto los resultados de dichos procesos.

2.	� Sociedad civil, víctimas, procesos 
de justicia y procesos de paz

2.a) Sociedad civil, victimas y procesos de justicia 

Resulta indudable que la sociedad civil en general, y las víctimas en particular, han 
pasado de ser meras espectadoras sufrientes de los conflictos violentos y/o conflictos 
bélicos a presentar diversos niveles de participación más o menos intensa en relación a 
procesos de justicia y/o procesos de paz, incluyendo además creciente influencia sobre 
procesos políticos y democráticos en relación a participaciones armadas o diplomáti-
cas en conflictos bélicos o violentos, tanto a nivel nacional como internacional. Muchos 
actores estatales, diplomacias formales y organizaciones nacionales e internacionales 
observan con indisimulado recelo esta evolución, percibiéndose a menudo como incur-
siones en terreno que «no pertenece» a las víctimas o a la sociedad civil, sino sólo a «los 
que saben» y a «los que cuentan»; en cambio, muchos otros actores estatales, diploma-
cias formales y organizaciones nacionales e internacionales observan con atención este 
proceso e incluso fomentan dicha evolución en momentos y marcos consensuados entre 
instituciones y sociedad civil. Sin ánimo de ser exhaustivo, cabe destacar aquí respecto 
a España1 y a otros sistemas nacionales de justicia romano-germánico o continental que 
prevén con diferente intensidad la participación y representación legal de las víctimas 
en procesos de justicia, la decisiva participación e intervención de las Madres y Abue-
las de Plaza de Mayo argentinas, víctimas españolas, argentinas y chilenas, víctimas 
españolas y guatemaltecas mayas, víctimas catalanas, españolas, rwandesas y congo-
lesas, víctimas tibetanas, víctimas palestinas etc todo ello en relación a la articulación, 
presentación, investigación —e incluso acusación formal— en procesos de justicia uni-
versal, en aplicación del derecho internacional vigente. Por su parte, frente a los Tri-
bunales de Nuremberg y Tokio, o los Tribunales ad hoc para la exYugoslavia, así como 

1	� Ver al respecto los artículos 101 y 270 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en concordancia 
con el artículo 23,4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial en relación a los crímenes internacio-
nales en los mismos detallados. Ver un análisis más pormenorizado de la normativa y de pro-
cesos de justicia universal con participación de víctimas en diversos países: Monica Martinez, 
Hacer justicia: rendición de cuentas y la complementariedad entre los tribunales, Fundación 
para las relaciones internacionales y el Diálogo Exterior, Working Paper nº 60, Septiembre de 
2008, Págs 10-11; asimismo, Jordi Palou-Loverdos, Esperanzas para la justicia universal, Abo-
gados, Revista del Consejo General de la Abogacía Española, número 42, febrero de 2007, Págs. 
60 a 63.
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otros tribunales mixtos, inspirados en su gran mayoría en el sistema de justicia anglo-
sajón donde la intervención o representación legal de las víctimas resulta impensable, 
la nueva Corte Penal Internacional ha creado un sistema de justicia —a la vez nuevo e 
híbrido entre el sistema continental y anglosajón— donde por primera vez en la historia 
un tribunal internacional abre la posibilidad real a la participación y representación 
legal de las víctimas2, aunque sea de forma más limitada que en los sistemas de justicia 
nacionales continentales.

2.b) Sociedad civil, victimas y procesos de paz

Es asimismo destacable la creciente participación de representantes de la sociedad ci-
vil —victimas y familiares de víctimas incluidas— en los procesos de paz, así como la 
influencia que puede tener dicha participación en los mismos. Diversos estudiosos de 
estos procesos han puesto énfasis en sus estudios empíricos del hecho que la participa-
ción de la sociedad civil en las negociaciones de paz facilita que los acuerdos sean más 
realizables y sostenibles en el futuro3. Hay no pocos ejemplos en los que representantes 
de la sociedad civil han contribuido en conversaciones de paz formales en diversos paí-
ses como Sierra Leone, Liberia, Burundi, Aceh o Uganda, habiéndose producido —con 
diferente intensidad e influencia— refuerzo del contenido del acuerdo, ampliación de su 
legitimidad, así como dinámicas integrativas de las partes más resistentes al acuerdo4. 
Posteriormente se hará una somera referencia a procesos en Rwanda y la República 
Democrática del Congo.

3.	 �Hambre y sed de justicia y paz: batalla 
o colaboración entre diosas?

Se repite a menudo por todos los rincones del planeta. El mundo tiene hambre y sed 
—en sentido literal y en sentido figurado— de justicia y de paz. He hecho referencia en 
estudios pasados a los conceptos de derecho y mediación, su análisis etimológico y de 
principios, así como un análisis de sus símbolos asociados a partir de figuras mitológicas 
que se sugieren desde la antigüedad de los tiempos5. La Diosa Maat o la Diosa Themis 
como exponentes de la producción de justicia entre partes enfrentadas utilizan como 

2	� Ver al respecto, el artículo 68, 69 y concordantes del Estatuto de Roma de la Corte Penal In-
ternacional y Regla 63, 85 y concordantes del Reglamento de Proceso y Prueba de la CPI, así 
como artículo 42 y concordantes del Reglamento de Fondos de afectación especial en beneficio 
de las víctimas (vid: http://www2.icc-cpi.int/Menus/ICC/Legal+Texts+and+Tools/). 108 Estados 
del planeta son parte del Estatuto de Roma de la CPI, 30 son Estados africanos, 14 estados de 
Asia, 16 estados de Europa oriental, 23 estados latinoamericanos y del Caribe, 25 estados de 
Europa occidental y otros estados.

3	� Vid. Thania Pfaffenholz, Darren Kew y Anthony Wanis, Civil society and peace negociations: 
why, whether and how they could be envolved, Oslo Forum 2006, www.osloforum.org. 

4	� Vid. Priscilla Hayner, Negociating justice: guidance for mediators, Centre for Humanitarian 
Dialogue y International Center for Transitional Justice, February 2009, Págs, 12-13.

5	� Vid. Jordi Palou Loverdos, Mediació i Justicia, Revista Perspectiva Social nº 42, 1999, Págs 
88 a 109.; Mediación en conflictos: hacia un bumeran armónico, Universidad Bolivariana de 
Santiago de Chile, Revista Polis nº 14, 2006.
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símbolo instrumental primordial la espada; por su parte, la Diosa Nefertem o la Diosa 
de la Templanza, exponentes de la mediación y la facilitación de la construcción de la 
paz entre partes contrapuestas utilizan como símbolo principal el agua. La figura del 
tercero entre partes adversas que manifiestan la dualidad del conflicto, en su versión 
decisoria o en su versión facilitadora/componedora, utiliza instrumentos y símbolos 
análogos pero diferentes. Para saciar el hambre el ser humano utiliza desde antiguo 
elementos cortantes y lineales, sea el sílex, los dientes o el cuchillo, instrumentos ho-
mólogos a la espada decisoria de la justicia en medio de dos platillos de una balanza; 
para saciar la sed, utiliza elementos flexibles y circulares, como una hoja, las manos o 
un cuenco, todo ello para albergar el agua homóloga al líquido que se trasvasa entre dos 
ánforas en la Templanza. 

Expertos de la justicia y el derecho, por un lado, y de la mediación y la construcción 
de paz por otro reivindican a menudo sus respectivas vías e instrumentos como los más 
eficaces para enfrentar un conflicto violento, o gestionarlo, resolverlo o transformar-
lo. Los operadores jurídicos perciben a menudo como una intromisión externa a las 
pruebas de cargo o condenas obtenidas con esfuerzo las intervenciones de mediadores, 
negociadores y facilitadores de procesos de paz, sobre todo cuando se hace referencia a 
posibles acuerdos de paz que prevén amnistías o impunidades totales o parciales. Los 
peacebuilders o peacemakers perciben a su vez como una agresión al proceso o a los 
acuerdos alcanzados con sudor las órdenes de arresto, procesamiento o condena pro-
ducidos en un proceso judicial en aplicación del derecho internacional, cuando se ha 
alcanzado un acuerdo con la participación de un/unos actor/es clave/s en el conflicto 
bélico o violento. Y dichas tensiones no se limitan a estos dos campos aparentemente 
alejados en su metodología, dogmática y dinámicas sino también en un mismo campo, 
como por ejemplo entre justicia retributiva y justicia reparadora, o entre los promotores 
de las reglas de la Rule of Law —o Estado de Derecho Nacional e Internacional— y los 
que se centran en diversas medidas de lo que se conoce como Justicia Transicional6, 
comprendiendo en esta última una serie de útiles combinados de medios judiciales y no 
judiciales focalizados en la responsabilidad sobre crímenes internacionales del pasado: 
se hace referencia a iniciativas de responsabilidad criminal, comisiones de la verdad, 
provisiones de reparación, reforma de los sectores de seguridad y justicia, desmoviliza-
ción e integración de excombatientes e iniciativas de justicia comunitaria7, entre otros. 
Los operadores jurídicos saben bien que a veces deben sustituir la espada por el agua a 
lo largo del proceso8; a su vez los peacebuilders saben que deben utilizar no pocas veces 
la espada en las sesiones de negociación, mediación o facilitación entre partes adver-
sas9, en beneficio mutuo de las partes, del proceso y del resultado. Existe un progresivo 
amplio acuerdo en que no es aceptable para la comunidad internacional y el sistema de 

6	� Vid. Chandra Lekha Sriram, Olga Martin-Ortega and Johanna Herman, Just Peace? Peace-
building and rule of law in Africa. The Centre on Human Rights in Conflict. University of East 
London, Policy Paper nº 1, January 2009, Pags 3-4.

7	� Vid, Op Cit, Negotiating justice: guidance for mediators, Págs 11-12.
8	� En particular en relación a testigos protegidos o de víctimas especialmente afectadas o trauma-

tizadas.
9	� En ocasiones el mediador o facilitador debe utilizar instrumentos cortantes para preservar el 

equilibrio de las partes, la capacidad de autodeterminación de una de ellas, el principio del res-
peto a la dignidad de las partes, afrontar la posible respuesta en relación a responsabilidades 
por graves crímenes internacionales u otras situaciones similares.
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naciones Unidas que los mediadores validen un acuerdo de las partes que prevea una 
amnistía para los responsables de los crímenes internacionales más graves10.

Algunos autores hacen referencia a estas tensiones o a estos supuestos dilemas, con-
cluyendo con diferentes argumentos que es mejor hablar de complementariedad de siste-
mas, no siendo aconsejable establecer un modelo general universalmente aplicable sino, 
más bien, una aproximación singular y artesanal en función del territorio, el momento 
histórico, los posibles participantes, el contenido, dimensión e intensidad del conflicto 
violento, siendo posible sin embargo tener en cuenta algunos principios o guías extraídas 
de la experiencia11. Aunque no todo el mundo parece estar de acuerdo todavía, parece 
aconsejable que las dos diosas trabajen de forma colaborativa para intentar saciar —en la 
medida de lo posible— a la hambrienta y sedienta humanidad, proveyendo a la vez vías 
complementarias de justicia pacífica12 y de paz justa13, colocando la verdad como centro y 
principio vertebrador de todos los demás principios, intereses y necesidades.

4.	 �Rwanda/República Democrática del Congo: dos vías 
combinadas de mecanismos de justicia transicional

No es posible aquí hacer un análisis ni siquiera somero del conflicto que ha afectado a 
estos pueblos14. Tampoco de los varios procesos de paz alcanzados y/o frustrados tanto 
en Rwanda como en la República Democrática del Congo15; ni tampoco de las diver-

10	� Vid Op. Cits. Págs 6-7, 13-14.
11	� Op Cits, Págs 12-13 y 15-17, 5-6 y 20-22, 2-6.
12	� Unos procesos de justicia no centrados en la represión, el castigo ni la venganza, (sin por ello 

olvidar de aplicar las penas aplicables) que sirviera para establecer de forma adversarial y 
con las debidas garantías y respeto de los derechos humanos fundamentales un criterio de 
responsabilidad internacionalmente aceptado y el final de la impunidad para los autores de 
graves crímenes internacionales, con la aproximación más cuidada posible a la verdad de los 
acontecimientos. 

13	� Unos procesos de construcción de paz no centrados en conseguir acuerdos parciales y provi-
sionales que puedan satisfacer sólo puntualmente, sino procesos con el máximo respeto a los 
principios de la mediación o conciliación en conflictos o la facilitación de diálogos, pero que al 
mismo tiempo no obvien las cuestiones de justicia social y justicia formal en aras a alcanzar 
un acuerdo visible (en especial las que hacen referencia a la no conveniencia de amnistías y al 
establecimiento de algún tipo de responsabilidad por los crímenes internacionales más graves), 
con la aproximación más cuidada a las necesidades básicas de los pueblos y a la verdad de los 
procesos históricos.

14	� En relación a los presuntos crímenes de guerra y su análisis fáctico y jurídico puede consultar-
se: Jordi Palou Loverdos, Crímenes de guerra contra españoles, ruandeses y congoleses en África 
central (1990-2006): El conflicto de los grandes lagos desde la perspectiva de los derechos huma-
nos y el derecho internacional humanitario, Revista Electrónica de Estudios Internacionales nº 
13, 2007.

15	� En Rwanda, a pesar de los diferentes episodios violentos producidos desde el 1 de octubre de 
1990 hasta nuestros días, la ONU y un gran número de ONG internacionales consideran que 
no existe conflicto violento ni violaciones sistemáticas de derechos humanos que merezcan una 
atención especial, siendo que la mayoría de expertos de paz no mencionan en sus estudios 
sobre acuerdos de paz a nivel mundial el Acuerdo de Paz de Arusha, frustrado posteriormente 
por múltiples episodios y en particular por el magnicidio perpetrado contra los presidentes de 
Rwanda y Burundi, el 6 de abril de 1994, que desencadenó el conocido genocidio de Rwanda, 
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sas intervenciones desde la justicia Internacional (Tribunal Penal Internacional para 
Rwanda) o nacional en relación a los incontables crímenes internacionales cometidos 
en África Central, con casi 8 millones de víctimas rwandesas, congolesas, burundesas, 
españolas, canadienses, belgas, británicas etc, convirtiéndose en el conflicto con más 
víctimas civiles desde la segunda guerra mundial16.

Sólo se hace aquí referencia a un humilde pero vigoroso ejemplo de iniciativa con-
certada de la sociedad civil y de víctimas de este conflicto17 para hacer una aproximación 
combinada entre las vías de la justicia y de la paz18 con el fin de intentar transformar de 
forma no violenta dicho conflicto, en beneficio de las generaciones presentes y futuras 
de África Central. Como se describirá a continuación, se trata de unas iniciativas que 
no pretenden convertirse en modelo universalmente aplicable pero que constituyen un 
ejemplo de cómo la vía de la justicia y del diálogo pueden nutrirse y reforzarse mutua-
mente para la reconstrucción del tejido social, político y económico de una sociedad 
devastada por conflictos bélicos.

4.a) �La vía de la justicia y la lucha contra la impunidad 
de crímenes internacionales en África Central

Desde finales de los años noventa un número de personalidades, víctimas y familiares 
de víctimas españolas, rwandesas y congolesas, organizaciones no gubernamentales 
nacionales e internacionales y algunas instituciones públicas —englobadas en la orga-
nización Forum Internacional por la Verdad y la Justicia en el África de los Grandes 
Lagos— concertaron recursos, energías y voluntades para iniciar un proceso interna-
cional de investigación de destacados crímenes internacionales producidos en Rwanda 
y la República Democrática del Congo entre el mes de octubre de 1990 y el mes de julio 

así como graves crímenes internacionales en Rwanda y la República Democrática del Congo 
producidos hasta nuestros días, y que no habían sido investigados formalmente hasta épocas 
recientes.

16	� Puede consultarse una síntesis de análisis del conflicto y de las dos vías estratégicas utilizadas 
para transformarlo a partir del impulso de la sociedad civil y las víctimas en : http://www.veri-
tasrwandaforum.org/material/sintesi_espa.pdf.

17	� Dado que más adelante se tratará someramente la necesidad de inversión económica a favor de 
la paz, se avanza aquí a título meramente informativo que este proyecto de justicia transicional 
ha gozado en los últimos ochos años de existencia de un presupuesto anual que oscila entre los 
60.000 y los 120.000 euros. Ver, en contraste, punto nº 5 del presente estudio.

18	� En Colombia, por poner otro ejemplo, se ha hecho una apuesta por utilizar mecanismos de 
justicia transicional cuando muchos expertos coinciden que se hace en un momento e4n que el 
conflicto está todavía vivo (y donde resulta difícil hablar de transición y de post-conflicto). En 
este caso la apuesta proviene del Poder Político a partir de la aprobación de la Ley de Justicia 
y Paz de 2005, reinterpretada por una decisión de 2006 del Tribunal Constitucional colombia-
no. Ver en este sentido, Felipe Gómez Isa, Desmovilización paramilitar en Colombia: entre la 
paz y la justicia. Documento de trabajo nº 57, abril 2008. Rwanda y la República Democrática 
del Congo se encuentran también en momentos diferentes, aunque es difícil hablar también 
de situación postconflicto. En Rwanda en particular no se ha producido ningún proceso de 
transición. La doble iniciativa que se explica en este apartado aplica, por tanto, mecanismos de 
justicia transicional en una situación de conflicto y de ausencia de transición efectiva. A dife-
rencia de Colombia, la iniciativa surge de la sociedad civil de forma concertada a nivel nacional 
e internacional.
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de 200219 (inicio de la competencia temporal de la Corte Penal Internacional), crímenes 
que no eran objeto de investigación por ninguna instancia jurisdiccional internacional ni 
nacional. Después de años de recogida de información, documentación y testigos, todas 
ellas presentaron en el año 2005 querella ante los Tribunales españoles en aplicación 
del principio de justicia universal. Después de años de investigación formal los tribuna-
les españoles dictaron el pasado 6 de febrero de 2008 Auto de Procesamiento y órdenes 
de arresto internacional contra 40 altos cargos de la actual cúpula político-militar de 
Rwanda20 por crímenes internacionales de genocidio, crímenes contra la humanidad y 
crímenes de guerra, entre otros, presuntamente cometidos en el período antes señalado 
en los territorios de Rwanda y la República Democrática del Congo21.

4.b) La vía del diálogo entre los componentes de la sociedad rwandesa

Conscientes de que la vía de la justicia constituía a la vez un paso importante pero 
insuficiente para la transformación del conflicto rwandés, la prevención de nuevos epi-
sodios violentos y la superación de la tragedia vivida en las dos últimas décadas desta-
cados miembros de la sociedad civil rwandesa conjuntamente con víctimas rwandesas 
se propusieron iniciar un diálogo desde el exilio. Iniciaron el mismo dos personas: un 
presidente de una asociación de víctimas, perteneciente a la etnia hutu y residente en 
Bruselas (Bélgica) y un ex embajador plenipotenciario del actual gobierno de Rwanda 
ante la Organización de las Naciones Unidas, perteneciente a la etnia tutsi y residente 
en Nueva York (Estados Unidos de Norteamérica). En el año 2004, gracias a la facili-
tación internacional, hicieron un primer encuentro presencial en Mallorca (España) 10 
hombres y mujeres rwandeses de la diáspora, pertenecientes a las etnias tutsi y hutu, 
en el que constataron al mismo tiempo las diferencias de comprensión sobre la historia 
de Rwanda y el pasado en función de sus experiencias personales, familiares y comuni-
tarias y la coincidencias sobre propuestas constructivas de futuro. Después de dos años 
de preparación, en el año 2006 se realizó en Barcelona (España) una segunda edición, 
del que denominaron ya Diálogo IntraRwandés, constituyéndose la Red Internacional 
por la Verdad y la Reconciliación en África Central, con la asistencia de 20 rwandeses 
procedentes tanto de la diáspora como del interior de Rwanda, asimismo hutus y tutsis, 
y celebrado bajo los auspicios del candidato a premio Nobel de la Paz Juan Carrero, 
con el apoyo presencial del Premio Nobel de la Paz Adolfo Pérez Esquivel y el apoyo no 
presencial del Presidente de la República de Senegal Abdoulaye Wade. El documento 
de conclusiones de la edición de 2006 —en el que se solicitaba ya a la celebración del de-
nominado Diálogo Inter Rwandés altamente inclusivo— sirvió de base de diálogo para 
cinco ediciones posteriores denominadas Plataformas de Diálogo celebradas en los años 

19	� Ver para más información: http://www.veritasrwandaforum.org/querella.htm.
20	� De entre éstos al menos 9 se encuentran fuera de Rwanda ocupando cargos relevantes, incluso 

en la ONU: cuatro de ellos en la fuerza híbrida de mantenimiento de paz en Sudán (UNAMID), 
incluido un general rwandés que es segundo comandante de dicha fuerza armada; un quinto 
está en el servicio de desmovilización del Programa de Desarrollo de Naciones Unidas en Nepal 
(UNDP). Diversas instituciones publicas han pedido formalmente a la ONU su destitución y 
entrega a la justicia (ver, por todas, http://www.veritasrwandaforum.org/dosier/resol_Ban_Ki_
Moon_es.pdf.).

21	� Ver Resolución judicial: http://www.veritasrwandaforum.org/dosier/resol_auto_esp_06022008.
pdf ; ver síntesis acción de justicia y Auto procesamiento: http://www.veritasrwandaforum.org/
material/comunicado_prensa_080208_esp.pdf.
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2007 y 200822: en Washington DC (USA), para 20 participantes procedentes de EEUUA 
y de Canadá, en Amsterdam (Holanda) para 20 participantes procedentes de Holanda, 
Bélgica y Alemania, y en Orléans (Francia) para 20 participantes procedentes de Fran-
cia e Italia, la Plataforma de mujeres rwandesas (Barcelona) así como una edición espe-
cial ad hoc de participantes congoleses procedentes del este del país lindante con Rwan-
da, edición realizada en Kinshasa (RD Congo). En el año 2007 dicha iniciativa recibió 
el apoyo del Parlamento español, aprobándose una Resolución unánime de todos los 
grupos políticos mediante la que se ofrece apoyo técnico, jurídico, diplomático, político y 

se insta a ampliarlo a nivel internacional23. Recientemente, en el año 2009, se celebró 
la octava edición en Mallorca (España) con la asistencia de 30 hombres y mujeres rwan-
deses procedentes de África, Europa y Norteamérica pertenecientes a todos los grupos 
étnicos de Rwanda, hutus, tutsis y twa, así como dos congoleses, los que culminando 
cinco años de proceso acordaron instar formalmente a un gobierno de África Central la 
celebración del Diálogo InterRwandés Altamente Inclusivo, solicitando el apoyo institu-

cional i financiero de la comunidad internacional24. En estos cinco años de proceso han 
participado casi 150 líderes rwandeses, destacando dos ex Primeros Ministros, varios ex 
ministros, ex embajadores, ex militares, líderes políticos, representantes de la sociedad 
civil, de organizaciones de víctimas, de derechos humanos e investigación por la paz y 
del mundo económico que se proyectan con potencia en el futuro para la celebración de 
este diálogo InterRwandés que consideran base legimitimadora sobre la que debe cons-
truirse una nueva Rwanda ampliamente aceptada por todos los grupos políticos, étnicos, 
sociales, económicos de Rwanda y por la comunidad internacional.

5.	 Invertir en procesos de paz global

Numerosos son los estudios que se centran en estudiar y analizar los costes en gasto 
militar a nivel mundial. Baste señalar que durante el año 2007 se calcula que el gasto 
militar ascendió a la cantidad de 1 billón 339 mil millones de dólares25. Las «operaciones 
de paz» en 2007 en el mundo ascienden a sesenta y una (un 41% de las cuales corres-
pondieron a África), siendo el número total de personas desplegada en dichas misiones 
169.467, de las que prácticamente todas eran militares (con la aportación de 119 países 

22	� Con el apoyo, entre otros además del Premio Nobel de la Paz Adolfo Perez Esquivel, del ex secreta-
rio general de la Unesco (1987-1999), Presidente de « Cultura de Paz » y co-presidente del grupo de 
alto nivel de las Naciones Unidas sobre la Alianza de Civilizaciones, Federico Mayor-Zaragoza.

23	� Ver original de la Proposición no de Ley de apoyo al Diálogo IntraRwandés de fecha 25 de abril 
de 2007: http://www.veritasrwandaforum.org/resoluciones.htm.

24	� Se pueden consultar todos los documentos de Resoluciones y Recomendaciones de las ocho edi-
ciones del Diálogo IntraRwandés (2004-2009), disponibles en varias lenguas, en : http://www.
veritasrwandaforum.org/dialogo.htm.

25	� Ver Stockholm Internacional Peace Research Institute, SIPRI Yearbook 2008, traducció en 
català, Fundació per la Pau 2008, —Petter Stalenheim, Catalina Perdomo e Elisabetk Sköns—
Pág. 10. Esta organización destaca que en el año 2007 el gasto militar supuso un incremento 
del 6% respecto al 2006 y un 45% desde 1998, constituyendo un 2,5% del Producto Interior 
Bruto Mundial, y 202 dólares por cada persona en el mundo. España aparece en el puesto 15º 
con un gasto militar de 14,6 miles de millones de dólares, representando el 1% mundial.
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que enviaron tropas, observadores militares o policías, un total de 150.651 personas) 
frente a 18.816 civiles26. 

No se conocen sin embargo estudios globales sobre los gastos mundiales a nivel de 
justicia nacional e internacional. Sin embargo para hacerse una aproximación de la 
enorme desproporción existente entre los gastos militares y de justicia, baste observar 
el presupuesto del primer tribunal internacional a nivel mundial: el presupuesto de la 
Corte Penal Internacional —que actualmente investiga cuatro situaciones y casos en 
República Democrática del Congo, Uganda, República Centroafricana y Sudán— as-
ciende en el 2009 a la cantidad de 101.229.900 euros27. Esta cantidad aparece claramen-
te como insignificante en comparación al gasto militar, incluso si lo comparamos con el 
gasto militar en España que representa el 1% del gasto militar mundial28.

Muchos estudiosos y expertos sobre paz y resolución pacífica de conflictos insisten 
en la necesidad imperante de inversión pública y privada estructural a favor de la paz29. 
Es preciso invertir en procesos globales de paz. No hay estudios sobre la inversión en 
estructuras, análisis teórico, investigación30 y aplicación práctica de las diversas vías 
de construcción de paz a nivel mundial. Teniendo en cuenta lo señalado surge como 
necesidad imperante la de apostar firmemente por la inversión en paz. Se ha tardado 
siglos para crear un Tribunal penal global, que aún debe desarrollarse, fortalecerse y 
extenderse por el mundo. Conviene ponerse manos a la obra para la pronta creación 
de una verdadero Centro Global para la Paz y la mediación internacional en conflictos, 
que debería ser objeto de un convenio internacional entre los estados del mundo, con un 
presupuesto suficiente y adecuado31, con la concertación de las instituciones universales 

26	� Vis. Op. Cir, Sharon Wiharta, Págs 7-8. Se desconoce el coste total de dichas 61 operaciones 
de paz realizadas prioritariamente por militares. En ocasiones es difícil objetivar si dichas 
operaciones tienen como objetivo el mantenimiento de la paz o la consecución de objetivos 
militares geoestratégicos: después de haber sido procesados en febrero de 2008 (ver nota al pie 
nº20) 4 militares rwandeses de los desplegados en Sudán meses después —esto es, en fecha 3 
de septiembre de 2008— dicha fuerza rwandesa con el general rwandés procesado al mando 
recibieron del Departamento de Estado de EEUU una aportación directa de 20 millones de 
dólares en equipamiento militar, pocas semanas antes de ser confirmado en su puesto por el 
Secretario General de la ONU por un período irrevocable de 6 meses que finalizaba en marzo de 
2009 (ver información oficial de la Embajada de EEUU en Rwanda: http://rwanda.usembassy.
gov/u.s._embassy_donates_equipment_to_the_rwanda_defense_forces).

27	� Ver Informe de la Asamblea de Estados Partes de la Corte Penal Internacional ICC-ASP/8/5 
de 13 de mayo de 2009, http://www2.icc-cpi.int/NR/rdonlyres/8DD226D5-9BF0-4D64-89C5-
39E27E7833BA/0/ICCASP85FRA.pdf.

28	� Aparece incluso insignificante con el importe de las ventas de armas producidas por la primera 
empresa norteamericana de fabricación de armas (Boeing), que en 2006 produjo unas ventas 
por importe de 30.690 millones de dólares. Op. Cit, Pág 12.

29	� Por todos, Anatol Rappoport, The origins of violence. Aproches to study of conflict. World Peace 
Academy, 1989.

30	� Ver Escola de Cultura de Pau, La investigación sobre la paz en España. Generalitat de Cata-
lunya, Departament d’Interior, Relacions Institucionals i Participació-Oficina de Promoció de 
la Pau i dels Drets Humans, Documento de Trabajo nº 2, octubre 2008, Pag, 13. Dicho estudio 
pone de manifiesto que la mayor parte de centros de investigación de España no divulgan sus 
presupuestos, destacando que el presupuesto de cuatro centros asciende a la cantidad de 6 
millones de euros.

31	� Baste para iniciar la andadura del mismo que todos los países dedicaran el 0,1% de lo que 
destinan en el presente a gasto militar y los destinen a la creación y aprobación del primer 
presupuesto anual para de este Centro Global.



Jordi Palou Loverdos 20

y regionales, estados, cuerpos públicos y privados y la acreditación para su intervención 
sobre el terreno de acreditados expertos internacionales —gubernamentales, no guber-
namentales e independientes— sobre la base de equipos multidisciplinares de diversos 
orígenes y horizontes geográficos, sociales, raciales, étnicos, religiosos e intelectuales, 
focalizados en la prevención de conflictos violentos, la resolución y la transformación 
pacífica de conflictos. No podemos esperar siglos, ni tan siquiera décadas. Es responsa-
bilidad de todos hacerlo posible en la próxima década, por el bien de la tierra y de todos 
su habitantes presentes y futuros.



El carácter ejecutivo de los acuerdos 
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Abstract. En menos de dos años, los Estados miembros deberán poner en vigor 
sus disposiciones legales, reglamentarias y administrativas necesarias para 
dar cumplimiento a la Directiva 2008/52/CE, de 21 de mayo, sobre ciertos as-
pectos de la mediación en asuntos civiles y mercantiles, con una excepción, con-
cretamente, lo dispuesto en el artículo 10 de la citada Directiva. En efecto, an-
tes del 21 de noviembre de 2010, la Comisión hará accesible públicamente, por 
los medios que considere oportunos, la información facilitada por los Estados 
miembros acerca de los órganos jurisdiccionales u otras autoridades que sean 
competentes para recibir una solicitud que dé carácter ejecutivo al contenido 
resultante de una mediación (artículos 12.1, 10 y 6 de la Directiva 2008/52/CE). 
Ello significa que los Estados miembros deberán presentar a la Comisión dicha 
información con la antelación suficiente. El presente estudio tiene por objeto 
analizar sucintamente algunas de las cuestiones relativas al título ejecutivo 
en nuestro ordenamiento y valorando las posibilidades de introducir nuevos 
medios de obtención de este carácter ejecutivo a los documentos celebrados tras 
una mediación que culmina con acuerdos, a la vista de las experiencias de otros 
ordenamientos jurídicos en esta materia.

Keywords: título ejecutivo, homologación judicial, transacción, escritura pú-
blica.

1.	 Introducción

La mediación es un medio autocompositivo de controversias. Aunque un tercero media-
dor interviene en el proceso de resolución del conflicto entre dos o más partes, sabido es 
que la solución del mismo proviene de la voluntad de dichas partes; no es el mediador 
quien aporta la solución, como así ocurre en los medios heterocompositivos (juicio o ar-
bitraje) en los cuales el juez o el árbitro, respectivamente, deciden e imponen un resul-
tado a favor de una de las partes. En la mediación, la resolución del conflicto se alcanza 
como consecuencia de los acuerdos adoptados por las partes. La labor del mediador se 
ha circunscrito a crear el espacio necesario óptimo para que las partes puedan dialogar 
y comunicarse de manera suficiente hasta alcanzar dichos acuerdos. 

Si una vez alcanzados los acuerdos, las partes cumplen sin más (cumplimiento vo-
luntario), el conflicto se podrá haber resuelto definitivamente. Sin embargo, si alguna 
de ellas incumple alguno o todos los acuerdos adoptados, ¿qué puede hacer la otra parte 
para conseguir que aquélla cumpla? ¿A quién pueden dirigirse? Con una cierta probabi-
lidad, contactará de nuevo con el mediador para comunicarle la situación. Sin embargo, 
el mediador no podrá dar respuesta a este nuevo conflicto surgido, si lo que quiere la 
parte o partes es que la otra cumpla con la prestación a la que se obligó. Con indepen-
dencia de si las partes se avinieran a celebrar un nuevo proceso (con las posibles pre-
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visiones normativas al respecto, por lo que se refiere al plazo legal exigido entre una y 
otra), en el caso de que una de ellas pretenda que, sencillamente, se cumplan los pactos 
adoptados merced el proceso de mediación, el mediador no tiene reconocida competencia 
para hacer cumplir coactivamente a las partes con lo acordado. 

Para ello, esto es, para obtener el cumplimiento forzoso de los acuerdos resultantes 
de la mediación será imprescindible que las partes acudan al Juez. En virtud del artícu-
lo 117.3 de la Constitución española (CE) y del artículo 2 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial (LOPJ) la ejecución forzosa es una actividad de carácter puramente jurisdiccio-
nal. Literalmente, el precepto de la LOPJ proclama el principio de exclusividad juris-
diccional de la ejecución al decir que «el ejercicio de la potestad jurisdiccional juzgando 
y haciendo ejecutar lo juzgado corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales 
determinados en las Leyes y en los tratados internacionales»1. La justificación de tal 
exclusividad cabría encontrarla en el hecho de que la ejecución supone una injerencia 
en la esfera del deudor de la prestación y, por tanto, el monopolio del ejercicio de la 
coacción por el Estado cobra especial relevancia en la ejecución. Lo mismo sucede con 
otra de las formas tradicionalmente denominadas de resolución alternativa de conflic-
tos como es el arbitraje: si bien el Estado reconoce eficacia a la autonomía de la voluntad 
de las partes en materias disponibles y permite que las partes defieran la solución de su 
controversia al arbitraje, la ejecución forzosa o coactiva en todo caso se sustrae de dicha 
disponibilidad (artículo 44 de la Ley de Arbitraje).

Es, pues, la autoridad judicial la única competente para hacer cumplir los acuerdos 
adoptados (con excepción de la potestad de la Administración de llevar a cabo la ejecu-
ción de sus propios actos). Con tal finalidad se regula el procedimiento de la ejecución 
regulado en los artículos 517 y siguientes de la LEC. 

Para que la acción ejecutiva pueda instarse es preciso que concurran dos presupues-
tos: por un lado, el incumplimiento del obligado, y por otro, que dicha acción se funde en 
un título que lleve aparejada ejecución; o lo que es lo mismo, es requisito indispensable 
que los acuerdos adoptados en mediación hayan sido recogidos en un documento que 
tenga el carácter de ejecutivo, que en el ámbito civil y mercantil, objeto de la Directiva 
52/2008, se encuentra detallado en el artículo 517 y siguientes de la Ley de Enjuicia-
miento civil (LEC).

2.	 Título ejecutivo según la LEC

La Directiva 2008/52/CE dispone en su artículo 6, apartado 2, que el contenido del 
acuerdo podrá adquirir carácter ejecutivo en virtud de sentencia, resolución o acto au-
téntico del órgano jurisdiccional u otra autoridad competente de conformidad con la 
legislación del Estado miembro en el que se formule la solicitud. Dos son las excepciones 
a los efectos ejecutivos de los acuerdos de mediación: cuando sean contrarios al orden 
público o cuando el Estado miembro no contemple su carácter ejecutivo.

1	� El tenor literal del artículo 2 LOPJ se refiere a la ejecución de lo juzgado. En los acuerdos 
resultantes de la mediación, como en cualquier negociación, no ha existido juicio alguno por lo 
que cabe plantearse si podría entenderse que los pactos que las partes alcanzan con la finalidad 
de poner fin a un conflicto podrían llegar a ser ejecutados por una vía distinta de la judicial o 
el poder coactivo tan sólo se halla en manos del Estado impidiendo con ello cualquier otra vía 
alternativa a la judicial, pues es la que presenta todas las garantías. 
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En el caso de que los acuerdos de mediación no hayan sido recogidos en alguno de 
los documentos o resoluciones indicadas en el artículo 517 LEC, la única vía posible es 
la de recurrir al procedimiento judicial correspondiente por razón de la materia objeto 
del conflicto el cual terminará en una sentencia judicial de condena (por incumplimien-
to), que una vez firme deviene título ejecutivo y, por tanto, de ejecución forzosa. 

En cambio, si los acuerdos celebrados tienen el carácter de ejecutivo, el procedi-
miento que persigue el cumplimiento de los mismos se obtendría mediante el ejercicio 
de la acción ejecutiva, sin necesidad de recurrir al proceso judicial previo que termina-
ría en una sentencia de condena, por ende, ejecutiva.

La justificación de la ejecutividad del título viene de la mano de sus caracteres 
principales: indiscutibilidad e imposición de un deber. En cuanto al primero, la indiscu-
tibilidad del título se basa en el hecho de que tanto los sujetos, acreedor y deudor, como 
el contenido de la obligación, dimanan de actos que le dotan de una cierta fehaciencia. 
Si bien es cierto que puede apreciarse diferencias del procedimiento de ejecución entre 
los títulos jurisdiccionales (derivados de la intervención judicial o arbitral) de los ex-
trajurisdiccionales en atención a la mayor posibilidad de oposición en los segundos que 
en los primeros, en el caso de los títulos ejecutivos extrajurisdiccionales se parte de la 
idea de que quien expresa su voluntad de quedar obligado, en documento público o en 
actos mercantiles en masa (artículo 517.2 núm. 6 y 7 LEC), de los que nos ocuparemos 
más adelante, lo hace porque se ha comprometido a cumplir con una prestación, porque 
la debe. La obligación a que se refiere el título ejecutivo no es, pues, dudosa, o más 
exactamente, aparece no supeditada a una declaración previa acerca de su existencia, 
validez y exigibilidad. Sin embargo, la doctrina procesal considera que la posición del 
deudor ante una sentencia judicial o un laudo arbitral firmes no es la misma que ante 
un título no jurisdiccional, es decir, no judicial o arbitral. Se entiende que el título judi-
cial viene precedido de una fase declarativa que concluye con una sentencia firme que 
deja zanjada, definitivamente, la cuestión controvertida o dudosa. En consecuencia, el 
procedimiento de ejecución de los títulos extrajudiciales, los no jurisdiccionales, prevé 
mayores posibilidades de oposición del deudor, tanto por hechos anteriores a la forma-
ción del título como por hechos concurrentes y posteriores, puesto que, se entiende, la 
indiscutibilidad es de menor grado al estar basado en una apariencia.

Por lo que al segundo de los caracteres del título ejecutivo se refiere, esto es, la 
imposición de un deber, la doctrina procesalista conviene en que es preciso que el título 
ejecutivo refleje una obligación, determinada o determinable, de cualquier contenido po-
sible, contemplado en el artículo 1.088 CC: de dar, de hacer o de no hacer alguna cosa. 

Una vez fijados los caracteres, veamos, pues, cuales son los títulos ejecutivos reco-
nocidos actualmente en nuestro ordenamiento jurídico en que pudieran fundarse los 
acuerdos resultantes de la mediación, de conformidad con el artículo 517 LEC, teniendo 
presente que son «numerus clausus» y que los trataremos en función de su considera-
ción como jurisdiccionales y no jurisdiccionales.

2.1.	 Títulos ejecutivos jurisdiccionales

Serán jurisdiccionales los títulos previstos en el artículo 517.2, 1º, 2º y 3º LEC, es decir, 
las resoluciones judiciales dictadas después del correspondiente proceso de declaración; 
los laudos arbitrales, equiparados con las sentencias judiciales y la transacción judicial-
mente aprobada así como los acuerdos que las partes alcancen durante el proceso y que 
sean judicialmente homologados.
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2.1.1.	Sentencia judicial

El título ejecutivo por antonomasia es la sentencia firme de condena (artículo 517.2. 1º 
LEC). Se considera que mediante esta sentencia firme no sólo se condena a una deter-
minada prestación sino que la controversia que sobre la misma pudiera existir queda 
zanjada. Las sentencias declarativas y las constitutivas dan lugar a la ejecución previs-
ta en los artículos 521 y 522 LEC. 

Esta es la vía propia de resolución en los conflictos derivados de la ruptura matri-
monial. El matrimonio es un estado civil de la persona por razón de matrimonio, una 
cuestión de orden público, excluida por tanto del poder de disposición de las partes lo 
cual se concreta en que éstas, para obtener la separación, el divorcio o la nulidad ma-
trimonial requieren ineludiblemente de una sentencia judicial que así lo declare. Por 
consiguiente, los acuerdos resultantes de la mediación en este ámbito se contienen en el 
convenio regulador que acompaña la demanda de mutuo acuerdo o que se presenta para 
que el proceso contencioso pase a ser de mutuo acuerdo, lo que termina, en su caso, con 
la sentencia judicial correspondiente. 

Así, los acuerdos resultantes de la mediación se recogen en el convenio regulador, 
cuyos extremos serán vertidos en la sentencia judicial, con la consiguiente eficacia eje-
cutiva de la misma. En el caso de que el convenio regulador no sea homologado judicial-
mente tendrá eficacia interpartes mas no carácter ejecutivo.

2.1.2.	Homologación judicial de los acuerdos adoptados

Las partes pueden recurrir a la homologación judicial de los acuerdos alcanzados, de 
conformidad con el punto número 3, de apartado 2 del artículo 517 LEC. Y ello en es-
tricta consonancia con el artículo 1.816 del Código civil (CC), relativo a la transacción 
judicial. La transacción, en el Código civil, se configura como un contrato por el cual 
las partes, mediante recíprocas concesiones, ponen fin a la controversia suscitada en-
tre ellas, se haya iniciado o no el proceso judicial. Según la jurisprudencia (sentencia 
del Tribunal Supremo, 20 de diciembre de 2000), «no constituye requisito esencial de 
la transacción la entrega recíproca de prestaciones, ya que en ocasiones el deseo de 
poner término a un litigio, soslayar discusiones y no extraer del olvido hechos y actos 
ya ocurridos, mueve a los contratantes a la aceptación de acuerdos sin iguales alcances 
y paridad de condiciones (…) pueden ser sacrificios de orden moral y no han de tener 
necesariament contenido económico». 

En cualquier caso, según cual sea la materia objeto del conflicto, bien pudiera con-
siderarse que los acuerdos alcanzados por las partes, con la intervención de un media-
dor, constituyen un contrato de transacción2. Pues bien, esta transacción tiene para las 
partes la autoridad de la cosa juzgada, es decir, que no puede volver a tratarse de esta 
cuestión en un procedimiento judicial, pues ya no existiría controversia, de tal modo que 
si una de ellas presenta una demanda judicial sobre el mismo objeto de controversia, la 
otra parte puede oponer la excepción de transacción terminada, de acuerdo con lo que 
dispone el artículo 1.816 CC. Sin embargo, el mismo artículo 1.816 CC señala que la vía 

2	� Por ejemplo, en el ámbito del Derecho de familia, más que de obligaciones, contenido propio 
de los contratos, se habla de derechos deberes, por lo que el contrato de transacción no suele 
reconocerse como tal. En caso de ruptura matrimonial, los cónyuges regulan los efectos de la 
misma a través de acuerdos, recogidos en el convenio regulador, con una naturaleza jurídica 
particular, y no poco discutida.
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de apremio, es decir, en general, la ejecución forzosa, en particular, la realización para 
hacer efectivo el pago al ejecutante con el producto de la liquidación de la transacción, 
tan sólo procederá si se trata de una transacción judicial. La transacción será judicial 
siempre que la autoridad judicial emita una resolución en la que se recoja la aprobación 
de los acuerdos adoptados por las partes, por ellas mismas o como resultado de un pro-
ceso de mediación, de acuerdo con las formalidades legales pertinentes. Pueden plan-
tearse dos casos: que se haya iniciado o no un procedimiento judicial. En el primer caso, 
la transacción será judicial si el procedimiento iniciado termina mediante un auto que 
recoja los acuerdos que las partes hayan alcanzado, a los efectos que estamos tratando, 
con la intervención del mediador, si bien sería de igual aplicación para el supuesto de 
que el acuerdo hubiera sido celebrado sin la participación de tercero alguno. En el caso 
de que la parte actora desistiera del procedimiento, aunque se hiciera constar que el 
motivo es que las partes han llegado a un acuerdo no nos hallaríamos ante una tran-
sacción judicial y, por tanto, no sería ejecutiva. En el mismo sentido si existe renuncia, 
allanamiento o caducidad. En el segundo caso, esto es, no habiéndose iniciado procedi-
miento judicial alguno, las partes podrían obtener el carácter ejecutivo de los mismos 
mediante la homologación judicial de los mismos, a través de un procedimiento de juris-
dicción voluntaria, previsto en los artículos 1.811 y ss. de la LEC de 1881.

2.2.	 Títulos ejecutivos no jurisdiccionales

La acción ejecutiva también puede fundarse en los títulos previstos en los números 4º a 
8º del artículo 517.2 LEC, pues esta Ley entiende que los títulos extrajudiciales son «ge-
nuinos títulos ejecutivos, esto es, instrumentos que, por poseer ciertas características 
permiten al Derecho considerarlos fundamento razonable de la certeza de una deuda» 
(Exposición de Motivos, LEC 2000). 

El ordenamiento jurídico permite el acceso al proceso de ejecución para actuar una 
responsabilidad que no ha sido declarada o decidida por una resolución judicial prece-
dente; permite pasar directamente a la ejecución de aquello sobre cuya existencia no ha 
recaído previamente una decisión jurisdiccional, lo que justifica unos requisitos y una 
tramitación distintos del proceso de ejecución ordinario (necesidad de requerimiento 
previo, causa de oposición, por ejemplo). Estos títulos ejecutivos no jurisdiccionales se 
encuentran, como decíamos, relacionados en el artículo 517.2, 4º, 5º, 6º, 7º y 8º LEC y 
son la escritura pública y las pólizas de contratos mercantiles, los títulos al portador 
o nominativos, legítimamente emitidos, así como los certificados no caducados por las 
entidades encargadas de los registros contables, con las particularidades legales que 
en los citados apartados se mencionan y, finalmente, el auto que establezca la cantidad 
máxima reclamable en concepto de indemnización, dictado en casos de rebeldía o de 
sentencia absolutoria o sobreseimiento en procesos penales incoados por hechos cubier-
tos por el Seguro Obligatorio de Responsabilidad civil deirvada del uso y circulación de 
vehiculos de moto, de los que nos ocupamos a continuación.

2.2.1. 

Otra de las vías a través de la cuales las partes pueden conseguir que su acuerdo 
tenga carácter ejecutivo es la de la escritura pública, con los requisitos establecidos 
en el artículo 517, apartado 2, punto 4 LEC. De los distintos documentos públicos, e 
incluso notariales (escritura públicas, las pólizas intervenidas, las actas y en general 
cualquier documento que autorice el notario —artículo 144, párrafo 1º del Reglamento 
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Notarial—), la LEC sólo reconoce fuerza ejecutiva a la escritura pública, es decir, el 
instrumento público autorizado por notario competente cuyo contenido verse sobre las 
declaraciones de voluntad, los actos jurídicos que impliquen prestación de consenti-
miento, los contratos y los negocios jurídicos de todas clases (artículo 144, párrafo 2º 
del Reglamento Notrial).

Esta escritura pública debe reunir los requisitos establecidos por el citado artículo 
517.2. 4º LEC, es decir, que sea primera copia; o si es segunda que esté dada en virtud 
de mandamiento judicial y con citación de la persona a quien deba perjudicar, o de su 
causante, o que se expida de todas las partes. La justificación de esta norma se halla en 
evitar la duplicidad de ejecuciones de un mismo título, situación que podría producirse 
si se permitiera laindefinida obtención de escrituras públicas.

Por tanto, las partes podrían acordar que los acuerdos de mediación, cualquiera que 
sea la materia del conflicto, sean elevados a escritura pública por el notario.

2.2.2. 

En el ámbito estrictamente mercantil, las pólizas de contratos mercantiles, los títulos al 
portador o nominativos, legítimamente emitidos, así como los certificados no caducados 
por las entidades encargadas de los registros contables con los requisitos exigidos en los 
artículo 517, apartado 2, números 5, 6 y 7, respectivamente, de la LEC.

Consideramos relevante destacar una diferencia notable entre la ejecución de los 
títulos jurisdiccionales de los no jurisdiccionables contenida en el artículo 520 LEC. 
Según este precepto los títulos no jurisdiccionales sólo pueden tener un contenido eco-
nómico, o lo que es lo mismo, dinerario. Además, este artículo fija unos mínimos: sólo po-
drá despacharse ejecución en estos títulos no jurisdiccionales por cantidad determinada 
que exceda de 300 euros: 1º, en dinero en efectivo; 2º, en moneda extranjera convertible 
y 3º en cosa o especie computable en dinero.

Caso de que ser literlamente así, nos cuestionamos la posibilidad de obtener el ca-
rácter ejecutivo del documento no jurisdiccional que recoja los acuerdos resultantes de 
la mediación cuando las prestaciones consistan en un dar cosa distinta de dinero, en 
un hacer o un no hacer alguna cosa ante la dificultad de apreciar el valor económico de 
algunas de los compromisos alcanzados por las partes de un determinado conflicto, por 
ejemplo, en el ámbito familiar. Y en consecuencia, si la ejecución no dineraria (artículo 
699 y siguientes LEC), la ejecución de las obligaciones de hacer o no hacer alguna cosa 
(artículo 708 y siguientes LEC), sólo procede cuando el título ejecutivo sea jurisdiccio-
nal, judicial o arbitral, en ese caso, quedan excluidos un número no poco despreciable de 
acuerdos en ámbitos donde la resolución del conflicto no se circunscribe, precisamente, 
en la obligación de entregar una cantidad de dinero (aunque las obligaciones puedan 
ser su correspondiente consideración económica). Y con ello, se estará restringiendo la 
eficacia ejecutiva de los acuerdos resultantes de la mediación, limitándola a los títulos 
ejecutivos jurisdicionales.

2.2.3.	El auto de cuantía máxima

Este título de ejecución de cuantía máxima tiene su origen en el artículo 10 del Decreto 
632/1968, de 21 de noviembre, que conforme a lo dispuesto en la Disposición Adicional 
Octava de la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de ordenación y supervisión de los Segu-
ros Privados, se denomina Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de 
vehículos a motor.
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2.3.	 La cláusula residual del artículo 517.2 LEC

Por último, el artículo 517, apartado 2, número 9, de la LEC reconoce como título eje-
cutivo aquellas resoluciones judiciales y documentos que, por disposición de ésta u otra 
ley, lleven aparejada ejecución. Este último apartado del artículo 517. 2 LEC es una 
cláusula residual o de cierre, una suerte de «cajón de sastre» de los títulos ejecutivos, 
que requiere que todo título ejecutivo lo sea por indicación expresa de la Ley. Las pe-
culiares consecuencias de la ejecución, en cuanto que permiten la injerencia en el pa-
trimonio del sujeto deudor exigen que sólo pueda ser el legislador quien establezca qué 
títulos pueden llevar aparejada tales consecuencias, excluyendo, por tanto, la voluntad 
de las partes; sólo la ley, partiendo de determinados casos que nacen de la convención, 
sanciona su ejecutividad. La legislación puede ser tanto nacional como la que provie-
ne de la Unión Europea, como por ejemplo, la normativa establecida por Reglamento 
805/2004, de 21 de abril, por el que se establece un título ejecutivo europeo para créditos 
no impugnados. 

De conformidad con este apartado, cabría la posibilidad de otorgar carácter ejecuti-
vo a otro documento expedido por un organismo todavía no previsto. Posiblemente sea 
este punto el que presente, por tanto, mayor interés, pues abre la puerta a nuevas for-
mas de reconocimiento ejecutivo de los acuerdos adoptados en mediación. En este sen-
tido, nos pueden servir las experiencias recogidas por otros ordenamientos jurídicos3. A 
título de ejemplo, podremos encontrar ordenamientos jurídicos en los que el acuerdo de 
mediación podrá ser ejecutado conforme al procedimiento establecido en la legislación 
procesal correspondiente (Argentina); en otros, el acta con acuerdo constituye título de 
ejecución (artículo 18 de la Ley de Conciliación peruana núm. 26872, de 1997; artículo 
32 de la Ley de Mediación y Conciliación del Estado mexicano de Aguascalientes publi-
cada en el Periódico Oficial del estado el 27 de diciembre de 2004, reformada el 27 de 
octubre de 2008); o también, cabe la posibilidad que el acuerdo ratificado por las partes 
ante el Director del Centro de mediación tenga el valor de documental pública con el 
consiguiente valor ejecutivo. 

Precisamente, por su particularidad, queremos destacar este último supuesto. De 
conformidad con el artículo 32 del Decreto 112, correspondiente a la Ley de Justicia 
Alternativa del Estado mexicano de Durango, de 2005, el director general del Centro 
estatal, el subdirector general de los Centros Distritales gozarán de fe pública en el ejer-
cicio de sus funciones por lo que las partes reconecerásn en su presencia el contenido 
y firma de los convenios obtenidos a través de los procedimientos alternativos, los que 
tendrán el carácter de documentos públicos. Por su parte, el artículo 71 de la misma Ley 
dispone que «Inmediatamente después de que se haya suscrito el convenio, las partes 
y el especialista que intervino en el caso, comparecerán ante el director general del 
Centro Estatal o subdirector del Centro Distrital, en su caso, para que en su presencia 
se ratifiquesu contenido y se reconozcan las firmas, levantando constancia de dicha 
comparecencia. (…) Los convenios sólo serán aprobados en caso de que no contravengan 
la moral, disposiciones de orden público, no se afecten derechos irrenunciables o de ter-
ceros, ni se vulnere elprincipio de equidad en perjudicio de una de las partes (…)».

En suma, y a modo de conclusión, a los efectos de dar cumplimiento en tiempo y 
forma a lo dispuesto en el artículo 12, en relación con el artículo 6 y el 10 de la Directi-
va 2008/52/CE, esto es, aquellos órganos jurisdiccionales u otras autoridades que sean 

3	� Mi agradecimiento a la Dra. Esther Vilalta por la información facilitada en materia de derecho 
comparado.
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competentes para recibir una solicitud que dé carácter ejecutivo al contenido resultante 
de una mediación será necesario un análisis de los títulos ejecutivos ya existentes para 
determinar en que modo pueden o no otorgar el carácter ejecutivo que requieren los 
acuerdos resultantes de la mediación en atención a su particular configuración, esto es, 
acuerdos de muy diversa índole (obligaciones de dar, hacer o no hacer alguna cosa, debe-
res) y atendiendo, además, al estudio pormenorizado de las experiencias resultantes de 
los dispuesto en otros ordenamientos jurídicos sobre esta cuestión del carácter ejecutivo 
de los acuerdos adoptados en mediación. 
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1.	 Mediación en conflictos de familia

Cuando abordamos el instituto de la mediación desde una perspectiva más próxima, 
podemos observar que si bien es una institución que funciona muy positivamente en 
determinados ámbitos, básicamente en conflictos de familia, donde se está imponiendo 
un giro desde la visión litigiosa a la del mutuo acuerdo, con el apoyo de un mediador 
profesional que ayude a las partes a reconocer sus propios intereses, siempre teniendo 
en cuenta «el superior interés del menor» tal como establece la ley en nuestro ordena-
miento jurídico. Habiendo incluso a nivel judicial un amplio consenso sobre la necesi-
dad de abandonar definitivamente el modelo litigioso y aplicar con carácter general el 
modelo conciliador de la mediación con la intervención de un profesional experto en 
mediación1. De otro lado, hay que partir de que el sistema causal o culpabilístico ya 
fue superado por la Jurisprudencia española desde finales de los ochenta, pues lo que 
importa no es buscar un culpable de la ruptura de la pareja, sino ante la constatación 
de un nuevo estado de cosas, regular la situación resultante siempre atendiendo al su-
perior interés del menor. Y en este proceso es muy importante atender a parámetros 
extrajudiciales, poniéndose de relieve una caída del principio de legalidad, en el sen-
tido de que cuando se está al caso concreto no es posible seguir manteniendo la nota 
de generalidad propia de la dogmática jurídica moderna2. En este sentido también se 
pronuncia Muñoz Conde en el prólogo del libro «Conceptos básicos del Derecho Penal» 
de George P. Fletcher, cuando dice que el sistema jurídico continental ha de rescatar 
del sistema anglosajón del precedente, la importancia superior de la búsqueda de una 
solución justa en el caso concreto, aunque ello comporte una ruptura de las notas de 
generalidad, uniformidad y seguridad jurídica propias del sistema de Derecho moder-
no en el ámbito continental.

1	� Véase cómo el Magistrado del Juzgado de Familia nº 5 de Málaga, Sr. Utrera Gutiérrez en su 
ponencia con ocasión de unas Jornadas celebradas el pasado día 14-05-2.008 en el C.E.J.F.E. 
expresaba: «la necesidad pacificadora de la intervención judicial vs negativización del contrario 
en el ámbito de familia».

2	� En igual sentido y contra la uniformidad y generalidad de las ciencias humanas modernas, en con-
creto del derecho, nos alerta Hannah ARENDT: «Hombres en tiempos de oscuridad»,(Editorial 
GEDISA, Barcelona, 1.992, 2ª edición) y sobre la necesidad de oponer la humanidad a la razón 
cuando ésta se caracteriza por sus efectos devastadores.
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2.	 Mediación o justicia restaurativa

La aplicación del mecanismo de la mediación en el ámbito penal para delitos bagatela, 
goza de un amplio consenso, sustituyendo la respuesta jurídico-penal tradicional de 
prisión y de multa, —especialmente gravosa para los sujetos débiles económicamente 
que cometen básicamente delitos contra la propiedad—, por otro tipo de respuestas 
que supongan resarcimiento a la víctima o de trabajos en beneficio de la comunidad, a 
través de los técnicos de medidas penales alternativas en Catalunya, toda vez que el 
ámbito penitenciario ha sido objeto de transferencia a las Comunidades Autónomas. En 
Catalunya algunos de estos programas de T.B.C. han dado resultados muy alentadores, 
sobre todo, en relación a la resocialización de los sujetos pasivos del Derecho Penal, 
conforme establece el art. 25.2º Constitución Española de 1.978. Habiéndose instau-
rado incluso la figura de un tipo de empresa intermedia que se encarga de dar trabajo 
a estas personas hasta que consiguen su inclusión normalizada en el mundo laboral, 
habiéndose observado que para ello es básica la interconexión entre servicios sociales, 
servicios de ejecución penitenciaria y otros a nivel local, provincial y/o regional, con una 
información transversal de datos entre las distintas instancias.

3.	 �Mediación en en ámbito económico y laboral.  
¿Es posible?

Si bien hemos podido observar que la mediación con la posibilidad de soluciones indi-
vidualizadas que comporten la búsqueda de nuevas alternativas desde la autonomía 
de las partes con ayuda de un experto mediador que catalice o ayude a reconocer los 
auténticos intereses y preferencias de las partes a la hora de llegar a un acuerdo, es un 
instituto absolutamente adecuado para su aplicación en conflictos familiares con ayuda 
de una figura pública de mediación. Así como también es adecuado suspender la res-
puesta punitiva estatal y sustituirla por reparación a la víctima o trabajos en beneficio 
de la comunidad, siempre con el consentimiento del sujeto al que se le aplican.

Sin embargo, la pretensión de ampliar el mecanismo de la mediación a otros ám-
bitos caracterizados por una notable desigualdad entre las partes contratantes, v.gr: 
contratos de adhesión en materia de seguros, bancarios, donde siempre hay una parte 
fuerte y una parte débil, como bien dejó sentado el Tribunal Supremo en España (Ss.T. 
Supremo de 1.987), carece totalmente de sentido, toda vez que existe un importante 
peligro de que el mediador no sea todo lo imparcial que su especial función requiere. 

En el ámbito laboral igualmente no cabe aplicar el mecanismo de la mediación, pues 
el Derecho Laboral surgió con una finalidad «tuitiva», protectora para el trabajador, y 
no cabe hablar de respeto de la autonomía, pues para lo único que tiene libertad un 
trabajador cuando se queda sin trabajo es para morirse de hambre3, en caso de no haber 
llegado al tiempo necesario en activo como para tener derecho al subsidio de desempleo. 
Y conociendo la condición humana es difícil que la figura de un mediador en este ámbito 

3	� Del mismo modo, se pronuncia John Steinbeck: «Las uvas de la ira», en relación a los margi-
nados que se echaron a la carretera desde Oklahoma y Arkansas hasta California, cuando les 
sustrajeron las tierras que habían cultivado durante generaciones, al introducir los tractores, 
paradójicamente en el país de la libertad, EE.UU., finalmente se vieron obligados a reconocer 
que no les quedaba a ellos otra libertad que la de morirse de hambre.
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no sufriera fuertes presiones de la parte fuerte,empresa o multinacional, y puediera 
sucumbir a última hora a un chantaje emocional, dado que ahora como siempre y quizás 
un poco más que en otros tiempos, el ser humano se caracteriza por su materialismo. 
Como bien, expone Zagrebelsky, Gustav: «El derecho dúctil: ley, derechos, justicia», en 
los tiempos que corren, —por más que estemos insertos en sistemas jurídicos democrá-
ticos—, donde todo es susceptible de transacción, incluso los más altos valores, los dere-
chos más intangibles, según la correlación de fuerzas existente en cada momento en una 
sociedad; lo único que puede salvaguardar un poco los principios y valores intrínsecos al 
Estado Constitucional de Derecho, es un Poder Judicial, cuyos miembros gocen de una 
sólida cultura constitucional. 

Como dice Hassemer4, en los sistemas jurídicos constitucionales modernos, donde 
desde la 2ª Guerra Mundial se distingue entre el derecho y la ley, previendo mecanis-
mos de corrección de la ley positiva, bien a través de una interpretación acorde a la 
Constitución, o bien declarando su inconstitucionalidad en los casos más flagrantes de 
choque radical con los principios hoy positivizados que constituyen la base del siste-
ma jurídico constitucional moderno, con la axiología dimanante de la Constitución. Es 
necesario conciliar libertad y justicia para que una decisión política o una regulación 
jurídica se considere aceptable y razonable.

Y es evidente que pretender aplicar la mediación en conflictos entre partes absolu-
tamente asimétricas en la relación establecida, v.gr: contratos de seguro, de suministro 
de agua, gas, electricidad, bancarios y también laborales; constituye una distorsión in-
tolerable en un Estado de Derecho en relación a un mecanismo jurídico absolutamente 
adecuado en el ámbito de familia y en el penal como justicia restaurativa, siempre en 
este último caso, con el límite previsto en el art. 6.2º C. Penal, del principio de propor-
cionalidad, esto es, no se puede imponer por reparación una medida superior al tiempo 
que correspondería al tipo penal en abstracto.

Como dice Habermas en discusión con Rawls5, no puede considerarse razonablemen-
te práctico lo que no es además moralmente justo. La razonabilidad exige necesaria-
mente la reciprocidad o simetría entre las partes como nota imprescindible de la misma. 
Y no es posible una solución razonable, esto es, aceptable, donde brilla por su ausencia 
la simetría entre las partes. En el ámbito económico y laboral no cabe otra alternativa 
que limitar por el legislador la libertad de la parte fuerte en el contrato, dado que de 
otro modo, será posible llegar a una solución racional para la parte fuerte de la relación 
jurídica establecida, pero difícilmente conseguir una solución razonable, esto es, que 
reuna la nota de justicia y equidad en relación a la parte débil del contrato de que se 
trate y por supuesto a los ojos de cualquier observador imparcial.

Como dijo la profesora Laura Nader6, es muy peligroso cuando se produce la genera-
lización de un mecanismo jurídico como la mediación, creyendo a pie juntillas todos los 
operadores en la bondad de dicha institución, cuando de facto, su aplicación al ámbito 
concreto implica un choque frontal y una violación de los principios que informan dicha 
institución, básicamente la autonomía de las partes en ejercicio de la libertad. Así ocu-
rre, cuando se introduce una cláusula en un contrato de seguro o bancario o de suminis-

4	� Véase el libro de Winfried Hassemer: «Fundamentos de Derecho Penal».
5	� Véase el libro: «Debate sobre el liberalismo político. Una disputa de familia» de Jürgen Haber-

mas y John Rawls.
6	� Véase la ponencia «La influencia de la resolución de disputas en la globalización» de Nader, 

Laura, Universidad de Berkeley, California, expuesta en el Curso de Verano: «Globalización y 
culturas jurídicas», celebrado en Julio de 1.997 en el I.I.S.J. de Oñati (Guipuzcoa).
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tro de luz, gas, agua, o bien de servicio de telefonía fija o móvil, que prohibe a la parte 
débil en dicho contrato de adhesión poder acudir a los Tribunales. Esto evidentemente 
es absolutamente injusto e insostenible en un Estado de Derecho, sin embargo se está 
haciendo en EE.UU. con el beneplácito de los diversos operadores jurídicos, pues los 
intereses de los mediadores, normalmente pagados por la parte fuerte del contrato de 
adhesión o laboral, no salen a la luz. 

En Alemania, podemos observar cómo el art. 20.3º de la Ley Fundamental de Bonn 
establece que el poder judicial está sujeto no sólo a la ley, sino también al derecho, esto 
es garantía contra los excesos. En igual sentido, establece nuestra Constitución, en su 
art. 9.1º que los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al 
resto del ordenamiento jurídico y en su apartado 2º prevé que corresponde a los poderes 
públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad de los individuos 
y de los grupos en que se integran, sean reales y efectivas, así como remover los obstá-
culos contra éstas.

4.	 Conclusiones

En definitiva, nuestra pequeña contribución al debate en torno al instituto jurídico de 
la mediación tiene como objetivo poner de relieve que se trata de una institución total-
mente adecuada, que permite abordar desde una actitud pacificadora la intervención 
judicial en clara oposición con el modelo tradicional de intervención litigiosa o de venci-
miento del adversario en materia de familia7.

De otro lado, el instituto de la mediación como justicia restaurativa en delitos ba-
gatela, ampliamente aceptada en Alemania doctrinal y jurisprudencialmente, se está 
imponiendo en Catalunya, con resultados muy alentadores desde el punto de vista de 
la resocialización del delincuente a través de esta intervención institucional, como se 
ha expuesto más arriba8, yéndose un poco más allá y acompañando a estos sujetos a lo 
largo de todo el proceso, a través de las distintas instancias sociales, hasta su total y 
regular inserción en el mercado de trabajo ordinario.

Ahora bien, el mecanismo jurídico de la mediación tiene sus límites en el ámbito 
civil y laboral, pues si bien en derecho de familia permite una mayor implicación de las 
partes en la resolución de sus problemas desde la autonomía, aunque con la ayuda de 
un profesional público experto en mediación en dicho ámbito, que siempre velará por el 
interés superior del menor, pues así está previsto legalmente en nuestro Código Civil.

Cuando aprovechando la bonanza de la institución se pretende su aplicación al ám-
bito laboral o se prevé de forma generalizada en los contratos de adhesión, v.gr: con-
tratos de seguro, de suministro de luz, agua, electricidad, de servicio de telefonía fija y 
móvil y bancarios; pretendiendo que la figura de un árbitro o mediador podría ayudar 
a desvelar los auténticos intereses de cada parte; no podemos menos que dar el grito 
de alarma, pues precisamente es absolutamente imposible conseguir que una solución 
racional en este ámbito, sea al mismo tiempo razonable, esto es materialmente justa y 

7	� En palabras del Magistrado, Sr. Utrera Gutiérrez, del Juzgado de Familia nº 5 de Málaga con 
ocasión de su intervención en la Jornada reseñada en la nota 1, celebrada en Mayo de 2.008 en 
el C.E.J.F.E. de Barcelona.

8	� Téngase en cuenta que el art. 25.2º de la Constitución Española establece que la intervención 
punitiva estatal, penas y medidas de seguridad, tienen como finalidad la resocialización del 
delincuente.
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aceptable, además de equitativa. Es más, cuanto más racional llega a ser la solución 
que propone la parte fuerte, más se aleja la misma de la nota de la razonabilidad en 
el sentido que propone este término Perelman9, insistiendo en que es imprescindible 
siempre un juicio de valor para controlar el carácter razonable de una decisión jurídica. 
Y no sólo el legislador, sino el propio Tribunal Supremo en España por sendas Senten-
cias de 1.987, ya estableció que:»las cláusulas excesivamente gravosas y onerosas para 
la parte débil de la relación en un contrato de adhesión, se consideran nulas de pleno 
derecho y se tienen por no puestas». Podemos observar cómo el Alto Tribunal hace una 
apuesta decidida por la axiología constitucional en el sentido de proceder de este modo 
a la protección de la parte débil de la relación en los contratos de adhesión, de modo que 
la libertad de uno no deje absolutamente sin libertad, ni justicia a la parte débil.

Esto significa que en un Estado Constitucional de Derecho, el operador jurídico y 
especialmente el Poder Judicial y por supuesto, cada uno de nosotros como intelectuales, 
hemos de ser independientes, pero no neutrales, como recoge Zagrebelsky y Martini en 
su libro: «La Justicia como exigencia».

Como expresa Ross, Alf: «Sobre el derecho y la justicia», cada gobernante hace leyes 
que satisfacen sus propios intereses, pretendiendo que beneficia los derechos de todos, 
pero ya desde los antiguos sofistas en el S. V a.C. ocurre esto mismo, aunque en la anti-
güedad pretendían que estaban amparados por el poder divino.

Podemos observar que Hassemer propone un modelo de sistema jurídico que permita 
el análisis de la adecuación constitucional de una ley antes de su entrada en vigor, a fin 
de evitar los efectos de leyes manifiestamente injustas y contrarias a la axiología cons-
titucional. Como dice Niklas Luhmann, hay que atender también a los efectos de una ley 
o institución, y cuando son manifiestamente injustos, es necesario tener la capacidad 
de rectificar y modificarla, o bien dejar de aplicarla en el caso concreto o en un ámbito 
específico. Y esto es lo que sostenemos aquí en relación a la institución de la mediación 
en el ámbito económico, en concreto en contratos de adhesión, y laboral 10.

Y es por esto que se presenta este pequeño texto para contribuir a clarificar los pros 
y los contras de una institución que se revela con grandes posibilidades en algunos ám-
bitos, pero que es totalmente inadecuada en otros, como se ha manifestado.
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Abstract. Mediation entails the provision of the services of a professional, the 
mediator, who holds a legal relationship with the disputants: the mediation 
contract. Where there are transnational elements in the mediation process, 
the contract is of an international character. In such situation, the Laws of the 
diverse States involved could claim to be applicable to the same contract. The 
determination of the (only) Law applicable is of upmost interest in spite of the 
high degree of standardization of the obligations of both parties in the media-
tion contract. First, for such lex contractus establishes the limits of the freedom 
of the contracting parties. And second, for there are important matters that 
the parties do not usually tackle within the wording of mediation contracts 
and that model rules and standards do not either regulate. The present paper 
aims at illustrating about the functioning of the present and the future instru-
ments of Private International Law that solve the conflict-of-laws issue: Rome 
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1.	 �Introduction: Main Features of 
International Mediation Contracts

Mediation is, by definition, a structured process whereby two or more parties to a dis-
pute attempt by themselves, on a voluntary basis, to reach an agreement on the settle-
ment of their dispute with the assistance of the mediator, who is the third person asked 
to conduct the mediation in an effective, impartial and competent way2. Thus, the me-
diator simply helps the disputants to arrive at a resolution of the conflict by agreement 

1	� El presente trabajo se enmarca en el Proyecto de Investigación SEJ2006-1394/JURI, «Inte-
gración europea y globalización: el principio de reconocimiento mutuo en su proyección a los 
documentos y a las resoluciones judiciales», financiado por el Ministerio de Educación y Cien-
cia, del que es Investigadora Principal la Dra Pilar Rodríguez Mateos. This work is part of 
Research Project SEJ2006-1394/JURI, «Integración europea y globalización: el principio de re-
conocimiento mutuo en su proyección a los documentos y a las resoluciones judiciales» («Euro-
pean integration and globalisation: the principle of mutual recognition as it applies to judicial 
documents and decisions»), financed by the Spanish Ministry of Education and Science and the 
FEDER. Chief Researcher: Dr. Pilar Rodríguez Mateos.

2	� See these definitions (of «mediation» and «mediator») in Article 3 of Directive 2008/52/Ec of the 
European Parliament and of the Council of 21 May 2008 on certain aspects of mediation in civil 
and commercial matters, Official Journal of the European Union (OJEU) L 136, 24/05/2008.
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without adjudication. But this task is far from being a simple one. On the contrary, for 
a mediation process to arrive to a good end, it is compulsory that the facilitator is ac-
quainted with certain procedures, techniques and skills that he/she has to use (Fiadjoe, 
2004: 58). In short: mediators need to be professionals.

Mediation is therefore also a job: mediators do provide services on a commercial basis. 
As a result, there is a legal relationship between the mediator and the disputant parties, 
who oblige themselves to the performance of certain acts. In short, to give and receive the 
services of mediation, the disputants and the mediator conclude a contract3. 

1.1.	 Mediation Contracts

A mediation contract is, first of all, a contract for the provision of services. The media-
tor’s performance is the one which characterizes the contract4, and it is a services’ provi-
sion. As has been pointed out before, the mediator undertakes to use her/his best efforts 
to channel the communication between the disputants, so that they may conclude their 
own arrangement on the conflict. On their part, the disputants are obliged to pay for 
the services rendered, even if the fees are sometimes assumed by third parties, namely 
the State5 or charities6. The mediation contract is, as a result, an onerous contract and 
it has a synallagmatic character.

In addition, it is important to draw attention to the fact that this contract has al-
ways a plurality of parties, at least in one of the contractual positions: the disputants’ 
position. In fact, it is likely that both parties are composed of two or more persons, for it 
is also possible that the process is conducted by a body of mediators (see infra).

Finally, it is also worthy to reveal that the existence of legal regulations specially 
enacted for this contract varies to a great extent. It is nominated and regulated in 
some legal systems7, whilst it lacks any specific rules —it is innominated— in others. 

3	� The mediation contract is usually known as mediation agreement; but I will use the term «con-
tract» to differentiate if from the agreement that the disputants may reach at the end of the 
mediation process.

4	� The determination of the performance which is characteristic of the contract could fundamen-
tal for the determination of the law applicable to the mediation contract in absence of choice. 
Such performance is said to be the performance that reveals the legal and economic function 
of the contract, i.e., the one that «gives a name» to the contract -habitually the non-pecuniary 
one, as the payment of a prize is common to the majority of the contracts (Carrillo, 1994: 121-
129; Virgós, 1996: 5291-5297). If Rome I Regulation applies (see infra, note 17), it will not be 
necessary to resort to this notion for this particular contract.

5	� Indeed, Council Directive 2002/8/CE of 27 January 2003 to improve access to justice in cross-
border disputes by establishing minimum common rules relating to legal aid for such disputes, 
Official Journal of the European Communities (OJEC) L 26, 31/1/2003 establishes that «legal 
aid is to be granted on the same terms both for conventional legal proceedings and for out-of-
court procedures such as mediation, where recourse to them is required by the law, or ordered 
by the court» (for further information see Cuartero, 2007: 51-52). 

6	� For instance, mediation in cases of international parental child abduction that was offered un-
der the frame of the reunite Mediation Pilot Scheme, is supported by the Nuffield Foundation. 
See reunite, 2006: 10. 

7	� For instance, the Law of Balearic Islands No. 16/2006, of 22 November 2006, of Family Media-
tion (Ley 18/2006, de 22 de noviembre de Mediación Familiar), BOE 303, 20.12.2006 contains 
a whole title completely devoted to the regulation of the mediation contract (See Title I: articles 
3 to 24). For further information concerning this regulation, see De La Torre, 2007.
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But, whatever may be the case, the main sources for the determination of the most 
fundamental parties’ obligations, and of the mediator’s duties in particular, are to be 
found both in the standards of conduct to which these professionals are often voluntari-
ly bound, and in the deolontological rules of a compulsory nature given by the institu-
tions or associations to which mediators belong. Just to mention a couple of examples of 
the voluntary rules, there is a «European Code of Conduct for Mediators»8 to which the 
European Union has given express support9, and a set of «Model Standards of Conduct 
for Mediators», adopted in 2005 under the auspice of the American Arbitration Associa-
tion10. As far as the obligatory norms concerns, the illustrations can be found both in 
the International Chamber of Commerce (ICC) ADR Rules of 200111 and in the set of 
rules elaborated by the Nederlands Mediation Instituut12 to which other associations, 
as Gemme (Grupo Europeo de Magistrados por la Mediación), remit in their model con-
tracts13. The widespread employment of auto-regulatory standards and rules, together 
with the extensive use of model contracts or model agreements14, contribute to a vast 
standardization of the basic regulation of mediation contracts. The obligations that are 
most intrinsically related to the mediation process are instituted in every set of rules 
with a high degree of similarity. Voluntariness, confidentiality, privacy and neutrality 
on the part of the mediator; right to any party’s withdrawal from the process; obligation 
to pay the agreed mediation’s fees on the part of the disputants, and so on, are some 
of the ever-present elements. For this reason, should the (state) Law applicable to the 
contract have a specific regulation for mediation contracts, the duties it would establish 
will not essentially differ to those set up in the above mentioned sets of rules.

However, regardless of the high degree of standardization, the determination of 
the law applicable to the mediation contract in international situations is of utmost 
interest, for two main reasons. The first one is that lex contractus establishes the limits 
of the freedom of the contracting parties. The validity of all the terms of the contract 
would always be examined in the light of this law. The second reason is that there are 
important matters that the parties do not usually tackle within the wording of media-
tion contracts and that model rules and standards do not either regulate. For instance, 
the type of obligation of the plural debtors (i.e., of the disputants in every mediation, 
and sometimes, of the mediators, where there are more than one). Let us imagine that 
the mediator, who has accomplished her/his part of the business, is not fully satisfied 
with the amount that the disputants have paid. The mediator needs to know whether 

8	� See in http://ec.europa.eu/civiljustice/adr/adr_ec_code_conduct_en.pdf (accessed 5 June 2009).
9	� Paragraph 17 of the Preamble of the Mediation Directive asserts that «Mediators should be 

made aware of the existence of the European Code of Conduct for Mediators which should also 
be made available to the general public on the Internet». The Code is available on the web site 
of the European Union (see previous note).

10	� See http://www.abanet.org/dispute/documents/model_standards_conduct_april2007.pdf (acces-
sed 5 June 2009).

11	� http://www.iccwbo.org/uploadedFiles/Court/Arbitration/other/adr_rules.pdf (accessed 5 July 
2009).

12	� Netherlands Mediation Institute (NMI) Rules of 2008: http://www.nmi-mediation.nl (accessed 
5 July 2009). 

13	� In Gemme’s «Mediation Agreement Draft», available at http://www.gemme.eu/en/article/me-
diation-agreement (accessed 5 July 2009). 

14	� The NMI also has a Model Mediation Agreement, dated 2004, available in its web site: http://
www.nmi-mediation.nl (accessed 5 July 2009).
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she/he has to require from each of the parties only that debtor’s part, or she/he may 
rather require it from any one of them until full performance has been received. In 
short, the mediator would need to know whether the disputants’ obligation is separate 
or solidary (joint and several) (respectively)15. The answer is to be found in the law ap-
plicable to the contract. 

1.2.	 Internationality Of Mediation Contracts 

The need to determine the law applicable to a contract appears where there is a choice 
to make between the laws of different countries or territories, i.e., where such a contract 
has an international character or where the contract is connected with more than one 
Law of a regional character16. In this paper, I will commit myself to the analysis of the 
international situations17. These situations are ruled, at the present time, by a conven-
tional instrument, the so-called «Rome Convention», which, in the near future, will be 
substituted by a Community Law instrument: Rome I Regulation18. 

A mediation contract is to be considered international when it involves one or more 
elements foreign to the internal social system of a country. For example, one or all of 
the parties to the contract could be foreign nationals or persons habitually resident 
abroad; the contract could have been made abroad; or the obligations of the parties 
could need to be performed in a foreign country19. What is important to consider is that 
internationality cannot be «forced» by way of creating an inter-State conflict-of-laws 
issue through the introduction in the contract of a choice-of-law clause. In other words: 
parties in a mediation contract cannot choose a foreign Law where all the elements rel-
evant to the situation at the time of the choice are connected with a country other than 
the country whose Law has been chosen, for Article 3.3 RIR establishes that, in that 
case, «the choice of the parties shall not prejudice the application of provisions of the 
law of that other country which cannot be derogated from by agreement».

In order to cope with the maximum range of situations concerning international 
mediation contracts, I will work, in the following epigraph, with three different study-
cases of an international dimension. In all the cases, the Law applicable, as I explained 
before, would let the mediator know, among other aspects, whether she/he may require 

15	� For a definition of these terms, see Article 10:101 of the Principles of European Contract Law.
16	� In Spain there is still no State Law regulating mediation, but Andalucía, Asturias, Baleares, 

Canarias, Castilla-León, Castilla-La Mancha, Cataluña, Galicia, Madrid and Valencia, i.e., 
more than the half of the Comunidades Autónomas, have passed their own Law.

17	� The solution for the conflict of laws issue of an interregional character could be different to the 
international one, as both RC and RRI (Article 19 RC and Article 22 RIR; see next note) esta-
blish the possibility not to apply their own rules to the former.

18	� Convention on the law applicable to contractual obligations, opened for signature in Rome on 
19 June 1980, OJEC L 226, 9/10/1980 (quoted as Rome Convention or RC); Regulation (EC) 
No. 593/2008 of the European Parliament and of the Council of 17 June 2008 on the law appli-
cable to contractual obligations (Rome I), OJEU L177, 4/7/2008 (quoted as Rome I Regulation 
or RIR). Both instruments are of a universal scope: the law specified by any of them shall be 
applied whether or not it is the law of a contracting or a Member State (see Articles 2 RC and 
2 RIR). RC is temporarily applicable where the contract has been concluded after its date of 
entry into vigour, and RIR will replace the RC from the moment it will applicable, i.e., where 
the contract is concluded after 17 December 2009 (see Articles 24 and 28 RRI).

19	 See Giuliano & Lagarde, 1980.
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the totality from any one of the disputant, or, on the contrary, whether she/he has to to 
require from each of the parties only that debtor’s part (see supra).

2.	� The Law Applicable to International 
Mediation Contracts

2.1.	 Commercial Mediation 

The first of the situations announced involves two undertakings that decide to refer an 
international commercial dispute to mediation. One of the undertakings is domiciled 
in the United Kingdom and the other one in Germany. As they look for an impartial, 
neutral and competent mediator with sufficient knowledge of both English and German, 
they decide to turn to the Nederlands Mediation Instituut (NMI). 

Should the mediation contract lack a choice-of-law clause, the law applicable to the 
contract would be Dutch Law. Thus, the mediator would have to recover from each of 
the disputants the part of the debt corresponding to that party: the British undertaking 
and the German undertaking are separate debtors according to the general presump-
tion established by Dutch Law20.

Indeed, Article 4.1 of RC establishes that the applicable law in the absence of choice is 
the «law of the country with which it (the contract) is most closely connected»; and Article 
4.2 RC adds that «(…) it shall be presumed that the contract is most closely connected 
with the country where the party who is to effect the performance which is characteristic 
of the contract has, at the time of conclusion of the contract, his habitual residences, or, 
in the case of a body corporate or unincorporate, its central administration (…)». Subse-
quently, as the performance which is characteristic of the contract is the provision of the 
mediation’s services (see supra), the applicable Law is the Law of the central administra-
tion of the NMI. In this case such Law coincides with the Law applicable under RIR, even 
if its Article 4.1 has introduced a great novelty, by setting up a rigid conflict-of-laws rule21. 
According to this rule «a contract for the provision of services shall be governed by the law 
of the country where the service provider has his habitual residence». 

In this «easy case» it is still worthy to pay attention to two particulars. The first one 
concerns the utilization of the «exception clause», that would allow to apply another Law, 
where it is clear from all the circumstances of the case that the contract is manifestly 
more closely connected with another country (see Articles 4.5 RC and 4.3 RIR). In the 
given case, such use is little plausible, for nothing in the circumstances described leads 
us to conclude that other Law different to Dutch Law is more closely connected with 
the mediation contract. The other point is that the «model agreement» (model contract) 
used by the NMI does hold a choice-of-law clause (see Article 11), according to which 
«This agreement shall be exclusively governed by Dutch Law». Thus, in a real case that 
the one proposed, the Law applicable would definitely be Dutch Law, not only because 
there is no possible use of the «exception clause» against the will of the parties, but also 
because an express choice of law by the parties would be valid under Articles 3 RC and 3 
RIR, and is not limited here. Where disputants are legal or natural persons performing 

20	� See Article 6.1 of Book VI of the Civil Code of the Netherlands. The presumption would fall if the 
parties agree on the contrary, i.e., on the introduction of a solidarity clause in the contract.

21	� Garcimartín, 2008: 9-10; Bonomi, 2008: 173-176; Ubertazzi, 2008: 67-78.
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tasks in the exercise of their respective trade or profession, mediation contracts can-
not be considered consumer contracts (it happens otherwise in next study-case, infra). 
Therefore, the only possible limit to the will of the parties would apply if Rome I Regula-
tion applies, the Law chosen is the Law of a third country, there are Community Law 
rules that cannot be derogated from by agreement and all the relevant elements to the 
situation at the time of the choice are located in one or more Member State22. 

2.2.	 Family Mediation – «Current Issue»

In the second situation, a British national and a German national that live together in 
Germany decide to separate and go to family mediation in order to reach agreements 
concerning their children. The couple has the same reasons as the undertakings to turn 
to the NMI: they want someone truly neutral and they want the mediator to speak both 
languages fluently. But the determination of the lex contractus in this case, even if both 
CR and RRI would still be applicable23 is a little more difficult.

2.2.1.	Consumer contract

To start with, the mediation contract might be a consumer contract. Be it the case, the 
Law applicable, in the absence of choice, would be the law of the habitual residence of 
the consumers, i.e., German Law, given that the couple has its habitual residence in 
Germany. According to German Law, the mediator would be able to recover the whole 
of the sum debited from any of the disputants, since the presumption set in that Law 
favors solidarity in plural debts 24.

For the contract to be considered a consumer contract, it must have been concluded 
by a person for a purpose which can be regarded as being outside her/his trade or pro-
fession, the consumer25, with another person, the professional, acting in the exercise of 
his trade or profession. This is the case in the contract signed by the members of the 
family and the mediator of the NMI. But it would also be necessary, according to Rome 
Convention, (1) that the NMI addresses the family advertising or a specific invitation 
to the conclusion of the contract, which must take place in Germany26; and (2) that the 
services of mediation are not supplied exclusively in The Netherlands27. When Rome I 

22	� For Article 3.4 of RIR (RC lacks a rule like this one) establishes that such choice of a «law other 
than that of a Member State shall not prejudice the application of provisions of Community 
law, where appropriate as implemented in the Member State of the forum, which cannot be 
derogated from by agreement». In favour of this provision, see Bonomi, 2008: 171-173; more 
critic, Garcimartín, 2008: 8.

23	� Articles 1.2 of both instruments exclude their application to «rights and duties arising out of a fa-
mily relationship, parentage, marriage or affinity (…). As a result, that they will not rule the Law 
applicable to the agreements eventually reached by the disputants in a family mediation. But the 
nature of the dispute (commercial or familiar) does not condition the application of RC or RIR to 
the mediation contract, since it does not change its character of contract for the provision of services. 

24	� See § 427 BGB. 
25	� RRI demands that this person is a natural person (see Article 6.1 RIR); under RC it could be a legal 

person, given that it does not contract in the frame of the trade or profession (see Article 5.1 RC). 
26	� The other possibilities given in Article 5.2 of RC are to very likely to happen in the case.
27	� Article 5.4 establishes that Article 5 «shall not apply to (...) b) a contract for the supply of ser-
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Regulation applies, a higher number of contracts will fall under the protection of the 
rule consumer contracts: although it will also be necessary that at least a part of the 
services are provided in Germany28, the disputants would be considered «consumers» 
even if they do not have concluded the contract in the country of their habitual resi-
dence. In our case, notwithstanding if they have travelled to Rotterdam to conclude the 
contract in the premises of the Instituut. What Rome I Regulation demands is that the 
professional «pursues his commercial or professional activities in the country where the 
consumer has his habitual residence, or by any means directs such activities to that 
country or to several countries, including that country, and the contract falls within the 
scope of such activities» (See Article 6.1 RIR).

If the said requirements are met, the election of any Law different than the Law of 
the habitual residence of the consumer (German Law, in the case) shall not have the 
result of depriving the consumer of the protection afforded by the mandatory rules of 
the Law of her/his habitual residence. Thus, all the mandatory rules of German Law 
that aim at the protection of consumers would be applied, even though the choice-of-law 
clause in the NMI «model agreement» sets forth the application of Dutch Law29.

2.2.2. Non-consumer contract

If any of the requirements for the contract to be considered a consumer contract is not 
met (ad ex., the mediator has never travelled to Germany to conduct the mediation), lex 
contractus has to be determined according to the general rule. Therefore, in the absence 
of choice it would also be Dutch Law30, i.e., the Law of the country where the service 
provider has its habitual residence (Articles 4.1 and 4.2 RC and Article 4.1 b RIR).

2.3.	 �Family Mediation — «Special Issue»: Mediation 
In International Parental Child Abduction

The third case concerns the employment of mediation in a situation of international 
abduction31. An international couple, resident in New York, decide to separate. It is 
settled that the mother, a German national, will be the primary carer of the children. 

vices where the services are to be supplied to the consumer exclusively in a country other than 
that in which he has his habitual residence».

28	� Article 6.4 a) of RIR holds the same exception to the application of the Article than Article 5.4 of RC.
29	� In this case, the disputants would be more protected if Dutch Law were applicable, for solidarity en-

tails a greater protection to the creditor (the mediator) against the debtors (each of the members of the 
couple) (Mignot, 2007). The provisions that regulate the type of a plural obligation, that are applicable 
when a explicit mention lacks in the contract could be considered mandatory rules for the protection 
of consumers when this end is expressly declared in the Law. For instance, Article 1122 of the Draft 
Proposal of Law for the Amendment of the Spanish Civil Code presented by the Comisión General 
de Codificación (see in the Special Boletín de Información del Ministerio de Justicia of January 2009) 
establishes that plural debtors are supposed to be solidary debtors, except if they became obliged by 
the means of a contract concluded with a professional and the former acted as consumers.

30	� Remember Article 11 of the NIM model agreement (cit. supra). This choice of a Law is not 
restricted for this contracts in RC, and according to RIR it has the only already mentioned 
limitation laid down in Article 3.4 See supra, note 18.

31	� See, among others, Moneger, 2004; Ganancia, 2004; Vigers, 2006; Paul & Walker, 2008; Oreju-
do, 2009.
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When the fortnight that the mother and children have spent in Germany has gone by, 
the mother decides not to come back to NY. The father, who has not given his permis-
sion for them to stay, makes an application for the return of the children under the 
Hague Convention 198032. If both the father and the mother agree, a special mediation 
Program existing between Germany and the USA comes into action. The Program con-
sists of a specific co-mediation: one of the mediators will be a woman and the other one 
a man; one of them will have a psycho-social or educational background, and the other 
will have a legal education; one of them will be German, and the other one American, 
and, where possible, the German will be living in the USA and the American in Ger-
many33. The most neutral space is therefore created: any special connection to just one 
of the countries involved is expressly avoided. As a result, the determination of the ap-
plicable law will be much more intricate. 

2.3.1. Consumer contract

The first complicatedness relates to the determination of disputants’ habitual residence, 
which is the key to ascertain the lex contractus if the contract is a consumer contract. 
Neither Rome Convention nor Rome I Regulation offer a definition for habitual resi-
dence of non-professionals34, and the resort to the criteria used in other community 
instruments appears to be clearly inconvenient35. In this case, the main purpose of the 
application of Article 5 RC and Article 6 RIR is, undoubtedly, the protection of consum-
ers —the applicable law would be the law of their habitual residence— so it would be 
adequate to consider the real or actual habitual residence of each of the disputants at 
the time of the conclusion of the mediation contract. Therefore, even if the above-men-
tioned requirements for a contract to be a consumer contract are met in this situation, 
the consumers lack a single habitual residence. 

A reasonable general solution to the problem where there is a plurality of parties on 
the consumers’ side would be allowing them to make a choice between the Laws of the 
countries where they have their habitual residences36. In the particular case, this pos-
sibility would only happen if the mediation is conducted in Germany and in NY simul-

32	� Hague Convention of 25 October 1980 on the Civil Aspects of International Child Abduction: 
http://hcch.e-vision.nl/index_en.php?act=conventions.pdf&cid=24 (accessed 6 July 2009).

33	� At least, both may have a great knowledge of both parent’s cultural background. See Paul & 
Walker, 2008 and Vigers, 2006.

34	� See Article 19 RIR for legal persons and professional natural persons.
35	� The fundamental reason is that Private International Law instruments enacted by the EC 

institutions have different objectives and goals. For instance, according to Brussels II bis Regu-
lation [Council Regulation (EC) No 2201/2003 concerning jurisdiction and the recognition and 
enforcement of judgments in matrimonial matters and in matters of parental responsibility, 
repealing Regulation (EC) No 1347/2000, OJEC L338, 23/12/2003] the family would still be 
US resident, for habitual residence not only expresses a geographical and material proximi-
ty, linked to the procedural aspects, but also aims at protecting minor children, through the 
requirement of an effective integration of them in the country of their habitual residence. The 
protection of minors is not a goal of the consumers’ protection rules applicable (or not) in our 
study-case.

36	� This is the solution that F.J. Garcimartín proposed to the problem in the Meeting on «La Ley 
aplicable a las obligaciones contractuales y extracontractuales: continuidad e innovación», that 
took place in Palma de Mallorca on 7 May 2009.
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taneously37, for the contract would only be a consumer contract if the mediation is not 
accomplished exclusively out of the country of the consumer’s habitual residence [Ar-
ticles 5.4.b) RC and 6.4 b) RIR]. Should the father travel to Germany to attend the me-
diation sessions38, the contract would only be considered a consumer contract if it is the 
German habitual residence of the mother that is (exclusively) taken into consideration. 
As has been said before, if the mediation contract is deemed to be a consumer contract, 
the contractually imperative rules of the Law of the habitual residence of the consumer 
would be applicable even is a another Law has been chosen as lex contractus. 

2.3.2. Non-consumer contract

If the contract cannot be regarded as a consumer contract, another complicatedness 
arises where co-mediation is carried out by mediators that do not live in the same 
country, for the general rule sets for that the Law applicable is the Law of the country 
where the mediator has his/her habitual residence [see Articles 4.1 and 4.2 RC and 
4.1 b) RIR]. In such a case, it would be necessary to turn to the default rule, according 
to which the lex contractus is the Law of the country with which the contract is most 
closely connected (Articles 4.5 RC and 4.4 RIR). The complexity here comes from the 
already revealed fact that a great effort has been made to keep mediation —and the 
contract— equidistant with regard to the countries with which the situation has con-
nections (the USA and Germany). The complication could lessen if the whole mediation 
is carried out in a single State (for instance, Germany), but where a direct mediation 
is conducted using video or teleconferencing facilities or communication over Internet, 
or where an indirect mediation with both mediators and parents in their respective 
states takes place, it would be extremely difficult to decide which is the «most closely 
connected» Law39. The advisability of a choice-of-law clause needs, for these situations, 
no further explanation.
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Abstract: La crisis de los mecanismos tradicionales de resolución de conflictos, 
debido a su lentitud y al elevado coste de los intereses de demora en el ámbito 
del contrato de seguro hace necesaria la búsqueda de sistemas alternativos de 
resolución. Entre éstos, la mediación se presenta como una alternativa muy 
interesante, cuya compatiblidad con las peculiaridades del derecho de seguros 
es superior a la de otros mecanismos. La comunicación tiene como finalidad 
identificar los conflictos que se presentan en el derecho de seguros y establecer 
cuales de ellos son los idóneos para ser resueltos a través de la mediación.
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1.	� Aspectos generales de los métodos alternativos 
de solución del conflicto (MASC)

Antes de abordar el estudio de los métodos alternativos de resolución de conflictos, es 
necesario acotar este concepto, teniendo en cuenta que, en USA se consideran como 
MASC todos los métodos de resolución de conflictos alternativos al proceso judicial —in-
cluyéndose, por tanto, el arbitraje, mientras que en el Reino Unido el arbitraje queda 
fuera de los MASC, entendiéndose únicamente por tales los métodos no decisorios de 
resolver conflictos de intereses. 

La comunicación se centrará en la utilización de métodos no decisorios de resolución 
de conflictos en seguros, dejando fuera del espectro de estudio el arbitraje. 

Con carácter general los MASC se caracterizan 

a)	 por la flexibilidad de sus procedimientos
b)	� por el menor coste que supone para las partes, al reducirse el tiempo de resolu-

ción del conflicto 
c)	� por la preservación de la relación entre las partes, lo que lo hace altamente eficaz 

para la resolución de los conflictos empresariales 
d)	� por la rapidez en la resolución 
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Entre los MASC podemos encontrar: 

— Negociación 
— Mediación 
— Conciliación 
— Decisión de peritos 
— Adjudicación 
— Evaluación neutral 
— Ofertas ciegas

En cuanto al porcentaje de éxitos en la mediación, las estadísticas de los centros de 
mediación (fundamentalmente en el Reino Unido1) arrojan un 85% de acuerdos, desglo-
sándose, por materias, del siguiente modo: 

— 26% negligencias profesionales 
— 28% construcción e inmobiliario 
— 15% comerciales 

Las ventajas de la utilización de los MASC pueden resumirse del siguiente modo: 

— Control del proceso por las partes que participan en la búsqueda de soluciones 
— Rapidez en la resolución que se traduce en una reducción del coste
— Confidencialidad 
— Flexibilidad 
— Mantenimiento de la relación entre las partes 
— No legalización 

El tipo de conflictos en los que los MASC pueden ser más eficaces son aquéllos que 
incorporan: 

— Relaciones comerciales continuas 
— Incertidumbres jurídicas notorias 
— Disensiones fácticas 
— Intereses
— Penalización 

Por el contrario, no se deben utilizar los MASC en los supuestos de: 

— Fraudes o estafas 
— Dolo civil o mala fe 
— Medidas cautelares 
— �Cuando exista un riesgo de quiebra de la confidencialidad o cuando se considera 

importante dar publicidad al conflicto
— Cuando es necesario contribuir a la creación de líneas jurisprudenciales

1	� CEDR publica las estadísticas de resolución de conflictos empresariales a través de la media-
ción hasta 2004 en http://www.cedr.com/index.php?location=/library/articles/Statistics_2004.
htm.
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2.	 �La mediación como método alternativo 
de resolución de conflictos 

2.1.	 La mediación en la Directiva 2008/52/CE

Este sistema de resolución de conflictos ha recibido un fuerte apoyo por parte de la 
Unión Europea, con la aprobación de la Directiva 2008/52/CE del 21 de mayo de 2008, 
sobre ciertos aspectos de la mediación en asuntos civiles y mercantiles.  La Directiva 
resalta la conveniencia de contar con este tipo de soluciones, económicas y rápidas, con 
procedimientos adaptados a las necesidades de las partes. Aunque la Directiva se solo 
se refieren a los procedimientos de mediación transfronterizos, el considerando 8 la 
abre a su aplicación a los procedimientos de mediación de carácter nacional, en lo que 
supone un claro apoyo de este sistema. 

La Mediación se define en la Directiva como un procedimiento estructurado —or-
ganizado— en el que dos o más partes en un litigio intentan voluntariamente alcanzar 
por sí mismas un acuerdo sobre la resolución de su litigio, con la ayuda de un tercero 
imparcial, el mediador.

Esta definición contiene tres de los rasgos distintivos de la mediación: la interven-
ción de una tercera personal neutral, la voluntariedad de elección del proceso y el ca-
rácter no decisorio, ya que las partes son quienes alcanzan «por sí mismas» el acuerdo. 
Falta en la definición el otro elemento fundamental, que también se recoge en la Direc-
tiva: la confidencialidad. 

La Mediación se distingue del resto de sistemas de resolución de conflictos precisa-
mente por los rasgos distintivos contenidos en su definición: 

a)	 la voluntariedad lo distingue del proceso judicial 

b)	 la intervención de un tercero neutral de la negociación y la conciliación 

c)	� la conservación de la potestad decisoria de las partes de los distintos sistemas 
basados en el arbitraje. 

La piedra angular de este sistema es la preparación de la figura del mediador, que 
tiene que conocer las técnicas necesarias para conseguir la aproximación de las postu-
ras de las partes. El papel de mediador es centar la cuestión conflictiva con objetividad, 
recordar a cada una de las partes sus desventajas o puntos débiles, tratar de disipar los 
enfoques emocionales y facilitar las comunicación de las partes, punto esencial para que 
puedan alcanzar un acuerdo. 

La Directiva considera este apartado fundamental, buscando que los Estados miem-
bros fomenten códigos de conducta voluntarios y formacion inicial y continua de los 
mediadores. 

Este punto, junto con la ejecutividad de los acuerdos derivados de la mediación 
y la preservación del derecho de acceso a la justicia, a través del aseguramiento de 
los plazos de prescripción y caducidad de las acciones de las partes, ya que la media-
ción se configura como una fase previa o complementaria del proceso judicial pero 
que no elimina la posibilidad de que las partes acudan a la jurisdicción en cualquier 
momento.
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2.2.�	 �La eventual inclusión de cláusulas de sometimiento 
a mediación de los conflictos en contratos 

Se nos plante la posibilidad de insertar en los contratos cláusulas de sometimiento de 
los conflictos que puedan surgir a un proceso de mediación, al estilo de los cláusulas de 
sometimiento a arbitraje.2 

En estas cláusulas se debe incorporar tanto los plazos para iniciar y finalizar la 
mediación como el método de elección de mediador o la remisión a un instituto o centro 
de mediación, al modo de las instituciones de arbitraje administrado. 

La validez de la cláusula de sumisión a mediación, en principio, será la general de 
los contratos, sin contar con la especial protección que otorga la legislación a los conve-
nios arbitrales. 

2.3.	 Desarrollo del proceso de mediación 

A continuación vamos a describir el desarrollo de un proceso estándar de mediación: 

— Reunión previa: premediación
La reunión previa servirá a las partes para informarse, si es necesario, sobre el 
proceso de mediación. 

— Acuerdo de mediación: 
El acuerdo de mediación debe tener un contenido mínimo: 
– Identificación de las partes 
– Identificación del conflicto 
– Establecimiento del compromiso de confidencialidad por las partes y el mediador 
– Establecimiento de plazos y sistemas de notificaciones 
– Lugar de la mediación 
– Intervención de asesores 
– Causas de suspensión de la mediación 
– Costes y honorarios

— Elección y designación del mediador 
Como hemos indicado antes, el mediador es un elemento esencial en el procedi-
miento, por lo que su elección debe realizarse con gran atención por las partes, te-
niendo en cuenta sus conocimientos y habilidades para realizar de manera eficaz 
las funciones de dirección del procedimiento, acercamiento de las partes y ayuda 
en la redacción del acuerdo. 
El mediador o el sistema de elección (instituciones de mediación) debe ser elegido 
de común acuerdo por las partes. 
En la mediación de conflictos de carácter internacional la nacionalidad del media-
dor es un detalle que se debe tener en cuenta. 

2	� La Cámara de Comercio Internacional sugiere diversos tipos de cláusula de ADR para su inclu-
sión en contratos. (http://www.iccwbo.org/court/adr/id5346/index.html).
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— Representantes de las partes 
Las partes pueden actuar directamente o por medio de representantes. Estos re-
presentantes deben tener poder de disposición suficiente sobre el conflicto para 
que su participación sea eficaz. 
Las partes, además, pueden acudir a la mediación acompañadas por asesores cuya 
función es aconsejarles.

— Intercambio de información 
El manejo de la información es un elemento esencial de la mediación. El trasvase 
de información no es entre las partes, como en los procesos judiciales o arbitra-
les, sino hacia el mediador. Éste es el que recibe la información de las partes y 
la utiliza para conocer con detalle el conflicto y las posiciones de las partes, sus 
fortalezas y sus debilidades, y la utiliza para promover un acuerdo equilibrado. 
Los documentos que cada una de las partes suministra al mediador no llegan a la 
otra parte, lo que preserva el carácter confidencial y deja abiertas las puertas al 
arbitraje o el proceso judicial si la mediación resulta ineficaz. 

— Sesiones de mediación 
En el proceso de mediación habrá dos tipos de sesiones: sesiones privadas entre 
cada una de las partes y el mediador y sesiones conjuntas. La sesión de apertura 
y presentación de la mediación será conjunta, así como la sesión en la que se sien-
ten las bases del acuerdo. El mediador podrá propone cuantas sesiones conjuntas 
considere necesario. 

2.4.	 El acuerdo de mediación

El acuerdo de mediación se configura jurídicamente como un contrato de transacción, 
regulado por el art. 1809 y ss. del Código Civil. Se establecen diversos requisitos para 
que la transacción sea válida. Así, en el caso de personas jurídicas (mediación en con-
flictos mercantiles), éstas sólo podrán transigir en la forma y con los requisitos que 
necesiten para enajenar sus bienes (art. 1811). El art. 1816 establece que la transacción 
tiene para las partes la autoridad de cosa juzgada, si bien no procede la via de apremio 
sino en el caso de transacción judicial. 

El art. 19 LEC regula el poder de disposición de las partes sobre el proceso sus pre-
tensiones y, en este ámbito, establece que el acuerdo de transacción será homologado 
por el tribunal que esté conociendo del litigio al que se pretenda poner fin. El art. 415 
dota a este acuerdo de ejecutividad. 

Si embargo no hay normativa procesal para la homologación del acuerdo de transac-
ción obtenido en un procedimiento extrajudicial. 

3.	 Los conflictos en el sector de seguros 

3.1.	 Análisis del conflicto y elección del método de resolución 

La primera decisión estratégica es la elección del modo de resolución del conflicto. Para 
ello es necesario tener en cuenta que no todos los medios son adecuados para cualquier 
tipo de conflicto. 



Paulino Fajardo Martos, Milagros Sanz Parrilla 52

Para la correcta elección del mecanismo más adecuado es necesario atender a los 
siguientes factores: 

a)	 tipo de conflicto 
b)	 principios y garantías de cada uno de los sistemas
c)	 ventajas de cada uno de los sistemas 

3.2.	 Tipos de conflictos en el sector de seguros 

Centrándonos en el ámbito de esta comunicación, pasamos a describir los tipos de con-
flictos habituales en el ámbito de los seguros: 

a)	� conflictos derivados del incumplimiento de deberes precontractuales o contrac-
tuales por alguna de las partes (declaración del riesgo, pago de la prima, comuni-
cación del siniestro, salvamento, pago de la indemnización, etc.)

b)	 conflictos derivados de la interpretación de la cobertura 
c) 	 conflictos derivados de la valoración de los daños (técnicos)
d) 	conflictos derivados de los contratos de reaseguro 
e) 	� conflictos en el seguro de responsabilidad civil, derivados de la incorporación del 

tercero perjudicado 
f) 	� recobros entre aseguradores, derivados de participación en coaseguros, subroga-

ción y cúmulos de seguros 
g) 	� conflictos derivados de las relaciones entre las aseguradoras y los mediadores de 

seguros 

Se trata, como vemos, de un tipo de contrato muy complejo, en el que se multiplican 
las relaciones: 

a) 	asegurador-asegurado 
b) 	asegurador-tercero perjudicado 
c) 	 asegurador-reasegurador 
d) 	entre aseguradores
e) 	 asegurador-mediador

Algunos de los ramos de seguros se caracterizan, además, por la multiplicidad de 
las partes que se ven involucradas en los conflictos (seguros en la construcción, seguros 
de transportes...). 

Otro factor que debe ser tenido en cuenta es la especial protección que la legislación 
de seguro otorga al asegurado, así como el elevado número de contratación con consumi-
dores. En este segundo caso, los sistemas de resolución de conflictos con consumidores 
son los adecuados, entre ellos, el nuevo sistema de mediación en consumo, recogido en el 
reciente Real Decreto 231/2008, de 15 de febrero, del Sistema Arbitral de Consumo. 

Junto al procedimiento arbitral, se contempla la posibilidad de utilizar la me-
diación «para que las partes alcancen un acuerdo que ponga fin al conflicto, salvo 
oposición expresa de cualquiera de las partes o cuando conste que la mediación ha 
sido intentada sin efecto». Quien actúe como mediador está sujeto en su actuación 
a los mismos requisitos de independencia, imparcialidad y confidencialidad exigidos 
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a los árbitros. El Secretario de la Junta Arbitral de Consumo debe dejar constancia 
en el procedimiento arbitral de la fecha de inicio y fin de la mediación, así como del 
resultado de ésta. 

Tanto las partes como los árbitros y los mediadores tienen obligación de guardar la 
confidencialidad de la información que conozcan en el transcurso de proceso de media-
ción y, con el fin de favorecer ésta, el plazo para dictar el laudo se suspenderá para el 
intento de mediación previa por un período no superior a un mes desde el acuerdo de 
iniciación del procedimiento arbitral. 

4.	 �La mediación como método alternativo de 
resolución de conflictos en seguros y reaseguro

Un vez indicados los tipos de conflictos que se producen en el ámbito de los seguros y 
el tipo de relaciones contractuales y extracontractuales en las que se desenvuelven, no 
podemos dejar de referirnos a la mediación como uno de los posibles sistemas de resolu-
ción de conflictos derivados de seguros y reseguros. 

Como hemos indicado al inicio, los MASC resultan especialmente eficaces en el caso 
de relaciones comerciales continuas, incertidumbres jurídicas notorias, disensiones fác-
ticas, intereses y penalización. 

Todos estos supuestos se dan en gran partes de los conflictos en seguros en los que 
suele haber una relación continuada entre aseguradores-asegurados-reaseguradores-
brokers que no sea desea que termine debido a lo que puede ser un problema aislado; 
con una gran incidencia de contratación internacional, sobre todo en los contratos de 
reaseguro, en los que no siempre es fácil determinar en qué foro territorial se resolverán 
las controversias y en los que pueden entrar en liza la aplicación de legislaciones nacio-
nales diferentes; conflictos en los que, en muchos casos, no se discute la cobertura, sino 
el alcance de los daños causados y en los que, en aplicación de la legislación española, se 
penaliza con un elevado interés el retraso en el pago de la aseguradora. 

La mediación es un sistema especialmente indicado para todos aquellos conflictos, 
dentro del seguro, que no tienen un claro componente jurídico —p.e. la valoración de los 
daños y la cuantía de la indemnización— y en los que existe una relación precedente 
entre las partes y la conveniencia de continuarla del mejor modo posible. Y, aunque 
en el sistema español nos puede parecer bastante lejano, la mediación se nos presenta 
también como un sistema adecuado, por su flexibilidad y rapidez, para llegar a acuerdos 
en materia de valoración de daños personales. 

Por otro lado, la medición es un sistema compatible con la normativa específica ase-
guradora y de consumo, ya que se trata de un sistema voluntario en el que las partes 
se ponen de acuerdo para acudir a un tercero, que no dirime la cuestión litigiosa, sino 
que se limita a poner los medios para que las partes puedan llegar por si mismas a un 
acuerdo. 

Y, por su propia naturaleza voluntaria y flexible, se acomoda a cualquiera de las 
relaciones que surgen entre las personas implicadas en el contrato de seguro (ase-
gurador, mediador, tercero perjudicado, asegurado, beneficiario) sin estar sujeto la 
existencia de ningún tipo de convenio, lo que permite su utilización para la resolución 
de cualquier conflicto, incluso el planteamiento de un sistema de mediación en plazos 
muy cortos para los conflictos de los contratos con asegurados-consumidores o de pe-
queñas cuantías. 
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1.	 Introducción y objeto

El objeto de estas reflexiones es analizar las estrategias solutivas seguidas habitual-
mente por las partes en conflicto, para identificar las ventajas que derivan de los prin-
cipios y garantías que, normalmente, regulan la mediación, y que determinan que sea 
el mecanismo alternativo de solución de conflictos empresariales más utilizado en el 
ámbito internacional.

La primera decisión estratégica para la solución de un conflicto entre empresas es 
la elección del mecanismo, tradicional o alternativo,1 de solución de conflictos más ade-
cuado a los intereses de las partes.

En la práctica, esta decisión viene condicionada, en parte, por la tipología y carac-
terísticas del conflicto y, principalmente, por las distintas ventajas que los principios 
y garantías (reglas del juego) que regulan los diversos mecanismos2 ofrecen para la 

1	� Seguimos el modelo comúnmente aceptado en el Reino Unido, de comprender bajo la termino-
logía «Mecanismos Alternativos de Solución de Conflictos» (MASC), todo método no decisorio de 
resolver conflictos. El modelo norteamericano incluye toda alternativa al proceso judicial y, en 
consecuencia, también el arbitraje.

2	� El profesor Moura, en su excelente artículo sobre mediación, en el que identifica la mayor parte 
de las cuestiones que esta figura suscita hoy para el Derecho Internacional Privado, (Moura, 
D «Mediação Comercial Internacional», en Jornadas sobre Cuestiones Actuales del Derecho 
Mercantil Internacional (págs. 801 a 810) celebradas el 22 de octubre de 2004 en la Cátedra 
«Mariano Aguilar Navarro» de la Universidad Carlos III de Madrid) habla de mecanismos com-
plementarios y no alternativos (pág. 803).
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protección de los intereses de las partes (económico-financieros, jurídicos, comerciales 
y de imagen).

2.	 �Evolución de la teoría del conflicto y 
de los mecanismos de solución

2.1.	 Evolución del concepto de conflicto

La consolidación de la mediación, como mecanismo alternativo preferente de solución 
de conflictos empresariales, se facilita en la segunda mitad de siglo XX3 por el desarrollo 
paralelo de la teoría del conflicto, que se hace más compleja.

Frente al entendimiento meramente bilateral y confrontacional del conflicto, (in-
tereses contrapuestos), se admite una estructura compleja compatible con propuestas 
más flexibles y creativas de solución4.

2.2.	 De la solución a la gestión del conflicto

Simultáneamente, y en consecuencia, el concepto de solución de conflictos, entendido 
hasta entonces exclusivamente como eliminación, se amplia para comprender también 
en su ámbito la gestión del conflicto en cuanto que minimización de sus aspectos nega-
tivos y maximización de sus consecuencias positivas5. Ya no se trata, pues, de dar la ra-
zón a una de las partes sino de alcanzar un acuerdo constructivo entre ellas. Evoluciona, 
pues, desde la negociación y no desde el proceso.

2.3.	 Enfoque multidisciplinar

Para poder proponer un acuerdo, en favor de ambas partes, más allá de decidir a favor 
de una, el ámbito de lo jurídico se expande, igualmente, integrando una visión multi-
disciplinar de los mecanismos de solución que incluye, principalmente, conocimientos y 
criterios propios de la psicología6, sociología y otras ciencias sociales.

3	� La reforma de la legislación procesal civil inglesa (Wolf Reform 1996) que se concretó en las 
Civil Procedure Rules (1998) supuso un fuerte estímulo a la utilización de la mediación en con-
flictos comerciales, auspiciado fuertemente por los jueces ingleses (Cfr. Dodson, Ch «Mediation. 
A commercial approach to dispute resolution», PLC, Oct. 1999, págs. 25 a 35).

4	� Redorta, J «Cómo analizar los conflictos. La tipología de conflictos como herramienta de media-
ción», Barcelona, 2004, págs. 62 a 81, que analiza los elementos estructurales del conflicto y su 
evolución desde las teorías dicotómicas a las triangulares y a otras más complejas.

5	� Cfr, la obra R. Mnookin, S. Peppet y A, Tulumello «Resolver conflictos y alcanzar acuerdos. Cómo plan-
tear la negociación para generar beneficios», Barcelona, 2002, que aborda la cuestión utilizando nume-
rosos ejemplos prácticos. Una obra de enfoque parecido es la del profesor Fisher, (que funde el Proyecto 
de Negociación de la Universidad de Harvard), «Más allá de Maquiavelo», Buenos Aires, 1994.

6	� No podemos dejar de hacer referencia aquí al, de nuevo, excelente y reciente trabajo coordinado 
desde el Departamento de Sevilla por Lourdes Munduate y Francisco José Medina, «Gestión 
del Conflicto, Negociación y Mediación» y que, como manual, es una aportación rigurosa y prác-
tica a la materia. (Munduate, L y Medina, F.J. coord., Madrid, 2005).
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2.4.	 Ventajas de la mediación

Es en este contexto, más complejo, de análisis conflictual, en el que la mediación des-
pliega sus ventajas:

1)	� La mediación supera la estructura dual de los mecanismos tradicionales, única-
mente acordes con enfoques confrontacionales.

2)	� El mediador controla el proceso de elaboración de propuestas de soluciones, aun-
que no la adhesión a las mismas, permite una gestión aceptable del conflicto no 
necesariamente orientada a la solución, sino a su gestión.

3)	� Finalmente, frente a mecanismos de heterocomposición tradicionales (proceso y 
arbitraje), la mediación se evade del enfoque estrictamente jurídico exigiendo del 
mediador otros conocimientos adecuados para la gestión del conflicto, principal-
mente de psicología social.

3.	 Complejidad de la estrategia en la mediación

3.1.	 Estrategia dual frente a mediador y partes

El concepto tradicional de estrategia (bélica), entendida como plan global7 frente al con-
flicto, parte de orientar todo acto de las partes para los fines perseguidos en la disputa.

Sin perjuicio de que la mediación tienda a mitigar el carácter confrontacional8 en la 
solución del conflicto, esto no implica que las partes no hayan de utilizar las tácticas y 
escaramuzas propias de los mecanismos de heterocomposición. De modo que, también 
en la mediación, a cada acto de parte se fija «una meta que corresponda a un objetivo»9.

El matiz diferencial estará en la necesidad de proyectar una estrategia dual. En la 
mediación, al retener las partes el poder decisorio, las tácticas persuasivas se habrán 
de orientar simultánea o sucesivamente al mediador (para condicionar una propuesta 
de solución ventajosa) y a la otra parte o partes (para condicionar su aceptación de la 
propuesta del mediador).

3.2.	 Cautela estratégica

Tratándose de conflictos susceptibles de ser referidos a mecanismos decisorios de hete-
rocomposición (procesal o arbitraje) de no lograr ser mediados satisfactoriamente, las 
estrategias son aún más complejas. Se habrá de primar la administración y economía 
de la información, tanto en alegaciones como en pruebas, para evitar perjudicar la es-

7	� Cfr. Von Clausewitz, C «De la Guerra», Madrid, 2005, págs. 139 y ss. Traducido por Carlos 
Fortea.

8	� Carroll, E & McKie, K «International Mediation. The art of business diplomacy», Kluwer Law 
International, 1999.

9	� Von Clausewitz, op. cit., pág. 139.
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trategia de los eventuales posteriores procesos haciendo pública toda la información o 
documentación relevante.

En la práctica, la estrategia se centrará, en estos casos, en elegir qué información, y 
cómo y cuándo ocultar, desvelar, dosificar o desfigurar10.

3.3.	 Estrategia solutiva: fases

En cualquier estrategia solutiva en una mediación, podríamos identificar tres fases 
principales:

1)	� Actuaciones previas de protección de posiciones y de obtención de información 
táctica del contrario.

2)	� Análisis de la tipología del conflicto y elección del mecanismo de solución más ade-
cuado en función de su naturaleza y de los principios y garantías que lo regulan.

3)	� Diseño de las tácticas a desplegar durante el desarrollo del mecanismo,11 para 
condicionar al mediador y a las partes y para proteger la información propia re-
levante en un eventual posterior mecanismo de heterocomposición.

4.	 �Estrategias solutivas: principios y garantías 
de la mediación. Sus ventajas estratégicas

Las reflexiones que desarrollaremos a continuación se centran, principalmente, en la 
segunda de esas fases para identificar los principios y garantías que regulan la media-
ción y las ventajas estratégicas que para las partes se derivan de ellos.

4.1.	 Actuaciones previas

4.1.1.	Finalidad

El proceso de solución de cualquier conflicto se inicia normalmente desplegando una se-
rie de actuaciones tendentes, principalmente, a asegurar las bases de la propia posición 
y, eventualmente, a mejorarla obteniendo información del contrario.

Estas escaramuzas previas cobran especial valor en el contexto de la actual conflic-
tología:

10	� Esto no debiera desalentarnos, pues como afirman Denis Jeambar e Yves Roucade («Elogio 
de la Traición. Sobre el arte de gobernar por medio de la negociación», Barcelona, 1999), «Los 
compromisos más eficaces suponen las mayores traiciones. No hay acuerdos más sólidos que los 
concertados entre hombres a priori hostiles».

11	� Me permito recomendar en este aspecto la obra (Negociar para con-vencer, Madrid, 2004) di-
rigida y coordinada por Mercedes Costa (Directora del Centro de Negociación y Mediación del 
Instituto de Empresa) y de la que también son coautoras María del Pilar Galeote y Mariana 
Segura. De nuevo un libro reciente, de autores españoles, que viene a dotar de la mayor calidad 
nuestro acervo doctrinal y práctico en estas materias.
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1)	� Por un lado, porque ya implican gestión del conflicto en sentido estricto, minimi-
zando los aspectos negativos del conflicto para las partes en cuanto que raciona-
liza las hostilidades al conceptuarlas como un inicio de alguno de los modelos de 
mecanismos acuñados para la solución, con independencia del resultado final.

2)	� Por otro lado, y aunque resulte paradójico en relación a nuestro comentario ante-
rior, en determinados tipos de conflictos el posicionamiento y el avivamiento del 
conflicto permite acelerar y optimizar su gestión o su solución. De nuevo simplifi-
cando: «si vis pacem para bellum», sería una buena manera de ilustrar esta nueva 
función asignada en la teoría del conflicto a la fase previa.

4.1.2.	Desarrollo en la práctica

Tácticamente, las partes realizan en la práctica las siguientes actuaciones:

1)	� Inicialmente se fija la pretensión formal, esto es, lo que se dice que se quiere. El 
planteamiento variará enormemente en función de los modelos culturales12, el 
grado de arrogancia, agresividad y sinceridad de las partes. Será imprescindible, 
pues, decodificar esta manifestación en el contexto cultural adecuado, pues de 
lo contrario, podría frustrarse cualquier intento de autocomposición derivando, 
inevitablemente, a fórmulas decisorias de heterocomposición.13

Simultáneamente, las partes pretenden en este momento proteger las posiciones 
negociadoras con, entre otras, las siguientes estrategias:

2)	� Interrumpiendo plazos de prescripción cumpliendo con requisitos de procedibili-
dad (p.ej.: conciliaciones previas obligatorias).

3)	� Solicitando documentación necesaria para conformar la posición propia informal 
o formalmente (diligencias preliminares).14

4)	� Protegiendo expresamente que éstas u otras actuaciones puedan interpretarse 
tácitamente en algún sentido (actos propios).

5)	� Acreditando la buena fe para evitar sanciones jurídicas por abuso de derecho o 
temeridad.

6)	� Dejando opciones abiertas al diálogo o al complemento de información mutua y a 
soluciones no confrontacionales

12	� Fukuyama, F, «La gran ruptura», Madrid, 1999, pág. 411 y ss. en relación a la necesidad de 
compartir códigos culturales (cultura común) para negociar normas de cooperación.

13	� Un buen ejemplo de esto puede ser la práctica procesal civil en España, en la que el intento de 
acuerdo «que ponga fin al proceso» previsto al regular la audiencia previa (art. 414 LEC) no es 
ya ni una formalidad, pues los jueces tienden a evacuar el trámite sin siquiera referirse a la 
posibilidad de acuerdo.

14	� Lib. II, Capt. II, artículos 256 a 263 de nuestra LEC.
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7)	� En el ámbito no anglosajón15, amenazando con las más cruentas hostilidades ju-
rídicas.

4.2. �Análisis del tipo de conflicto y elección 
del mecanismo de solución:

Fijada la posición inicial y habiendo obtenido información preliminar sobre la posición 
contraria, las partes gestan la primera decisión estratégica a la que hacíamos referen-
cia: elección del mecanismo de solución más adecuado. Atenderán, de un lado, a la tipo-
logía del conflicto16, a las características particulares del mismo y, principalmente, a los 
intereses que, finalmente, habiendo filtrado la información obtenida en la fase previa, 
le conviene proteger.

Por otro lado, valorarán las ventajas que derivan de los distintos mecanismos de 
solución disponibles.

Anticipábamos la importancia de este primer paso estratégico, en cuanto que, obvia-
mente, el tipo de guerra condiciona el desarrollo de todos los combates17.

En la cuestión que hoy nos ocupa, la primera pregunta sería, valoradas las fortale-
zas y debilidades propias y del contrario y, principalmente, el tipo de conflicto: ¿protege 
mejor mis intereses la autocomposición que la heterocomposición?, ¿cuándo es la media-
ción el mecanismo óptimo para gestionar/solucionar el conflicto?

La respuesta vendrá condicionada, anticipábamos, por las ventajas que identifican 
las partes en los principios y garantías que regulan la mediación. No obstante, antes de 
concretar estos principios conviene realizar algunas consideraciones sobre la naturale-
za de la mediación.

4.2.1. Mediación: principios y garantías

¿Cuáles son los principios y garantías que regulan la mediación y cuáles las ventajas 
estratégicas para las partes que de ahí derivan?

El principio fundamental es claramente el de igualdad18. En concreto, la igualdad 
de armas19 en el desarrollo del mecanismo, entendida como igualdad de oportunidades 
de alegación y prueba.

15	� Por la obligación deontológica para los profesionales jurídicos, en derecho inglés, de avisar 
previamente al ejercicio de acciones judiciales, lo cual, en positivo, implica que si se anuncian 
han de materializarse. También el uso de las cartas «without prejudice» condiciona de forma 
distinta el uso que se hace de esta fase preparatoria de actuaciones.

16	� Sobre tipos de conflicto. Cfr. Redorta, J., op. cit., págs 133 y ss. También sobre la técnica creada 
por este autor para el análisis de conflictos y que denomina CAT© (Conflict Analysis Tipology), 
págs. 317 y ss.

17	� Dodson, Ch., op. cit., pág. 34, describe sumariamente las características de los distintos meca-
nismos alternativos de solución de conflictos.

18	� Por todas cfr. la STC de 10 de Noviembre de 1981 que inicia la interpretación del principio de 
igualdad y que se mantiene inalterable.

19	� «Die Waffengleiheit», cfr. Gimeno Sendra, V., y otros, «D: Procesal», Tomo I, Vol. I, Valencia 
1989, pág. 302 y ss.
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Esta obvia coincidencia con los mecanismos de heterocomposición decisorios (ar-
bitraje, proceso judicial), de corte absolutamente procesal, se desdibuja al incorporar 
aquellas garantías, que en su conjunto, caracterizan a la mediación.

1)	� Frente a la publicidad propia del proceso judicial, la mediación comparte con 
el arbitraje la confidencialidad, matizada, no obstante, al preverse el riesgo de 
derivarse el conflicto a un proceso judicial o arbitraje de no resultar exitosa la 
mediación.

2)	� Frente a la contradicción, (esencial en arbitraje y proceso), en la mediación el 
instrumento más útil para el mediador es la asimetría de información, que condi-
ciona toda contradicción entre las partes.

3)	� Frente al procedimiento regulado (principio de legalidad procesal), rígido en el 
proceso judicial continental, menos rígido en el anglosajón y flexible en el arbitra-
je, la mediación parte de una estructura informal y flexible.

4)	� De nuevo frente a los mecanismos decisorios tradicionales, la mediación no es 
decisoria sin perjuicio de figuras híbridas (mediación-arbitraje20) y de la funcio-
nalidad que se quiere asignar a la capacidad de proposición de la solución del 
mediador.

De la conjunción de estos principios y garantías de la mediación, derivan una serie 
de ventajas a valorar por las partes al decidir estratégicamente qué mecanismo de so-
lución aplicar a su conflicto.

Aunque es cierto que todos los principios y garantías comentados se retroalimentan 
recíprocamente, en cada uno priman ciertas ventajas:

4.2.2. Mediación: Ventajas

¿Qué ventajas presenta la mediación frente a otros métodos de resolución de conflictos?

4.2.2.1. No erosión

La principal ventaja sustantiva de la mediación para la solución de conflictos empresa-
riales es que minimiza la erosión de las relaciones entre las partes. Esto se facilita, sin-
gularmente, si se extrema la asimetría de la información conforme al siguiente modelo, 
que impide la contradicción.

Las partes facilitan alegaciones y pruebas únicamente al mediador que no las tras-
lada abiertamente a la otra parte, sino que las utiliza únicamente para hacer su propia 
relación de hechos probados. Esto le permite ir socavando los errores fácticos de las 
partes en sus respectivas entrevistas con ellos, depurándolos hasta hacer aceptable la 
propuesta del mediador.

20	� Junto al profesor Navarro Contreras, hemos desarrollado en Davies Arnold Cooper, un modelo 
(Modelo Fajardo-Navarro) muy eficiente de híbrido, que distingue una fase de depuración fácti-
ca configurada como mediación y una eventual fase de aplicación jurídica decisoria, configurada 
como arbitraje.
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Al no trasladar abiertamente a una parte la posición de la otra, se evita el posicio-
namiento confrontacional. En la medida que las partes sólo se reúnen para evaluar una 
propuesta concreta de solución, se impide la contradicción. Las alegaciones se tienden 
a discutir con el mediador. La contradicción tiende a restringirse a la relación parte/
mediador.

De esta forma, se limita la erosión de las relaciones comerciales entre empresas, 
que siguen manteniendo relaciones comerciales simultáneamente al desarrollo del me-
canismo de solución o que tienen previsto continuarlas. Igualmente, se protegen de la 
erosión las relaciones personales entre los representantes de las respectivas empresas, 
que, en la práctica, tanto condicionan las relaciones empresariales.

Desde este punto de vista (no erosión), la mediación se percibe como un mecanismo 
más eficiente que la negociación.

En concreto, la no erosión se valora especialmente en sectores económicos de com-
petencia restringida, endogámicos por la existencia de cruces de paquetes accionariales, 
en los que las condiciones de mercado obligan a operar a través de «joint ventures» o de 
uniones temporales de empresas, o en los que el control estatal o público es fuerte21.

4.2.2.2. Carácter no decisorio

El carácter no decisorio de la mediación en la que las partes retienen el control sobre la 
continuación de la mediación y sobre el acuerdo, se valora por las partes, especialmen-
te, en los conflictos empresariales internacionales y en situaciones jurídicamente muy 
inciertas.

Se acude, por este motivo, a la mediación cuando existe riesgo de corrupción, cláu-
sulas de legislación o jurisdicción locales que no se pueden aceptar, conflictos de gran 
complejidad técnica, contratos elaborados bajo un sistema jurídico que serían interpre-
tados bajo otro distinto, incluso, en sus principios.

Las partes quieren mantener el control, también, cuando prima en su voluntad ob-
tener no una solución en sentido estricto sino la gestión del conflicto, con la expectativa 
de lograr soluciones creativas que favorezcan, incluso, un incremento de las relaciones.

4.2.2.3 Estructura informal

La estructura informal implica, indudablemente, una rapidez y ahorro de costes que se 
asocia a la mediación frente a otros mecanismos (arbitraje, proceso judicial). Un factor que 
decanta a las partes a acudir a la mediación es que el tiempo medio de duración no supera 
las 24 horas y difícilmente, de ser solutiva, supera las 72 horas. El porcentaje de éxito de 
la mediación supera el 90%, la experiencia y especialización sectorial del mediador, unida 
a los medios que facilitan las instituciones de mediación, avalan esta ventaja22.

Está singularmente indicada en situaciones en las que el conflicto demora, hace 
peligrar o suspende la ejecución de un contrato23, el reparto de dividendos o bonuses o 
la financiación de un proyecto.

21	� Dodson, Ch., op. cit., pág. 26, acerca del interés del mercado asegurador por favorecer la utili-
zación de MASC, instrumentalizado en el «Market ADR Commitment 1998».

22	� Cfr. Dodson, Ch., pág. 26 sobre estadísticas.
23	� En los sectores de la ingeniería y la energía, la construcción, la figura llamada «Adjudication» 

en el Reino Unido, o «Disputes Boards» en el contexto internacional, parece la más indicada 
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La mediación, desde esta perspectiva de optimización de los costes de transacción, 
ha recibido un notabilísimo empuje doctrinal desde los partidarios de Análisis Econó-
mico del Derecho24.

4.2.2.4. Confidencialidad

Las ventajas asociadas al principio de confidencialidad en la mediación han favorecido 
su preferencia frente a la negociación tradicional y al proceso judicial.

Esta característica ha primado entre empresas cotizadas, sometidas a procesos 
de venta o fusión, en conflictos relacionados con nuevos productos o procesos en 
desarrollo, o en situaciones en las que la protección de la imagen25 tiene singular 
relevancia.

No obstante, y frente al arbitraje, la confidencialidad es limitada en la mediación, 
en la medida en que su inicio no impide la posterior incoación de un proceso judicial o 
arbitraje, si una o ambas partes deciden retirarse o poner fin a la mediación sin haber 
solventado el conflicto o sin haberlo gestionado constructivamente.

Los riesgos provienen de que:

1)	� La asimetría de la información no se haya respetado escrupulosamente, habiendo 
obtenido, cualquiera de las partes, información relevante durante la mediación 
abortada, utilizable en los posteriores procesos26.

2)	� Durante esos eventuales arbitrajes o procesos, hagan referencia a particulares 
del posicionamiento de las partes durante la discusión de las propuestas de solu-
ción suscitadas en la mediación.

3)	� El proceso de mediación sea un híbrido de mediación o arbitraje, con coincidencia 
de las figuras de árbitro y mediador en la misma persona.

Las soluciones de los problemas apuntados resultan obvias. Por un lado, seguir una 
estructura negociadora que extreme la asimetría, incluso en las propuestas de solución. 
Por otro lado, cuando se regulen híbridos mediador/arbitraje, prohibir que el mediador 
pueda actuar como árbitro27.

para evitar demoras en la ejecución de los contratos, sin perjuicio de acudir posteriormente 
a la mediación, pues las decisiones en aquel mecanismo son provisionales. En relación al 
Reglamento de la ICC que regula esta figura, Cfr. Cairns, D. y Madalena, I., «El Reglamento 
de la ICC relativo a los dispute boards», Rev. Jur. La Ley, año XXVI, nº 6258, de 23 de Mayo 
de 2005.

24	� Cfr. Coase, R «The problem of Social Cost», Journal of Law and Economics, vol. III, Oct. 1960, 
pág. 1 a 44. Como iniciador del movimiento doctrinal, parte del «coste de transacción cero» para 
internalizar los efectos externos de un conflicto (Teorema de Coase).

25	� Cfr. el interesante comentario del profesor Moura en relación a la utilización de la mediación 
como elemento de marketing. (Moura, D., op. cit. pág. 808).

26	� Cfr. sobre los riesgos. CARR, I, «Mediation: Features, Associated issues and Harmonisation on 
the Horizon», Journal of International Commercial Law, 2004, págs. 263 y ss.

27	� Sorprendentemente en el ámbito estadounidense, la Uniform Mediation Act no incluye la im-
parcialidad como requisito del mediador.
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4.3.	 �Estrategias y tácticas a desarrollar durante la mediación

No obstante exceder esta cuestión del ámbito objetivo de estas reflexiones, conviene 
realizar unas consideraciones que derivan del principio asimétrico y de la naturaleza 
comentada del mecanismo.

La posición del mediador condiciona la táctica a seguir en el desarrollo de la me-
diación, tanto por el mediador como por las partes. Esto se debe a que el mediador 
retiene el control de la información, por la asimetría y, además, retiene la iniciativa y 
contenido de la propuesta de solución, sin perjuicio de la naturaleza autocompositiva 
(no decisoria).

4.3.1.	Estrategia del mediador

El mediador debiera orientar su estrategia dual y proactivamente al sucesivo desgaste 
de la posición de cada una de las partes28. Teleológicamente, se tratará de acomodar los 
intereses, en que fundamentará cada parte su posición frente a la propuesta de solución 
a la realidad fáctica que sólo el mediador ha conocido contradictoriamente29.

Si este proceso se conduce eficientemente respecto de ambas partes, en el momento 
de valorar la propuesta debiera existir una sincronía entre los intereses de ambas par-
tes y el contenido de la propuesta que, lógicamente, facilitará el éxito del proceso30.

La habilidad del mediador permitirá, en casos complejos o extremos, inducir la so-
lución estimulando el conflicto controlada y/o parcialmente31.

4.3.2.	Estrategia de las partes dirigida al mediador

Las partes, aun reduciendo su capacidad decisoria, han de orientar su estrategia desple-
gando tácticas dirigidas no frontalmente contra la otra parte, sino contra el mediador.

La estrategia adecuada ha de partir de reconocer el control del mediador sobre el 
resultado del mecanismo, en cuanto que tiene la iniciativa sobre qué solución proponer 

28	� Indudablemente la teoría de juegos del matemático John Von Mcumann y los desarrollos so-
bre «el dilema del prisionero» serán de gran utilidad al configurar este tipo de estrategias. En 
relación a las prevenciones no utilitaristas sobre estas teorías, merece la pena conocer las re-
flexiones de William Poundstone en «El dilema del prisionero», (Madrid, 1995), que en las págs. 
253 y ss. (Maquiavelo y el utilitarismo), nos sirven para conectar con la ética del mediador: «La 
teoría de juegos admite infinitas lecturas, pues refleja sólo el sistema de valores de los que la 
aplican. A veces las recomendaciones hechas por la teoría de juegos parecen maquiavélicas; se 
debe a que, en general, el código moral de los que usan la teoría es maquiavélico». (pág. 255).

29	� Cfr. Vincenzo Lo Cascio («Gramática de la argumentación», Madrid, 1998), para quien la valo-
ración del grado de sinceridad depende de la habilidad del decodificador (pág. 99), en un con-
texto de manipulación. Más adelante (págs. 297 y ss.) cita a F. Van Eemeren y R. Grootendorst 
(«Speech Acts in Argumentative Discussions», Dordrecht, 1984) autores de la lista de reglas del 
acto argumentativo ideal y sus infracciones.

30	� Fukuyama, F., op. cit., pág. 412, aclara el papel de la cultura como fuente de información para 
resolver el dilema del prisionero.

31	� Cfr. en Munduate, L. y Medina F.J., op. cit., el trabajo que abre el volumen (págs. 21 a 43) cuyos 
autores son E. Van de Vlient y C.K.W. de Drew y titulado «El conflicto en las organizaciones. La 
optimización del rendimiento mediante la estimulación del conflicto».



Estrategia y Mediación 65

y cuándo hacerlo, sobre la base de la información asimétricamente obtenida pero con-
tradictoria para él.

5.	 Epílogo

La mediación surge como evolución de la negociación, estructurándose y no como evo-
lución del proceso. Ese punto de vista debe dirigir los esfuerzos para el diseño de 
un sistema de mediación, a la hora de incorporar al derecho español de la Directiva 
2008/52/CE. La mediación empresarial fracasaría como alternativa que supere la cri-
sis de los mecanismos tradicionales de solución de conflictos, si se regulase bajo un 
prisma procesal.
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Abstract: La utilización de ADR en el ámbito de las reclamaciones de consumo 
tienen un marco legal específico en la UE que deriva de sus características: se 
centran en una relación desequilibrada entre consumidor y empresario; sue-
len tener poca entidad económica; y se entienden como un instrumento básico 
de la generación de confianza en el comercio electrónico. Por ello, se exploran 
continuamente formas de ODR en estos ámbitos que permitan construir la e-
confidence. Las ODR pretenden la mayor eficacia ofreciendo un soporte técnico 
capaz de solucionar una controversia con o sin la intervención de un tercero, 
y dentro o fuera de la organización del empresario. Así, se usa un mismo ex-
pediente técnico para poner en marcha sucesivamente más de una ADR, o se 
potencian los mecanismos automáticos que prescinden de los conceptos jurídi-
cos. Por todo ello, sólo un marco legal flexible será capaz de darles una salida 
solucionando los problemas propios del sistema técnico, y la aplicación de las 
normas de cada tipo de resolución de conflictos que se ofrezca.

Palabras clave: ADR, ODR, reclamaciones de consumo, desequilibrio, small 
claims, comercio electrónico, negociación automática, e-mediación, imparciali-
dad, sistemas de negociación/mediación. 

1.	 Un marco legal específico en la UE

Los medios alternativos de resolución de conflictos —ADR— en las reclamaciones de 
consumo tienen un régimen legal específico y anterior a la regulación general de la me-
diación civil dentro de la UE; pero parte de los mismos principios. Efectivamente, la Di-
rectiva 2008/52/CE indica en su Cdo. 10 que queda excluida de su ámbito de aplicación, 
junto con otras prácticas en los que hay acuerdo sobre el hecho que no son mediación. 
En cambio, en este caso, se limita a decir que quedan excluidos los «sistemas de recla-
mación de consumo», es decir, cualquier mecanismo de resolución de conflictos, sea o no 
mediación, por razón de su alcance material: reclamaciones de consumo. 

Según esta idea, es el bloque de las reclamaciones de consumo el que queda excluido 
puesto que estas tienen su propio sistema general de resolución alternativa de conflictos 
recogida a nivel comunitario en dos textos:

a)	� La Recomendación de la Comisión, de 30 de marzo de 1998, relativa a los prin-
cipios aplicables a los órganos responsables de la solución extrajudicial de los 
litigios en materia de consumo (DON L 115 de 14.4.1998, p. 31) que sólo regulaba 
la resolución alternativa de conflictos que supone la intervención de un tercero 
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que propone o impone una solución, mientras que dejaba de lado las actividades 
que define el art. 1 de la Recomendación, en las cuales se busca simplemente el 
acercamiento de las partes para tratar de buscar una solución de mutuo acuerdo 
que es la esencia de la mediación1. 

b)	� La Recomendación 2001/310/CE, de 4 abril, sobre principios aplicables a los ór-
ganos extrajudiciales de resolución consensual de litigios en materia de consumo 
que regula, precisamente, todos aquellos procesos en los que, con independencia 
de su denominación, se busca el acercamiento de las partes por tal de buscar una 
solución de mutuo acuerdo (arte. 1). En el caso español, estos procedimientos se 
califican legalmente como «mediación» dentro del denominado «Sistema arbitral 
de consumo» diseñada por el RD 231/2008, y se prevé como una primera fase del 
proceso (arts. 37 y 38); pero con suficiente independencia conceptual. 

Este enfoque legislativo anterior y específico deriva de las características de este 
tipo de reclamaciones —bases— y de su relación con el desarrollo del comercio electró-
nico —intersección— según las políticas de la Dirección General de Sanidad y Consu-
midores —DG SANCO—. Por ello describiremos las bases y la intersección del marco 
legal específico.

2.	 Las bases y la intersección del marco legal específico

En los dos textos se pone de manifiesto una serie de circunstancias que hacen necesaria 
una aproximación específica a la solución extrajudicial de conflictos en materia de con-
sumo que tiene su relación en dos ámbitos distintos:

Un ámbito está formado por las características destacadas y comunes de los conflic-
tos en materia de consumo, que podemos definir como la «base» del tratamiento de las 
reclamaciones de consumo. El otro ámbito es una intersección y se trata del tratamiento 
conjunto que en muchos niveles de al UE se da a los contratos de consumo y a la llama-
da contratación electrónica, especialmente a través de páginas web. De la suma de estos 
dos ámbitos surgen cuatro elementos propios del sistema de ADR en reclamaciones de 
consumo:

1)	� En primer lugar, hay un fuerte condicionamiento jurídico y es el hecho que este 
tipo de reclamación se encuadra siempre en lo que denominamos una relación 
sometida al derecho de consumo. Y el derecho de consumo presupone una relación 
—un contrato, o cualquier otro acto con trascendencia jurídica— entre un empre-
sario y un consumidor. Se parte, pues, de un concepto jurídico muy arraigado, 
puesto que sólo es consumidor la persona que actúa fuera del marco de su acti-
vidad profesional. Esto significa que comporta normalmente la aplicación de un 
marco normativo propio. Además, en las relaciones de consumo es presupuesto 
de la existencia de un desequilibrio evidente entre las partes. Efectivamente, son 
relaciones de consumo aquellas en las que una de las partes pueda ser calificada 
como consumidor, y la otra pueda ser considerada empresario. En este contexto 
es evidente que el empresario se sitúa en una situación de preeminencia ya que 

1	� Cfr. Cdo. 1 de la Recomendación.
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suele decidir los términos del contrató mediante las llamadas condiciones gene-
rales de la contratación; además, el contrato desea el máximo número de clientes, 
sin que sus características personales sean tenidas muy en cuenta2.

2)	� En segundo lugar, existe un elemento fáctico muy importante y es que la mayoría 
de reclamaciones de consumo entran en el concepto de lo que llamamos «small 
claims»; es decir, el valor económico de la reclamación del consumidor no es ele-
vado. De ahí se derivan dos consecuencias: por un lado, si no existe un mecanismo 
rápido y barato de resolución, son reclamaciones que difícilmente se van a llevar 
a los Tribunales3. En la Encuesta del Eurobarómetro de 2004 sobre acceso de los 
ciudadanos a la justicia se indica que sólo un 18% acudiría a los tribunales por 
reclamaciones entre 500 y 100 €, mientras que el 11% lo haría por reclamaciones 
de menos de 200 € o de 100€. Incluso entre estos grupos, el 54 % de estos afirma-
ba que no lo harían por cantidades inferiores por ser una inversión demasiado 
costosa en relación al valor de la adquisición4. La desproporción entre el valor de 
lo adquirido y el coste de una reclamación evidencia lo afirmado sobre las small 
claims y el hecho de que las ADR o las ODR pueden ser la única vía de resolución 
efectiva del conflicto. 

	� De otro lado, aunque el perjuicio de cada consumidor en concreto tenga poco valor, 
la suma de la actuación frente a todos los consumidores puede tener grandes pro-
porciones. Pensemos, por ejemplo, y para concentrarnos en el nivel comunitario, 
el estudio de prácticas comerciales en relación con la venta de billetes de avión 
por Internet SANCO y que dio como resultado una lista de buenas y malas prác-
ticas5. Por todo ello, se trata de un sector de conflictos que, en la práctica, sólo 
contarán con una solución si se opta por estos medios de resolución. 

3)	� El tercer elemento también es fáctico ya que deriva del hecho de que preocupan a 
la UE especialmente los contratos hechos por consumidores que tengan la calidad 
de transfronterizos, pues es una plasmación clara del mercado interior que se 
ha convertido en el máximo objetivo de la legislación de consumo de la UE. Por 
este motivo, pronto se comprende que el ámbito transfronterizo por naturaleza es 
aquél creado en un espacio sin fronteras como Internet, y de ahí que la preocupa-
ción máxima sea dotar de elementos de reclamación alternativos a las prácticas 

2	� Acerca de las especialidades del derecho de consumo que se caracteriza por al contratación en 
masa y el desequilibrio entre las partes hemos trabajdo anteiromente; cfr. Barral Viñals, I, 
«Del consumidor-destinatari final al consumidor-no expert en la contractació en massa», Revis-
ta Catalana de Dret Privat, 2007-2, pp.59 ss.; y Barral Viñals, I., «Consumers and new techno-
logies: information requirements in e-commerce and new contracting practices in the internet», 
Penn State Law Review, docmento aceptado pr rel Editorial Board, en prensa. 

3	� Cdo. 2 R 98: «la mayoría de los litigios en materia de consumo se caracterizan por una despro-
porción entre el valor económico del asunto y el coste de su solución judicial; que, en particular 
en el caso de los conflictos transfronterizos, las posibles dificultades ligadas a los procedimien-
tos judiciales pueden disuadir al consumidor de hacer valer efectivamente sus derechos».

4	� Otras razones eran lo largo, costoso y complicado que podía ser el proceso judicial. Cfr. En-
cuesta del Eurobarómetro, Informe de octubre de 2004, El acceso de los ciudadanos de la 
Unión europea a la justicia, versión en inglés en http://ec.europa.eu/consumers/redress_cons/
adr_en.htm#coop

5	� Cfr. la pàgina web de DGSANCO: http://ec.europa.eu/consumers/enforcement/sweep/index_
en.htm
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nuevas de comercio electrónico. Este hecho es el que hace que se pase de las ADR 
a las ODR. 

	� En efecto, la intersección de las ADR como herramienta para proteger a los con-
sumidores y la posibilidad de utilizar ODR se señala ya en la Comunicación de 
la comisión relativa a «la mejora del acceso de los consumidores a mecanismos 
alternativos de solución de litigios», p. 3. y se convierte en el mejor instrumento 
de desarrollo de la llamada e-confidence. Y este hecho determina la inclusión de 
una nueva herramienta de análisis ya que sólo los consumidores en sentido am-
plio que confíen en el sistema lo harán crecer.

3.	 Construyendo la e-confidence

Hace ya tiempo que la UE está especialmente interesada en crear un clima de confianza 
en la Red cara al consumidor y a la pequeña y mediana empresa, porque es consciente 
de que ambos son los pilares sobre los que debe asentarse el desarrollo real del comer-
cio electrónico en el mercado interior, que, de momento, se mantiene en un estado de 
desarrollo inicial. La confianza en las operaciones en el entorno digital es la clave para 
conseguir la total inmersión del consumidor europeo en el mercado interior. Tras la in-
troducción del euro, este puede ser el segundo gran factor que cohesione definitivamen-
te el espacio económico de la UE en unas cifras de negocio suficientemente importantes 
como para justificar el empeño en este propósito.

La confianza en la red se mide en términos de seguridad: sólo si el consumidor 
conoce el medio y cómo funciona podrá valorar las ventajas que el comercio electróni-
co le aporta frente al tradicional y en este ámbito adquiere gran importancia ofrecer 
al consumidor herramientas para evitar o para solucionar los eventuales conflictos 
que puedan surgir en las transacciones electrónicas, especialmente si son transfron-
terizas6. Por este motivo, deben potenciarse las herramientas que los consumidores 
puedan usar en caso de una reclamación ya que sólo métodos sencillos, rápidos y sin 
coste elevado serán capaces de que el consumidor asuma el riesgo del incumplimiento 
o cumplimiento defectuoso por parte del empresario. A pesar de que la DG SANCO 
lanzó el plan e-europe 2002 para aumentar la confianza, en el reciente estudio sobre 
el comportamiento de los consumidores en transacciones transfronterizas se llega a 
resultados muy parecidos7. 

Por esta razón, el tratamiento legal de las ODR es distinto del de la mediación na-
cida de conflictos cuyo valor económico puede ser una incógnita —conflictos familiares, 
interculturales...— , y en los que la esencia del proceso está en la presencialidad de las 
dos partes en conflicto. En las ODR de consumo el valor está en la eficacia del sistema.

6	� Cdo. 1, R 98: uno de los intereses de la DG SANCO es «…aumentar la confianza de los con-
sumidores en el funcionamiento del mercado interior y su capacidad para beneficiarse de las 
posibilidades que éste les ofrece incluye la posibilidad de que los consumidores puedan resolver 
sus litigios de forma eficaz y adecuada por la vía de procedimientos extrajudiciales u otros pro-
cedimientos comparables»

7	� Esta cuestión se repite en los documentos sobre el comercio electrónico desde el plane europe 
2002. El más reciente es el Report on cross-border e-commerce in the EU, SEC(2009) 283 
final, de marzo de 2009, hecho por el Grupo de trabajo de la Comisión. En él se indica que el 
21% de los ciudadanos no utiliza internet para sus compras ya que teme los problemas relacio-
nados con la gestión de las reclamaciones o el incumplimiento de las empresas.
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4.	 Las ODR: nuevas categorías 

Así, la búsqueda de la eficacia junto con la rebaja de costes ha hecho que las ADR clá-
sicas se adapten al entorno on-line donde las experiencias son numerosas. Con todo, 
debemos distinguir dos niveles en las ODR:

1)�La adaptación de las ADR clásicas al nuevo entorno: destacan en este grupo las 
fórmulas de e-arbitraje. Supone el tipo más formal de ADR en la que las partes se 
someten a la decisión de un tercero -árbitro-. La posibilidad de realizar arbitrajes 
electrónicos existe, así existen iniciativas como E-Global ADR Tribunal o e-arbi-
tration-t donde el desarrollo del software es capaz de diseñar un arbitraje on-line 
mediante técnicas como el correo electrónico y la videoconferencia. 

2)	� La versatilidad de las nuevas tecnologías hace que se ofrezcan de forma conjunta 
procesos de mediación y de negociación on-line. De esta forma se pone el acento 
más en el expediente técnico que desarrolla el diálogo entre las partes que en la 
intervención del tercero. Normalmente se inicia un proceso de negociación, y, si 
no se obtiene un resultado, se pasa a asignar un mediador. Este es el diseño de 
The Mediation Room, ECODIR. Incluso se da en sistemas automáticos de empre-
sa como E-bay Squaretrade.

Por ello, en este ámbito, las ODR tienden a ofrecer plataformas tecnológicas de 
diálogo entre las partes con o sin la intervención de tercero, como procesos sucesivos. A 
nivel jurídico este marco exige una triple consideración legal:

— �las directamente derivadas de los procesos tecnológicos aplicados: seguridad, ras-
treabilidad, confidencialidad de los datos, etc…

— �las vinculadas a la concreta técnica de solución de conflictos utilizada, por hipó-
tesis negociación, mediación, defensor del cliente. No por el hecho de tratarse de 
ODR escapan del ámbito de aplicación de la concreta técnica de resolución de 
conflictos de que se trate.

— �las derivadas del hecho de que el entorno on-line facilita que las distintas ADR 
converjan en mecanismos técnicos únicos, cuya realidad debe ser analizada para 
dotarla de un marco legal adecuado.

3)	� Las nuevas ODR: es la muestra genuina de las posibilidades del entorno de nue-
vas tecnologías aplicadas a la gestión de conflictos en red. En este caso, se adap-
ta totalmente el entorno tecnológico para diseñar un proceso equivalente a una 
ODR clásica, en este caso, la negociación». Así, los llamados «sistemas de negocia-
ción automática» son procesos que se realizan sin intervención humana y son una 
gran innovación de las ODR. Su ámbito es especialmente el de las reclamaciones 
monetarias donde no se discute más que la cantidad de la compensación que el 
consumidor debe recibir. Se trata de ofrecer el software necesario para que las 
partes realicen ofertas de acuerdo sobre la cantidad sin que conozcan las de la 
otra parte en conflicto; cuando las ofertas de ambas llegan a una determinada 
relación porcentual, se establece el acuerdo de forma automática en la cantidad 
media de ambas. Como puede imaginarse, este sistema es tremendamente ágil 
y muy poco costoso, aunque la falta de intervención humana puede perjudicar la 
bondad de ciertas decisiones. Supone el máximo exponente de conexión entre las 
nuevas tecnologías y la resolución de conflictos en red. 
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El libro verde sobre las modalidades alternativas de solución de conflictos en el 
ámbito del derecho civil y mercantil excluye estos sistemas de negociación automática 
no por este hecho sino porque son ofrecidos por las empresas, de forma que falta la nota 
definitoria de las ODR en las que participa un tercero ya sea como facilitador —media-
ción— o imponiendo una solución —arbitraje—, y que es la imparcialidad. De la misma 
manera la Resolución de 2001 excluye «…los mecanismos de reclamación en materia de 
consumo gestionados por una empresa y en los que interviene directamente el consu-
midor, o los mecanismos en que una tercera parte los gestiona o aplica en nombre de la 
empresa» (art. 1.2). 

Sin embargo, esta forma de enfocar el ámbito normativo no aprehende la estructura 
de muchas de las ODR. En efecto, a menudo es un tercero el que pone este instrumento 
al alcance de las partes en conflicto y limita su actuación al desarrollo de la labor de 
negociación8. En efecto, los centros de reclamaciones electrónicos de las empresas son 
mecanismos que pretenden ayudar al consumidor a formular una concreta queja y a 
pedir la consiguiente reparación, por lo que si se realizan por medios exclusivamente 
electrónicos suponen la existencia de un centro legal on-line. Y esta idea es la que les 
confiere máxima virtualidad cuando son ofrecidos por la propia empresa en problemas 
de comercio electrónico de poca entidad económica. En efecto, en ellas se trata más de 
ofrecer un buen servicio postventa al cliente más que ofrecerle medios de resolución de 
conflictos, pues generalmente la entidad de la transacción huye de mecanismos dema-
siado complejos.

Tanto los sistemas de negociación automática organizados por las empresas como 
los centros de reclamaciones on-line carecen evidentemente de la nota de imparcia-
lidad que suele predicarse de los terceros que intervienen en un proceso de solución 
de conflictos; pero evidentemente, una gestión adecuada de un incumplimiento y una 
respuesta satisfactoria pueden aumentar tanto o más la e-confidence que los procesos 
de mediación. Ahí esta la paradoja. Las ODR obedecen a los parámetros de eficiencia, 
rapidez y bajos costes y las fórmulas que reúnan estas características permanecerán 
y aumentarán. Y en este caso, es preciso hallar el marco legal que las acoja, aún si se 
resisten a entrar en las categorías de ADR presenciales clásicas.

8	� Cfr. El Libro Verde sobre las modalidades alternativas de solución de conflictos en el ámbito del 
derecho civil y mercantil, COM(2002) 196 final: nota 1: no se incluyen en el ámbito de este libro 
los sistemas de procesamiento de demandas, puesto a la disposición de los consumidores por los 
profesionales. En tales procedimientos no intervienen terceros sino que se encarga de ellos una 
de las partes del conflicto. Y los «sistemas de negociación automática» sin intervención humana, 
propuestos por los prestatarios de servicios de la sociedad de la información. Tales sistemas no 
son procedimientos de solución de conflictos con intervención de un tercero imparcial sino ins-
trumentos técnicos destinados a facilitar la negociación directa entre las partes del conflicto.
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Resumen: La empresa no es ajena a los cambios que están surgiendo en nues-
tra sociedad, por lo que se le demanda un cambio, a veces estructural, a veces 
cultural, con el fin de poder subsistir dentro del mercado empresarial.
Los problemas de comunicación a nivel vertical y horizontal están presentes en 
estas empresas, lo que conduce a un bajo rendimiento y productividad, y a lo 
que es más importante a la ruptura de las relaciones familiares.
En estos casos la mediación en la empresa familiar es un buen recurso de so-
lución de problemas.

La sociedad ha ido evolucionando, se han descubierto avances científicos, avances tecno-
lógicos. Se ha visto sometida a diversos cambios, sociales, políticos, culturales.

La familia como institución social también se ve afectada por estos cambios, aumen-
to del desempleo, igualdad de oportunidades para hombres y mujeres, conciliación de 
la vida familiar con la vida laboral, aumento significativo de la población inmigrante, 
aumento del número de separaciones y divorcios, violencia doméstica.

Cambios que han ido configurando el surgimiento de una nueva estructura familiar. 
Hemos pasado del concepto de familia extensa al concepto de familiar nuclear, fami-

lia monoparental… y estos cambios han propiciado nuevos conflictos.
Situaciones como familias con personas mayores y casas pequeñas, hijos que aban-

donan tarde el hogar (conflictos económicos, conflictos de normas de convivencia), pa-
rejas que trabajan todo el día y no pueden dedicar tiempo ni a su pareja ni a sus hijos, 
padres o madres que tienen que cuidar solos de los hijos, padres que tienen que com-
partir los cuidados de los hijos, familias con hijos biológicos y adoptados, desencadenan 
conflictos producidos en su mayoría por problemas de comunicación.

Vivimos en una sociedad que vive deprisa, todo lo hacemos corriendo, no dedicamos 
tiempo ni a saludar, casi no hablamos y cuando lo hacemos es del peor modo posible.

Vivimos también en la cultura de la denuncia, queremos ganar a toda costa, por 
encima de los demás, si con ello consigo todo lo que quiero.

Ha desaparecido la cultura del perdón y la cultura del diálogo, todo lo que vaya en 
contra de nuestros intereses es imperdonable y nos lleva a comportamientos agresivos 
y violentos para conseguirlos.

Los juzgados se encuentran colapsados ante el aumento de demandas de separación 
y divorcio, lo que provoca un enlentecimiento de la justicia.

Los cambios estructurales de la familia están afectando en gran modo, al comporta-
miento de la empresa familiar, pues son muchas las ocasiones en las que se confunden 
los roles padre-hijo, hermano-hermano, superior-subordinado, influyendo negativamen-
te en la productividad de la empresa, favoreciendo el cierre de la misma.
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El problema principal es el relevo generacional, el planteamiento de la etapa de 
tránsito, de la sucesión, la elección del sucesor y de la forma y momento en que se va a 
producir el cambio. 

El padre nunca ve preparado al hijo para sucederle, provocando que la sucesión 
pueda producirse en un momento perjudicial para la supervivencia de la empresa.

El padre espera que todos lo hijos trabajen en la empresa, sin valorar si son perso-
nas capacitadas para gestionar la misma.

Según las estadísticas que se manejan, el 30% de las empresas familiares desapare-
cen en la segunda generación y solo un 10 % llega a la tercera.

Siguiendo al profesor Miguel Ángel Gallo, titular de la cátedra empresa familiar 
del IESE de la Universidad de Navarra, hacen falta tres parámetros para definir la 
Empresa Familiar:

En primer lugar la propiedad debe pertenecer a una familia, o la mayor parte de la 
propiedad debe pertenecer a una familia que de esta manera tiene poder para controlar 
la empresa.

En segundo lugar, este poder se traduce en que alguno, o varios de los propietarios 
dedican su tiempo a trabajar en ella como directivos, miembros de los órganos de gobier-
no, en la dirección, consejo de Administración.

En tercer lugar, el hecho de que exista una voluntad de continuar el negocio en el 
ámbito familiar, es decir, que la segunda generación se vaya a incorporar o se haya in-
corporado ya, como manifestación práctica de la intencionalidad por parte de la familia 
propietaria de una transmisión exitosa de la empresa hacia las generaciones venideras 
y de que se continúe viviendo en la empresa valores propios de la familia propietaria.

Existen multitud de pequeñas y medianas empresas de carácter familiar que consti-
tuyen casi el 80% del patrimonio empresarial de la sociedad y que son la base del tejido 
empresarial y de la economía del país.

Buscamos nuevas vías extrajudiciales de solución de conflictos, que se adapten a la 
realidad social que estamos viviendo.

Se trata de conocer nuevas técnicas de resolución de conflictos que posibiliten el 
camino para una mayor comprensión, tolerancia, respeto; y un mejor diálogo y partici-
pación social.

El conocimiento de la mediación ayudará a que muchos problemas sociales no trans-
ciendan a los juzgados, mejorando la eficacia y eficiencia de la Justicia.

El conocimiento de la mediación debe posibilitar la transformación de las relaciones 
familiares, fuera y dentro de la empresa.

Considerar la mediación como procedimiento de resolución de conflictos en el Proto-
colo Familiar y en los Estatutos, proporcionará a los miembros de la familia la tranqui-
lidad de saber que sus enfrentamientos no se van a resolver en los Juzgados.

Dice Vicente Simó (2001): que quien la dirige debe tener valentía para no caer en 
las posibles trampas; definir cuanto antes el tipo de empresa que se quiere ser, nunca 
practicar la imprudencia de pensar que «aún se está a tiempo, o no urge», porque re-
trasar excesiva e innecesariamente la solución puede ser grave y en ocasiones mortal; 
promover el valor de la unidad a través del PROTOCOLO FAMILIAR; promover la 
participación de todos ofreciendo información y preocupación sinceras.

Las trampas de la empresa familiar que contribuyen a su mortalidad son:

— la confusión entre retribución del trabajo directivo y operativo,
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— la confusión entre los lazos afectivos familiares y los contractuales empresariales,
— el retrasar innecesariamente la sucesión.

Las fortalezas de la empresa familiar son:

— �la unidad (intereses comunes, autoridad reconocida, confianza mutua, comuni-
cación, compenetración, flexibilidad), contra la desunión (intereses en conflicto, 
facciones divididas, recelo, murmuración, odio personal y rigidez al cambio),

— �el compromiso (entrega a un ideal, sacrificio personal, exigencia de lo mejor, pen-
samiento a largo plazo), contra el mismo (negación de la entrega, reivindicación de 
sacrificios anteriores, refugio de ineptos, el hoy es lo importante).1

El 70% de las empresas valencianas no llegan a superar la 2ª generación. Y del 30% 
superviviente sólo la mitad llega a la 3ª generación. Es decir, que solamente 1 de cada 
10 empresas, se encuentran actualmente en manos de los nietos del fundador. 

En España, en el año 2001, a instancia de una moción del Senado, se constituyó 
una Ponencia en el seno de la Comisión de Hacienda del Senado para que emitiera un 
Informe que recogiera aquellas materias que en la compleja realidad de la Empresa 
Familiar podría ser objeto de una regulación específica. En dicho Informe se propuso, 
entre otras conclusiones, las siguientes: recomendar que por parte de las Administra-
ciones Públicas se adopten políticas de información y comunicación para el desarrollo y 
mejora de la gestión en las empresas familiares y recomendar a las empresas familiares 
la formalización de un Protocolo Familiar, al considerarlo el instrumento más adecuado 
para regular la problemática de las mismas.

El Protocolo Familiar es un instrumento jurídico desarrollado en Estados Unidos 
desde los años 60 y que, desde hace pocos años se ha venido aplicando en España.

Siguiendo al Prof. Vicent Chulià, el Protocolo Familiar —equivalente al Sharehol-
ders agreement de la Close Corporation en los EEUU— es un acuerdo entre accionistas 
familiares titulares de bienes y derechos que desean gestionar de manera unitaria y 
preservar a largo plazo, cuyo objeto es regular la organización corporativa y las relacio-
nes profesionales y económicas entre la Familia y la Empresa.

Suele otorgarse al Protocolo Familiar un carácter constituyente o de supremacía, 
de manera que, en caso de conflicto o contradicción, prevalezca sobre los demás instru-
mentos jurídicos.

Clasificación:

Una posible clasificación del Protocolo Familiar, puede ser en función del grado de vin-
culación jurídica que se le otorgue. Así cabe observar tres tipos de Protocolos:2 

1	� Sugiero la lectura de la ponencia «LA PLANIFICACION SUCESORIA COMO INSTRUMEN-
TO PARA EVITAR LOS CONFLICTOS EN LA EMPRESA FAMILIAR», Vicente Simó Santon-
ja, Valencia 2001, Jornadas sobre mediación en la familia y en la empresa familiar.

2	� Sugiero la lectura de la ponencia «Derecho y empresa familiar: el protocolo y sus instrumentos 
de desarrollo», Carlos Gortázar Lorente, PONÈNCIA A LES XIII JORNADES DE DRET CA-
TALÀ A TOSSA, 2004.
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a)	� El Pacto entre caballeros. En él únicamente se recogen una serie de declaraciones 
de intención, principios y valores, que sólo obliga a los que lo suscriben desde un 
punto de vista moral; 

b)	� El Protocolo contractual. Auténtico negocio jurídico multilateral, en documento 
público o privado, que contempla una serie de derechos y deberes para los fir-
mantes, por el que quedan vinculados jurídicamente, estableciéndose en su caso 
las cautelas, garantías o sanciones que se consideren oportunas para el caso de 
incumplimiento; 

c)	� El Protocolo institucional. Además de tener fuerza obligatoria entre los que lo 
firman, puede oponerse frente a terceros siendo inscribible en un Registro público 
(Registro Civil, Mercantil, de la Propiedad).

El protocolo es un instrumento abierto y flexible, dado su carácter privado.
En él se circunscribe todo o casi todo el patrimonio empresarial de la familia, por 

tanto deberán participar en su redacción los miembros de la familia con poderes o todos 
aquellos que en el futuro puedan tener sobre el patrimonio de la empresa.

Entre los acuerdos más habituales que suelen encontrarse en los Protocolos Fami-
liares cabe destacar los que se refieren al establecimiento de unas condiciones mínimas 
de acceso al trabajo; la regulación del derecho económico al dividendo y de información; 
el reconocimiento de un derecho de salida individual y establecimiento de un procedi-
miento para ejercer tal derecho; pactos de sindicación del voto; el establecimiento de un 
código de conducta empresarial, sometimiento de los conflictos a mediación o arbitraje, 
entre otros.

Pero los de mayor importancia son aquellos apartados dirigidos a regular los órga-
nos de la Empresa Familiar y la Política de transmisión de la propiedad.

Gobierno y Dirección de la Empresa Familiar:

Junto a los Órganos de dirección de la empresa previstos por la legislación societaria 
(Junta de Accionistas y Consejo de Administración), suele contemplarse la constitución 
de otros órganos de carácter familiar, como son la Junta de Parientes y el Consejo de 
Familia. 

— �Junta de Parientes: es un foro familiar en el que todos los integrantes de la Fami-
lia, accionistas o no de la Empresa Familiar, puedan participar y manifestar sus 
inquietudes.

— �Consejo de Familia: es un órgano integrado por miembros de la familia (normal-
mente el fundador y representantes de todas las ramas familiares) y que suele 
otorgársele, entre otras funciones, canalizar hacia la Empresa Familiar las in-
quietudes de la Familia, promover la aplicación del Protocolo familiar y su mo-
dificación, establecer criterios de resolución de conflictos, planificar programas 
educativos y de información respecto a la empresa familiar y promover el desarro-
llo de los jóvenes de la familia creando un fondo de becas, fijar normas de compor-
tamiento de los miembros de la familia dentro de la Empresa Familiar; y mediar 
en posibles conflictos familiares. 
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Política de transmisión de la propiedad:

Siempre se realiza atendiendo a los criterios de consanguinidad.
La consideración del Protocolo Familiar como elemento imprescindible de resolu-

ción de conflictos en las empresas familiares, viene determinada por Consellería de Eco-
nomía al aprobar el plan de implantación de protocolo en la Comunidad de Valencia.

Legislación sobre mediación en la empresa familiar:

La Constitución Española de 1978 en su artículo 39 establece que los poderes públicos 
aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia.

Por lo que respecta a la Comunidad Valenciana, no faltan los textos legales, da ca-
rácter general, preocupados por los problemas familiares. 

La ley Orgánica 5/1982, de 1 de julio, de Estatuto de Autonomía de la Comunidad 
Valenciana, establece, en su articulo 2, que corresponde a la Generalitat Valenciana 
promover las condiciones para que la libertad e igualdad de los ciudadanos y los gru-
pos en que se integran sean reales y efectivas y eliminar los obstáculos que impidan o 
dificulten su plenitud. Del mismo modo establece, como competencia exclusiva de la 
Generalitat Valenciana, en los apartados 24 y 27 de su articulo 31, las competencias 
para adoptar medidas de asistencia a determinados grupos o sectores sociales, entre 
ellas, las destinadas a familias cuando por su situación estén requeridas de especial 
protección. 

El artículo 15 de la Ley 5/1997, de 25 de junio, de la Generalitat Valenciana, re-
guladora del sistema de servicios sociales especializados, tendentes a la protección 
y estabilización de la estructura familiar y demás unidades de convivencia alterna-
tiva.

El Comité de Ministros del Consejo de Europa, en la Recomendación de 21 de enero 
de 1998, R (98)1, fundamentada en los datos aportados por los distintos Estados sobre 
crecimiento del número de separaciones y divorcios, su coste social y económico, estable-
ce la posibilidad de desarrollar vías de solución amistosa de los conflictos no agresivas 
para ninguno de los integrantes de la unidad familiar y, especialmente, para los meno-
res. La Recomendación insta a los Gobiernos de los Estados miembros a instituirla o, en 
su caso, a vigorizar la que ya tienen.

La Ley 7/2001, de 26 de noviembre, reguladora de la mediación familiar en el ambi-
to de la Comunidad Valenciana, en el Título I, artículo 1 expone: la mediación familiar 
es un procedimiento voluntario que persigue la solución extrajudicial de los conflictos 
surgidos en su seno, en el cual uno o más profesionales cualificados, imparciales, y sin 
capacidad para tomar decisiones por las partes asiste a los miembros de una familia 
en conflicto con la finalidad de posibilitar vías de diálogo y la búsqueda en común del 
acuerdo.

El artículo 13 expone: la mediación familiar se iniciará a solicitud de cualquiera o 
de ambas de las partes en conflicto.

1. Podrán solicitar la mediación familiar que regula esta ley:

a)	� Personas unidas con vínculo conyugal, o familiar hasta el cuarto grado de consan-
guinidad o afinidad.

a).1. �En las crisis surgidas en la convivencia entre personas unidas mediante 
vínculo matrimonial.
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a).2. �En el establecimiento de las medidas y efectos de las sentencias de nulidad 
del matrimonio.

a).3. �En la elaboración de los acuerdos necesarios que pudieran reflejarse en el 
convenio regulador de la separación o divorcio.

a).4. �En el cumplimiento y ejecución de las sentencias recaídas en los procedi-
mientos de separación, divorcio o nulidad de matrimonio.

a).5. �En la modificación de las medidas establecidas por resolución judicial firme 
en separación, divorcio o nulidad, por razón del cambio de circunstancias, o 
decisión voluntaria de los interesados.

a).6. �En los conflictos surgidos en el seno de la empresa familiar.
a).7. �En cualquier otro conflicto surgido en la familia.

Además debemos tener en cuenta, la Ley 1/2001, de 15 de Marzo, de mediación 
familiar en Cataluña, Ley 4/2001, de 31 de Mayo, normas reguladoras de la media-
ción familiar en Galicia; la Ley 15/2003, de 8 de Abril, ley de mediación familiar de 
Canarias. 

En conclusión, en todas las épocas han surgido conflictos, que han dado lugar a 
formas de destrucción, de violencia, fundamentalmente debido al miedo a no satisfacer 
nuestras necesidades básicas. Como hemos explicado anteriormente, es difícil denomi-
nar los problemas, así como definirlos, existe el conflicto positivo y negativo. 

Los problemas deben prevenirse y resolverle desde la multidiciplinariedad y ampli-
tud del conocimiento, atendiendo no sólo a sus síntomas sino a todos los factores que 
lo influyen. Hemos comentado, la existencia de conflictos internos y externos, entre 
personas o grupos. 

Las decisiones defectuosas generalmente cobran las cabezas de empleados valiosos 
que terminan siendo chivos expiatorios de las posiciones de sus superiores. El proceso 
de reemplazo de estos y el valor de la información y la experiencia que se llevan, mu-
chas veces son costosos. 

El conflicto es caos, es crisis, es problema, es cambio. Nos puede permitir mejorar, 
adaptarnos a la realidad social en la que vivimos, a la cultura organizacional, al desa-
rrollo de nuevas alternativas de resolución de problemas, más pacíficas, que fomenten 
el diálogo frente la violencia. La mediación es una alternativa.

El conflicto organizacional tiene costes en tiempo, dinero y oportunidad.
Prevenir y administrar los conflictos es posible y además provee una tangible ven-

taja competitiva para la productividad.
La estructura y la cultura constituyen las fuentes primordiales de conflicto en las 

organizaciones.
El conflicto estructural y el cultural tienen un efecto negativo en el clima laboral y 

en la productividad.
El Protocolo Familiar es un instrumento jurídico que aporta a las empresas 

familiares aprendizaje, una cultura del conflicto constructiva, confianza, transfor-
mación de relaciones, capacidad para afrontar situaciones futuras y garantía de 
cumplimiento y adecuación continúa del Protocolo como elemento «vivo» de las vo-
luntades de todos.

La Ley 7/2001, de 26 de noviembre, reguladora de la mediación familiar en el ám-
bito de la Comunidad Valenciana, expone que podrán tratarse en mediación aquellos 
conflictos surgidos en el seno de las empresas familiares, diferenciándose del resto de 
las leyes reguladoras de esta materia.
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Resum: L’increment de litigis familiars amb elements d’estrangeria, fa neces-
sari que també ens plantegem la necessitat de respostes especials en l’àmbit de 
la mediació. La present comunicació pretén analitzar las dificultats afegides que 
planteja una mediació familiar d’abast internacional, veure la resposta legislativa 
necessària i les propostes pràctiques per anar minimitzant aquestes dificultats.

Paraules clau: dret internacional privat, estrangeria, mediació familiar, liti-
gis transfronterers.

1.	 Introducció

En els darrers anys s’ha posat de manifest l’increment de ciutadans estrangers que 
s’han establert entre nosaltres.1 Aquest canvi de la població establerta a Catalunya, 
ha tingut la seva incidència en les relaciones jurídiques entre persones més enllà de la 
normativa sobre la llei d’estrangeria i s’han incrementat les relacions jurídiques priva-
des amb un element d’estrangeria, també en l’àmbit de família i entre tots els estrats 
socials, no només entre les classes benestants.2

Això ha fet que en els procediments de família s’inclogui un element d’estrangeria 
i que sovint també amaga divergències culturals de fons que son més presents quan el 
conflicte familiar esclata.

La introducció i posada en marxa de la mediació familiar ha de tenir present també 
aquest sector de la societat cada cop més gran perquè en la manera d’afrontar el proce-
diment de mediació s’haurà de tenir present totes les connotacions pràctiques i de fons 
que suposa l’existència d’un element d’estrangeria en el si del conflicte familiar.

2.	 �La mediació familiar en casos amb 
elements d’estrangeria

No hi ha una caracterització específica en matèria de mediació familiar amb elements 
d’estrangeria.

1	� Veure dades de l’INE www.ine.es. També hi ha una referència a dades de població més anti-
gues en la tesi doctoral d’Anna M Vidal «els litigis de família amb elements d’estrangeria: el cas 
dels magribins». www.tdx.cat

2	� Dades del torn d’ofici de Mataró corresponents a l’any 2008. El voltant del 10% dels sol·licitants 
de torn d’ofici matrimonial són estrangers.
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Existeix una definició en l’àmbit de la Unió Europea però referida a la possibilitat 
d’establir procediments de mediació en litigis civils i mercantils transfronterers i per 
tant està dirigida a definir aquests litigis transfronters, definint-los en el seu article 2 
com aquells en els que com a mínim una de les parts està domiciliada o resideix habi-
tualment en un estat membre diferent de qualsevol del de les altres parts a la data en 
que les parts acordin fe ús de la mediació un cop sorgit el litigi o un tribunal dicti la 
mediació o sigui obligatori recorre a mediació segons la legislació nacional o un òrgan 
jurisdiccional inviti a les parts a la mediació.

Evidentment en aquests casos hi haurà ja una element d’estrangeria definit per 
la residència en un altre estat d’una de les parts, però aquesta no pot ser la definició 
global per diversos motius. En primer lloc perquè només afectaria a l’àmbit de la Unió 
Europea i en segon lloc perquè no cobreix tots els litigis en dret de família amb elements 
d’estrangeria.

Hi ha una casuística més amplia de litigis en dret de família amb elements es-
trangeria, per exemple aquells que sorgeixen entre residents a Espanya i en concret 
a Catalunya però que mantenen tots els membres de la família la nacionalitat del seu 
país d’origen. En segon lloc aquells en les que malgrat ser residents a Espanya o a Cata-
lunya alguns dels seus membres no tenen nacionalitat espanyola . En tercer lloc aquells 
en els que algun dels seus membres, espanyol o no, no resideix en territori espanyol, i 
aquesta residència pot estar en un estat membre de la Unió Europea o no.

Com veiem la casuística és amplia, però aquesta amplitud és real i aquesta varietat 
de famílies són les que arriben als tribunals i els seus conflictes que son els que serien 
susceptibles de mediació.

Ni la directiva comunitària, ni la normativa catalana actual, recullen res en especi-
al per a aquests supòsits de litigis internacionals susceptibles de mediació.

Com hem vist la directiva comunitària dóna resposta a uns determinats litigis amb 
elements d’estrangeria, però no a tot el ventall de possibilitats. A més recordem que es 
tracta d’una directiva i que per tant requereix una transposició a nivell intern.

L’aplicació pràctica fins ara no ha posat de manifest la necessitat de determinar 
a aquest àmbit d’aplicació aplicant-se directament a tots els litigis familiars instats a 
Catalunya, sense més plantejament, potser perquè el recurs a la mediació s’ha vist més 
com una qüestió procedimental lligada a la llei del for3. 

La llei catalana de mediació familiar actualment en vigor 1/2000 de 15 de març 
no diu res al respecte, ni tan sols clarifica quin és el seu àmbit d’aplicació. En el seu 
preàmbul es recull que la mateixa es el desplegament de l’article 79,2 i la disposició 
addicional primera de la llei 9/1998 de 15 de juliol dictada al empara de la competència 
que té atribuïda la Generalitat de Catalunya a l’empara de l’article 149.1.8 de la CE 
referit en matèria de dret civil, però a diferència del codi de família de Catalunya la llei 
de mediació familiar no dicta cap norma que determini quin és el seu àmbit d’aplicació.

Tampoc ho fa el projecte de llei de mediació en l’àmbit del dret privat, que torna a 
emparar-se en la competència atribuïda en l’Estatut de 2006 (article 129 i 130).

En aquest projecte però es recull que són susceptibles de mediació els casos de con-
flictes familiars que pugui tenir vincles amb més d’un ordenament jurídic i els conflic-
tes familiars entre persones de diferent nacionalitat o de la mateixa, però diferent a 
l’espanyola i residents a l’Estat Espanyol i requeriments de cooperació internacional 

3	� L’article 8.2 del Cc determina que és la llei espanyola l’aplicable als processos instats en terri-
tori espanyol.
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en matèria de dret de família. Aquesta precisió tot i que és un pas endavant no és una 
resposta global, ni cobreix tots els aspectes que venen determinats per la internaciona-
lització de l’afer.

Potser la llei catalana no pot anar més enllà perquè altres regulacions afectarien a 
normes de dret internacional privat de competència estatal.

A partir d’aquesta breu anàlisi però ens hem de plantejar si la llei de mediació fa-
miliar i conseqüentment tot els sistema de funcionament que la mateixa estableix, així 
com aquella normativa que pugui sorgir, és d’aplicació sempre i en tots els conflictes 
familiars que sorgeixin en el territori de Catalunya.

En primer lloc i en una interpretació amplia la resposta hauria de ser afirmativa, 
però què passa quan es planteja una mediació en un conflicte familiar que si arribés als 
tribunals, aquests no serien competents per conèixer del litigi. 

Quan es tracta d’una mediació judicial derivada des de l’òrgan jurisdiccional aquest 
problema segurament no es plantejarà perquè el tribunal ha d’examinar d’ofici la seva 
competència i per tant si l’ha admès i ha remès el tema a mediació és perquè ja ha as-
sumit la competència d’aquell litigi.

El conflicte podria venir en el moment en que s’arribés a un acord de mediació i en 
el moment de presentar-ho en el tribunal per a ser ratificat i aprovat resultés que els 
tribunals espanyols no fossin competents.

En l’àmbit de la llei aplicable també podríem trobar algunes dificultats per a que 
s’admetessin sota la llei aplicable a l’afer en concret aquests acords de mediació, mal-
grat que en la majoria de legislacions es pot recollir els principi d’acord entre les parts, 
aquests poden estar més o menys limitats o exigir determinades formalitats.

Casos pràctics no tan estranys demostren que aquesta situació és possible.

Supòsit pràctic:

Berta és una noia catalana que va anar a treballar als EUA. Allà va conèixer a PE-
TRU, un txec que treballava per una multinacional francesa que l’havia traslladat 
a Nova York.
Viuen en parella 2 anys a Nova York. Tenen una nena que neix a Nova York. Quan 
la nena té un any i mig la multinacional francesa el trasllada a ell a París. Tota la 
família es trasllada a viure a París.
Ella no s’acostuma a la nova vida i sis mesos després torna a Catalunya amb la nena 
que ja té 2 anys. Vol quedar-se a viure aquí amb el seu fill.

En aquest cas els tribunals espanyols podrien no ser competents. Si Petru s’avingu-
és a una mediació i s’arribés a un acord, podria ser que els tribunals espanyols no fossin 
competents. En aquest cas donat que es produeix dintre de la Unió Europea i si es plan-
tegés aquest acord de mediació en algun dels altres estats membres que poguessin ser 
competents i aquest li donés força executiva, que és una de les previsions de la directiva 
comunitària, després es podria demanar el seu reconeixement i execució a l’empara del 
Reglament 2201/2003.4

L’altra dificultat afegida és la determinació de la llei aplicable a cada un dels pro-
blemes jurídics que planteja la ruptura familiar. La llei aplicable imperativament en 

4	 Reglament CE 2201/2003 del Consell de 27 de noviembre. DOUE L 338 de 23-12-2003.
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alguns casos pot donar lloc a la aplicació d’una llei que no permetin segons quins acords 
als que hagin arribat les parts en la mediació.

3.	 �Particularitats pràctiques de la mediació 
en litigis amb elements d’estrangeria

3.1.	 Les diferències que apareixen

A nivell de conflictes familiars amb una dimensió internacional es produeixen nous 
elements conflictius més enllà dels que poden aparèixer a nivell intern.

a)	 Inicialment: 
— �diferents idiomes
— �diferents religions
— �diferents actituds en la manera d’entendre la vida i la manera de relacionar-se 

amb els altres. 
— �L’existència de diferents nacionalitats en diferents membres de la família.
— �La distància geogràfica.

Com més divergents siguin les societats de les que provenen els subjectes que inter-
venen en una mediació més evidents són aquestes diferencies.

b)	� Desenvolupament: Quan ja comencem a treballar en els casos concrets, ens ado-
nem d’altres factors que dificulten la mediació:
— �Diferents sistemes socials i legals, que fan que els subjectes de la mediació 

arriben amb idees preconcebudes i a vegades dispars del que poden o no poden 
fer o dels drets que els donen les seves respectives legislacions.

— �La dificultat per fer reconèixer i executar les decisions judicials d’un estat a 
l’altre.

— �Diferents percepcions culturals de la família i de com afrontar el conflicte.
— �Incerteses o idees preconcebudes de les diferències culturals d’una o d’amb-

dues parts per part dels professionals i treballadors socials que aborden el 
conflicte familiar.

— �La distància geogràfica agreuja la sensació de pèrdua d’ambdós progenitors i 
dificulta la trobada de punts en comú.

3.2.	 Les situacions en les que es planteja

La mediació familiar amb una dimensió internacional planteja aquests problemes en 
diferents casos concrets.

a)	 Amb caràcter previ a l’inici del procediment judicial.
	� En un moment inicial quan encara no hi ha cap resolució judicial, però ja ha 

sorgit el conflicte i alguna de les parts ja planteja la dificultat de relació amb 
els fills degut a la distància geogràfica i la voluntat de retorn d’un d’ells al país 
d’origen.
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b)	 En la fase de compliment de la resolució judicial ja existent.

	� En un segon moment per les dificultats de compliment de la resolució judicial ja 
adoptada, que sovint ja han donat lloc alguna denúncia o procediment d’execució 
judicial.

c)	 En els casos de desplaçaments de menors.

	� En els casos on hi ha hagut ja desplaçament del menor cap a un altre estat i ja 
es planteja una possible demanda de restitució d’aquest menor a l’empara dels 
mecanismes internacionals vigents.

En tots aquest casos, sovint cal una informació extra dels professionals que inter-
venen sobre els diferents sistemes legals en joc i també sobre la realitat de les societats 
d’origen dels subjectes de la mediació, sense fer avaluacions.

Cal poder centrar el tema en les persones i no en les diferents cultures i ser molt 
més flexible.

Cal també poder comptar amb la presència d’un bon traductor per ajudar als pro-
blemes d’idioma.

Cal també que les parts tinguin una àmplia informació legal dels diferents sistemes 
legals en joc.

Cal ajudar i facilitar la trobada entre les dues parts, amb una flexibilitat dels des-
plaçaments i la trobada de mecanismes diferents. Co-mediació, trasllat dels mediadors, 
videoconferència etc.

4.	� Les respostes en dret comparat i internacional

Davant d’aquestes situacions s’ha implantat arreu diferents sistemes de mediació fa-
miliar amb una dimensió internacional, que preveuen possibilitats diverses: mediació 
directe, «shuttle mediation», Co-mediacio o co-peració a distància

Hi ha diferents organismes internacionals que promouen la mediació familiar 
internacional en els que no ha destacat gaire fins el moment cap organisme espa-
nyol.5

En l’àmbit de la conferència de la Haia i en matèria de sostracció internacional de 
menors s’ha treballat bastant la matèria i s’aposta per trobar mecanismes que ajudin 
a fomentar aquesta mediació com a mitjà de resolució d’aquests conflictes sense que 
les parts perdin la seva possibilitat de recórrer en els òrgans jurisdiccionals. En aquest 
sentit també es de destacar la implicació en el foment de la mediació de diferents au-
toritats centrals dels estats membres dels diferents convenis de la Haia en matèria de 
susbtracció internacional de menors.6

5	� Veure annex l’estudi de la conferència de la Haia Feasibility study on cross border mediation in 
family matters. March 2007.

6	� Veure per exemple l’actuació de l’autoritat central Argentina. Feasibility study on cross border 
mediation in family matters. March 2007.
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5.	 �Conclusions: propostes per un millor 
tractament de la mediació familiar d’abast 
internacional des de Catalunya

5.1.	 �Necessitat de delimitació de l’àmbit d’aplicació de la 
llei de mediació que estigui vigent a Catalunya

Malgrat que la competència judicial internacional sigui una matèria de competència 
estatal i no autonòmica, és evident que la introducció d’un procediment de mediació a 
l’empara de la competència estatutària ja esmentada, cal que estigui en concordança 
amb la competència dels tribunals espanyols.

No crec que sigui adient admetre una mediació entre dues parts que després no 
podrà ser ratificada pels tribunals per manca de competència judicial internacional.

Tampoc es pot excloure els ciutadans estrangers de mediació per intentar abaratir 
costos, donat que una bona part de les mediacions tenen caràcter gratuït.

El benefici del procediment de mediació va més enllà del seu valor legal i malgrat 
les dificultats exposades en els casos internacionals potser realment un mètode alterna-
tiu de resolució de conflictes. Després aquest acord de mediació assolit caldrà dotar-lo 
de validesa jurídica i és aquí on les normes de dret internacional privat i les de compe-
tència judicial entrarien en joc.

Tot el procediment de mediació i tot el sistema de funcionament del centre de medi-
ació familiar, les normes sobre gratuïtat o no, han de ser d’aplicació a tots els procedi-
ments que s’iniciïn a Catalunya. 

La proposta concreta seria:

Mantenint la redacció del article 2.1 h) i j) del projecte de llei de media-
ció privada en relació a l’objecte de la mediació, caldria afegir en matèria 
de validesa de l’acord de mediació en el punt 19.1 del projecte: L’acord de 
mediació assolit en casos amb dimensió internacional tindrà igualment caràcter de 
proposta i necessita l’aprovació de l’autoritat judicial que després de comprovar d’ofi-
ci la seva competència, haurà de verificar l’adequació d’aquest a la llei aplicable al 
mateix i a les relacions jurídiques sobre les que es pacta, segons les normes de dret 
internacional privat vigents.

5.2.	 Cooperació amb organismes internacionals

Donat que el projecte de llei de mediació de dret privat ja contempla dintre del seu 
objecte la cooperació en matèria de requeriments internacionals en matèria de dret de 
família, caldria que des del centre de mediació de Catalunya s’intentés adherir-se a tots 
els organismes internacionals existents i fins i tot, amb col·laboració amb els organis-
mes estatals ja existents.

5.3.	 Propostes pràctiques en l’àmbit de la mediació internacional

Caldrà donar els següents suports als mediadors ja sigui a través del centre de medi-
ació de Catalunya o través dels diferents col·legis professionals amb la corresponent 
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assignació pressupostària per aquells casos en que les parts tinguin dret a la justícia 
gratuïta o es determini la gratuïtat de la mediació per qualsevol altre motiu:

— Disponibilitat de traductors
— �Possibilitat de utilitzar els serveis de videoconferència per a realitzar mediacions 

a distància o co-mediacions.
— Costos de desplaçaments si haguessin de produir-se en certs casos.

El cost d’aquests serveis podria ser repercutit en les parts que no tinguessin reco-
neguda la gratuïtat.

5.4.	 A nivell d’organització i formació dels mediadors

Caldria que els mediadors que haguessin d’intervenir en procediments de família amb 
dimensió internacional tinguessin una formació especialitzada i coneixement d’idiomes 
estrangers i que formessin part d’una llista especialitzada. Aquests mediadors haurien 
de ser els que intervinguessin en els procediments a requeriment d’organismes interna-
cionals en l’àmbit del dret de família.
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2003.

—	� European Parliament: Progress Report of the European Parliament Mediator for 
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—	� Feasibility study on corss border mediation in family matters. March 2007.





Experiencia piloto de Mediación 
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1.	 �Implementación de la Mediación en los conflictos 
familiares que llegan a los tribunales. CMFC

1.1.	 Presentación, marco y contexto

Esta experiencia se inicia en abril de 2008, a raíz de la puesta en funcionamiento del 
servicio de Mediación Familiar en la Ciudad Judicial en los Juzgados de L’Hospitalet de 
Llobregat a finales de febrero de 2008.

El CMFC, Centro de Mediación Familiar de Cataluña de la Direcció General de 
Dret i Entitas Jurídiques. Departament de Justicia de la Generalitat de Catalunya, 
abre un nuevo servicio de Mediación Familiar en la Ciudad Judicial de Barcelona y de 
l’Hospitalet de Llobregat orientado a los conflictos familiares que regula la Ley 1/2001 
de Mediación Familiar de Cataluña relativos:

1)	� A los procedimientos de separación y divorcio, promoviendo el diseño consensua-
do entre progenitores de su nueva organización post separación, principalmente 
para atender a los hijos comunes (Plan de Parentalidad) y respecto a los conflictos 
que especialmente se originan por:
— �Custodia de los hijos
— �Ejercicio de la potestad del padre o de la madre
— �Régimen de visitas 
— �Uso de la vivienda común
— �Materias económicas (pensión de alimentos)

2)	� En conflictos derivados de un incumplimiento de ejecución de sentencias

3)	� En los conflictos que pueden surgir por razones de alimentos entre parientes: 
Reclamación de alimentos por parte de padres jubilados o dependientes que nece-
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sitan la ayuda de sus hijos (pago de la residencia, alimentos, cuidado de los abue-
los). Reclamación de hijos mayores de edad que reclaman e derecho de alimentos 
a los padres.

1.2.	 Justificación de la experiencia

El CMFC promueve la mediación en todos los conflictos familiares que llegan a la vía 
judicial, con el propósito de simplificar los conflictos y buscar soluciones consensuadas 
entre las partes con la ayuda de mediadores especializados en el ámbito judicial. 

Considerada la Mediación familiar como un método de resolución de conflictos 
orientada entre otros objetivos ( en referencia al punto 7 R (98) Comité de Ministros en 
los Estados miembros sobre la mediació familiar)

— �Mejorar la comunicación entre los miembros de la familia,
— �Reducir los conflictos entre les partes en litigio
— �Asegurar la continuidad de les relaciones personales entre padres y hijos
— �Dar lugar a acuerdos amistosos
— �Reducir el tiempo necesario para la solución de conflictos

1.3.	 Consideraciones respecto a la experiencia

La iniciativa de esta experiencia piloto surge a partir de la necesidad de dar una res-
puesta judicial orientada a buscar un «suplemento» en las situaciones familiares que lle-
gan al juzgado de VIDO y responden a conflictos familiares-relacionales de convivencia 
y no a una situación de maltrato, de violencia domestica. Situaciones donde continuar 
con la vía judicial supone dar un tratamiento «rompedor del sistema familiar», prin-
cipalmente cuando hay hijos comunes. Archivar el procedimiento sin dar una vía de 
gestión del conflicto que les llevo a los juzgados, y que en muchas ocasiones supone que 
las persones (parejas, padres e hijas…) retornen de inmediato a la convivencia con la 
predicción de que habrá más discusiones, con posibles nuevas denuncias y sobretodo 
que la relación se deteriore más y se cronifice. 

La falta de información a la familia, a las denunciantes sobre el proceso penal, así 
como el vacío y desconocimiento de otras formes alternativas de gestión y solución de 
los conflictos familiares como es la mediación, hace a nuestro entender que el servicio de 
mediación familiar judicial, se sitúe como un recurso útil, «que reajusta el tratamiento» 
de los conflictos familiares que llegan a los Juzgados de VIDO. Con el archivo de estos 
procesos se devuelve el conflicto a un ámbito privado, se les deriva a mediación para 
que traten con la gestión experta del mediador sobre sus dificultades relacionales y de 
convivencia, sobre la situación que hizo que llegaran al juzgado, sobre sí y como quieren 
establecer un presente y futuro inmediato de su relación más positivo. En ocasiones 
la mediación es el preámbulo al inicio de un procedimiento de separación o divorcio y 
tiene un efecto contenedor-pacificador hasta que no se formaliza judicialmente la nueva 
situación relacional-familiar.

Entendemos que si la mediación se utilizará previa a la denuncia formal, posible-
mente acentuaría los efectos preventivos que se le intuyen en las mediaciones que hemos 
realizado derivadas de los juzgados de VIDO (post archivo). Pero, la realidad diaria es que 
muchos conflictos familiares ante discusiones y enfrentamientos puntuales (antiguas fal-
tas) van directamente al juzgado de Violencia sobre la mujer, llegan todas las situaciones 
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y si bien la finalidad de estos es la lucha contra el maltrato a la mujer, el cribar sobre las 
situaciones, conlleva a favorecer el bienestar relacional y convivencial de las personas y 
entendemos a menguar el sufrimiento y malestar de estas, diferenciando de las situacio-
nes objeto de maltrato a la mujer a situaciones de conflictos familiares. Indiscutiblemente 
es una labor muy delicada y que se ha podido apreciar después de la práctica de estos casi 
4 años de experiencia desde la puesta en marcha de los juzgados de VIDO.1

 La Mediación Familiar como instrumento en los tribunales para reorientar la solu-
ción del conflicto que llego como posible delito es una alternativa que proponemos a consi-
derar, sustentada a través de la experiencia que hemos desarrollado, si bien en número 
es discreta la variedad de los conflictos recibidos, así como el desarrollo de los procesos de 
mediación realizados y la tipología de los acuerdos alcanzados entre las partes refuerza 
la bondad de la indicación de la mediación como suplemento útil en el tratamiento de los 
conflictos familiares que llegan a los juzgados de VIDO. 

Somos conscientes que introducir esta experiencia, da lugar a reabrir un debate 
sobre el amplio abanico de situaciones que reciben los juzgados de violencia sobre la 
mujer y la necesidad de cribar y dar la mejor respuesta judicial a las mismas. La prác-
tica diaria desde la creación de estos juzgados a raíz de la Ley Orgánica 1/04 de 28 de 
Diciembre, reguladora de las Medidas de Protección Integral contra la Violencia de 
Género, es a nuestro entender la mejor justificación a la misma.

1.4.	 Consideraciones sobre las situaciones derivadas

Las partes del conflicto tienen relación previa a la denuncia judicial y la relación es 
de tipo familiar, dentro de los supuestos que recogen los juzgados de VIDO. Donde la 
comprensión de la estructura relacional pasa por los conceptos como el de afiliación, los 
vínculos de consanguinidad, matrimoniales y de lealtad de los miembros que componen 
la familia

— �No hablamos de un conflicto concreto que genera violencia si no de una dinámica 
relacional que genera violencia y conlleva la denuncia al juzgado de VIDO.

— �Si hablamos de los elementos pacificadores que la mediación puede aportar, con-
sensuando formas diferentes de relacionar-se, aprendiendo habilidades comunica-
tivas, estableciendo pautas de presente y futuro no violentas. (acción preventiva)

En una muestra de 23 derivaciones (1 de abril de 2008-30 d abril de 2009) de las 
20 derivaciones donde las dos partes que se presentan al servicio de mediación para la 
sesión informativa2, 20 inician un proceso de mediación. Las mediaciones son realiza-
das por la mediadora (*) referente del servicio de mediación familiar en los juzgados de 
Hospitalet. Barcelona (Baix Llobregat). Mediadora con experiencia en mediación en los 
conflictos familiares en procedimientos civiles y penales. 

1	� Implementación el 29 de junio de 2005 de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer
2	� El contacto de las partes con el servicio de mediación se inicia con una sesión informativa. ver 

el PROTOCOLO PARA LA IMPLANTACIÓN DE LA MEDIACIÓN FAMILIAR INTRAJUDI-
CIAL EN LOS JUZGADOS Y TRIBUNALES QUE CONOCEN DE PROCESOS DE FAMILIA. 
Elaborado por los Magistrados Dª Teresa Martín Nájera, Dª Margarita Pérez Salazar y D. José 
Luis Utrera Gutiérrez. Mayo 2008
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2.	 Algunas valoraciones sobre las mediaciones derivadas

La experiencia piloto se inicia con el Juzgado de Vido de l’Hospitalet de Llobregat, (18 
derivaciones) participando el Juzgado de Vido de Sant Feliu de Llobregat (4 derivacio-
nes) y el Juzgado Inst 7 (exc. Vido ) de Gavà (1 derivación)

2.1.	 Juzgados derivadores

(
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2.2.	 Derivaciones y solicitudes de inicio de mediación

De las 23 derivaciones recibidas, 20 inician un proceso de mediación. En 2 derivaciones 
no se presenta ninguna de las dos partes a la sesión informativa y en una solo una de 
las dos partes.

(

Juzgado de procedencia de la mediación

0
2
4
6
8

10
12
14
16
18
20

1

Juzgado VIDO Nº 1
Hospitalet de LL.
 Juzgado VIDO Nº1 Sant
Feliu deLl.
Juzgado Ins. 7 (ex.
VIDO) Gavà

Derivaciones y solicitudes de inicio

13%

87%

No solicitud
Solicitud

Derivaciones y distribución  M=23 
(01/04/2008 a 30/04/2009) 

0

5

10

15

20

25

1

Derivaciones

Solicitudes

Mediaciones iniciadas

Mediaciones
suspendidas
Mediaciones
acabadas
Mediaciones con
acuerdos



Experiencia piloto de Mediación Familiar en conflictos familiares derivados … 95

2.3.	 �Derivaciones –solicitudes y mediaciones 
iniciadas –mediaciones con acuerdos

De las 20 mediaciones iniciadas, una queda suspendida para después del periodo de 
vacaciones de 2009, por motivos de desplazamiento fuera de España. El resto, 19, me-
diaciones finalizan con acuerdos.
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2.4.	 Latencia entre derivación y sesión informativa de mediación

La sesión informativa se señala principalmente, el mismo día, al finalizar el juicio rápi-
do y después de acordar el archivo.
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2.5.	 Duración del proceso de mediación

Tiempo entre fecha de providencia y sesión 
informativa

0
2
4
6
8

10
12
14

1

Mismo día
1-4 días
5-20 días
No asisten

Duración del proceso

0%
5%

10%
15%
20%
25%
30%
35%
40%
45%
50%

1-15 quince días entre 15 días y
un mes

 1-2  meses 2-3 meses

Número de sesiones

0

2

4

6

8

1 sesión 2 sesiones 3 sesiones 4 sesiones 5 sesiones 6 sesiones

Sèries1

2.6.	 Número de sesiones de mediación
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2.7.	 Tipología de los casos 

La conflictiva relacional de las situaciones de familia se vincula principalmente con 
disputas pre- separación, con dificultades en la convivencia y con las dificultades entre 
progenitores ya separados en aspectos relacionados a la responsabilidad con los hijos 
(relación paterno y materno filial, pago de pensiones…etc.)

Tipología casos

42%

32%

26%

Conflicto conlleva
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reorganización
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Económicos

Cambios en la
convivencia
Vivienda familiar

Tratamiento
especializado
Pensión alimentos

Custódia

Ejercicio potestat
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paterno filial

2.8.	 Contenido de los acuerdos
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Notas para una Ley nacional de 
mediación familiar intrajudicial(1*)
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Abogada y Profesora Asociada de Derecho Procesal 
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Resumen: Pese a que, como las experiencias piloto realizadas en España se han 
encargado de demostrar, la mediación familiar y la Administración de Justicia 
siempre han estado relacionadas entre sí, existen en la actualidad una serie de 
interrogantes que requieren solución mientras no contamos con una anunciada 
ley de mediación familiar de carácter nacional. Así, por ejemplo, el momento del 
proceso en que se puede acudir a la mediación; quien ha de llevarla a cabo; si debe 
atribuirse a una persona física o puede acudirse a una persona jurídica; si debe 
tratarse de un mediador único; si debe tener naturaleza pública o privada; con que 
preparación debe contar para ello; y cómo ha de llevarlo a cabo el procedimiento. 
La presente comunicación se ocupa de analizar todos estos interrogantes.

Palabras clave: Mediación Familiar, Administración de Justicia, Proceso, 
Procedimiento de mediación.

1.	 Introducción

En la línea de la Recomendación nº R (86) 12, del Comité del Ministros del Consejo de 
Europa, adoptada el 16 de septiembre de 1986, la promulgación de la Ley 15/2005, de 8 
de julio, por la que se modifica el Código Civil y la Ley de Enjuiciamiento Civil (en ade-
lante LEC) en materia de separación y divorcio, supuso la aparición por primera vez en 
España de la mediación familiar en una ley nacional. En su Exposición de Motivos, esta 
ley exhorta a nuestros jueces a propiciar el acuerdo entre los cónyuges y dispone que la 
intervención judicial debe reservarse para cuando haya sido imposible el pacto entre las 
partes. La mediación se reconoce así como el instrumento procedimental, complemento 
del proceso, alternativa a lo contencioso, no a lo jurídico (Granados Perez, 2005), que 
puede ayudar a resolver los conflictos matrimoniales que culminan en un proceso. La 
tutela de los derechos puede verse mejorada con ella por la revalorización de las partes 
en conflicto, que, ayudadas por el mediador, consiguen resolver sus controversias y tra-
ducir su conflicto emocional al lenguaje jurídico. 

Así pues, la Disposición Final Primera de la Ley 15/2005 modifica la LEC y, en virtud 
de la reforma operada, incluye la mediación como un instrumento a utilizar en el seno de la 
regulación de los procedimientos matrimoniales. En concreto, la mediación aparece ahora 
en una nueva regla 7ª del art. 770 LEC: «Las partes de común acuerdo podrán solicitar la 

1	� * La presente comunicación se realiza en el marco del Proyecto de Investigación «Instrumentos 
de Justicia restaurativa en el proceso penal español: hacia una regulación de la mediación 
penal», financiado por el Ministerio de Ciencia y Innovación (Ref.: DER2008-03547), del que es 
investigador principal el Prof. Dr. D. Pedro M. Garciandía González.
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suspensión del proceso de conformidad con lo previsto en el art. 19.4 de esta Ley, para some-
terse a mediación». También se redacta de nuevo el apartado 2 del art. 771, que exhorta a 
los tribunales a intentar «un acuerdo entre las partes» en la comparecencia de las medidas 
provisionales. Igualmente, el apartado 2 del art. 777 LEC recoge, entre los documentos que 
deben acompañar a la demanda en los procesos consensuales, «el acuerdo final alcanzado 
en el procedimiento de mediación familiar». Finalmente, en su Disposición Final Tercera, se 
subraya que: «El Gobierno remitirá a las Cortes un proyecto de ley sobre mediación basada 
en los principios establecidos en las disposiciones de la Unión Europea, y en todo caso en 
los de voluntariedad, imparcialidad, neutralidad y confidencialidad y en el respeto a los 
servicios de mediación creados por las Comunidades Autónomas». Pues bien, habida cuenta 
del anuncio de esta regulación y del contenido de las leyes autonómicas existentes en esta 
materia, en el presente trabajo pasamos a exponer de forma sintética qué puntos debiera 
contener una futura ley nacional de mediación familiar intrajudicial.

2.	 Ubicación procesal del procedimiento de mediación

Una vez configurada la mediación como un procedimiento intraprocesal que puede ser utili-
zado por todos aquellos que deben acudir al proceso matrimonial, se plantea el problema de 
su ubicación procesal; esto es; la duda de los trámites procesales a seguir para dar cumpli-
miento al inicio y desarrollo de la mediación en los distintos procesos matrimoniales. 

2.1.	� Mediación familiar en el marco del proceso 
matrimonial contencioso

El nuevo ordinal 7º del art. 770 LEC permite la suspensión del proceso familiar para re-
currir al procedimiento de mediación. Sin embargo, ante la ausencia de desarrollo legal, 
estimamos que la intervención podría plantearse en casi cualquier trámite del procedi-
miento. La supresión de la separación causal ha abierto nuevas posibilidades para ello, 
facilitando que, tras el resultado de las pruebas practicadas, las partes perciban de otra 
forma la necesidad de regular su futuro, lo que pasa por poner solución al conflicto y por 
no seguir cuestionando su pasado (Caso Señal, 2005). 

Con anterioridad a la reforma de 2005, en algunos casos, en lugar de aplicar el tradi-
cional protocolo de evaluación pericial por el Equipo Técnico del Juzgado, para emisión 
del oportuno informe, se procedió a convertir la prueba pericial en un procedimiento de 
mediación (Ibáñez Valverde, 2003), lo que planteaba el problema de la confidencialidad 
del perito y su imparcialidad para emitir un dictamen pericial, en todos aquellos casos 
en los que de esta intervención no resulta un acuerdo y convenio posterior, sobre todo en 
los Juzgados en los que sólo se cuenta con un único Equipo psico-social. 

2.2.	 �La mediación en el marco del proceso de mutuo acuerdo

El apartado 2 del art. 777 LEC incluye «el acuerdo final alcanzado en el procedimiento 
de mediación familiar» como documento a acompañar a la demanda en los procesos 
consensuales de separación y de divorcio. 

Ante el silencio sobre el contenido de este acuerdo de mediación, se plantea en esta 
sede que parece ser tan completo el contenido del convenio regulador, previsto en los 
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arts. 81, 86 y 90 Código Civil, que son muy pocos los aspectos de las relaciones deriva-
das del matrimonio que no se comprendan en los ahí señalados. Sin embargo, dada la 
complejidad y variedad de las relaciones familiares, pueden suscitarse problemas con 
difícil encaje en el convenio regulador y que sólo gracias a la interpretación ocurrente 
y extensiva de los tribunales se han visto incluidos en él. Así, desde la atribución de la 
custodia de los animales domésticos a las tan habituales relaciones del esposo de una 
madre con un hijo pequeño de una relación anterior. A partir de la reforma de 2005, es-
tos aspectos pueden ser introducidos en el acuerdo de mediación, y pueden servir para 
ayudar a entender al Juez las medidas adoptadas por los cónyuges.

Otro problema que plantea el nuevo régimen es que el art. 777 LEC prevé la pre-
sentación con la demanda inicial de dos documentos: el convenio regulador y el acuerdo 
alcanzado en la mediación, si se ha acudido a ella; lo que, dada la obligatoriedad de la pre-
sentación del primero, de conformidad con lo previsto en los arts. 777 y 269 LEC, parece 
resultar redundante (Asencio Mellado, 2006). En nuestro criterio, el acuerdo del proce-
dimiento de mediación deberá trasladarse siempre al convenio regulador, de cuyo origen 
y gestación nunca se ha ocupado la ley. Solamente el acuerdo de mediación con pactos 
parciales podrá acompañarse a la demanda como un elemento de convicción, para que el 
Juez interprete el contenido del convenio, que es el documento que nunca debe faltar.

2.3.	 �La mediación familiar en el trámite de medidas provisionales

Precisamente, en medidas provisionales, por el carácter verbal e inmediato del acto, el 
Juez podrá examinar las pruebas propuestas por cada parte y percibir mejor la posi-
bilidad de la mediación (Caso Señal, 2005). La dificultad subyace aquí en mantener el 
breve transcurso de tiempo que la ley ha establecido para la solución de estos incidentes, 
compatibilizándolo con el concedido para llevar a cabo la mediación; el cual si se dilata 
en el tiempo puede desfigurar la finalidad de estas medidas.

Con posterioridad a la reforma de 2005, ya puede remitirse a las partes a un proce-
dimiento de mediación para intentar el acuerdo como finalidad específica de esa compa-
recencia anteriormente descrita, con suspensión del procedimiento tendente a la adop-
ción de las medidas. En igual sentido, el conflicto subyacente puede ser remitido a la 
mediación cuando se soliciten medidas con la presentación de la demanda o cuando se 
pretenda la modificación de las acordadas previamente, conforme a los trámites previs-
tos en los arts. 772 y 773 LEC.

2.4.	 La mediación familiar en ejecución de sentencia

Por último, pese a no existir referencia alguna, aquí también es posible su desarrollo, a 
pesar de que el margen de maniobra es sensiblemente inferior puesto que el contenido 
de la mediación queda enmarcado por lo dispuesto en la sentencia; sin embargo, es en 
esta última fase donde la mediación puede convertirse en un buen apoyo a la medida 
fijada en la resolución judicial, para intentar el acuerdo con un menor coste emocional y 
económico de la pareja2. El proceso de ejecución de sentencia debe resolver casos en los 

2	� No olvidemos que son habituales los incumplimientos sistemáticos de las sentencias, sobre todo 
en el pago efectivo de las pensiones económicas correspondientes a los alimentos como a los 
gastos extraordinarios. 
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que se produce un hecho nuevo que altera las circunstancias sobre las que se asentaba 
el precario equilibrio de las relaciones entre los hijos y sus progenitores, y que hacen 
surgir los problemas más graves en esta materia: el de los regímenes de comunicación y 
visitas entre los hijos y el progenitor no custodio, de muy difícil solución en la práctica3.

Por otro lado, muchas veces las sentencias de estos procesos se dictan tras la pre-
sentación de un convenio de mutuo acuerdo como último de los remedios o resultado de 
aplicar la teoría del «mal menor». De esta forma, la mediación puede plantearse en el 
momento en que varían las condiciones que se tuvieron en cuenta para dictar aquellas 
medidas. 

3.	 Decisión de acudir a la mediación

3.1.	 Iniciativa de las partes

A pesar de la controversia doctrinal existente acerca de quién debe tomar la iniciativa 
en el seno del proceso jurisdiccional para acudir a la mediación, la LEC lo ha resuelto 
permitiendo también al propio Juzgador convocar a los contendientes a una compa-
recencia para llegar a un acuerdo en sede de las medidas provisionales; acuerdo que 
nada impide pueda ser alcanzado por la vía de la mediación. Indudablemente, la ini-
ciativa de las partes sigue estando muy presente y, de hecho, tras la reforma de 2005, 
en el procedimiento de mutuo acuerdo, éstas tienen la vía libre para adjuntar, también 
documentado, el acuerdo conseguido, junto al tradicional convenio regulador (art. 777 
LEC). Ello denota un mayor reconocimiento por el legislador a la voluntad de las partes, 
porque aquí vuelve a corresponderles la decisión de acudir a la mediación en orden a 
afrontar las relaciones posteriores a la ruptura de su matrimonio —de nada servirá el 
instrumento de la mediación si los cónyuges no están de acuerdo—. Así, el acatamiento 
de las sugerencias que se producen en sede judicial —motivado muchas veces por el tra-
dicional temor de las partes, aconsejadas por sus defensas, a oponerse a las iniciativas 
del juez—, dando a entender una voluntad conciliadora que es ficticia, hará peligrar, 
como señala Sariego Morillo (2000), el acuerdo en la mediación, pudiendo provocar, en 
definitiva, un recrudecimiento del conflicto y una nueva dilación en su resolución.

3.2.	 Decisión judicial

Comenzado el proceso matrimonial, el Juez deberá valorar la situación de las partes, 
para que la derivación a mediación no sea un trámite dilatorio del conflicto familiar. 
Para ello, siguiendo a Sariego Morillo (2000), con cita de la tesis de Haynes, se deben 

3	� Si acudimos a esta práctica, hemos de advertir que existen, por un lado, experiencias judiciales 
que demuestran que cuando ha intervenido el Equipo psico-social del Juzgado solventando 
estas cuestiones sin la aplicación rigorista de normas procesales, tanto la familia como los 
Letrados se han mostrado receptivos, obteniéndose un reducido índice de impugnación en claro 
contraste con la frecuencia que son impugnadas otro tipo de medidas. Aunque, tampoco faltan 
estadísticas y datos de asociaciones de padres separados que infravaloran y alertan sobre la 
actuación de los Equipos psico-sociales.
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considerar varios aspectos: a) que los niveles de conflicto sean realmente moderados; b) 
la motivación real de las partes para llegar a un acuerdo; y c) que el procedimiento de 
mediación ofrezca un grado de confianza a las partes.

No obstante, esta decisión judicial aparece acompañada de otro tipo de cuestiones 
pendientes de resolver. La primera es si el Juez cuenta con criterios suficientes para 
detectar por sí mismo si el enfrentamiento de las partes se resolverá en la mediación, 
o si necesitará para ello la ayuda de los Equipos psico-sociales del Juzgado. En segun-
do lugar, si éstos últimos no son especialistas en mediación, se siguen sucediendo los 
interrogantes: si será necesaria la creación de un cuerpo de mediadores adscritos a los 
Juzgados y si será preceptiva, su presencia en las comparecencias. En los Juzgados que 
no cuenten con mediadores, ¿donde remitirá el Juez a las partes para dicha mediación? 
En tercer lugar, no hay que olvidar la cuestión no resuelta de su financiación: cómo se 
incluirá este gasto en el proceso y a quien ha de corresponder su pago; y, en concreto, si 
el auto o la sentencia judicial que se dicten deberán contener o no la condena en costas 
por este concepto. Realmente si la mediación consigue un acuerdo final, una de sus con-
clusiones, como medida de su éxito, podría ser el abono de los gastos que ha provocado 
la mediación entre las partes, si ésta no ha sido pública o si ellas no contaban con el 
beneficio de justicia gratuita en el proceso matrimonial; sin embargo, la posibilidad de 
fracaso del procedimiento mediador acrecienta las dudas.

Mientras no exista una ley nacional éstas y otras cuestiones no podrán ser resueltas 
uniformemente, y solo en aquellas Comunidades Autónomas donde exista una regula-
ción sobre mediación familiar o existan servicios familiares institucionalizados podrán 
ser solucionadas de forma no gravosa para las partes4. Aún con todo, entendemos que 
uno de los problemas más agudos de este procedimiento es su escasa implantación en 
sede judicial5. Ello lleva a seguir incidiendo en la necesidad de que la mediación sea 
regulada y sea conocida por todos los profesionales del foro, que han de ser aleccionados 
en su práctica.

4. Mediación pública y/o mediación privada

En la reforma de la LEC de 2005, el legislador no ha precisado el carácter de la me-
diación; si la remisión debe producirse a servicios ya creados en las Administraciones 
autonómicas o si el recurso a una mediación privada, llevada a cabo por profesionales 
liberales, puede dejarse a la elección de los litigantes, con la correspondiente ayuda eco-
nómica en los casos de reconocimiento del derecho de asistencia jurídica gratuita.

Las leyes autonómicas de nuestro país no han señalado, tampoco, de una forma 
clara su naturaleza pública o privada, pero han tendido a compatibilizar el ejercicio 

4	� El convenio de enero de 2009  entre la Xunta de Galicia, que lo financia, con el Juzgado, la 
Fiscalía y el Colegio de Abogados de Santiago, y el Colegio gallego de Psicólogos, ha permitido 
poner en marcha el primer servicio de mediación intrajudicial de Galicia, un plan piloto que 
apenas lleva dos meses en servicio, con un equipo formado por un abogado y un psicólogo que, 
de forma gratuita, llevan a cabo este tipo de procedimientos, con los conflictos familiares deri-
vados por el titular del Juzgado de familia, magistrado Soto Sola.

5	� No obstante, cabe destacar el Proyecto de Mediación Familiar promovido desde el Consejo Ge-
neral del Poder Judicial en varias ciudades españolas durante el año 2007, que incluye Puntos 
de información en la sedes judiciales y que reciben los casos directamente derivados de los 
juzgados.



Pilar Lasheras Herrero104

de ambas6. Como el resto de los profesionales que intervienen en el proceso, con inde-
pendencia de su naturaleza pública o privada, la intervención del mediador debe estar 
tutelada por el Estado. Máxime cuando, además, la Constitución Española, en su art. 
39, recoge la obligación de los poderes públicos de asegurar la protección social, econó-
mica y jurídica de la familia, como un principio rector de la política económica y social. 
A tenor de ello, como sostiene Clements Rodríguez (2001), es preciso que se establezca 
el régimen legal de la mediación familiar desde el ámbito estatal, para salvaguardar su 
homogeneidad e impedir las desigualdades por razón de territorio A su vez, la iniciati-
va privada es otro de los principios rectores recogidos en el texto constitucional, por lo 
que no parece posible que el Estado pueda impedir el ejercicio privado de la mediación, 
aunque sí podrá ser amparado por él. 

Desde la práctica, se ha podido observar este desconcierto en el desarrollo del sis-
tema como consecuencia de la implantación de un método sin la definición previa de su 
contenido inicial (Ortuño Muñoz, 2008). De hecho, en este contexto algunos autores tien-
den a denostar lo que consideran «la institucionalización» de la mediación, por cuanto 
supone, según ellos, «constreñir y restar protagonismo a las características distintivas 
de la mediación» (Bernal Samper, 2005). La realidad de la mediación familiar sigue per-
mitiendo su carácter tanto público como privado, pero esta misma realidad nos revela 
que sería deseable que, en la medida que se solicita la especialización de los Juzgados 
para atender los procesos familiares, se cuente con mediadores adscritos, que auxilien 
al Juez en determinadas especialidades, y se ofrezcan como servicio público para las 
partes, recurriendo cuando sea posible a los servicios de mediación autonómicos. 

Por otro lado, la mediación será de mayor calidad si existe competencia y el ejer-
cicio privado ofrece un plus de independencia, que obliga a demostrar su mejor hacer, 
sin poder alegar exceso de trabajo, dilaciones u otros motivos de esa índole. El Juez no 
debe estar condicionado sino que podrá indicar a las partes las posibilidades con las que 
cuentan. Lo contrario sería atentar contra el principio de libertad, especialmente prote-
gido aquí, y que radica en mantener la capacidad de decisión de las partes en conflicto.

Igualmente, es preciso señalar la perentoria necesidad de un Registro nacional o en 
cada Comunidad Autónoma y la indiscutible exigencia de un Código deontológico nacio-
nal. Además, para garantizar el pleno acceso a este procedimiento, tendrá que ofrecerse 
como un servicio de asistencia social, coordinado con los Juzgados y Tribunales (Coy Fe-
rrer, 2000). Es esta combinación de caracteres, en definitiva, la que logrará, además, la 
plena efectividad del reconocimiento del derecho de asistencia jurídica gratuita cuando 
sea concedido en relación a estos procesos familiares. 

5. La figura del mediador

5.1. Función del mediador familiar

Todas las definiciones de mediador siguen una línea descriptiva de funciones, como 
facilitador, negociador, transmisor, agente de la realidad, creador de atmósferas, etc., 

6	� Mientras la Ley mediación familiar canaria deja bien claro que la mediación es privada, la Ley 
mediación familiar de Castilla-La Mancha, del año 2005, regula un servicio social especializa-
do, incardinado en el sistema público, aunque no excluye, al igual que el resto la existencia de 
institutos privados, siempre debidamente registrados. 
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que no dejan de ser aptitudes y que están directamente relacionadas con otro tipo de 
ciencias (la Psicología, la Sociología) que no tienen que ver con el punto de partida de 
este trabajo: la ordenación legal de la mediación. Desde este punto de vista, se considera 
más acertado aproximarse desde la perspectiva de la aprobación judicial de los acuerdos 
de mediación, e ir eliminando de forma negativa qué no es el mediador. Así, siguiendo 
a Ortuño Muñoz (2000) el mediador no es un árbitro porque no ha de decidir, ni es un 
asesor, ya que no debe aconsejar, ni es un conciliador, ni un terapeuta familiar. Tam-
poco es un asesor del Juez ni un perito, puesto que la comunicación a propiciar entre 
las partes no sería sincera si terminara informando al tribunal. Por último, el mediador 
nunca será un fedatario, ni un testigo, ni uno de los abogados intervinientes, puesto que 
deberá estar sujeto al principio de confidencialidad.

5.2.	 �Conocimientos legales y formación del mediador

El mediador familiar, además de una disposición especial a favorecer el dialogo, deberá, 
indudable e inexcusablemente, ser un buen conocedor del ordenamiento jurídico. Es aquí 
donde coincidimos con aquellos autores que defienden al mediador como un profesional 
del Derecho (García García, 2003), porque es el único que cuenta con ciencia y experien-
cia para hacer caminar este procedimiento y sus resultados en el adecuado marco legal. 
Adviértase que su intervención en el proceso jurisdiccional entraña el ineludible conoci-
miento de cómo funcionar en el foro7. Esto es, es el único que cuenta con la experiencia 
suficiente para demostrar que el proceso contencioso no es el más adecuado para afrontar 
las disputas que tienen una clara base relacional. Además, esta formación jurídica no 
hace peligrar, en nuestro criterio, su naturaleza neutral sino, al contrario, es la mejor 
garantía de que los acuerdos adoptados pueden ser sancionados por el juzgador.

En la actualidad, solo contamos con las regulaciones autonómicas que establecen 
unos requisitos básicos para ejercer como mediador. En este sentido, a la exigencia de 
determinadas licenciaturas (Derecho, Psicología o Trabajo Social) —con la particulari-
dad de la Leyes de mediación familiar valenciana y madrileña, que admiten todo tipo 
de licenciados universitarios—, se añade una formación específica en las técnicas de 
mediación, junto a la necesaria inscripción en algunas Comunidades Autónomas en un 
registro público. Puesto que la trascendencia de los conflictos a intervenir determina 
la importancia del valor de la experiencia, la previsión más completa sería aquélla que 
combinase la titulación universitaria, de marcado carácter teórico, con la experiencia y 
destreza en problemas familiares que sólo proporciona la práctica8.

7	� Desde 2007 el Consejo General de la Abogacía Española ha patrocinado la formación de los 
abogados iniciando campañas de información y sensibilización en este procedimiento y patro-
cinando la capacitación de sus colegiados desde los colegios, y en colaboración con las universi-
dades. Entre otros, Convenio entre la Universidad de La Rioja y el Colegio de Abogados de esa 
comunidad autónoma de 2008.

8	� En este contexto, es Galicia, vía Reglamento, la que dispone de una normativa que podría servir 
de modelo al legislador nacional. En el art. 3.2 del Decreto 159/2003, de 31 de enero, por el que 
se regula la figura del mediador familiar se exige para inscribirse en el registro: a) titulación 
en Derecho, Psicología, Pedagogía, Psicopedagogía, Trabajo Social o Educación Social; b) ha-
ber desarrollado, al menos durante los dos años inmediatamente anteriores a la solicitud de 
habilitación para la inscripción, actividades profesionales en el campo psico-socio-familiar; y c) 
estar en posesión de las licencias o autorizaciones pertinentes para el ejercicio de su actividad 
profesional y, en su caso, inscrito en su colegio profesional.
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5.3.	 Mediador individual y entidades de mediación

La mediación es un campo de trabajo multidisciplinar, que determina que sea muy 
difícil hacer coincidir todas las formaciones en una sola persona. Indudablemente, las 
entidades y los equipos presentan la ventaja de que, sean públicos o privados, existen 
más posibilidades de ir adquiriendo la experiencia suficiente para llevar a cabo la me-
diación, mediante las prácticas o la rotación entre sus miembros9.

5.4.	 Código deontológico

Como en el resto de los campos profesionales, la mediación está presidida por una serie 
de fundamentos éticos y deontológicos que rigen, informan e inspiran la intervención 
y la función mediadora. En nuestro país, la práctica de la mediación es temprana y, 
por ello, todavía se está constituyendo y formando esta deontología profesional. Como 
cualquier código ético profesional, el del mediador debería recoger no sólo los principios 
éticos, sino también los límites en su ejercicio, la responsabilidad por la mala práctica y 
los organismos de mediación, los derechos de las partes, etc.

6.	 Conclusión

Todo lo anteriormente expuesto completa una aproximación a la mediación familiar que 
para los procesos de separación y divorcio se prevé en la LEC, a partir de la reforma 
operada en 2005. Al igual que no debe dejarse que sea la práctica, a veces subterránea 
y obscura, la que se encargue de cubrir las lagunas que plantea el procedimiento, es im-
portante que, a través de su reglamentación, se produzca la divulgación de este recurso 
entre los profesionales del foro, facilitando al Juzgador y a los Abogados la posibilidad 
de utilizarla y buscando con ello que no se devalúe y se convierta en un instrumento pa-
sivo y privado de cualquiera de sus fines, como ha ocurrido con la mediación obligatoria 
en el ámbito laboral. En aras del principio de igualdad, puesto que todos los ciudadanos 
españoles, con independencia de la Comunidad Autónoma a la que pertenezcan, han de 
tener las mismas posibilidades de acudir a la mediación cuando se vean inmersos en un 
conflicto que desemboque en un proceso de divorcio o separación matrimonial, resulta 
absolutamente necesaria, en cumplimiento de lo previsto en la Disposición Final 3ª de 
la Ley 15/2005, de 8 de julio, la pronta regulación, a través de una Ley nacional, de la 
mediación familiar.
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Aspectes discursius de la sessió informativa 
de mediació familiar intrajudicial

Núria Villanueva Rey

Tècnica responsable del Servei de mediació al Jutjats de família de Barcelona. 
Centre de Mediació Familiar de Catalunya. Generalitat de Catalunya.

Resum. En general, es descriu com son ateses les derivacions judicials a sessió 
informativa voluntària de mediació intrajudicial per part del Servei de Medi-
ació als Jutjats de Família de Barcelona del Centre de Mediació Familiar de 
Catalunya. I en particular, s’aprofundeix en el discurs concret que fa servir la 
mediadora per informar a les parts fent una transcripció quasi literal del llen-
guatge verbal utilitzat. Com a conclusió, es destaca que la finalitat principal 
d’aquestes sessions es que les parts involucrades en un procediment contenciós 
tinguin la oportunitat de conèixer el funcionament i els valors de la mediació i, 
en cas que ambdues parts ho valorin adient, tinguin la opció de sol·licitar una 
persona mediadora i portar a terme una mediació familiar intrajudicial.

Paraules clau: Sessió informativa, Mediació familiar intrajudicial, Derivaci-
ons judicials, Discurs persona mediadora.

1.	 Introducció

Les primeres experiències de mediació familiar intrajudicial a Catalunya es van desen-
volupar a la dècada dels anys 90 a iniciativa de professionals dels Jutjats de Família de 
Barcelona i del Departament de Justícia de la Generalitat de Catalunya. 

A partir de l’aprovació de la Llei catalana de mediació familiar 1/2001 s’inicia una 
etapa on la mediació familiar intrajudicial té poca casuística. Però a l’any 2006, s’inicia 
una experiència pilot a nivell estatal liderada pel Consejo General del Poder Judicial 
(Ortuño, 2006) que suposarà un considerable augment d’activitat mediadora intrajudi-
cial tal i com es pot observar a la Taula 1.

ANY 
2004

ANY 
2005

ANY 
2006

ANY 
2007

ANY 
2008

Derivacions judicials a sessió 
informativa de mediació familiar 
de tots els jutjats de Catalunya

36 33 244 370 916

El Departament de Justícia de la Generalitat de Catalunya va participar en aques-
ta experiència pilot mitjançant el Centre de Mediació Familiar de Catalunya, CMFC 
d’ara endavant. Per aquest motiu, l’any 2006 es crea un servei específic a l’edifici judi-
cial: el Servei de Mediació als Jutjats de Família de Barcelona. Aquest servei permet 
al CMFC mantenir una coordinació contínua amb els operadors i òrgans judicials així 
com una proximitat privilegiada a la ciutadania immersa en procediments contenciosos 
(Villanueva, 2006).
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Si bé de vegades sorgeix el debat de si la mediació intrajudicial es o no es mediació 
(Ibáñez, 1999), el Servei de Mediació als Jutjats de Família de Barcelona, SMJFB d’ara 
endavant, creu imprescindible oferir una oportunitat de diàleg també un cop iniciat el 
litigi tal i com molts autors sostenen (Bolaños, 2003) i que la sessió informativa de me-
diació intrajudicial obre la porta a un espai mediador alternatiu i complementari alhora 
del procediment judicial contenciós.

En resum, la derivació de casos a sessió informativa de mediació suposa una millora 
en el servei que es dona des dels jutjats (Hinojal, 2008) i ha donat lloc a l’elaboració d’un 
protocol d’implantació de la mediació familiar intrajudicial dissenyat per magistrats i 
magistrades (Martin Nájera, 2008).

2.	 �El Servei de Mediació als Jutjats de 
Família de Barcelona, SMJFB

El SMJFB està situat a l’entresol de l’edifici judicial on estan la totalitat dels jutjats de 
família de Barcelona ciutat a més dels jutjats d’incapacitacions. 

La responsable tècnica del servei es una mediadora que exerceix les següents fun-
cions principals:

1)	� Desenvolupa totes les sessions informatives de mediació derivades pels jutjats de 
l’edifici judicial.

2)	� Si la mediació és sol·licitada, facilita el procés d’assignació d’una persona habili-
tada del CMFC.

3)	� En alguns casos, porta a terme algunes de les mediacions sol·licitades.

3.	 �Circuit de derivació judicial a la sessió informativa

3.1.	 Com deriven els jutjats a la sessió informativa

Actualment 5 jutjats disposen d’una agenda específica de mediació per assenyalar ses-
sions informatives de forma ordinària i es el mitjà de coordinació del jutjat amb el 
SMJFB. La resta de jutjats es dirigeixen al servei per tal de sol·licitar dia i hora per a 
una sessió informativa en els casos que troben adient fer aquesta proposta.

En algunes ocasions, de manera extraordinària, es porten a terme sessions informa-
tives exprés en el mateix dia en que les parts son a l’edifici dels jutjats, bé sigui abans, 
durant o desprès del desenvolupament d’alguna vista o compareixença.

3.2.	 Moment judicial de la derivació a sessió informativa

En la gran majoria de casos, les parts son derivades a una sessió informativa de medi-
ació en la providència on també s’assenyala la data de la vista principal, donant-se una 
mitja de 4 setmanes de distància entre la una i la altre, període en que es desenvolupa 
la mediació. 
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En aquesta providència, el jutjat informa a les parts de la possibilitat d’assistir a 
una sessió informativa de mediació familiar de caire voluntari i gratuït, assenyalant 
data i hora, i donant el telèfon del servei i el nom de la persona que els atendrà.

Però també es dona tot un grup de casos en que la derivació es fa durant el trans-
curs de la vista principal, abans de la sentència, en sentència, en execució i en apel·lació. 
També abans de la vista de mesures prèvies a la demanda o a posteriori, a l’Auto de 
Mesures prèvies.

3.3.	 Com arriba la informació a les parts

Els procuradors fan arribar la documentació judicial als advocats i aquests fan arribar 
la informació a les parts. És habitual que el advocat u advocada comuniqui telefònica-
ment al seu client que prengui nota de la data del judici i, alhora, de la data de la sessió 
informativa de mediació. En ocasions, els advocats o les parts truquen al Servei per 
demanar informació o per sol·licitar un canvi d’hora o de dia.

3.4.	 Metodologia de les sessions informatives

El Protocol per al Desenvolupament e Implementació de la Mediació defineix la sessió 
informativa intrajudicial com una sessió individual o conjunta amb l’objectiu d’infor-
mar, tant als advocats com a les parts, de les característiques, exigències, aportacions i 
beneficis de la mediació (Comisión de Mediación del Foro por la Justícia, 2008).

De manera similar, la sessió informativa al SMFJB està pensada per informar de 
manera conjunta o de forma individual a les dues parts amb o sense presència d’ambdós 
lletrats. Juntes o per separat, quan les dues parts han estat informades de mediació, en 
el 50% de casos demanen iniciar un procés de mediació.

Quan només acudeix una part igualment es informada i té la oportunitat de mani-
festar allò que consideri convenient respecte al servei que se li ofereix. En algunes oca-
sions, l’altre part acaba acudint a la sessió informativa i s’inicia una mediació finalment. 
I també es dona la circumstància de que cap part acudeix a la sessió informativa.

4.	 �Descripció de la sessió informativa de 
mediació familiar intrajudicial

A continuació, es descriu una aproximació al discurs literal general d’una sessió infor-
mativa conjunta sense presència de lletrats en un procediment de divorci contenciós.

4.1.	 �Presentació del servei i acolliment de les parts

«Molt bon dia, benvinguts al Servei de Mediació del Jutjats de Família de Barcelona del 
Centre de Mediació Familiar de Catalunya. El meu nom es Núria Villanueva i soc la 
persona encarregada d’informar-los sobre mediació. Aquí tenen una documentació per 
emportar-se a casa amb informació general, on també consta el meu nom i com contac-
tar amb aquest servei.
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Mireu, el Jutjat ha considerat convenient oferir-vos la possibilitat d’assistir a una 
sessió informativa voluntària de mediació per tal que vostès, un cop informats, puguin 
valorar si el servei que se’ls ofereix dona resposta a alguna necessitat que vostès puguin 
tenir.

Iniciar una mediació vol dir que vostès, si tots dos ho considereu convenient, decidiu 
seure a una taula de diàleg per tal de parlar sobre les diferències que teniu amb l’ajut 
d’un professional que es el mediador o la mediadora de conflictes amb l’objectiu de mi-
llorar la situació en la que vostès i els vostres fills puguin estar.

Hi haurà mediació si vostès avui, o en dies propers a avui, ens fan una sol·licitud 
de mediació ja sigui 1 conjunta o 2 individuals omplint aquests formularis que aquí els 
hi dono.

En aquest formulari de sol·licitud, apart de les vostres dades, heu d’assenyalar, de 
forma general i orientativa, l’àrea o àrees en les que vostès pensen diferent respecte a 
com s’han d’ordenar les coses a partir d’ara: la gran àrea de la custòdia dels fills, la gran 
àrea de l’exercici de la pàtria potestat que inclou la comunicació entre pare i mare, la 
gran àrea del règim de visites, la gran àrea relacionada amb el domicili i la gran àrea 
de les matèries econòmiques en general relacionades o no amb els fills.

També a la sol·licitud han de descriure el motiu o motius generals per demanar la 
mediació, motius que han de ser congruents amb voler seure a parlar entre vostès com a 
pare i mare dels vostres fills per tal de mirar d’arribar a algun acord u acords. És a dir, 
d’alguna manera vostès, en les vostres pròpies paraules, ens han de demanar la taula 
de diàleg que el Servei de Mediació els hi està oferint. Per tant, a la sol·licitud no heu 
de descriure les dificultats i punts de vista diferents que vostès mantenen: això tindran 
la oportunitat de treballar-ho en profunditat durant el procés de mediació amb l’ajut de 
la persona mediadora. 

En resum, si tots dos ens sol·liciten la mediació, quan vostès es trobin amb la perso-
na mediadora per iniciar la mediació, vostès mínimament estaran d’acord en el nombre 
de temes a mediar i els motius per fer-ho seran satisfactoris per a tots dos.

La mediació serà gratuïta i es desenvoluparà en horaris prèviament concertats amb 
la persona mediadora i, sempre que sigui possible, es tindran molt en compte les vostres 
disponibilitats horàries».

4.2. 	 Imaginant com seria la mediació en el seu cas

«Perquè vostès es puguin fer una idea del servei que els hi estem oferint, els hi explico 
como seria si finalment vostès opten per la mediació. 

El primer dia que us trobeu amb la persona mediadora signareu aquesta «Acta d’inici» 
on consten tot un conjunt de característiques i compromisos que ara els hi descric.

Iniciaran una mediació si vostès voluntàriament ens demanen una persona medi-
adora: el jutjat no els ha enviat a mediació, us ha enviat a una sessió informativa vo-
luntària de mediació per a que vostès, un cop informats, si la mediació dona resposta a 
alguna necessitat que vostès puguin tenir, vostès decideixin si demanar o no un procés 
de mediació. Per tant, si la persona mediadora observa que no es dona voluntarietat en 
la vostra petició us convidarà a fer una valoració de la situació i que és el més adequat 
en aquell moment.

La persona mediadora treballarà per a tots dos de forma imparcial i amb neutrali-
tat i no us donarà cap tipus d’assessorament, ni legal perquè per això teniu als vostres 
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lletrats, ni social, psicològic ni terapèutic. Etc. Vostès son els propietaris del seu proble-
ma i vostès son els propietaris de la vostra solució. 

La persona mediadora no es cap àrbitre que proposi una solució a partir de les 
vostres propostes ni tampoc un expert que faci un informe al jutjat sobre les caracterís-
tiques de vostès i els vostres fills.

La persona mediadora us ajudarà a que pugueu exposar constructivament els mo-
tius que cadascú teniu per plantejar el que plantegeu, facilitarà que us escolteu l’un a 
l’altre, promourà que us poseu l’un en el lloc de l’altre, propiciarà que acosteu les vostres 
posicions i, en definitiva, si s’escau, que arribeu a acords que millorin la situació en la 
que vostès i els vostres fills puguin estar.

Per aquest motiu, el primer objectiu de la mediació intrajudicial que els hi estem 
oferint, es que vostès arribin al dia del judici, que no es suspèn ni s’ajorna, amb un 
mínim de comunicació, confiança i harmonia restablerta entre un pare i una mare que 
com a marit i muller s’estan divorciant, però que continuen sent pare i mare dels vos-
tres fills. 

El segon objectiu serà que vostès arribin també al dia del judici amb algun aspecte 
u aspectes acordats entre vostès i que al jutjat es treballi sobre els aspectes en els que 
no hi ha acord. D’aquesta manera, un tros de la sentència serà vostre i la resta decidida 
per la magistrada. 

El tercer objectiu serà que vostès també arribin al dia del judici amb molts aspectes 
acordats entre vostès i que o bé conciliïn amb la magistrada abans d’entrar a la vista o 
bé acordin en la mateixa vista. 

I el quart objectiu serà que vostès facin un acord global i ja no arribin a judici, re-
condueixin el procediment contenciós a un procediment de mutu acord.

En cas que arribeu a algun acord, per petit que sigui serà molt important i serà 
redactat en les vostres pròpies paraules, sense tecnicismes jurídics i, abans de signar-lo 
amb la persona mediadora, aquesta us demanarà que els vostres respectius advocats 
coneguin el contingut d’aquest acord i us puguin assessorar. D’aquesta manera mai 
queden vostès desprotegits jurídicament. 

Un cop signat el document d’acords de mediació per vostès i la persona mediadora, 
document que pot tenir 3 línies com pot tenir 3 pàgines per dir alguna cosa, aquest 
document no serà enviat al jutjat, sinó que cadascú de vostès li donarà una còpia al seu 
lletrat i, tots dos lletrats de mutu acord, respectaran l’esperit del vostre acord privat, el 
traduiran a llenguatge jurídic, redactaran el document tècnic jurídic que s’escaigui i el 
presentaran al jutjat perquè tingui els efectes que hagi de tenir.

Al finalitzar la mediació, la persona mediadora presenta un escrit al vostre jutjat 
comunicant-li la data de finalització i si s’han donat acords o no. Si s’han donat acords 
se li comunica que aquests estan en el vostre poder i, si no s’han donat, no en dona cap 
tipus d’informació dels motius ni fa cap informe, la persona mediadora manté la confi-
dencialitat en tot el procés»

4.3.	 Finalització i despedida de les parts

«Si tots dos, avui o en un dia proper a avui, ens sol·liciten la mediació, us assignarem 
una persona mediadora. Qualsevol altra situació, donarà lloc a que, almenys ara, no es 
faci la mediació. Si un de vostès diu que si i l’altra diu que no, la mediació no es farà i 
el motiu serà que no es dona la circumstància necessària de que tots dos diguin que si. 
La mediació es voluntària i per tant han de demanar un mediador si la mediació dona 



Núria Villanueva Rey 114

resposta a alguna necessitat que cadascú de vostès pugui tenir. Si no es així, no han 
de sentir-se pressionats i poden tenir la tranquil·litat de dir que no. El CMFC només 
informarà al jutjat de si s’inicia o no s’inicia la mediació i el nombre de parts informa-
des: no explicarà al jutjat l’opció que hagin pres ni cap altre detall. Inclús quan només 
s’informa a una part, no informen de quina part ha assistit, se li diu al jutjat que s’ha 
informat a una part i prou.

Ara, abans de la celebració del judici, es el moment més significatiu per intentar 
una mediació, però si no és donen les condicions per iniciar-la i més endavant si que es 
donen, no dubtin a posar-se en contacte de nou amb el nostre servei. 

De la mateixa manera que en qualsevol moment vostès poden reconduir el procés 
contenciós a un mutu acord a partir de la inter-negociació dels vostres lletrats, també 
en qualsevol moment vostès poden decidir seure a parlar a la recerca dels vostres propis 
acords amb l’ajut de la persona mediadora.

Per altra banda, les sentències solen dir «el que s’ha de fer» però no solen dir «el 
com s’ha de fer». Si vostès tenen la necessitat de parlar de com millor portar a terme 
la sentència que us imposi el jutjat, vostès continuen tenint la mediació a la vostra 
disposició.

L’objectiu d’aquesta sessió informativa de mediació familiar intrajudicial ha estat 
assolit donat que hem tingut la oportunitat d’informar-vos a tots dos i ara vostès conei-
xen com pot ajudar-los la mediació en la vostra situació de diferència i dificultat.

 Informeu als vostres lletrats sobre la decisió que prendreu respecte a la mediació 
i feu-los saber que estem a la seva disposició per informar-los presencial o telefònica-
ment del que s’escaigui. Especialment, que en cas de que es porti a terme la mediació i 
arribeu a acords, ells seran qui reconverteixin el vostre document d’acords de mediació 
en el document tècnic jurídic que correspongui i ells seran qui els presentaran al jutjat 
perquè es donin els efectes esperats de la mediació.

En definitiva, els vostres fills, vostès mateixos i la resta de familiars que us envol-
ten, poden gaudir dels efectes beneficiosos de que es pugui restablir un mínim de confi-
ança, comunicació i harmonia entre vostès. I aquest es el primer objectiu a assolir en la 
mediació intrajudicial que els hi oferim.

Que tinguin un bon dia i quedem a la vostra disposició: la porta de la mediació sem-
pre és oberta. Moltes gràcies per la vostra atenció».

5.	 Algunes reflexions com a conclusió

La sessió informativa juga un paper fonamental tant en la mediació extrajudicial com 
en la intrajudicial, però es evident que l’una i l’altre es desenvolupen en moments i 
contexts totalment diferents.

Els resultats de les experiències pilot de mediació intrajudicials han fet palesa la 
necessitat d’apostar per la presència de serveis especialitzats de mediació als jutjats 
que ofereixin sessions informatives de mediació familiar intrajudicial com a part d’una 
implementació de la mediació metodològicament consensuada entre tots els operadors 
jurídics i socials.

S’ha fet un camí des dels inicis de la mediació familiar a Espanya (Coy, 1986) fins 
avui i, convé tenir-ho en compte, tant per mirar enrere i aprendre de les experiències 
passades, com per mirar endavant i construir noves pràctiques i metodologies. La me-
diació intrajudicial és una d’elles.
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Abstract. Amb els protocols d’actuació que se segueixen al Servei d’Orientació 
Mediadora de Barcelona per a l’impuls dels processos de mediació familiar en 
contextos extrajudicials, el Servei d’Orientació Jurídica del Col·legi d’Advocats 
de Barcelona constitueix el principal canal de derivació de les parts a un pro-
cés de mediació familiar. Això, unit al fet que la major part dels usuaris tot 
just han demanat una cita per sol·licitar un advocat d’ofici, comporta que el 
mediador responsable de la sessió informativa extrajudicial sigui molt sovint 
el primer contacte que els protagonistes del conflicte tenen amb el seu propi 
procés i el primer professional que coneixen per a la gestió del seu conflicte, 
abans i tot que l’advocat.
Aquest fet afecta l’enfocament, l’orientació i els recursos discursius de què dis-
posa el mediador responsable del Servei d’Orientació Mediadora de Barcelona 
en la sessió informativa extrajudicial i la diferencia en alguns aspectes de la 
sessió informativa que es duu a terme en un context judicial.
En definitiva, el perfil de les persones ateses en el context extrajudicial i més 
significativament el moment de la sessió en l’itinerari del procés conflictiu, ge-
neren un conjunt d’oportunitats per al mediador per qüestionar obertament el 
procés contenciós i plantejar obertament la mediació com un espai de gestió del 
conflicte familiar més eficaç que uns espais adversarials que encara han pogut 
ser legitimats per les parts.

Paraules clau: Sessió informativa extrajudicial, Mediació familiar, Servei 
d’Orientació Mediadora, empoderament, espai cooperatiu, espai adversarial

1.	� El procés seguit en l’impuls d’un procés 
de mediació extrajudicial al Servei 
d’Orientació Mediadora de Barcelona

El Servei d’Orientació Mediadora de Barcelona, en coordinació amb el Servei d’Orien-
tació Jurídica del Col·legi d’Advocats de Barcelona, està gestionat per un mediador del 
Centre de Mediació Familiar de Catalunya que assisteix les parts d’un conflicte familiar 
que li són derivades, i els planteja l’impuls d’un procés de mediació que els permeti 
gestionar el seu conflicte des d’un nou espai de diàleg i cooperació, en el marc de la Llei 
1/2001, de mediació familiar de Catalunya.

El principal canal de derivació el constitueix el Servei d’Orientació Jurídica, en una 
proporció àmpliament majoritària (el 78% dels casos atesos l’any 2008). Malgrat tot, al 
llarg del present any 2009 s’està detectant un augment —encara limitat— de les deri-
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vacions provinents d’altres canals, dels serveis socials i, signifi cativament, de la pròpia 
informació que les parts han obtingut de la mediació.

En la pràctica totalitat dels casos derivats pel Servei d’Orientació Jurídica l’aco-
lliment a la mediació es duu a terme en dues sessions privades i són excepcionals les 
sessions conjuntes.

En aquest esquema de doble entrevista, si la primera part atesa considera oportú 
obrir un procés de mediació, el mediador del Servei d’Orientació Mediadora contacta 
amb l’altra part per convidar-la a una sessió privada anàloga, i si es formalitza l’ac-
ceptació d’ambdues parts, tramet l’expedient al Centre de Mediació Familiar perquè es 
dugui a terme la designació d’un mediador per conduir el procés.

2.	 Les	parts	en	la	sessió	informativa	extrajudicial

El fet que la major part de derivacions que arriben al Servei d’Orientació Mediadora 
de Barcelona provinguin directament del Servei d’Orientació Jurídica, implica que es 
tracta de persones que vénen majoritàriament a sol·licitar un advocat d’ofi ci per motiu 
del seu nivell d’ingressos (generalment baixos), per tal que els ajudi en la gestió de la 
seva controvèrsia, i els orienti jurídicament per tirar endavant un procés del qual en 
desconeixen bona part de les caracteristiques i les conseqüències jurídiques. Es troben 
tot just en l’inici d’un itinerari que pràcticament encara no han començat i, en aquest 
context, es preceben a si mateixos en una situació d’indefensió jurídica, estan mancats 
d’informació legal i desconeixen la dinàmica, les fases, el tempo i les característiques 
tècnicojurídiques del procés que tot just inicien.
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en aquest sentit, el diagrama proposat per Lisa Parkinson (Parkinson, 2005) 
respecte de la diversitat que es dóna entre les dues parts en el seu trànsit per 
les diferents fases del procés de separació psicoemocional: 

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Podem descriure, doncs, unes característiques comunment presents en 
les persones que són derivades al Servei d’Orientació Mediadora: angoixa 
pel present, desbordament, sensació de pèrdua del control del conflicte, 
inquietud i incertesa pel futur, ràbia i resentiment, desorientació, falta 
d’informació legal –o bé informació directament incorrecta-, fatalisme 
davant l’expectativa d’un dialèctica de combat que perceben inevitable per 
naturalesa, i una construcció pròpia de l’itinerari del conflicte marcada per 
una adversarialitat que consideren inexorable. 
  

 

3. El moment de la sessió informativa extrajudicial 

 
Un dels aspectes on es manifesten més clarament els elements 

distintius de l’entrevista informativa extrajudicial el constitueix el moment 
en el qual es produeix.  

L’accés del ciutadà a la mediació es produeix primordialment quan 
aquest compareix al Servei d’Orientació Jurídica per sol·licitar un primer 
assessorament jurídic i demanar l’advocat d’ofici que necessita per a la 
conducció jurídica del procés que aviat iniciarà. Quan el supòsit de fet és 
susceptible de ser gestionat per mitjà d’un procés de mediació, els lletrats 

crisi 

INICIADOR comença a superar-ho 

còlera 

RECEPTOR 

negació 

depressió 

comença a superar-ho 

desesperació 

Paradoxalment, malgrat la seva desconeixença i la seva desorientació, porten incor-
porada la seva pròpia construcció de l’itinerari que suposadament haurà de seguir el 
confl icte, i que ha de ser, «per naturalesa», adversarial, i vénen amb un judici preesta-
blert sobre quin és el seu tancament: una decisió coactiva des de l’autoritat judicial que 
imposi en nom seu un model de custòdia, un règim de visites i unes pensions d’aliments 
que, sens dubte, l’altra part complirà.
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Finalment, en molts casos les persones que arriben al Servei d’Orientació Medi-
adora ho fan amb una motxil·la que vessa per la dimensió emocional del conflicte i la 
vivència que en tenen, diversa segons si es tracta d’aquell qui ha pres la decisió (arriba-
rà al Servei d’Orientació Mediadora amb un nivell més alt d’elaboració en els aspectes 
psicoemocionals del conflicte) o del qui l’ha rebuda. És prou clarificador, en aquest sen-
tit, el diagrama proposat per Lisa Parkinson (Parkinson, 2005) respecte de la diversitat 
que es dóna entre les dues parts en el seu trànsit per les diferents fases del procés de 
separació psicoemocional.

Podem descriure, doncs, unes característiques comunment presents en les persones 
que són derivades al Servei d’Orientació Mediadora: angoixa pel present, desborda-
ment, sensació de pèrdua del control del conflicte, inquietud i incertesa pel futur, ràbia 
i resentiment, desorientació, falta d’informació legal —o bé informació directament in-
correcta—, fatalisme davant l’expectativa d’un dialèctica de combat que perceben ine-
vitable per naturalesa, i una construcció pròpia de l’itinerari del conflicte marcada per 
una adversarialitat que consideren inexorable.

3.	 El moment de la sessió informativa extrajudicial

Un dels aspectes on es manifesten més clarament els elements distintius de l’entrevista 
informativa extrajudicial el constitueix el moment en el qual es produeix. 

L’accés del ciutadà a la mediació es produeix primordialment quan aquest compa-
reix al Servei d’Orientació Jurídica per sol·licitar un primer assessorament jurídic i 
demanar l’advocat d’ofici que necessita per a la conducció jurídica del procés que aviat 
iniciarà. Quan el supòsit de fet és susceptible de ser gestionat per mitjà d’un procés de 
mediació, els lletrats del Servei deriven el ciutadà immediatament al Servei d’Orienta-
ció Mediadora perquè rebi l’oferiment d’un procés de mediació.

La transcedència d’aquesta derivació rau en el fet que es produeix abans i tot que 
pugui haver parlat amb el seu advocat d’ofici, un professional del qual no disposarà fins 
que el Servei de Tramitació valori que és procedent estimar la sol·licitud de justícia 
gratuïta, un tràmit que obliga a la persona interessada a complir i esperar uns terminis 
de temps.

En conseqüència, el mediador és molt probablement el primer professional amb qui 
contacta la persona per gestionar el seu conflicte, i això col·loca el Servei d’Orientació 
Mediadora de Barcelona en una posició diferent de la dels serveis de mediació intraju-
dicials: d’una banda, pertoca al SOM, en la pràctica, gestionar la responsabilitat afegida 
d’oferir una resposta a la necessitat imperiosa d’informació i orientació que té la per-
sona vetllant alhora perquè el rol professional del mediador no es confongui amb el de 
l’advocat que encara no té; de l’altra, el moment en que es produeix la sessió informativa 
dóna al mediador l’oportunitat única de ser un dels primers professionals a acompanyar 
les parts i, en conseqüència pot connotar positivament un espai cooperatiu de gestió 
del conflicte perquè les parts encara no ha legitimat un espai adversarial invertint-hi 
esforços, temps, diners i emocions.

Aquest factor entenem que és clau per comprendre l’enfocament que es dóna a l’ofe-
riment d’una mediació des del SOM de Barcelona. En efecte, el mediador té l’oportunitat 
d’enquadrar les parts i el conflicte mateix que protagonitzen dins un espai cooperatiu 
de gestió de les seves preocupacions, i connotar negativament i qüestionar de manera 
directa l’eficàcia dels espais de gestió adversarial de conflictes, quan la perspectiva és 
assolir pautes familiars postdivorci estables, sòlides i confiables.
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I en la praxi professional del Servei d’Orientació Mediadora de Barcelona, s’ha pogut 
constatar que una de les idees-força més acceptades per les persones ateses és la ineficà-
cia i la debilitat intrínseca de les solucions que comporten l’existència d’un perdedor, lla-
vor de futures confrontacions i origen d’una dinàmica de substitució de pautes familiars 
per normes legals i una dependència crònica del sistema judicial (Bolaños, 2008).

Les sessions informatives que es duen actualment a terme des del Servei d’Orienta-
ció Mediadora aprofiten aquesta oportunitat de ser els primers professionals a arribar a 
la persona i li plantegen, directament (però sense expressar-ho en aquests termes), que 
hi ha un paradigma diferent de l’adversarial per gestionar els conflictes.

Els recursos argumentals que es fan servir són diversos i varien segon la dinàmica 
de la sessió, però punts com els següents són habituals en les sessions dutes a terme:

— �explicar que hi ha espais cooperatius per gestionar un divorci (per exemple) pro-
tegits i prioritzats per la llei

— �fixar la dualitat entre la conjugalitat que s’extingeix i la parentalitat que conti-
nua

— �situar el sistema familiar com a espai inexorable i inopinable de relació futura
— �reformular els termes del procés que protagonitzen: així, «transformar el model 

de convivència i vincle amb els fills», i no «custòdia i visites», o «donar-vos un nou 
sistema de gestió econòmica familiar», i no «pensions d’aliment o pensió compen-
satòria»

— �centrar el dilema: «ara que sou a l’inici, heu de triar: adversarialitat o cooperació, 
canonades o diàleg».

4.	 Idees-força de la sessió informativa extrajudicial

La sessió informativa que es duen a terme des del Servei d’Orientació Mediadora de 
Barcelona pivota a l’entorn de diverses idees-força sobre les quals el mediador posa 
l’accent, amb formulacions que poden variar d’una sessió a una altra, òbviament. Sense 
ànim exhaustiu, n’enumerem tres d’especialment recurrents en la pràctica professional 
del SOM de Barcelona.

4.1.	 Empoderar les parts

Molt sovint, aquest acaba essent el punt central de la sessió informativa extrajudicial. 
«El que és important per a tu, no té perquè ser important per a l’altre, però és important 
per al conflicte», es diu sovint en les sessions dutes a terme des del SOM.

A les parts se’ls explica que tenen, legalment, el poder i la capacitat per prendre per 
si mateixes les decisions que considerin més adequades per al futur de la família que 
dirigeixen. 

I d’altra banda, se’ls trasllada sistemàticament la reflexió que si la clau en la gestió 
d’un conflicte és que es puguin aconseguir pautes estables, sòlides i confiables d’orga-
nització de l’espai familiar, cal que aquestes pautes puguin ser acceptables i complibles 
per tots dos. I només ells tenen la capacitat per tractar amb fiabiliat quines són les 
necessitats reals, les expectatives, els valors i les emocions en joc que aquestes pautes 
haurien de tenir presents perquè cadascun dels protagonistes de la família les pogués 
acceptar com a pròpies i complir-les. 
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En la sessió informativa es destaca sovint a les parts que un 72% de les execucions 
forçoses dutes a terme en la jurisdicció civil de família provenen de convenis reguladors 
tramitats de mutu acord (Ortuño, Hernández, 2007). És una dada contundent i pode-
rosament eficaç que s’utilitza en les sessions per il·lustrar la debilitat de determinats 
convenis, fins i tot de mutu acord, en el disseny dels quals el control del procés s’ha 
desplaçat cap als advocats i, en conseqüència les parts no tingut l’oportunitat d’aprofun-
dir en les circumstàncies, les necessitats reals i les preocupacions de fons de la família 
(Ortuño, Hernández, 2007). 

4.2.	 Fixar el rol del mediador

Una part clau de la sessió informativa extrajudicial es dedica a fixar i enquadrar el rol 
del mediador com a professional que dirigeix el procés de mediació sense influir ni di-
rectament ni indirectament sobre les decisions que prenguin. Destaquem, per l’eficàcia 
que en la nostra experiència hem constatat que tenen, algunes de les idees-força que 
ajuden a fixar el rol del mediador:

— �Crea o reconstrueix les condicions que permetin establir un diàleg eficaç entre 
ells. Se’l compara sovint amb un lampista, en una metàfora que ha demostrat ser 
extraordinàriament clara i directa i que facilita molt a les parts una comprensió 
senzilla de qui és el professional que s’els ofereix: com un lampista, els mediadors 
professionalment intervenen sobre el conducte de comunicació entre les parts. El 
desembussen, el reparen si cal i el mantenen net per tal que la informació flueixi 
novament en tots dos sentits, clara, precisa i sense interferències.

— �Garanteix dues necessitats fonamentals que les persones que vénen a mediació 
necessiten cobrir:
a) �que cadascuna de les parts pugui expressar a l’altra allò que considera impor-

tant dir-li, amb el temps que necessiti, amb les seves pròpies paraules, amb 
respecte, amb claredat i aportant, això sí, tota la informació que l’altra part 
necessiti per comprendre —que no vol dir acceptar— adequadament el seu 
punt de vista

b) �que quan s’expressi, cadascuna de les parts se senti escoltada per l’altra en 
silenci, amb respecte, amb atenció i sense interrompre

— �Fixa les idees clau que aporten les parts i ajuda a identificar i delimitar els aspec-
tes centrals del problema, i els organitza en una agenda de treball

— �Organitza l’exploració i la creació d’ opcions i ajuda les parts a prendre decisions 
sobre la base de l’acceptabilitat mútua i la predisposició a complir-les

4.3.	 Afirmar la identitat de la mediació familiar

Manllevem l’expressió de Lisa Parkinson (Parkinson, 2005) per identificar un dels punts 
que són especialment enfasitzats en les sessions informatives realitzades des del SOM.

Les persones que acudeixen al SOM generalment tenen interioritzat un esquema de 
gestió del conflicte familiar que passa ineludiblement per la intervenció directiva —o, 
directament, coactiva— d’un tercer amb autoritat científica o legal sobre les parts, sigui 
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un advocat, un jutge, un psicòleg, a qui acudeeixen perquè seleccioni o imposi les pautes 
del seu conveni regulador. I des d’aquesta concepció, des de la perspectiva de l’usuari, la 
figura del mediador no té perquè apartar-se’n. És, per tant, l’oracle que els ha de revelar 
la solució justa o l’hipnotitzador que ha d’aconseguir que l’altra part rectifiqui i accepti i 
compleixi fil per randa les estipulacions del conveni. I les interpel·lacions i les primeres 
preguntes de les persones ateses pel mediador del Servei d’Orientació Mediadora de 
Barcelona van invariablement per aquest camí.

Això obliga el mediador, en la sessió informativa, a dedicar un temps a fixar la iden-
titat diferenciada de la mediació familiar com a procés de gestió de conflictes respecte 
d’altres formes d’intervenció judicial, terapèutica o social.

En aquest sentit, s’explicita sistemàticament en les sessions una diferenciació clara del 
mediador respecte de la figura de l’advocat (de manera semblant, però en menys casos, res-
pecte del psicòleg), i es remarca la seva plena compatibilitat i, encara més, la recomanació 
directa des de la mediació perquè les parts s’assessorin en paral·lel al procés de diàleg.

Es fixa amb claredat el rol no directiu del mediador: no pren decisions, no aconsella, 
no assessora, no emet judicis de valor, i es reconeix inequívocament la figura de l’ad-
vocat, preceptiva després de la mediació i necessària durant la mateixa per tal que les 
parts puguin prendre per si mateixes decisions no tan sols lliures, conscients i mútua-
ment accepetables, sinó també informades.

5. El poder de la metàfora

En la dinàmica seguida en les sessions informatives extrajudicials realitzades s’ha de-
mostrat l’eficàcia de l’ús de la metàfora a l’hora de plantejar quelcom complex com és 
un canvi d’espai en la gestió del conflicte familiar, o, ras i curt, explicar que des del mo-
ment que es constata que l’endemà del divorci seguirà existint un espai de convivència 
i vincle entre les parts que avui s’enfronten, cal plantejar-se un canvi de paradigma per 
gestionar aquesta situació.

En formulem tres de les més usades comunment tal com es plantegen en les sessi-
ons informatives, i a efectes només il·lustratius.

5.1.	 Trinxera contra trinxera

Una de les imatges més poderoses: «imagina’t dos exèrcits, trinxera contra trinxera, a 
punt de saltar per lluitar cadascun d’ells per uns valors que consideren justos. Tanma-
teix, en l’últim moment algú alça una bandera blanca i ofereix una treva i una taula en 
terra de ningú per tractar de resoldre negociadament el conflicte que els ha dut al camp 
de batalla. De la treva en poden sortir resultats diversos: si no arriben a cap acord, cap 
problema, tornen a la trinxera a lluitar. Però si l’assoleixen, podran tornar a casa sense 
patir els danys que qualsevol combat causa. Els mediadors som el tercer que us proposa 
obrir una treva i garantir un diàleg segur».

5.2.	 La plaça pública

Una metàfora que associa l’espai familiar comú que continua a una plaça amb dos veïns, 
els pares, en la qual jugarà sempre el seu fill. La plaça no deixarà d’existir mai i hi serà 
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cada cop que obrin la porta de casa. però ells tenen la potestat de decidir com volen que 
sigui, o també d’optar que ho faci imperativament l’alcalde. Què prefereixen?

5.3.	 L’iceberg

Coneguda pels mediadors, però poderosament eficaç per explicar la diferenciació entre 
una negociació bloquejada per l’ús de les posicions i la potencialitat desbloquejadora 
d’incorporar en la gestió del conflicte els interessos legítims, les necessitats subjacents, 
les expectatives de futur, i els valors, les emocions i les vivències de cada part respecte 
del conflicte. 

5.4.	 Navegant en un mar tranquil

Les parts són els dos mariners d’un vaixell que navega en alta mar. Han de decidir quin 
rumb prenen i a quina illa desembarcaran, i si volen tocar terra no tenen més elecció 
que consensuar una decisió, perquè l’única alternativa és esdevenir mariners errants 
en alta mar. El mediador no pot prendre una decisió que els correspon adoptar a ells, 
però sí que té la capacitat, si ho accepten, de calmar les aigües embravides perquè pu-
guin navegar millor.
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Resum. Aquesta comunicació parteix d’una investigació realitzada a França1 
sobre la formació professional per a l’obtenció del Diploma d’Estat de Mediador 
Familiar (DEMF), principalment a partir del seguiment dels cursos de forma-
ció però també a partir de la realització d’onze entrevistes amb els estudiants 
de la segona promoció del DEMF a l’Institut Saint Simon de Toulouse, escola 
de formació de treballadors-es i educador-es socials. Igualment vam entrevis-
tar cinc mediadors-es familiars en exercici i la Presidenta de la Cambra de la 
Família, jutgessa del Tribunal de Segona Instància (Cour d’Appel) de Toulouse. 
L’objectiu principal de l’esmentat treball fou la comprensió de les diferents 
representacions socials dels-les estudiants i professionals de la mediació fami-
liar entorn del divorci i la separació, la corresponsabilitat parental, el lloc que 
ocupen els fills en la separació, la violència de gènere, els pares violents i les as-
sociacions de pares separats. La hipòtesi de partida de l’estudi és que els actors 
de la mediació familiar, igual que la resta de treballadors-es socials, vehiculen 
certes representacions, imaginaris i valors normatius sobre la família, i la posi-
ció d’homes i dones en ella, que tendeixen a reproduir una visió de l’ordre social 
sexuat marcat per la desigualtat. Sota criteris deontològics de neutralitat, im-
parcialitat i recerca de solucions «equitatives», la mediació familiar representa 
als nostres ulls una eina a considerar des d’una perspectiva de gènere.2

Paraules clau. Mediació familiar, violència de gènere, custòdia compartida, 
associacions de pares separats.

1.	 Ruptura, violència i mediació familiar

Quin paper té la mediació familiar en el tractament de la violència de gènere? Aquest és un 
debat obert malgrat diferents recomanacions i articles de llei que en rebutgen la seva apli-

1	� Tesina final del màster «Polítiques socials i gènere» realitzat el curs 2006-2007 a la Université 
Toulouse-Le Mirail sota la direcció del grup de recerca en estudis de gènere Simone-SAGESSE 
i dins del programa de beques de La Caixa i el govern francès.

2	� Com senyala la Directiva 2006/54/CE del Parlament Europeu i del Consell, de 5 de juliol 2006, 
relativa a la aplicación del principio de igualdad de oportunidades e igualdad de trato entre 
hombres y mujeres en asuntos de empleo y ocupación (refundición). Título III, capítulo III, artí-
culo 29 sobre la transversalidad de la perspectiva de género: «Los Estados miembros tendrán 
en cuenta de manera activa el objetivo de la igualdad entre hombres y mujeres al elaborar y 
aplicar disposiciones legales, reglamentarias y administrativas, así como políticas y activida-
des, en los ámbitos contemplados en la presente Directiva».



Glòria Casas Vila126

cació. Les diferents postures sobre el tema rauen en bona mesura en el tipus de conceptua-
lització que es fa de la violència de gènere. Segons Geneviève Cresson (2002), el debat sobre 
la possibilitat o no de recórrer a la mediació familiar en cas de violència de gènere es basa 
en «dues concepcions antagòniques de les desigualtats de gènere manifestes en la relació 
conjugal i més àmpliament en les relacions entre els gèneres». Les postures crítiques que 
rebutgen la mediació familiar en els casos marcats per la violència masclista argumenten 
que la mediació és basa en el pressupòsit de la igualtat entre les parts, per tal que pugui es-
tablir-se una comunicació lliure de pressions d’una de les parts. Aquesta hipòtesi que funda 
la pràctica de la mediació no es compleix en les parelles on hi ha, o hi ha hagut, violència i 
és per això que s’ha de rebutjar. Com diu la mediadora familiar Yvette Alain «la mediació 
no ha de contribuir a privatitzar i/o minimitzar la natura criminal de la violència de gènere. 
La mediació no ha d’esdevenir tampoc una manera pels conjugues violents de tenir accés a 
la seva esposa i/o per controlar-la».3 Efectivament, en aquests casos una sessió de mediació 
familiar pot posar en perill la vida de la dona víctima de violència.

Els autors que defensen l’aplicabilitat de la mediació en els casos de violència, ten-
deixen a defensar que els homes i les dones poden negociar les seves diferències en 
igualtat, amb la condició que la persona mediadora faci bé el seu treball. Com senyala 
Cresson (2002) «es focalitzen en els casos individuals, que es proposen resoldre inde-
pendentment els uns dels altres —cas per cas, en suma». Per Jacques Faget (2004) l’ús 
de la mediació es pot fer «quan el recurs a la violència no és estructural sinó contextual, 
de tipus reactiu davant d’una situació viscuda com a insuportable, finalment si la com-
petència dels mediadors és incontestable». Una part dels mediadors entrevistats tenen 
aquesta conceptualització de la violència com a resultat de la ruptura (crisi de parella, 
violència reactiva) i no com una prolongació de la violència anterior. La violència és un 
epifenomen? És tant sols una reacció deguda a la separació? Les anàlisis de les quals 
disposem sobre aquesta problemàtica social ho posen en dubte.

2.	 La forta relació entre violencia i ruptura

La majoria de recerques sobre la violència de gènere demostren que aquesta s’intensifica 
en els moments de ruptura. Així doncs, en la majoria dels casos, la violència no s’esdevé 
de cop i volta quan la parella es separa, sinó que la relació entre ruptura i violència és 
molt important. Ho és perquè la violència és la causa de la ruptura en molts casos (46% 
segons Alberdi i Matas, 2002) i també perquè la ruptura desencadena una intensificació 
de la violència degut al sentiment de «despossessió» que viuen els homes violents degut 
al fet que la llibertat de la dona a separar-se apareix per a ells com a inacceptable. 

Una dona té més probabilitats de morir si deixa un home violent que si resta amb 
ell. Segons Romito (2006) un estudi dut a terme a Itàlia mostra que les agressions so-
fertes per les dones separades o divorciades són aproximadament quatre vegades més 
freqüents que respecte les dones casades. Segons la mateixa autora, als Estats Units, 
el 74% dones assassinades pel seu company ho són després de la separació o del divorci.

Quina és la realitat de la violència de gènere a la República francesa? L’Enquesta 
Nacional sobre les Violències Envers les Dones a França (l’Enquête ENVEFF), duta a 
terme l’any 2000 amb una mostra de 7 000 dones de 20 a 59 anys d’edat, va revelar que 

3	� Citada per Cresson (2002). L’article al qual es refereix l’autora és «La pertinence de la média-
tion familiale dans le cadre des violences» (1998), in Ceraff.
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en el transcurs dels dotze mesos que precedien aquest estudi prop d’una dona sobre 10 
va declarar haver sofert violències sota diverses formes de la part del seu cònjuge o ex-
cònjuge; una de cada cinc va afirmar haver-ne patit alguna vegada al llarg de la seva 
vida. El 2007, 166 dones van morir a França a causa de la violència dels seus companys 
masculins. Un 20% de les urgències mèdiques són degudes a la violència masclista 
segons l’informe del membre de l’Acadèmia de Medicina el professor Henrion (2001). 
Totes les categories socioprofessionals i tots els grups d’edat estan inclosos.

3.	 �La confusió entre violencia de 
gènere i conflicte de parella

La confusió recurrent entre conflicte o discussió de parella i violència de gènere me-
reix una reflexió a part sencera. Algunes postures tendeixen a frivolitzar la realitat de 
violència comparant-la amb simples situacions de conflicte conjugal. N’és un exemple 
aquestes afirmacions de F. Serrano, jutge de Primera Instància de Sevilla4 respecte les 
situacions que no es poden tractar en la mediació familiar:

«No existencia de situaciones de violencia de género, entendida como violencia machis-
ta que realmente implique discriminación, desigualdad, humillación y miedo para la 
mujer que la padece, lo que significa que la mayor parte de los casos que llegan a los 
juzgados de violencia, podrían ser objeto de mediación, posibilidad que veta, entiendo 
erróneamente, la nueva ley de protección integral contra la violencia de género».5

Serrano, defensor a ultrança de la mediació familiar, es caracteritza per les seves 
declaracions controvertides6 sobre les mesures legislatives en contra de la violència de 
gènere i considera que «el dinero público se invierte en campañas de guerra de género». 
Veiem doncs que en el cor del debat està la manera d’entendre aquestes violències. Per a 
nosaltres ens sembla important diferenciar conflicte i violència de gènere. Com senyala 
Jaspard (in Maruani, 2005):

«El conflicte es manifesta principalment a través de disputes, que poden degenerar 
en discussions conjugals reiteratives; és una modalitat relacional que implica la reci-
procitat entre els protagonistes (...) l’agressivitat verbal, també física, és compartida 
per homes i dones. Però en les situacions de violència, la constatació sociològica és 
que les dones en són les principals víctimes»

La violència de gènere o violència masclista és7 

«la violència que s’exerceix contra les dones com a manifestació de la discriminació 
i de la situació de desigualtat en el marc d’un sistema de relacions de poder dels 

4	� Francisco Serrano (2008).
5	� El subratllat és meu.
6	� Veure «La Fiscalía carga contra el Juez Francisco Serrano por criticar la Ley contra la violencia 

de género», 16/02/2009, Diario El Correo.
7	� Segons la definició de la Llei 5/2008, del 24 d’abril, del dret de les dones a eradicar la violència 

masclista, aprovada pel Parlament de Catalunya per unanimitat el 16 d’abril de 2008. 
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homes sobre les dones i que, produïda per mitjans físics, econòmics o psicològics, in-
closes les amenaces, les intimidacions i les coaccions, tingui com a resultat un dany 
o un patiment físic, sexual o psicològic, tant si es produeix en l’àmbit públic com en 
el privat».

Com senyala l’experta en el tema Marie-France Hirigoyen (2005) la violència física 
mai apareix de cop i volta, sempre hi ha un procés de violència psicològica i moral previs 
(«emprise»). No podem parlar, per tant, de la violència física sense parlar de la violència 
moral o psicològica perquè hi ha un continuum entre ambdues. Com explica el doctor 
Luís Bonino (2005), que treballa des de fa més de quinze anys en un centre d’acollida 
d’homes violents8, la violència masclista no és el resultat d’un estat emocional intens 
(agressivitat, manca de control o crisi de comportament) sinó que és un procés específic 
vinculat al gènere. Es caracteritza per la repetició, l’acumulació de violències (psicolò-
giques, físiques, sexuals) i una dominació moral de la dona víctima. Com hem senyalat, 
s’intensifica en moments concrets com la ruptura o l’embaràs.

4.	 �Perquè mediació familiar i violència 
són incompatibles? 

En els casos de violència, la mediació familiar pot penalitzar fortament les dones perquè 
(Romito, 2006):

— �el procés de mediació exigeix l’aturada o retirada dels contenciosos judicials, el 
qual pot suposar per la víctima l’impediment de realitzar una eventual denuncia.

— �El procés està més centrat en el present i en el futur que en el passat, cosa que és 
més fàcil i avantatjós per l’agressor que per la víctima.

— �El model de responsabilitat compartida té l’efecte de culpabilitzar les dones de la 
violència que pateixen. És el cas de del mètode de l’anàlisi sistèmica.

Com explica Bonino (2003) la teràpia familiar o de parella i la mediació familiar 
posen la qüestió de la violència com un problema de circularitat: tots els membres de 
la família tenen la mateixa responsabilitat, ignorant les diferències de poder. Com de-
fensa l’autor, qui té més poder té també més de responsabilitat, i sobretot: les dones no 
són responsables de la violència que els és infligida. Segons Bonino, per a què un home 
violent pugui canviar de comportament cal que assumeixi la seva responsabilitat (sense 
buscar justificacions externes, com atribuir la culpa a la dona) i cal que accepti la seva 
culpabilitat (sense buscar excuses internes, com l’estrès).

Per què és tan important aquest debat ? Perquè, com senyala Romito (2006) 

«sembla que la mediació sigui precisament proposada i imposada quan hi ha hagut 
conflictes majors acompanyats de violència, perquè ens els altres casos els pares 
s’han posat d’acord ells mateixos sobre la guàrdia i custòdia dels fills».

8	� Veure CECOMAS (Centro de la Condición Masculina).
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5.	 �Què diuen algunes lleis respecte aquest debat?

Cal situar el desenvolupament de la mediació familiar amb les recents reformes del 
Dret de família que instauren el principi de la custòdia compartida. És el cas a França 
de la Loi du 4 mars 2002 sur l’autorité parentale conjointe, a través de la qual la medi-
ació familiar entra en el codi civil francès. A l’Estat espanyol es la Ley 15/2005, de 8 de 
julio, por la que se modifican el Código Civil y la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia 
de separación y divorcio que introdueix la mediació familiar en el codi civil espanyol 
mitjançant la seva Disposició final tercera. L’exposició de motius de l’esmentada llei 
senyala que 

«con el fin de reducir las consecuencias derivadas de una separación y divorcio [...], 
mantener la comunicación y diálogo y, en especial, garantizar la protección del inte-
rés superior del menor, se establece la mediación como recurso voluntario alternati-
vo de solución de litigios familiares [...]».

Ambdós models legislatius presenten alguns articles polèmics, sobretot els relatius 
als temes de la guarda i custòdia9 dels fills. Es possibilita l’exercici compartit de la guàr-
dia i custòdia quan així ho demanin els progenitors en la proposta de conveni regulador 
(separació o divorci de mutu acord) però el jutge podria també acordar-ho en separació 
o divorci contenciós instat per una de les parts. A França, el jutge pot imposar la rési-
dence alternée fins i tot quan cap dels dos progenitors està d’acord. 

La llei francesa permet que el jutge pugui imposar («enjoindre») una primera sessió 
informativa de mediació als pares en desacord, fins i tot en el cas de violència conjugal 
constatada. Diverses associacions d’ajuda a les dones víctimes de violència de gènere 
van denunciar aquesta mesura. Els-les mediadors-es defensen aquesta possibilitat ar-
gumentant que sols s’obliga a la primera sessió informativa, que després són les parts 
les que decideixen si continuar o no. Aquesta postura no té en compte que el sistema 
judicial exerceix una autoritat simbòlica molt important sobre la ciutadania i que les 
dones poden sentir les pressions normatives del sistema judicial «incloent la dels advo-
cats per arribar a una entesa abans de passar pel jutge » (Cresson, 2002).

D’altra banda, la reforma francesa del Dret de Família fou criticada per diferents 
investigadors i associacions pels drets de les dones en varis punts (Dufresne i Palma, 
2002):

«la impossibilitat d’improvisar una coparentalitat al moment del divorci si un repar-
timent real de les tasques en el si de la parella no l’havia permès abans» i doncs «una 
posada en igualtat artificial de pares biològics desigualment investits en l’activitat 
de cura dels fills». 

D’altra banda, diferents legislacions mostren el rebuig exprés del recurs a la medi-
ació en els casos marcats per la violència de gènere. En són exemples la Llei 4/2008 del 
24 d’abril, del dret de les dones a eradicar la violència masclista. En la seva disposició 
addicional vuitena modifica la Llei 1/2001, del 15 de març, de mediació familiar de Ca-
talunya afegint un nou article, el 22 bis, amb el text següent:

9	� En francès s’utilitzen els conceptes jurídics «d’autorité parentale» i de «residence» i no tant 
la de «garde», encara que sí es faci servir en molts textos científics que tracten sobre aquesta 
qüestió.



Glòria Casas Vila130

«Article 22 bis. Límit a la mediació. S’ha d’interrompre o, si escau, no s’ha d’iniciar 
qualsevol procés de mediació de parella o familiar en què estigui implicada una dona 
que hagi patit o pateixi violència física, psíquica o sexual en la relació de parella.»

També la Llei 1/2008, de 8 de febrer, de Mediació Familiar del País Basc, en el 
capítol I, disposicions generals, a l’article 5 relatiu als «Conflictos objeto de mediación 
familiar» expressa al numerant 4 que:

«Quedan excluidos de la mediación familiar los casos en los que exista violencia o 
maltrato sobre la pareja, hijos o cualquier miembro de la unidad familiar, o cuales-
quiera otras actuaciones que puedan ser constitutivas de ilícito penal».

Igualment la Ley 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral 
contra la Violencia de Género (article 44, punt 5), o més lluny, la Ley General de Acceso 
de las mujeres a una vida libre de violencia del 1 de febrero de 2007 de México (article 
8, punt 4), que presenten una postura molt taxativa al respecte.

En canvi, l’avantprojecte de llei catalana de mediació familiar i comunitària deixa 
la qüestió a una interpretació més subjectiva (capítol II, article 6): 

«Si és necessari, [la persona mediadora] ha d’interrompre el procediment de mediació 
mentre la igualtat de poder i la llibertat de decidir entre les parts no estigui garanti-
da, especialment com a conseqüència de situacions de violència».

Tal i com defensa el Grupo 25 en els «Criterios de calidad para intervenciones con 
hombres que ejercen violencia en la pareja (HEVPA)».

«No están indicadas por inadecuadas las intervenciones que se apoyan en modelos 
psicoterapéuticos convencionales (psicoanálisis, terapia familiar o conductual) tales 
como las terapias interpersonales de pareja o familia o la mediación» (Criterio 4, in-
adecuación y riesgos de intervenciones no específicas. Límites).

6.	 La importància de la formació

La violència de gènere, les manifestacions de la qual no són sempre físiques, no és di-
rectament detectable per les persones mediadores. Per això és de vital importància la 
formació per als/les estudiants de mediació familiar sobre les característiques que pren 
aquest tipus de violència. El nostre estudi, que es va focalitzar en un treball de camp i 
en el seguiment de les classes de formació, va concloure que:

— �Entre el col·lectiu d’estudiants, quatre realitzarien una mediació familiar en 
casos de violència de gènere; quatre no ho farien, i tres dubten, no saben què 
farien.

— �Entre el grup de mediadors-es familiars professionals: una mediadora no faria 
una mediació en el cas de violència conjugal actual; una altra no faria mediació 
en el cas de violència de gènere però sí en el cas de «violència reactiva»; un altre 
realitzaria la mediació sense problemes i dos mediadores no ho farien «almenys si 
se’n adonessin que hi ha violència en la parella».
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Com podem veure el ventall de respostes és ampli i sense gran consens sobre si prendre 
en compte o no la violència com a problema per a la mediació familiar. Respecte les repre-
sentacions entorn de la violència, aquestes en van ser les principals respostes: «les dones 
són violentes també» (exerceixen la «violència psicològica»); cal entendre la violència en una 
«complexitat familiar» («com la senyora participa a la violència del senyor»); la parella no 
està sent prou acompanyada (per psicòlegs i terapeutes); es tracta d’una patologia o d’un 
problema de comunicació («un home violent és un home que no sap expressar-se d’una altra 
manera i que pateix»). La majoria d’interpretacions es podrien classificar com a individua-
listes i psicopatològiques: la violència depèn de la personalitat de l’home violent i de la dona 
maltractada. Aquesta concepció sovint té un caràcter biologicista i essencialista, que esta-
bleix les diferències entre dones i homes a nivell de la seva constitució física, mental o genè-
tica, i no en el procés de la socialització de gènere. Existeix una minimització i subestimació 
dels elements de context (econòmic, social i cultural - sexistes) així com una sobrevaloració 
de les característiques individuals del subjecte (Romito, 2006b).

7.	 La mediació sota sospita: alguns apunts critics

Més enllà de la dimensió de gestió de conflictes, també es dóna a la mediació una funció 
de regulació social (Dahan et altri, 2008). Un dels objectius del procés és «prevenir les 
conseqüències d’una eventual dissociació del grup familiar» segons el Consell Nacional 
Consultiu de la Mediació Familiar (CNCMF) (2004).

La mediació familiar ha estat objecte de definicions i redefinicions des dels anys 
1990. La darrera és la que ofereix el CNCMF (2004):

«La mediació familiar és un procés de construcció o de reconstrucció del lligam famili-
ar basat en l’autonomia i la responsabilitat de les persones implicades en situacions 
de ruptura o de separació en el qual una tercera persona imparcial, independent, 
qualificat i sense poder de decisió, el mediador familiar, afavoreix, a través l’organit-
zació d’entrevistes confidencials, la seva comunicació, la gestió del seu conflicte en 
l’esfera familiar entès en la seva diversitat i la seva evolució».10

Dues veus crítiques s’alcen per a resituar la mediació dins d’una evolució social i polí-
tica de la manera d’encarar els conflictes. Així doncs, per Jocelyne Scutt11, jurista austra-
liana, la pràctica de la mediació s’ha desenvolupat quan les categories socials discrimina-
des (obrers, dones, aborígens) han pres consciència dels seus drets i han volgut guanyar 
el plet davant dels tribunals. D’altra banda, la psicòloga social italiana Patrizia Romito 
(2006) considera que la mediació és un «mode de gestió dels conflictes que els desplaça del 
pla jurídic al pla psicològic arraconant-los a l’esfera privada amb la doble avantatge de ser 
menys costosos i de convertir els conflictes menys visibles socialment».

Com diu Cresson (2002) 

«cal resituar la mediació familiar en el context normatiu que defineix el «bon divorci» 
com una situació on els pares continuen veient-se i son corresponsables [co-parents] 
(...) oblidant les seves queixes tot i que han decidit separar-se». 

10	� Belluci (2007).
11	� Citada per Romito (2006). L’article al qual es refereix és «The privatisation of justice» (1986).
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Com diu Bastard (2004), 

«existeixen altres maneres d’organitzar les relacions entre fills-es i pares, per exem-
ple les famílies reconstituïdes que es fan sobre el model de l’esborrament de les an-
tigues unions. Semblaria il·lusori voler negar el pluralisme de les configuracions 
familiars privilegiant l’únic model manteniment dels vincles biològics». 

La hipòtesis (no pas neutre) que funda la pràctica de la mediació familiar és la 
igualtat en la parella. Nosaltres partim d’una tradició teòrica i epistemològica que no 
parteix d’aquesta idea per a situar-nos en les teories del conflicte o de la dominació. Com 
hem pogut veure en la seva definició, la mediació és caracteritza per la presència d’una 
tercera persona que és neutral a les parts. La concepció de la neutralitat que no pren en 
compte la desigualtat entre els actors pot reforçar aquesta desigualtat, i ser especial-
ment perillosa en els casos de violència. A França el debat sobre el principi deontològic 
de la neutralitat (sobre si és possible assolir-la o no) ha portat a alguns-es mediadors-es 
familiars a preferir parlar del principi d’imparcialitat (o fins i tot de «parcialitats múl-
tiples»). Un altre dels principis, el de la confidencialitat, representa problemes pel que 
fa a les posteriors dificultats per a avaluar realment les avantatges d’aquesta pràctica.12 
Creiem doncs que els mediadors haurien d’estar molt atents a «no imposar, fins i tot de 
manera inconscient, el model de la família unida malgrat la separació» i doncs «a pren-
dre consciència de la seva pròpia concepció de la família (ideal)».13

8.	 �Les associacions de pares separats 
o moviment masculinista14

A França (com a l’Estat espanyol i a Catalunya) les associacions de pares separats 
promouen la mediació familiar. Les seves reivindicacions principals són: la custòdia 
compartida en tots els casos de ruptura amb fills-es, la negació de la violència de gène-
re (considerada com una «veritable victimologia femenina»), en molts casos la defensa 
de la teoria de falses acusacions d’agressió sexual i del Síndrome d’Alienació Parental 
(SAP).15

Segons Smart (2003) hi ha hagut un aparent creixement del conflicte entre pares 
i mares sobre tema de custòdia dels fills, degut a la influència del lobby de pares se-
parats, que ha configurat el problema com a un conflicte de gènere. El lobby de pares 
separats és un moviment que neix de la percepció de la pèrdua de poder dels homes en 
l’esfera privada i familiar. Gaudeixen d’una important mediatització en tots els països 
i sovint realitzen accions a caràcter violent (a Gran Bretanya van segrestar durant 
unes hores el fill de Tony Blair).16 La manera com aquest moviment ha configurat el 

12	� Minonzio (2006).
13	� Billeta i Mariller in Babu (1997).
14	� El moviment masculinista o el masculinisme està format per les associacions de pares separats. 

Per a una anàlisi detallada d’aquestes associacions, veure els treballs del sociòleg quebequès 
Martin Dufresne (1998) o de Mélissa Blais i Francis Dupuis-Déri (2008).

15	� Per una anàlisi detallada del SAP, veure Romito i Crisma (2009).
16	� «El secuestro frustrado del hijo de Blair. Elementos radicales de Padres por la Justicia planea-

ron retener unos días al pequeño Leo». La Vanguardia, 19/01/2006.
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debat, autoproclamant-se víctimes d’un sistema judicial discriminatori i més general-
ment d’un moviment feminista «que ha anat massa lluny», fa que la lluita pels fills hagi 
esdevingut un dels seus leit motivs principals. Alguns autors (Dufresne i Palma, 2002) 
denuncien aquesta conceptualització dels fills com a possessions i de la deriva que s’ha 
produït entre drets dels infants i drets als infants, termes que els masculinistes utilit-
zen indistintament. 

Però malgrat aquests grups militants i la ideologia molt reaccionària que els sosté, 
la majoria de les parelles es posen d’acord, l’assignació dels fills a les mares es fa més 
aviat per consens que no pas per discriminació sistemàtica dels pares. Quan els pares 
demanen la custòdia, en la majoria dels casos l’obtenen (Dufresne i Palma (2002), Har-
ne (2002), Romito (2006)).

9.	 Conclusions

Com assenyalen Billeta i Mariller (1997), «la mediació com a eina d’intervenció no pot 
ser utilitzada més que amb nombroses precaucions». El nostre treball pretén demostrar 
que efectivament hi ha moltes coses en joc en termes d’igualtat i desigualtat de gènere 
en la mediació familiar. D’un costat, els-les mediadors-es tenen opinions dubitatives 
sobre la relació de la seva pràctica professional en els casos de violència masclista. De 
l’altra, la manera com conceptualitzen aquests casos és encara inadequada com hem 
pogut comprovar a partir de les entrevistes. És per això que la necessitat de formació 
a la detecció i intervenció en els casos de violència de gènere és fonamental. Tal i com 
apunten Debats et altri (2009)

«localitzar una situació de violència conjugal o respondre a les demandes d’ajuda 
d’una dona víctima de violència no s’improvisa. Això s’aprèn i hauria doncs d’ense-
nyar-se. Avui en dia aquestes accions de formació són molt insuficients i deixades a 
la bona voluntat d’iniciatives puntuals».

Però malgrat els progressos que s’han fet en termes de vissibilització de la crua re-
alitat de la violència de gènere, aquesta continua sent la cara més amarga i dura de les 
desigualtats entre dones i homes. Per això, es pregunten les mateixes autores, la qües-
tió és saber si volem contribuir a la seva desaparició o simplement a la seva reparació i 
qüestionar-nos finalment si «volem ser agents de transformació social, o simples agents 
de regulació social». El debat teòric està obert, sense oblidar que és en la praxis on es 
canvia la realitat i on cal incidir per a construir una societat més justa. 
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Abstract. Al llarg del temps, les necessitats dels joves degut al seu moment 
evolutiu els han portat a ser protagonistes de conflictes. Els canvis socials i 
tecnològics dels últims anys han sumat elements nous en la seva anàlisi. Al-
guns d’aquests tenen a veure amb les violències culturals i estructurals que la 
societat exerceix. 
Les culturals són relatives als estereotips que la societat té i que són reforçats 
per molts mitjans de comunicació. Aquests afecten en general als joves i, en 
particular, als joves immigrants per als quals el desconeixement amplia l’estig-
matització. Sobre les estructurals, la manca d’espais de participació i d’espais 
públics per l’ús dels joves, així com, en el cas dels estrangers reagrupats, les 
limitacions legals per exercir alguns dels seus drets, contribueixen a la seva 
invisibilització.
Perquè la comunitat és on es donen aquestes formes de violència i és l’espai on 
es donen els conflictes dels joves, la comunitat ha de ser part activa en la seva 
solució. Per a això, la mediació proporciona un espai de diàleg a fi de trobar 
solucions a les seves dificultats, és una oportunitat per al reconeixement mutu 
i possibilita l’acompanyament en la reflexió per a la transformació de les seves 
relacions.

Paraules clau: Comunitat, mediació, responsabilitat, cooperació, transforma-
ció, acord.

1.	 Presentació

El Servei de Mediació Comunitària de l’Ajuntament de L’Hospitalet de Llobregat va ser 
creat l’any 2006. La seva finalitat és promoure la convivència retornant a la comunitat 
el protagonisme en la resolució d’aquells conflictes que es produeixen entre els seus 
membres.

L’activitat del servei destaca pel seu caràcter comunitari que, en la pràctica es 
tradueix en un important coneixement de la realitat social i associativa del municipi. 
Aquest caràcter ha permès que la derivació al servei dels conflictes relacionats amb 
joves que s’explicaran a continuació, hagi estat feta fonamentalment pels centres edu-
catius i Mossos d’Esquadra. En aquest cas, algunes de les famílies ateses han estat 
adreçades al servei de mediació com a alternativa a l’inici d’un procés judicial. 

Els conflictes relacionats amb joves que arriben, tenen en la seva arrel el desig de 
crear el seu propi espai dins de la societat que molts cops els estigmatitza i/o els ignora. 
La doble necessitat de fer-se visibles i diferenciar-se de l’anonimat en el sí de la comu-
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nitat, juntament amb altres manifestacions de l’adolescència (recerca de noves experi-
ències, dificultat en la gestió de les emocions, etc.), pot portar a conductes allunyades 
dels límits establerts.

En aquesta realitat, el grup permet sentir-se part d’alguna cosa, compartir amb els 
iguals i, en definitiva, com diu Cerbino1, crear una comunitat emocional que ajuda al 
jove en la triple crisi en la que es troba: l’adolescència, la relació familiar i la relació amb 
el context social. Per als joves immigrants a aquesta crisi s’afegeix la gestió d’un vincle 
familiar transcontinental i el procés migratori viscut.

La coneixença del context de L’Hospitalet de Llobregat ha evidenciat una alarma al 
voltant del col·lectiu de joves. Com a conseqüència, existeix un sentiment d’inseguretat 
ciutadana alimentat, en moltes ocasions, pels mitjans de comunicació que atribueixen 
certs prejudicis entorn als grups de joves. Cal alertar que el resultat pot ser el compli-
ment d’una profecia que els confirmi.

Els joves amb els que hem iniciat processos de mediació tenen entre 12 i 18 anys. 
Els conflictes que han tingut solen ser baralles amb agressions verbals i físiques que 
s’han produït a la sortida dels centres escolars o als voltants d’aquest. Efectivament, 
segons l’Enquesta de convivència escolar i seguretat a Catalunya 2005-06 realitzada per 
la Generalitat de Catalunya a joves d’entre 12 i 16 anys, gairebé 3 de cada 4 agressions 
referides amb alguna forma de violència es donen fora de l’escola (74,4%). La mateixa 
enquesta assenyala que el 18,2% d’aquestes es donen als carrers del lloc on viuen.

Com a resultat, en ocasions existeix la denúncia d’alguna de les parts o de totes 
dues, sovint acompanyades d’informes mèdics que constaten les lesions.

En tots els casos hi ha una nova dimensió en la que es desenvolupa el conflicte: 
Internet. Aquest espai virtual l’alimenta, proporcionant als joves un amagatall darrere 
d’un anònim o un nick que permet expressar opinions que segurament mai serien dites 
en persona. Tot plegat, allunya la possibilitat d’un diàleg pacífic.

Pel que fa al sexe, s’ha mediat en major nombre en conflictes protagonitzats per 
noies; però en la majoria d’aquests trobem l’origen en la rivalitat fruit de les seves re-
lacions amb el sexe masculí. En aquest sentit, crida l’atenció que elles mateixes desres-
ponsabilitzen completament als nois dels fets associats al conflicte i les conseqüències 
d’aquest. Nois i noies coincideixen en general que existeix una norma de no agressió a 
cap altre jove del sexe contrari.

La majoria de les baralles que arriben al servei han estat entre joves llatinoameri-
cans. Aquest fet convida fàcilment als derivadors a creure que aquestes tenen a veure 
amb grups coneguts com bandes llatines. Així, el sentiment d’alarma en el moment de 
la demanda d’intervenció sol ser molt elevat per la creença d’una potencial escalada del 
conflicte. Els països de procedència de la major part dels joves amb els que s’ha mantin-
gut contacte són República Dominicana, Equador, Perú, Bolívia i Espanya.

En tots els casos treballats hi ha algun vincle entre els joves: algun, o tots, són del 
mateix centre educatiu, són d’instituts propers amb els que es relacionen, o freqüenten 
els mateixos espais públics (ex. places, carrers, centre cultural). Els joves de l’enquesta 
esmentada confirmen que en 3 de cada 4 ocasions hi ha una d’aquestes relacions entre 
els que participen d’una agressió. En aquest sentit, la mediació és especialment reco-
manable per la possibilitat que ofereix a les parts de restaurar la seva relació donat que 
seguiran compartint els seus contextos relacionals (escola, barri, etc.). 

1	�  Jóvenes en la calle: Cultura y conflicto (Cerbino M., 2006).
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2.	 �Confrontació envers cooperació. Dos models 
per a la resolució dels conflictes

Vivim en una societat on, tradicionalment, per resoldre un conflicte s’utilitzen models 
basats en la confrontació en els que la victòria o la derrota semblen ser la única solució. 
Així, el ciutadà apel·la a l’Administració de Justícia des del mite que aquesta pot i té 
el deure de resoldre els seus conflictes, i diposita la responsabilitat de les solucions en 
tercers que decidiran sobre els seus interessos. En la pràctica es descobreix que des 
d’aquests models cap de les parts sol sentir-se satisfeta amb el resultat i, en moltes 
ocasions, senten que la sentència no posa fi al conflicte. Amb freqüència, la sentència 
l’aguditza i és causa de noves controvèrsies tot augmentant la confrontació i col·lapsant 
el sistema judicial. 

Pel contrari, la mediació proposa a les parts2 que siguin actives en la recerca de les 
solucions al seu conflicte i afavoreix que totes elles sentin un guany al final del procés. 
Més enllà de que el càstig imposat esdevingui un exemple que previngui casos similars, 
la mediació es basa en la responsabilitat que les parts assumeixen sobre el conflicte amb 
l’objectiu de transformar-lo en oportunitat per a una nova forma de relació en el futur. 
La possibilitat que les parts disposin, perquè ho han decidit de manera voluntària, d’un 
espai de comunicació on poder escoltar i ser escoltades contribueix definitivament a la 
reconciliació real, i no a la seva separació definitiva. 

En els conflictes treballats amb més de 100 joves de 9 centres de secundària de 
L’Hospitalet, es confirma l’ús de la justícia com a forma per resoldre els conflictes. Això 
pot ser degut al desconeixement de formes alternatives però, més enllà, es confirma la 
percepció que la denúncia determina qui és víctima i qui infractor i, com a conseqüència, 
qui serà guanyador i derrotat. 

Des de la nostra experiència, aquesta diferenciació de papers no sol ser tan clara i el 
nostre objectiu és ajudar a les parts implicades a superar-los reconeixent la responsa-
bilitat que individualment tenen en el conflicte. A més, els conceptes víctima i infractor 
pertanyen a l’àmbit judicial i haurà de ser el jutge qui determini qui és culpable o inno-
cent i quines són les víctimes del delicte.

D’altra banda, existeixen en l’imaginari de molts joves creences del tipus «qui posa 
la denúncia és la víctima i per tant un jutge li donarà la raó» o «el primer que posa la 
denúncia (en els casos amb denúncies creuades) és qui serà reconegut com a víctima per 
un jutge». Aquestes creences es treballen amb les dues parts des d’un criteri de realitat 
i aportant informació sobre el funcionament del sistema judicial del nostre país. De la 
mateixa manera, molts joves creuen una gran quantitat de mites en relació a qüestions 
com ara qui pot posar una denúncia, les possibilitats que aquesta sigui retirada, les 
seves implicacions i les sancions que la llei preveu, la responsabilitat dels pares per ser 
ells menors d’edat, etc. Totes aquestes qüestions, hagin interposat o no denúncia, es 
treballen de manera participativa al llarg del procés de mediació.

Des del mes d‘abril de 2008, i donat que compartim la metodologia, mantenim la 
coordinació amb el Servei de Mediació i Assessorament Tècnic referent de L’Hospitalet3 
(SMAT), en aquells casos en que coneixem que els menors han estat denunciats. La 
finalitat és que l’SMAT conegui el procés realitzat i valori els resultats dins de l’àmbit 
judicial.

2	� Entenem parts a les persones individuals o als grups que se senten implicats en un conflicte.
3	� Secretaria de Justícia Juvenil del Departament de Justícia de la Generalitat de Catalunya.
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La valoració de la coordinació dels dos serveis de mediació és molt positiva per la 
possibilitat de complementar les actuacions d’ambdós. Cada servei és important en el 
seu àmbit d’actuació, compartint alguns objectius i estructures d’intervenció, però amb 
alguns elements diferenciadors. 

Pel que fa a l’SMAT, que va ésser un dels pioners en la implementació de la me-
diació com a resolució de conflictes a Espanya, és un dels pilars del model de justícia 
restaurativa. 

En l’àmbit municipal, en els últims anys s’ha apostat per la mediació de manera enèr-
gica com a eina que contribueix a la resolució pacífica dels conflictes que es donen en la 
comunitat alterant la seva convivència, tot apropant la solució en el temps i en l’espai. Pel 
que fa al temps, sens dubte, la mediació no conté en el moment en que esclata el conflicte 
però permet atendre la seva peculiar gestió per part dels joves. En aquest sentit, el servei 
de mediació comunitària pot trobar un punt intermedi en el que els joves puguin afrontar 
el conflicte un cop ha disminuït la seva intensitat emocional però abans que la distància 
temporal de la intervenció l’augmenti, el cronifiqui o canviï la relació entre les parts.

Respecte a l’espai, la coordinació amb els recursos municipals permet el seu ús com 
a espais neutrals però propers a la quotidianitat dels joves per a la celebració de les 
reunions que siguin necessàries.

Per altra banda, no estar supeditats al marc legal ens permet intervenir amb totes 
les parts implicades en el conflicte independentment de la seva edat, de si han estat 
denunciats o de si tenen antecedents penals. Així, els participants poden decidir qui 
creuen que té alguna responsabilitat en el conflicte, i per tant, a qui volen convidar per 
reflexionar sobre la seva solució. 

La coordinació amb els tècnics municipals i les entitats, juntament amb la coneixença 
de la realitat social del territori, també proporcionen un valor afegit a la intervenció des de 
l’àmbit comunitari. Així a l’inici del procés poden contribuir en la identificació i localització 
de les parts implicades, i durant o al final del mateix, participar de la reparació proposada 
pels joves. Per a que això sigui possible, en les reflexions sobre els possibles afectats pel 
conflicte es tracta d’obrir al màxim el ventall (ex.: centre educatiu, famílies dels estudiants 
d’aquest, comunitat de veïns, etc.). D’aquesta manera la comunitat esdevé no només l’espai 
on es dona el conflicte sinó una part activa en la seva solució.

3.	 �El procés de mediació

Seguint l’esquema d’intervenció d’un procés típic es manté una entrevista amb cadas-
cuna de les parts amb l’objectiu de que en una trobada conjunta les parts coneguin les 
respectives vivències del conflicte i realitzin propostes d’acord per a la seva resolució 
de manera cooperativa. En els casos en els que les parts són formades per grups es pot 
convidar a participar d’aquesta entrevista a tot el grup. En aquest cas cal ser acurat en 
garantir la participació de tots els seus membres.

En les reunions individuals destaquem els següents moments:

1)	� Explicació sobre el procés de mediació i els seus principis4 per tal de garantir la 
lliure participació de manera informada.

4	� Voluntarietat i confidencialitat. Afegim una explicació sobre la importància de fer un esforç que 
afavoreixi el diàleg. 
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2)	� Diàleg sobre el desenvolupament de la situació que ha tingut com a resultat el 
conflicte. Es reflexiona sobre les causes que l’han originat, les conseqüències (le-
gals i no legals), les responsabilitats que tenen com a participants, així com els 
possibles afectats. 

3)	� Reflexió sobre les formes per reparar els danys, tot pensant en el conjunt dels 
afectats (no només en els implicats directament) així com les formes que en el 
futur s’empraran per gestionar desacords o conflictes.

En el desenvolupament del procés de mediació, per la importància que el grup té en 
la vida del jove, es treballa la influència d’aquest en les conductes dutes a terme grupal-
ment però per les que es demanarà una responsabilitat individual. 

Tot i l’alarma social esmentada en relació a l’existència de bandes, és un principi 
d’equip treballar només sobre aquest terme quan sorgeixi en les entrevistes a iniciativa 
dels joves. Volem evitar així incidir en els estigmes que etiqueten a molts joves de la 
nostra ciutat. D’altra part, els grups que han participat de processos de mediació no es 
caracteritzen per la seva activitat delictiva tal com els autors entenen la banda. En el 
nostre cas, es tracta més aviat d’agrupacions de joves que s’uneixen per realitzar acti-
vitats d’oci, amb una simbologia i unes tradicions pròpies que els diferencien d’altres 
grups. En tot cas, i independentment del país d’origen dels joves que conformen un grup, 
seria constructiu tenir en compte que aquests grups són influenciats inevitablement 
pels models d’agrupacions d’autòctons existents.

En qualsevol cas, es treballa amb els joves el significat de pertànyer a un grup, les 
necessitats individuals que poden portar a formar part d’ell i la pressió que aquest pot 
exercir sobre la conducta individual. Sens dubte, la interacció amb el grup d’iguals és 
necessària en l’adolescència per definir la pròpia identitat. Ens resistim a afirmar si 
existeixen grups positius o negatius, sinó que creiem més aviat que qualsevol grup pot 
influir en els individus en aspectes que poden ser en ocasions constructius i en d’altres 
destructius. Les qüestions a les que els joves que parlen de grups solen fer referència 
són, en positiu, a la necessitat de protecció que aquest ofereix, i en negatiu, les conse-
qüències que poden tenir algunes de les conductes dutes a terme grupalment, sobretot 
aquelles relacionades amb l’ús de la violència.

En relació a com són mirats, en moltes ocasions alguns joves expressen la seva pre-
ocupació per la imatge que socialment és té d’ells/es. Alguns trets que responen a la ne-
cessitat d’una afirmació d’identitat, com ara la roba ampla, els mocadors al cap, etc., són 
percebuts en moltes ocasions per la ciutadania com a signes de pertinença a bandes5. Es 
reflexiona amb ells/es sobre els motius que poden portar a aquesta situació i, retornant-
los la seva responsabilitat, què poden fer al respecte per a evitar l’estigmatització. 

D’altra banda, tal com s’apuntava a l’inici, el jove travessa una crisi que en el cas de 
l’immigrant té com a elements particulars la vivència d’un procés migratori que compor-
ta una separació física i emocional d’un context i unes relacions transcontinentals. 

Donat que la majoria dels joves que han participat de la mediació són llatinoameri-
cans i en molts casos el procés migratori és molt recent o l’estan elaborant, és necessari 
introduir aquesta vivència en les entrevistes de mediació. D’aquesta manera es reconeix 

5	� Carles Feixa exposa al Congrés Internacional «Ser adolescente hoy», celebrat a Madrid al 2005, 
que el 96% dels adolescents llatins neguen pertànyer a una banda i els indigna que se’ls iden-
tifiqui així.
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a les parts perquè posteriorment elles puguin entendre les necessitats de l’altre. Així es 
facilita la cooperació en la recerca de solucions satisfactòries.

A més, donat que la societat invisibilitza i estigmatitza als joves, aquests en ocasi-
ons utilitzen el conflicte com a forma per a sentir-se reconeguts, al menys pels iguals. 
El jove immigrant troba un especial sentit en la utilització del conflicte com a forma de 
reconeixement degut al doble estigma i a la limitació en l’accés a alguns dels seus drets 
pel fet de ser reagrupat.

Les reflexions que giren al voltant d’aquet tema tenen a veure amb la distància en-
tre les expectatives inicials i la realitat amb la que es troben a l’arribada al nostre país. 
Un cop fet aquest reconeixement dins del procés, la mediació pot ajudar a reflexionar 
sobre les formes positives d’obtenir-lo socialment.

Aquestes observacions han posat sobre la taula la necessitat de dotar a les famílies 
que realitzen processos de reagrupació familiar de les eines que els permeti facilitar 
l’arribada i adaptació dels seus fills a la nova realitat. 

Finalment, cal destacar l’especial relació entre els eixos d’intervenció i prevenció 
en aquests casos. A més dels acords als que es pugui arribar, la intervenció té com a 
resultat l’aprenentatge de formes positives de gestió del conflicte per part dels nois/es 
participants del procés. Aquestes contribuiran a la prevenció, no tant del conflicte, sinó 
de les conseqüències negatives per una gestió basada en la confrontació.

Així mateix, tot i l’estricte respecte de les mediadores del principi de confidenciali-
tat, el fet que els processos de mediació impliquin a nois/es d’un mateix centre o amb 
vincles compartits fa que, en moltes ocasions, amics i companys observin de lluny el 
desenvolupament del procés i els seus resultats. En aquest sentit, la gestió positiva 
dels conflictes contribueix a la prevenció amb la difusió de l’ús del diàleg. Igualment, el 
professorat i els equips directius dels centres coneixen noves formes per al tractament 
dels conflictes que afecta o dels quals participen alguns dels alumnes que atenen.

D’altra banda, l’experiència en aquests dos anys en conflictes protagonitzats per 
prop 100 joves de 9 centres de secundària ha portat a que alguns d’aquests apostin per 
la capacitació dels seus alumnes amb eines que els ajudin a resoldre de manera positi-
va els seus conflictes en el futur. En el mateix ordre de coses, d’altres han demanat la 
formació del seu professorat a fi de capacitar al cos docent per conèixer les necessitats 
dels joves així com formes alternatives per a la transformació del conflicte. Tot plegat 
ha posat de manifest la necessitat que tots els agents socials treballem plegats per a la 
construcció d’una ciutat impregnada d’una cultura de pau.
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Abstract. A continuació presentem una experiència en mediació ciutadana i 
comunitària que complementa la mediació professional amb la mediació no 
formal. Aquest projecte consisteix en incloure les figures mediadores no profes-
sionals del territori dins la cultura de la mediació i formar-les amb l’objectiu de 
crear una nova figura: el «mediador natural»2; persona que per la seva posició 
i reconeixement és capaç de millorar i afavorir els canals de participació i co-
municació ciutadana. El programa de mediadors naturals ha comptat amb la 
presència de 37 voluntaris a la ciutat de Terrassa que han estat formats com a 
mediadors i que participen en el territori com a treballadores del conflicte.

Keywords: Mediadors Naturals, mediació comunitària, conflicte, comunitat 
de ciutadans.

1. Les figures mediadores en la comunitat de ciutadans

En la comunitat existeixen diferents figures mediadores. Aquestes figures poden estar 
diferenciades segons el fet que siguin mediadores professionals qualificades o perso-
nes que gestionen conflictes interpersonals des d’una perspectiva no formal. Aquestes 
persones les anomenem mediadores no formals o no professionals. Així doncs, establim 
una diferència clara entre aquells mediadors que han estat formats al respecte i que 
es dediquen professionalment a gestionar conflictes interpersonals segons els principis 
de la cultura de la mediació3 i aquelles persones que sense haver estat formades com 
a mediadors utilitzen la mediació, usualment de manera informal, per a la gestió de 
conflictes interpersonals. Dins aquest grup, podem trobar-hi des d’aquelles persones 
que ofereixen un tarannà conciliador entre les persones que els envolten en el seu dia 
a dia, fins aquells treballadors que no exercint de mediadors en algun moment han de 
gestionar un conflicte interpersonal en el si de la seva tasca professional. 

Una ciutat necessita la presència d’espais de mediació, espais de gestió autònoma i 
responsable de les diferències i dels conflictes interpersonals, per una banda formalit-
zats en una dimensió professional i per l’altra, estesos i implantats a través d’una di-

1	� El programa de mediadors naturals ha estat desenvolupat per Servei de Mediació Comunitària 
del Servei de Ciutadania i Drets Civils de l’Ajuntament de Terrassa, i ha estat subvencionat 
per la «Secretaría de Estado de Immigración y Emigración» a l’any 2007 i per la «Direcció Ge-
neral de Participació Ciutadana de la Generalitat de Catalunya» a l’any 2008.

2	� En tot el document serà usada la forma del masculí com a forma que designar els dos gèneres.
3	� Principis de voluntarietat, confidencialitat i imparcialitat.



Maria Munné, Marc Ros, Luci Morera, Miguel Bonet, Ana Gómez,  Maria Granell148

mensió no formal. La creació i consolidació de xarxes de persones i entitats mediadores 
enriqueix el teixit social, els vincles comunitaris i fomenta la participació autònoma i 
responsable dels ciutadans, fomentant el respecte a les diferències interpersonals i la 
convivència pacifica (Munné i McCragh, 2006)

En una societat on les estructures morals que actuen de guies universals deixen de 
presentar la seva hegemonia i la persona és qui passa a convertir-se en el subjecte mo-
ral per excel·lència (Bauman, 1992) requerim cada vegada més de recursos que facilitin 
la responsabilitat individual i comunitària, que facilitin, en paraules de J. Deklerck4, 
la vinculació amb un mateix, així com amb el pròxim, la comunitat —grup, societat i 
cultura—, i la vida en el seu conjunt. 

La mediació permet treballar la vinculació amb un mateix, amb l’altre i amb la comu-
nitat. Fomentar i potenciar les figures mediadores i els espais de mediació facilita la difusió 
de la cultura de la mediació i l’encontre interpersonal. En aquesta línia Galtung recomana 
«aumentar los espacios para que los actores se comporten de forma no violenta en el conflicto» 
al mateix temps que aposta per implementar una «formación no violenta activa, con prepa-
ración también para formar a la población local, y con adiestramiento en técnicas de media-
ción de conflictos» (Galtung, 2003). Galtung afirma que el món necessita una gran quantitat 
de treballadors del conflicte, amb un perfil baix i proper. Observa com aquests mediadors 
del territori són bons transformadors del conflicte i entén que perquè sigui així, necessiten 
aprendre la cultura de les parts, els seus valors sobre el conflicte per així ser capaços de ge-
neral un diàleg sincer, constructiu, no violent i creatiu (Rozemblum de Horowitz, 2007).

El mediador professional ha de comptar amb els recursos que presenta el territori 
en el qual intervé i en conseqüència ha de comptar amb les figures mediadores, aju-
dants naturals (Lederach, 1998) que formen part del context en el qual sorgeixen els 
conflictes, aprofitant el coneixement i el lligam que presenten tant del territori com de 
les persones que hi habiten. 

Ury introdueix el concepte del «tercer costat» a la comunitat amb una experiència 
relacionada amb la violència juvenil que fou iniciada a Boston en els anys 90, en la qual el 
comissionat policial de Boston, Paul Evans, va utilitzar figures que ell anomenava «con-
sellers comunitaris», sovint ex-membres de bandes, per acompanyar als integrants de les 
bandes a canviar les armes per paraules en la gestió dels seus conflictes (Ury, 2000).

Podem trobar altres experiències de mediadors que sorgeixen del territori i treballen 
per la comunitat i per les persones que hi viuen a les «Community Boards» de San Fran-
cisco (E.U.A.) i a la «National Mediation Service» de Noruega on mediadors professionals 
i altres figures mediadores (mediadors voluntaris) treballen conjuntament en programes 
de mediació comunitària oferint espais de gestió de conflictes en diferents àmbits de la 
mediació. Aquestes experiències estan basades en la participació de la comunitat, la qual 
ha estat formada al respecte, en la gestió d’alguns dels conflictes que en ella sorgeixen. 

Des de la cultura de la mediació, el mediador natural esdevé aquella persona de 
prestigi i/o reconeixement formada en mediació que per la seva posició en la comunitat o 
per raó de les seves tasques dins i fora de l’administració local, millora els canals de par-
ticipació i comunicació ciutadana, desenvolupa processos participatius amb la recollida 
d’informació de la pròpia ciutadania i afavoreix sistemes de participació i responsabilit-
zació ciutadana dins d’un territori. Figures com la del mediador natural s’estableixen 
com una peça eficaç i necessària en el treball per a la pau.

4	� ¿De una tècnica de mediación a una cultura de la vinculación? Algunas consideraciones sobre 
los desarrollos de la mediación en Europa. Ponència efectuada en el primer Congrés de Media-
ció Comunitària a el Prat de Llobregat durant el 21, 22 i 23 de novembre de 2000.
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2.	 �Un projecte de mediació comunitària: 
capacitació de mediadors naturals

A mitjans del 2007 es va iniciar el projecte de capacitació i formació de Mediadors Na-
turals gràcies a l’interès i suport de l’àrea de Ciutadania i Drets Civils de l’Ajuntament 
de Terrassa. Aquest projecte va ser subvencionat amb l’objectiu d’introduir una xarxa 
de mediadors naturals a la ciutat de Terrassa, que fos capaç de construir nous canals de 
participació i responsabilització ciutadana a partir de la gestió dels propis conflictes ciu-
tadans i comunitaris a través de les eines i instruments que provenen de la cultura de 
la mediació. El programa de mediadors naturals encara s’està duent a terme i segueix 
essent una clara aposta per part de l’Ajuntament.

2.1.	 Desenvolupament del projecte

Aquest projecte s’ha estructurat a partir de quatre estadis que es repeteixen en cadas-
cun dels grups de persones que hi participen: 

2.1.1.	Estadi 1: Proposta i selecció de participants

Aquesta fase del projecte consisteix en cercar, detectar i escollir les persones que re-
uneixin els prerequisits per esdevenir Mediador Natural. En un primer moment es 
concerten entrevistes amb coneixedors del territori i del municipi —tècnics de l’Ajun-
tament, coordinadors de districte, referents de l’àmbit associatiu i professional entre 
d’altres— amb l’objectiu de detectar els possibles candidats a formar part del projecte 
de Mediadors Naturals. Una vegada detectats els candidats es procedeix a la selecció 
de les persones susceptibles d’iniciar la formació a través d’entrevistes individuals, les 
quals estan destinades a avaluar el perfil dels candidats. Els candidats són seleccionats 
tenint en compte el seu paper de referent en en grup o comunitat, l’interès en el projec-
te i un perfil que permeti crear un grup heterogeni en el qual es vegin representats el 
màxim de sectors, grups i orígens culturals del municipi, així com la presència física en 
els diferents districtes i barris de la ciutat. 

2.1.2.	Estadi 2: Formació de Mediadors Naturals

La formació i capacitació de Mediadors Naturals consta d’un entrenament en Mediació de 
32 hores presencials centrat en la comprensió teòrica i pràctica del conflicte interpersonal, 
els elements bàsics de la comunicació, el perfil del mediador i el procés de la mediació. 

2.1.3.	Estadi 3: Seguiment dels Mediadors Naturals

Una vegada la formació/entrenament finalitza, el projecte pren forma a través d’un acom-
panyament individual a tots aquells Mediadors Naturals que han cursat la formació/
entrenament i que han assolit els objectius d’aprenentatge. Cada Mediador Natural ha 
de tenir com a referent un mediador professional que li farà de tutor i que el guiarà en 
la formulació i desenvolupament d’un projecte concret. La tutoria es du a terme a través 
de 3 sessions d’acompanyament. La primera sessió consisteix per una banda en valorar 
la formació i la utilitat que poden tenir els aprenentatges assolits en el lloc que cada Me-
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diador Natural ocupa, i per l’altra, dissenyar un petit projecte o intervenció immers en i 
per la cultura de la mediació. En la segona sessió es planifica un seguiment del projecte o 
intervenció i en la darrera es du a terme l’avaluació del projecte o intervenció.

Paral·lelament, aquests Mediadors Naturals, comencen a ser col·laboradors del ser-
vei de mediació, ja sigui estenent la xarxa de derivació, sigui gestionant casos de con-
flicte interpersonal, sigui oferint suport en casos concrets o sigui desenvolupant accions 
coordinades i complementàries al mateix servei de mediació.

2.1.4.	�Estadi 4: Avaluació del projecte de  
Mediadors Naturals

L’abast del projecte es mesura a partir d’indicadors directes i indirectes. Així doncs, es 
pretén avaluar la satisfacció dels Mediadors Naturals, tant en la formació com en el 
projecte, així com la seva influència en el territori. També avaluem la intenció de con-
tinuar en el projecte. 

Un altre dels indicadors a avaluar consisteix en mesurar el nombre de casos de-
rivats per part dels Mediadors Naturals al servei de mediació, així com el nombre 
casos en els que han donat suport o han col·laborat. Qualitativament també es pot 
avaluar la influència de la capacitació a partir del seu paper concret en els casos en 
els que participen. Finalment, serà valorat tant el número de casos en els que han 
participat directament com a mediadors com totes aquelles accions que han dut a 
terme per prevenir el conflicte, millorar la convivència i difondre i expandir la cultura 
de la mediació com a forma de crear lligams entre les persones més enllà de les seves 
diferències. 

2.2.	 El perfil dels participants

En aquests moments 37 persones han participat en el projecte de capacitació de Medi-
adors Naturals. Del total de persones que varen iniciar la capacitació són sis les que no 
han continuat en el projecte. 

Comptem amb un grup heterogeni i representatiu de participants al projecte de 
Mediadors Naturals, assolint, a mesura que es van iniciant diferents grups de capa-
citació, un apropament a una representació significativa de la població de la ciutat de 
Terrassa. 

La intenció és d’anar ocupant aquells sectors menys representats en cadascun dels 
àmbits tinguts en compte (sexe, edat, grups representats i influència/distribució terri-
torial).

Així com es pot observar en la figura I tenim representades la major part de les 
franges d’edat. 

Pràcticament la meitat dels participants que han iniciat el programa de media-
dors naturals han estat del sexe femení (18 dones davant de 19 homes) i hem tingut 
representants de totes les franges d’edat superiors als 23 anys. Tanmateix hem comp-
tat amb la presència menys persones de la franja d’edat corresponent a l’anomenada 
tercera edat, franja que coincideix amb la jubilació. Per altra banda, tal i com es pot 
observar en la figura II, hem elaborat un grup de mediadors naturals culturalment 
heterogeni, en el qual s’hi veuen representats les nacionalitats més presents en el 
territori de Terrassa. 
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Figura I.  Distribució participants per edat
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Figura II.  Distribució segons el país d'origen
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Finalment, amb l’objectiu d’estar presents en tota la ciutat, s’ha vetllat 

perquè el conjunt dels mediadors naturals representin els diversos grups i 

comunitats que conviuen a Terrassa. Com es pot observar en la figura III, 

de moment hem aconseguit arribar a diferents àmbits de la ciutat; això no 

obstant, encara queden àmbits que no hi estan representats.   

Volem destacar l’alta presència de representants de l’àmbit associatiu així 

com de grups que representen col·lectius culturals i/o associacions que 

treballen directament per l’acolliment i la integració dels nousvinguts al 

territori i societat de la ciutat de Terrassa.  El fet de comptar amb una bona 

representació de persones que formen part del teixit associatiu veïnal ens 

permet establir una xarxa municipal que aprofita la xarxes ja creades.  El 

segon sector amb més representants al grup de mediadors naturals prové 

d’entitats que donen suport a les dificultats que procedeixen del fet 

migratori i que treballen facilitant la integració i el reconeixement cultural.  

Altres mediadors naturals són representats del col·lectiu de joves i el 

col·lectiu de dones.  En l’apartat d’altres s’hi veuen representats la Creu 

Roja, un centre educatiu de la ciutat, l’Església evangèlica i finalment una 

persona que treballa en l’Ajuntament en un espai d’atenció ciutadana. 
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Figura I.  Distribució participants per edat
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Figura II.  Distribució segons el país d'origen
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Finalment, amb l’objectiu d’estar presents en tota la ciutat, s’ha vetllat 

perquè el conjunt dels mediadors naturals representin els diversos grups i 

comunitats que conviuen a Terrassa. Com es pot observar en la figura III, 

de moment hem aconseguit arribar a diferents àmbits de la ciutat; això no 

obstant, encara queden àmbits que no hi estan representats.   

Volem destacar l’alta presència de representants de l’àmbit associatiu així 

com de grups que representen col·lectius culturals i/o associacions que 

treballen directament per l’acolliment i la integració dels nousvinguts al 

territori i societat de la ciutat de Terrassa.  El fet de comptar amb una bona 

representació de persones que formen part del teixit associatiu veïnal ens 

permet establir una xarxa municipal que aprofita la xarxes ja creades.  El 

segon sector amb més representants al grup de mediadors naturals prové 

d’entitats que donen suport a les dificultats que procedeixen del fet 

migratori i que treballen facilitant la integració i el reconeixement cultural.  

Altres mediadors naturals són representats del col·lectiu de joves i el 

col·lectiu de dones.  En l’apartat d’altres s’hi veuen representats la Creu 

Roja, un centre educatiu de la ciutat, l’Església evangèlica i finalment una 

persona que treballa en l’Ajuntament en un espai d’atenció ciutadana. 

 

Finalment, amb l’objectiu d’estar presents en tota la ciutat, s’ha vetllat perquè el conjunt 
dels mediadors naturals representin els diversos grups i comunitats que conviuen a Ter-
rassa. Com es pot observar en la fi gura III, de moment hem aconseguit arribar a diferents 
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grups que representen col·lectius culturals i/o associacions que treballen directament 
per l’acolliment i la integració dels nousvinguts al territori i societat de la ciutat de Ter-
rassa. El fet de comptar amb una bona representació de persones que formen part del 
teixit associatiu veïnal ens permet establir una xarxa municipal que aprofi ta la xarxes 
ja creades. El segon sector amb més representants al grup de mediadors naturals prové 
d’entitats que donen suport a les difi cultats que procedeixen del fet migratori i que 
treballen facilitant la integració i el reconeixement cultural. Altres mediadors naturals 
són representats del col·lectiu de joves i el col·lectiu de dones. En l’apartat d’altres s’hi 
veuen representats la Creu Roja, un centre educatiu de la ciutat, l’Església evangèlica 
i fi nalment una persona que treballa en l’Ajuntament en un espai d’atenció ciutadana.
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Figura III.  Distribució representants segons el 
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Si bé hem assolit una bona representació en el territori, encara hi ha grups 

culturals i col·lectius que no tenen la seva representació en el programa de 

mediadors naturals.  A mesura que el programa de capacitació de 

mediadors naturals avança i s’amplia, es tenen en compte com a criteri de 

selecció dels participants els buits i les mancances en els col·lectius 

representats, ja sigui per qüestions de gènere, edat, procedència geogràfica, 

entre d’altres. 

 

2.3. Resultats  

 

En aquests moments del projecte, no comptem amb dades quantitatives i 

objectivables que puguin mesurar l’abast i la influència del programa de 

mediadors naturals en el territori.  Tanmateix, sí que podem anticipar algun 

dels efectes que el programa de capacitació i formació de mediadors 

naturals ha originat. 

 

2.3.1. Divulgació de la mediació i derivació de casos:  la primera 

incidència ha estat comptar amb persones coneixedores de la mediació i del 

servei de mediació que han facilitat la presentació del servei i la cultura de 

la mediació als col·lectius en els quals participen i que han estat capaces 

d’ampliar i establir noves xarxes de derivació. 

 

2.3.2. Intervenció en situacions de conflicte:  una altra de les accions que es 

desprenen de la capacitació és la gestió de conflictes que sorgeixen en el 

seu àmbit de participació i intervenció a través de la cultura de la mediació.  

Així doncs hi ha mediadors naturals que han intervingut en conflictes 

puntuals utilitzant tècniques pròpies de la mediació i ajudant a persones a 

resoldre les seves diferències a través del respecte i el diàleg. 

 

2.3.3. Accions coordinades i col·laboració amb el servei de mediació:  els 

mediadors naturals han estat treballant conjuntament i voluntàriament amb 

el servei de mediació ciutadana i comunitària amb l’objectiu de situar-se 

com un punt entremig de suport entre el servei i el ciutadà.  En aquesta línia 

hem comptat amb el suport de mediadors naturals per a la promoció i gestió 

de processos de consens entre veïns, així com per a l’establiment d’accions 

complementàries basades en la vinculació de les persones amb algun grup 

de pertinença.   

 

2.3.4. Creació d’un servei de mediació ubicat en una associació de veïns: 

un dels mediadors naturals està conduint un servei de mediació veïnal de 

proximitat, servei ubicat en una associació de veïns del municipi.   Aquest 

Si bé hem assolit una bona representació en el territori, encara hi ha grups culturals i 
col·lectius que no tenen la seva representació en el programa de mediadors naturals. A me-
sura que el programa de capacitació de mediadors naturals avança i s’amplia, es tenen en 
compte com a criteri de selecció dels participants els buits i les mancances en els col·lectius 
representats, ja sigui per qüestions de gènere, edat, procedència geogràfi ca, entre d’altres.
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2.3.	 Resultats 

En aquests moments del projecte, no comptem amb dades quantitatives i objectivables 
que puguin mesurar l’abast i la influència del programa de mediadors naturals en el 
territori. Tanmateix, sí que podem anticipar algun dels efectes que el programa de ca-
pacitació i formació de mediadors naturals ha originat.

2.3.1.	Divulgació de la mediació i derivació de casos

La primera incidència ha estat comptar amb persones coneixedores de la mediació i del servei 
de mediació que han facilitat la presentació del servei i la cultura de la mediació als col·lectius 
en els quals participen i que han estat capaces d’ampliar i establir noves xarxes de derivació.

2.3.2.	Intervenció en situacions de conflicte

Una altra de les accions que es desprenen de la capacitació és la gestió de conflictes 
que sorgeixen en el seu àmbit de participació i intervenció a través de la cultura de la 
mediació. Així doncs hi ha mediadors naturals que han intervingut en conflictes puntu-
als utilitzant tècniques pròpies de la mediació i ajudant a persones a resoldre les seves 
diferències a través del respecte i el diàleg.

2.3.3.	Accions coordinades i col·laboració amb el servei de mediació

Els mediadors naturals han estat treballant conjuntament i voluntàriament amb el 
servei de mediació ciutadana i comunitària amb l’objectiu de situar-se com un punt 
entremig de suport entre el servei i el ciutadà. En aquesta línia hem comptat amb el 
suport de mediadors naturals per a la promoció i gestió de processos de consens entre 
veïns, així com per a l’establiment d’accions complementàries basades en la vinculació 
de les persones amb algun grup de pertinença. 

2.3.4.	�Creació d’un servei de mediació ubicat 
en una associació de veïns

Un dels mediadors naturals està conduint un servei de mediació veïnal de proximitat, 
servei ubicat en una associació de veïns del municipi. Aquest servei, atén situacions de 
conflicte veïnal i col·labora amb el servei de mediació derivant casos, així com estenent 
la cultura de la mediació al barri en el qual s’ubica. En aquests moments, aquest servei 
ha incorporat la figura d’un altre mediador natural.

3.	 Consideracions finals

Un servei de mediació comunitària necessita estar integrat al territori (Munné, 2008) 
i ha de d’estar connectat i pròxim a la vida ciutadana. Incloure la mediació no formal i 
col·laborar amb les figures mediadores no professionals com ara els «mediadors natu-
rals» esdevé necessari per tal de treballar la cultura de la mediació i ser capaç d’establir 
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una xarxa susceptible de treballar la conflictivitat ciutadana a partir del respecte a les 
diferències, el diàleg pacífic, l’autonomia moral i la responsabilitat ciutadana.

L’experiència de Terrassa ens mostra les potencialitats que ofereixen el treball cul-
tural amb la ciutadania i les comunitats que s’ofereix a través de la mediació. La creació 
d’espais de mediació comporta espais de participació i responsabilització que afavorei-
xen la convivència pacífica. Els treballadors professionals del conflicte i concretament 
els mediadors professionals que actualment estan treballant als municipis catalans, 
ocupen una posició immillorable per construir, donar empenta i coordinar dits espais. 
En un futur, amb el recull d’un major nombre d’experiències en mediació no formal, 
estarem en més condicions que ara d’explicar la influència que programes com el de me-
diadors naturals presenten en relació a la convivència i el clima relacional dels pobles i 
ciutats en els quals es desenvolupen. 
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Resum: En el context d’una societat més complexa i canviant les organitza-
cions de salut han d’afrontar diverses situacions de conflicte. Els espais de 
resolució de conflictes constitueixen una millor manera de gestionar les perso-
nes en la dinàmica organitzacional. En aquest treball es presenta una revisió 
d’alguns antecedents teòrics i un cas pràctic com una nova oportunitat per a la 
transformació de les organitzacions de salut a través de la seva ubicació en el 
sí del departament de recursos humans i/o de la gestió del valor afegit aportat 
per les persones. 

Paraules clau: organitzacions de salut; conflicte; recursos humans; espais de 
resolució de conflictes

1.	 Introducció

És un fet conegut que les societats occidentals es troben en un moment de transició so-
cial i històrica de gran importància. Com han posat de manifest alguns científics socials, 
com Ulrick Beck, Anthony Guiddens, Manuel Castells o Zygmunt Bauman (citats a 
Giddens, 1995), la societat industrial construïda durant els segles XIX i XX està transi-
tant cap a una societat post-industrial caracteritzada per la globalització econòmica, el 
domini de les noves tecnologies de la informació i el coneixement, i els processos d’indi-
vidualització dels drets. En aquest nou context, si bé s’obren noves oportunitats, també 
apareixen nous riscos. La globalització econòmica, cultural i tecnològica ha portat a 
una economia i uns mercats interdependents; el treball s’ha flexibilitzat i està sotmès a 
un procés de desregularització creixent; les desigualtats socials creixen, els moviments 
migratoris per raons econòmiques s’intensifiquen; moltes persones es senten exposades 
i experimenten diferents formes i graus d’exclusió social per raons d’ètnia, procedència, 
sexe, classe social, edat, salut, orientació sexual o accés limitat a l’educació i a la ciuta-
dania, etc. En la nova societat, les institucions clàssiques sobre les que s’havia fonamen-
tat la societat industrial i l’Estat del Benestar- la família, l’educació, la salut, la religió, 
les forces de seguritat, etc. s’han tornat molt més complexes. No només apareixen noves 
xarxes i estructures econòmiques i socials, si no també noves formes de relació interper-
sonal i intercultural de gran complexitat, amb el conseqüent increment dels problemes, 
el patiment personal i el conflicte.

Les organitzacions de salut són un clar exemple del procés de canvi social al que 
les institucions deuen fer front. Aquest és un procés dinàmic i en constant evolució 
motivat per la gran quantitat de situacions interrelacionades que intervenen en aques-
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tes organitzacions. Entre els diversos elements que configuren aquestes situacions, cal 
destacar: la pròpia naturalesa de les organitzacions de salut, la diversitat i la quantitat 
d’elements que la composen, el nombre i el tipus de persones que hi interactuen i les 
relacions que existeixen entre els diferents actors dins l’organització i amb el seu entorn 
(Novel, en premsa). També és important assenyalar les situacions de tensió caracterís-
tiques que produeix la malaltia i el seu tractament. En general, els professionals sovint 
han de treballar sota pressió i els usuaris i els seus familiars habitualment experi-
menten una càrrega emocional vinculada a la situació de malaltia. La gestió adequada 
d’aquestes situacions sol desbordar els recursos sanitaris disponibles (Armadans et al, 
en premsa).

Ens trobem en un espai de pressió constant i de gran potencial per al desenvolu-
pament de conflictes que inclou la relació amb el usuari i també els conflictes existents 
dins de la pròpia organització. La naturalesa sistèmica d’aquestes organitzacions com-
porta una interrelació a múltiples nivells, funcions i actors que configura un sistema 
molt complex gestionar. La gestió del conflicte representa per tant un eix estratègic clau 
per a les organitzacions de salut per poder ser productives i eficients davant els reptes 
als que s’enfronta. 

2.	 La gestió del conflicte en les Organitzacions de Salut

La varietat d’apropaments i enfocaments al conflicte són necessaris per afrontar la plu-
ralitat de situacions en les organitzacions complexes de salut per tal de garantir les 
prestacions sanitàries. Les organitzacions de salut han utilitzat diverses vies per gesti-
onar els seus conflictes. La més utilitzada tradicionalment ha estat la via judicial, i més 
recentment la mediació (Stoller, 2008). La mediació pot ser definida de varies maneres 
atenen als diferents models que existeixen. En general, s’entén la mediació com la in-
tervenció d’un tercer per ajudar a resoldre un conflicte entre persones o entre grups a 
través del llenguatge i la influència relació interpersonal (De Diego y Guillén, 2006).

Tot i que la mediació està adquirint més pes en la gestió del conflicte dins l’àmbit 
de les organitzacions, encara avui en dia segueix patint fortes resistències (Mayers, 
2008). Aquestes resistències a la mediació, junt amb les limitacions que comporta la 
via judicial posen de manifest que hi ha una forta necessitat per orientar els conflictes 
des d’una altre perspectiva. Cal una perspectiva que integri diverses eines de resolució 
de conflictes segons la situació, que estigui integrada dins de l’organització i finalment 
que consideri l’organització a partir d’un enfocament sistèmic. Per tant, donada la com-
plexitat de les organitzacions, existeix una forta necessitat per orientar els conflictes a 
través d’un model integrat de resolució i gestió que incorpori una perspectiva sistèmica 
en les organitzacions (Constantino & Merchant, 1997).

Els professionals que ja utilitzen aquestes metodologies sistèmiques en les orga-
nitzacions de salut ressalten que la gestió productiva dels conflictes es tradueix en una 
millor i elevada qualitat dels serveis (Blanch, 2000).

Els programes de prevenció i gestió de conflictes que es basen en una perspectiva 
integradora i sistèmica comparteixen les principals característiques (Hayes, Hetzler, 
Morrison, Gerardi, 2006):

1)	 Promouen la justícia, la igualtat, l’empoderament i el sentit de control

2)	 Faciliten eines per millorar la comunicació, la col·laboració i la confiança 
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3)	 Obtenen solucions més creatives

4)	 Mantenen i promouen les relacions

5)	 Són eficients en termes de temps i costos

La diversitat de variables que intervenen en una organització de salut configuren 
un espai ple de situacions problemàtiques i conflictives. Per tal d’afrontar la diversitat 
i la tipologia de conflictes que tenen lloc en les organitzacions de salut és necessari aug-
mentar el nombre d’eines per gestionar-los.

Els sistemes de mediació es caracteritzen per oferir un número de processos, tècni-
ques i eines per millorar les capacitats individuals i permetre a les persones de l’orga-
nització treballar plegats de forma culturalment competent. Així, donades les limitaci-
ons i les resistències dels sistemes de resolució de conflictes que s’estan utilitzant en les 
organitzacions de salut, és important incorporar-ne d’altres. 

Les situacions són molt diverses i en ocasions els judicis no són adequats i comporten 
costos temporals i econòmics elevats per les organitzacions de salut; les negociacions són 
dures i extenses i acostumen a ser molt competitives; els treballadors han de gestionar 
situacions difícils amb els usuaris i les famílies. Per tant, cal incorporar eines diverses 
de gestió. Per exemple, la facilitació i la mediació s’han utilitzat per gestionar el conflicte 
i construir acords, especialment quan hi ha una pèrdua de confiança i diferències perce-
budes que impedeixen prendre decisions i solucionar problemes. Cal construir un espai 
de diàleg entes com un procés que capacita els grups i les persones en assolir objectius 
comuns treballant de forma col·laborativa, considerant les diferències entre els actors 
implicats. Per exemple, el coaching, els diàlegs apreciatius o les constel·lacions organitza-
cions ofereixen eines per gestionar de manera positiva les relacions personals. Els grups 
estan més disposats a anar cap endavant deixant de cantó els impassos característics en 
la seva interacció diària dins l’organització (Gerardi, Font-Guzman, 2006). 

Una metodologia de resolució de conflictes que integri les potencialitats que cada 
enfocament comporta, ja sigui la via judicial, la mediació, el coaching o els diàlegs apre-
ciatius, i les utilitzi segons les necessitats que es presenten, representa una oportunitat 
per al creixement, la transformació i l’aprenentatge de les organitzacions i dels actors. 

2.1.	 Sistemes de mediació en les organitzacions de salut

Actualment, algunes organitzacions de salut comencen a incorporar eines alternati-
ves de resolució de conflictes, com per exemple la mediació. Disposar de la figura d’un 
mediador-expert en resolució alternativa de conflictes, que treballi dia a dia amb els 
actors de l’organització i estigui familiaritzat amb les dinàmiques i la cultura d’aquesta, 
fa que emergeixi d’una manera natural la gestió del conflicte en l’organització. De totes 
formes, donat que una persona per sí sola no pot gestionar totes les demandes, i a més 
existeixen diferents conflictes que requereixen diverses formes per a gestionar-lo, les 
facilitats per al canvi han de provenir d’un sistema de mediació que incorpori diferents 
professionals (Hayes, Hetzler; Morrison, Gerardi, 2006). Un equip d’aquestes caracte-
rístiques, format per persones de l’organització, comporta una major flexibilitat alhora 
de gestionar el conflicte. Les actuacions i respostes poden ser més adequades i precises 
segons la situació i el tipus de conflicte. En aquest sentit, per tant, és necessari un 
sistema intern dins l’organització que interactuï periòdicament amb els treballadors i 
l’espai, que conegui els valors de l’organització i els seus conflictes. A més, moltes orga-
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nitzacions no volen derivar fons a consultors externs i prefereixen engegar programes 
interns (Schnitman, Schnitman, 2000). 

Un sistema de mediació d’aquetes característiques, com demostrem en l’experiència 
que descriurem més endavant, presenta avantatges interessants alhora de gestionar el 
canvi a través d’una concepció transformativa del conflicte (el conflicte com a oportu-
nitat) i del significat de l’organització, del treball i de l’entorn (Vinyamata, 1999). En 
aquest sentit, considerem que aquest sistema ha de formar part del departament de 
Recursos Humans per diferents raons, ja que aquest és un espai que per definició vetlla 
per al desenvolupament i benestar laboral dels treballadors que configuren l’organitza-
ció, entesa com una xarxa sistèmica. 

En primer lloc, els departaments de Recursos de Humans s’estan convertint en una 
prioritat estratègica per a les organitzacions. Els aspectes relacionats amb les persones i 
els seus valors adquireixen una major importància i representen un factor clau per a l’èxit 
de les organitzacions. De fet, algunes de les principals línies estratègiques de les organit-
zacions integren conceptes dirigits i gestionats des del departament de Recursos Humans, 
com són: la capacitat per atreure i retenir el personal qualificat, el canvi de cultura organit-
zativa i l’actitud dels treballadors, el canvi de comportament de l’equip directiu i executiu 
i la millora del rendiment de la plantilla. Per aquest motiu, el departament de Recursos 
Humans és una prioritat estratègica de les organitzacions. A més, aquesta prioritat estratè-
gica queda demostrada amb l’augment significatiu d’inversió en el departament per part de 
les organitzacions. Tot i que a Europa encara s’estan produint pocs canvis, als Estats Units 
aquest increment ha estat aproximadament del 22% des de l’any 2000. 

I en segon lloc, cada cop més, les organitzacions que consideren que la persona és el 
seu principal actiu, donen més importància al departament de Recursos Humans dins 
els seus plans estratègics. Sobretot, aquelles organitzacions que comporten un volum de 
personal elevat, com són les organitzacions de salut, i deuen, entre d’altres, seleccionar 
personal, negociar convenis col·lectius, formar els seus treballadors, tenir cura de la 
salut de l’organització i preveure riscos laborals (Sarries y Casares, 2008). 

Cada cop més, Recursos Humans ha de situar-se més a prop dels problemes de les 
persones. Estem assistint a un increment de la participació de professionals de diverses 
àrees i persones formades específicament per a gestionar els recursos humans d’una 
organització. Per tant, la funció principal de Recursos Humans en les grans organitza-
cions no es tant la responsabilització en l’administració de personal, visió que tradici-
onalment s’ha tingut d’aquest departament, com la d’aconseguir un clima de relacions 
que abandoni les situacions d’enfrontament i competència i incorpori progressivament 
un clima de col·laboració i transformació (Sarries y Casares 2008).

Amb aquesta nova concepció del departament de Recursos Humans, un sistema de 
mediació, basat en les característiques esmentades, hauria de formar part de les línies 
estratègiques dins el departament. A més, l’orientació del departament i les caracte-
rístiques dels seus treballadors, fan que la ubicació del sistema de mediació dins les 
organitzacions de salut, i en concret el departament de Recursos Humans, sigui un lloc 
idoni per gestionar el conflicte i el canvi social.

3.	 �Espai per a la prevenció i resolució 
alternativa de conflictes (E-prac)

Per tal de poder gestionar el conflicte i el canvi social en el sí de les organitzacions de 
salut es fa necessari poder disposar d’un espai per a la prevenció i resolució alternativa 
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de conflictes, legitimat i eficaç per als seus destinataris, en línea a com s’ha establert el 
E-Prac en el marc del Consorci Sanitari Integral (CSI)1. 

Així, doncs el CSI es defineix, com una organització modèlica de persones per a per-
sones, de manera que, i per tal de desenvolupar-se, ha apostat per un model de Recursos 
Humans basats en valors. Els valors escollits com a valors corporatius del CSI són: la 
qualitat professional, l’equip, el desenvolupament i el compromís.

Com a conseqüència d’aquest model, d’un seguit de conflictes intensos emergits en 
el si de l’organització, del resultats de diferents estudis e informes de l’exercici 2005 
(indicadors d’absentisme, dissensions i enquestes de clima laboral), la Direcció del Con-
sorci va apostar pel naixement d’un nou servei/espai de prevenció i resolució alternativa 
de conflictes; la mediació(E-PRAC) ofertat des de Recursos Humans per tal d’afrontar 
els diferents conflictes de l’organització.

L’objecte de l’E-PRAC és oferir prevenció i gestió alternativa de resolució de conflic-
tes organitzacional, per tal de resoldre els diferents conflictes interns (treballadors) i 
externs (usuaris, proveïdors) que sorgeixen als centres del Consorci Sanitari Integral, 
així com establir els procediments operatius i eines necessàries per portar-lo a terme.

Les funcions principals de l’E-PRAC són:

— �Formar a responsables, comandaments i a la resta de l’organització en gestió de 
conflictes que puguin actuar en les organitzacions de salut com experts en aquesta 
àrea.

— �Crear una xarxa de mediadors naturals voluntaris,prèvia selecció (pot sol·licitar-
ho qualsevol membre de l’organització; comitè empresa, comandaments, col·
laboradors, ertc..), que intervinguin en els conflictes sorgits en el CSI, que treba-
llin en la seva prevenció, intervenció i resolució. 

— �Proporcionar eines i habilitats mediadores en el marc del procés de mediació.
— �Habilitar a professionals amb estratègies específiques per a la gestió del conflicte.
— �Fomentar un enfocament positiu dels conflictes en el marc del diàleg per a afavorir 

la convivència i el benestar personal i professional.
— ��Crear una cultura de mediació en el l’àmbit de la salut.

Les característiques més destacables del serveis són:

— �Servei intern .
— �Ubicat a la Direcció de Recursos Humans.
— �Demandat pels treballadors del CSI (direcció general, comitè empresa, direccions, 

comandaments, col·laboradors, propis parts en conflicte, encara que sigui només 
una part).

— �Demandat per l’usuari del CSI.
— �Orientat al procés.
— �Intervencions terapèutiques, jurídiques, pedagògiques, si s’escau.
— �Orientat a les persones de l´organització (treballadors i usuaris) en conflicte. Tre-

ballem de forma interactiva i amb contingut multidisciplinar

1	� El CSI neix a raó d’oferir uns serveis sanitaris i socials de qualitat òptima, basats en les ex-
pectatives i necessitats dels ciutadans, en l’evidència científica, la continuïtat assistencial i 
l’atenció integral, mitjançant la utilització eficient dels recursos i amb professionals compe-
tents compromesos i satisfets. 
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— �Protecció dels drets laborals bàsics i dels drets d’igualtat d’oportunitats.
— �Assessorem, dissenyem, avaluem, planifiquem estratègies, formem i sanegem.
— �Visió sistèmica dels conflictes.
— �Capacitat d’implicació, de responsabilitat i de compromís per part del mediador 

per a cada una de les parts.
— �Sol·licitud directa al mediador, mitjançant emial o via telefònica.

Les avantatges d’aquest model de resolució de conflictes són:

— �Els treballadors es senten escoltats per la pròpia organització
— �Servei ràpid i flexible.
— �Qualsevol mediador natural o professionals poden ser escollits lliurament per la 

persona en conflicte.
— �Resolució del conflicte en horari laboral.

L’E-PRAC, aporta coneixements, eines i habilitats a tots els integrants de l’orga-
nització de Salut en la línea ja proposada per Mayer (2008). En aquest sentit, el model 
teòric plantejat ens demostra que pot ser possible que les parts reconeixin el seu lloc 
de responsabilitat en el desenvolupament del conflicte així com el que li correspon a 
l’altre. I això, moltes vegades, és el que ens ha permès arribar a acords que són una 
conseqüència derivada del canvi produït en la relació dels participants, posant èmfasi 
en la revalorització i el reconeixement dels altres. Per tot això, en el futur hauriem de 
poder avaluar els resultats empirics d’aquestes intervencions per tal de seguir confiant 
en el valor dels espais de resolució de conflictes.

3.	 Conclusions

Les organitzacions de salut definides per la seva complexitat son un clar reflexe del 
canvi social de les darreres dècades. Per això, la gestió del conflicte té un evident paper 
estratègic per a la millora de les organitzacions i els professionals que hi treballen.

Es important que en el futur l’afrontament de les situacions de conflicte en el sí de 
les organitzacions de salut, contempli la possibilitat de crear nous espais de resolució 
alternativa de conflictes desde una perspectiva sistémica. Per això es proposa la seva 
gestió atorgant un paper rellevant al Departament de Recursos Humans o qualsevol 
altre sistema integrat dins l’organització que vetlli per la gestió de les persones i els 
seus valors. De les nostres decisions dependrà el nostre futur i el nostre benestar a les 
organitzacions de salut.
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Resum: Aquesta comunicació pretén analitzar les diferents tipologies dels me-
diadors que treballen en l’àmbit de la salut. A tal efecte: 1/ vinculem diferents 
definicions de mediació amb una categorització del tipus de mediació i de medi-
ador en relació a dues variables: a/ l’estructuració de la mediació com a procés, 
b/ la formació o especialització del mediador i 2/ analitzem les característiques 
del model sanitari català, de les organitzacions de salut i dels conflictes que 
tenen lloc en el seu sí per tal de concretar quines són les especificitats pròpies 
de l’àmbit de la salut. Aquest intent, absolutament conceptual, és solament 
un punt de partida donat que al voltant d’aquests aspectes no hi ha massa 
experiències.

Paraules clau: mediació professional, mediació natural, mediació informal, 
cultura de la pau, conflictes, àmbit de la salut. 

1.	 �Categorització del tipus de mediació i 
dels diferents perfils del mediador

Són moltes i variades les definicions de mediació que podem trobar. La pràctica de la 
mediació abasta un camp tan extens que no permet una definició molt estricta (Folberg 
and Taylor, 1992). 

Hi ha autors que parlen de la mediació com a metodologia i, per tant, com a procés 
estructurat, fent especial èmfasi en les etapes d’aquest procés. Així, per exemple, se-
gons Vinyamata (2003), la mediació és el procés de comunicació entre parts en conflicte 
amb l’ajut d’un mediador imparcial, que procurarà que les persones implicades en una 
disputa puguin arribar, per elles mateixes, a establir un acord que permeti refer les 
bones relacions y donar per acabat, o al menys mitigat, el conflicte, actuant preventi-
vament per a una millor convivència amb els altres. Per a Taylor (1981; citat a Folberg 
& Taylor, 1992), la meta realista de la mediació és la resolució de les desavinences o el 
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maneig del conflicte i comprèn una sèrie d’etapes definides i la utilització d’unes tècni-
ques per tal d’assolir els objectius necessaris. Per tant, de totes aquestes definicions es 
desprèn el fet que és necessari un temps per al compliment d’aquestes fases que tenen 
una continuïtat i que donen un resultat.

Altres definicions fan referència a la mediació com a eina o instrument d’intervenció 
per a la resolució de conflictes. En aquest sentit, destaquen totes aquelles que fan re-
ferència a la mediació com a estratègia o conjunt de tècniques comunicatives bàsiques 
per a la gestió positiva o la transformació del conflicte (pregunta elitiva, escolta acti-
va, paràfrasi positivadora, resum positivador, reformulació positiva, entre d’altres). En 
aquesta mateixa línia, la mediació també pot ser vista com la intervenció a través, prin-
cipalment del llenguatge, en les relacions interpersonals i intergrupals per tal d’ajudar 
a resoldre un conflicte (De Diego i Guillén, 2006).

Considerar la mediació com un procés estructurat, implica necessàriament una for-
mació específica i especialitzada on els mediadors puguin aprendre les etapes i les ha-
bilitats necessàries que hauran de posar en pràctica en cadascuna d’elles i que tenen a 
veure no solament amb aspectes racionals del conflicte sinó també amb aquells aspectes 
psicoemocionals o identitaris del mateix. Definir la mediació d’aquesta manera pot asso-
ciar-se a la figura del mediador professional, institucional o formal que en l’àmbit de la 
salut seria aquell mediador que compleix un treball específic al servei d’una institució o 
organització de salut i dels seus clients. Són professionals experts i formats per resoldre 
conflictes ben definits. Es dedueix doncs, d’aquest fet, que aquest tipus de mediador en 
salut ha de tenir una formació de base i una especialització. En aquesta línia, a França, 
en el Codi de la Mediació que segueix el Centre National de la Médiation, en el seu Arti-
cle 1 es recull que «la mediació és un procediment facultatiu que requereix l’acord lliure 
i explícit de les persones implicades, de comprometre’s en una acció (la «mediació») amb 
l’ajut d’un tercer independent i neutre (el «mediador»), format especialment en aquest 
art» (citat a Six, 1997). 

Per una altra banda, considerar la mediació com una eina o instrument d’interven-
ció, ens porta a tenir una visió més àmplia i flexible, considerant aspectes de la cultura 
de la mediació que van més enllà de desenvolupar de manera estricta un procés de 
resolució de conflictes amb unes etapes definides i successives, que solament pot portar 
a terme un professional amb coneixements molt específics. D’aquesta manera, podem 
donar cabuda també a la mediació natural, que no requeriria el nivell de formació i es-
pecialització de la mediació professional, i a la mediació informal que no requeriria de 
cap tipus específic de formació, segons el nostre plantejament.

En aquest mateix sentit, De Federico i Villanueva (a Vinyamata, 2004), referint-se 
a la mediació en les empreses familiars, distingeixen entre mediació formal i mediació 
informal. La mediació formal per a aquests autors és la que realitza un professional 
de la mediació, sense cap vincle amb l’empresa familiar, i aplicant un procés de gestió 
del conflicte totalment estructurat. Per altra banda, Manso (2001) entén que aquests 
mediadors han de ser persones altament qualificades i tècnicament preparades i es-
pecialitzades, amb coneixements profunds no només de les tècniques mediadores sinó 
també d’aspectes mercantils, jurídics i empresarials. Villanueva (1999), tanmateix, afe-
geix que també és indispensable una aproximació flexible al conflicte i experiència en 
les relacions familiars des del punt de vista de la Psicologia, la Sociologia i el Dret de 
Família. La mediació informal, en canvi, la defineixen com la que realitza una persona 
que no pertany a l’empresa familiar i que aplica tècniques mediadores generant espais 
informals de gestió i de resolució de conflictes. Aquests mediadors informals actuen com 
a facilitadors gràcies al prestigi i respecte que els membres de la família els atorguen. 
La diferència fonamental entre la mediació formal i la mediació informal està, segons 
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aquests autors, en l’estructuració del procés de mediació. De Federico i Villanueva (a 
Vinyamata, 2004), també parlen d’intervenció mediadora formal (el procés de mediació 
està parcialment estructurat) i d’intervenció mediadora informal (no hi ha un procés de 
mediació com a tal). 

Un altre document que recull una tipologia de figures mediadores és el Decàleg de 
bones pràctiques de la mediació ciutadana i comunitària (mediació familiar 2008) rea-
litzat dins el Programa Compartim, gestió del coneixement del Departament de justícia 
que defineix tres tipus de mediacions que responen a tres tipus de mediadors:

1)	� La mediació informal: realitzada per altres professionals, per membres de la fa-
mília, etc., amb la intenció d’apropar les parts. L’objectiu principal de la seva 
professió o de la seva tasca, no és ser mediador, moltes vegades realitzen aquesta 
funció mediadora sense la intenció de mediar, és una part més del seu exercici 
professional, per exemple: policia municipal, assistents i educadors socials, medi-
adors interculturals, etc.

2)	� La mediació urbana: que es compon de mediadors naturals i voluntaris de la 
mediació:
a. �Mediadors naturals: persones amb influència en un grup social que dediquen 

part del seu temps de forma intencionada a resoldre conflictes de la comunitat 
que representen.

b. �Mediadors voluntaris que dediquen algunes hores periòdicament a ajudar a 
resoldre conflictes entre ciutadans.

3)	� La mediació formal: És una professió. El seu objectiu és realitzar tasques segons 
els principis de la mediació i rebre una remuneració professional per aquest exer-
cici. 

En aquest sentit, per recolzar la importància dels mediadors que no són professi-
onals, Faget (2001; citat a Villagrasa, 2004) defineix la mediació com una nova forma 
i un procés de resolució de conflictes en les societats occidentals que implica la creació 
d’una nova cultura que potencia la responsabilitat i el diàleg com una nova manera 
d’aconseguir l’enteniment social. Segons Ury (2005), tots tenim l’oportunitat de mediar 
quotidianament, si més no, de manera informal. Els supervisors poden mediar entre 
els subordinats, els empleats entre els seus caps, els col·legues entre els seus iguals i 
els gerents entre els seus companys d’equip. Potser fins i tot estan fent mediació sense 
saber-ho però ben segur que es tracta de mediació en el mateix moment en què escol-
ten amb atenció les persones que disputen, quan els pregunten què és el que volen 
realment, quan suggereixen enfocaments possibles, i quan els exhorten a pensar en els 
costos de no arribar a un acord. El mediador no pretén determinar qui té raó i qui està 
equivocat, sinó que tracta d’arribar al nucli de la disputa, allà on estan els interessos de 
cada costat; és a dir, les necessitats, preocupacions, desigs, temors i aspiracions. 

Hi ha altres autors, però, com Six (1997) que s’oposen a aquells que defensen una 
mena de condició innata per tal d’exercir la mediació i a aquells que veuen l’exercici de 
la mediació com un art difícil de transmetre. Per a Six (1997), la identitat del mediador 
no és una identitat innata sinó adquirida. Malgrat que algunes persones tendeixen, per 
inclinació natural o temperament, a la mediació, forma part del mateix sentit d’aquesta 
que s’actualitzi, s’afini i es treballi, i això implica necessàriament passar per un procés 
formatiu i de constant reciclatge. En aquest sentit doncs, la identitat del mediador no 
s’assoleix d’un cop i per sempre sinó que cal anar-la construint constantment i això 
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implica una transformació de la mirada del mediador i de la seva manera de concebre la 
seva relació amb cadascuna de les parts. Aquest plantejament ens pot ajudar a enten-
dre el fet que un mediador per exercir la seva professió hagi d’assolir una maduresa in-
dispensable i necessària i que els mediadors naturals i els mediadors informals tinguin 
una funció diferent de la que tenen els mediadors professionals. 

2.	 �El sistema de salut a Catalunya i la 
mediació a les organitzacions de salut

Els mediadors que desenvolupen la seva activitat en els diferents escenaris que confor-
men el sistema de salut català es troben un context d’actuació amb unes característi-
ques molt particulars. Conèixer aquestes característiques ajuda a entendre millor els 
conflictes que hi poden sorgir i permet estar més preparat per gestionar-los positiva-
ment. 

L’Estat espanyol cobreix les necessitats sanitàries de tots els seus ciutadans mit-
jançant el Sistema Nacional de Salut, finançat a través dels impostos. La Llei General 
Sanitària (LGS)1, dictada a l’empara de l’article 149.1.16 de la Constitució espanyola, 
manifesta que el sistema sanitari ha d’orientar les seves actuacions a la promoció de la 
salut i a la prevenció de les malalties, així com que l’assistència sanitària pública s’ex-
tendrà a tota la població espanyola.

El Sistema Nacional de Salut s’estructura a partir d’una xarxa de serveis en l’àm-
bit de cada comunitat autònoma; en el marc d’aquest model es desenvolupa la Llei 
d’ordenació sanitària de Catalunya (LOSC)2, que té per objecte l’ordenació del sistema 
sanitari públic d’acord amb principis tan significatius com:

— �Universalització per a tots els ciutadans residents a Catalunya dels serveis sani-
taris de caràcter individual o col·lectiu.

— �Integració de serveis, es tracta d’un model mixt que integra en una sola xarxa 
d’utilització pública tots els recursos sanitaris, siguin o no de titularitat pública, i 
que recull una tradició d’entitats (mútues, fundacions, consorcis, centres de l’Es-
glésia) històricament dedicades a l’atenció de la salut.

El sistema sanitari català és un sistema amb finançament públic i amb cobertura 
universal, al qual tots els ciutadans de Catalunya hi tenen accés. Té com a responsable 
de l’assegurament públic al Servei Català de la Salut (CatSalut), que és l’ens públic 
adscrit al Departament de Salut encarregat de garantir l’assistència sanitària integral 
i de qualitat per a tots els ciutadans i ciutadanes de Catalunya; actua com a garant de 
les prestacions sanitàries de cobertura pública i ofereix els serveis sanitaris tant a l’àm-
bit de l’atenció primària, que és el primer nivell d’accés i es presta principalment als 
centres d’atenció primària (CAP), com a l’atenció especialitzada, que és el segon nivell 
d’accés a la sanitat pública i comprèn l’atenció: hospitalària, sociosanitària, psiquiàtrica 
i salut mental, drogodependències i altres recursos d’atenció especialitzada.

Una altra possibilitat d’assistència sanitària, a banda de l’assistència pública, és 
recórrer a l’assistència privada o a les entitats d’assegurança lliure. En aquest cas el 

1	 Llei 14/1986, del 25 d’abril, General de Sanitat
2	� Llei 15/1990, de 9 de juliol, d’ordenació sanitària de Catalunya
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ciutadà té dues possibilitats: afiliar-se a una entitat privada prestadora d’un servei 
d’assistència sanitària mitjançant l’abonament d’una quota mensual, accedint així a 
pòlisses de diferents tipologies (des de paquets que garanteixen gairebé totes les pres-
tacions assistencials a aquelles pòlisses que únicament prestacions ambulatòries o hos-
pitalitzacions), o bé sol·licitar els serveis, o l’assistència privada, només en cas que sigui 
necessari i abonar les despeses corresponents. 

 5 

consorcis, centres de l'Església) històricament dedicades a l'atenció de la 
salut. 

El sistema sanitari català és un sistema amb finançament públic i amb 
cobertura universal, al qual tots els ciutadans de Catalunya hi tenen accés. Té 
com a responsable de l'assegurament públic al Servei Català de la Salut 
(CatSalut), que és l’ens públic adscrit al Departament de Salut encarregat de 
garantir l'assistència sanitària integral i de qualitat per a tots els ciutadans i 
ciutadanes de Catalunya; actua com a garant de les prestacions sanitàries de 
cobertura pública i ofereix els serveis sanitaris tant a l’àmbit de l'atenció 
primària, que és el primer nivell d’accés i es presta principalment als centres 
d'atenció primària (CAP), com a l'atenció especialitzada, que és el segon 
nivell d'accés a la sanitat pública i comprèn l'atenció: hospitalària, 
sociosanitària, psiquiàtrica i salut mental, drogodependències i altres recursos 
d'atenció especialitzada. 

Una altra possibilitat d'assistència sanitària, a banda de l'assistència pública, és 
recórrer a l'assistència privada o a les entitats d'assegurança lliure. En aquest 
cas el ciutadà té dues possibilitats: afiliar-se a una entitat privada prestadora 
d'un servei d'assistència sanitària mitjançant l'abonament d'una quota mensual, 
accedint així a pòlisses de diferents tipologies (des de paquets que garanteixen 
gairebé totes les prestacions assistencials a aquelles pòlisses que únicament 
prestacions ambulatòries o hospitalitzacions), o bé sol·licitar els serveis, o 
l'assistència privada, només en cas que sigui necessari i abonar les despeses 
corresponents.  

 

 
 
 
 

Ens trobem, així, davant d’un sistema complex constituït per diferents actors:

— �Els ciutadans, situats en el centre del sistema, que són els usuaris dels serveis 
sanitaris; cada vegada tenen una participació més activa i responsable en els pro-
cessos assistencials i en les decisions clíniques. 

— �Els professionals sanitaris, que són els encarregats de donar resposta a les expec-
tatives en l’atenció de salut de la població. Presten els seus serveis en equips mul-
tidisciplinars i interdisciplinars en els diferents centres i establiments sanitaris 
(CAPs, hospitals, centres sociosaniratirs o residencials...).

— �Les organitzacions sanitàries, que emmarquen la seva missió, visió i els valors 
que les defineixen orientades a la prestació de serveis de qualitat.

A més d’aquesta diversitat, s’ha de comptar amb la presència d’un component emo-
cional molt alt que afavoreix l’aparició dels conflictes. Aquest és un tret diferencial que 
té a veure amb: la vulnerabilitat dels usuaris per les experiències de salut viscudes, la 
pressió assistencial amb què treballen els professionals, les expectatives i demandes de 
la societat, entre altres.

En el si de les relacions entre aquests actors és on sorgeixen els conflictes objecte 
de treball dels mediadors sanitaris, i per definir-los millor es poden classificar, segons 
les parts que hi participen, en interns i externs. Entre els conflictes interns es troben 
aquells gestats dins d’una mateixa institució sanitària, ja sigui entre l’organització i 
els seus treballadors (conflictes col·lectius) o entre els diferents treballadors (conflictes 
interprofessionals, ja siguin interpersonals o intergrupals). En el grup de conflictes ex-
terns s’inclouen aquells en què una de les parts és una organització sanitària o els seus 
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integrants i l’altra part és externa, poden ser una altra institució o bé els usuaris dels 
serveis sanitaris.

 6 

Ens trobem, així, davant d’un sistema complex constituït per diferents actors: 
• Els ciutadans, situats en el centre del sistema, que són els usuaris dels 

serveis sanitaris; cada vegada tenen una participació més activa i 
responsable en els processos assistencials i en les decisions clíniques.  

• Els professionals sanitaris, que són els encarregats de donar resposta a 
les expectatives en l’atenció de salut de la població. Presten els seus 
serveis en equips multidisciplinars i interdisciplinars en els diferents 
centres i establiments sanitaris (CAPs, hospitals, centres sociosaniratirs o 
residencials...). 

• Les organitzacions sanitàries, que emmarquen la seva missió, visió i els 
valors que les defineixen orientades a la prestació de serveis de qualitat. 

 
A més d’aquesta diversitat, s’ha de comptar amb la presència d’un component 
emocional molt alt que afavoreix l’aparició dels conflictes. Aquest és un tret 
diferencial que té a veure amb: la vulnerabilitat dels usuaris per les 
experiències de salut viscudes, la pressió assistencial amb què treballen els 
professionals, les expectatives i demandes de la societat, entre altres. 

 
En el si de les relacions entre aquests actors és on sorgeixen els conflictes 
objecte de treball dels mediadors sanitaris, i per definir-los millor es poden 
classificar, segons les parts que hi participen, en interns i externs. Entre els 
conflictes interns es troben aquells gestats dins d’una mateixa institució 
sanitària, ja sigui entre l’organització i els seus treballadors (conflictes 
col·lectius) o entre els diferents treballadors (conflictes interprofessionals, ja 
siguin interpersonals o intergrupals). En el grup de conflictes externs 
s’inclouen aquells en què una de les parts és una organització sanitària o els 
seus integrants i l’altra part és externa, poden ser una altra institució o bé els 
usuaris dels serveis sanitaris. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Tot això que acabem d’exposar posa de manifest que la figura del mediador en 
qualsevol de les seves vessants (professional, natural o informal) té el seu lloc 
dins del sistema. L’objectiu comú de tots aquests mediadors és el de difondre la 
cultura de la pau dins aquest àmbit, sensibilitzant als usuaris i als professionals 
en l’ús del diàleg versus la confrontació. Però a banda d’aquest objectiu comú, 
cadascun d’ells gestiona el conflicte intentant evitar la seva escalada fent ús de 
les seves habilitats i coneixements. 

Col·lectius: 
entre l’organització i els 
seus treballadors 

Inter-professionals: 
- entre professionals  
- entre col·lectius / grups 

Inter-organitzacions:  
entre entitats sanitàries 

                Usuaris: 
- usuaris i professionals 
- usuari i usuari (si afecta la  
salut) 

Conflictes i 

mediació sanitària 

Tot això que acabem d’exposar posa de manifest que la fi gura del mediador en qual-
sevol de les seves vessants (professional, natural o informal) té el seu lloc dins del siste-
ma. L’objectiu comú de tots aquests mediadors és el de difondre la cultura de la pau dins 
aquest àmbit, sensibilitzant als usuaris i als professionals en l’ús del diàleg versus la 
confrontació. Però a banda d’aquest objectiu comú, cadascun d’ells gestiona el confl icte 
intentant evitar la seva escalada fent ús de les seves habilitats i coneixements.

Així, el mediador informal, sense cap tipus de formació específi ca en mediació, fa ús 
de les seves habilitats comunicatives innates —moltes vegades sense saber-ho— afavo-
rint la convivència i participant en la gestió del confl icte. Per exemple, qualsevol profes-
sional d’un equip que és reconegut pel seu tarannà conciliador com és el cas del gerent 
mediador citat per Floyer (2004). El mediador natural, que sí que té una certa formació 
específi ca en resolució de confl ictes i una ascendència sobre la seva organització, actua 
en aquesta afavorint l’entesa entre les persones a través del diàleg, fent també gestió 
del confl icte —però a diferència del mediador informal, de manera intencionada a par-
tir de la seva formació—. Per exemple, seria el cas d’aquells directius o professionals 
d’atenció a l’usuari que han estat formats en habilitats mediadores i sense aplicar el 
procés estructurat de mediació, faciliten la gestió del confl icte. Per últim, el mediador 
professional és el que a través del procés de mediació ajuda a les parts en confl icte a que 
trobin, per elles mateixes, la millor solució al seu problema. 

Segons Ury (2005), l’èxit d’una empresa depèn de la capacitat dels seus treballadors 
per resoldre els innombrables confl ictes que es generen en el seu sí. Però, per tal que els 
treballadors tinguin aquestes habilitats, la cultura organitzacional ha d’afavorir i pro-
moure valors relacionats amb la cultura de la pau. En aquest sentit, Farré (2004) diu 
que la cultura organitzacional, de forma implícita o explícita, pot emparar i justifi car 
conductes, actituds i elements estructurals de l’organització que produeixin violència 
resultant aleshores impossible que qualsevol actuació de mediació tingui els resultats 
satisfactoris esperats. Per tant, els valors de la mediació i de l’organització han d’anar 
en la mateixa línia.

3.	 Experiències	a	Catalunya:	UMICS	i	Medimayor

Tot i que la mediació en l’àmbit de la salut es troba en una fase emergent pot ser il-
lustratiu explicar dos exemples concrets d’entre els que s’estan duent a terme: Unitat 
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de Mediació de l’Institut Català de la Salut (UMICS), en atenció primària i projecte 
«Medimayor», en l’àmbit sociosanitari.

3.1.	 Unitat de Mediació de l’Institut Català de la Salut (UMICS)

Entre el mes de novembre de 2006 i el gener del 2009 es va desenvolupar un projecte 
per a la implantació d’un servei de mediació en l’àmbit de l’atenció primària de l’ICS. El 
plantejament a partir del qual va néixer la idea d’aquest projecte estava fonamentat en 
l’interès que té per a una gran organització sanitària disposar de professionals formats 
i ensinistrats en GAC; el desenvolupament de la cultura de mediació dins una institució 
pot aportar molts beneficis:

— �Fomenta la convivència cívica dels professionals, oferint la possibilitat de ser par-
tícips i corresponsables de la gestió de les seves diferències.

— �Incrementa l’acceptació de la diferència de percepcions i opinions, fomentant el 
respecte envers els altres.

— �Incrementa la participació, la qual cosa redueix l’apatia i el desencant.
— �Millora el diàleg entre les persones / col·lectius.
— �Permet l’acceptació positiva del conflicte.

Equip de mediadors professionals: per iniciar aquest projecte es va comptar amb la 
participació de sis professionals de diferents categories (metges, infermeres, tècnics de 
gestió...) tots ells formats en el Mestratge de Mediació en organitzacions de salut de la 
Universitat de Barcelona (IL3).

Línies d’intervenció: les activitats desenvolupades durant el funcionament d’aques-
ta prova pilot es van engegar a través de tres línies: 

— �Formació i divulgació: Sensibilització i formació de directius en resolució de con-
flictes. També es van fer tasques de divulgació per donar a conèixer la mediació a 
tot el personal de cadascun dels EAP.

— �Assessorament en la prevenció i gestió dels conflictes a aquelles persones de la 
institució que sol·licitessin aquest servei.

— �Realitzar processos de mediació formals.

3.2.	 Programa pilot «Medimayor» 

Es va portar a terme en una investigació subvencionada per el Instituto de Mayores y 
Servicios Sociales (IMSERSO), entre els mesos de gener i desembre del 2007, en la que 
van participar la Universitat de Barcelona, la Universitat Ramón Llull y la Universitat 
del País Basc. Aquesta investigació va partir del fet de considerar la importància de la 
transformació social en l’envelliment poblacional i aporta una reflexió teòrica i empírica 
d’algunes evidències científiques i socials respecte a la utilitat i el futur de la mediació 
com a eina d’intervenció en situacions de conflicte en l’àmbit de les persones grans autò-
nomes i dependents. Un dels seus objectius era profunditzar en la possibilitat d’aplicar 
la mediació en un programa d’intervenció en l’àmbit de les persones grans.

Per portar a terme l’objectiu esmentat, l’equip de treball va desenvolupar un pro-
grama bàsic centrat en treballar el conflicte i les relacions de convivència per desenvo-
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lupar estratègies que permetien crear un ambient de confiança, prendre decisions de 
forma consensuada, treballar la cooperació, l’anàlisi i la negociació. Aquesta intervenció 
multipart adreçada a usuaris, professionals i familiars va permetre fer emergir, en els 
centres sociosanitaris on es va treballar, alguns conflictes latents que van ser gestio-
nats per un mediador professional. 

4.	 Conclusions

A partir de les definicions que hem analitzat al llarg d’aquesta comunicació i del conei-
xement de l’àmbit de la salut per part de les autores, arribem a les següents conclusions.

Si considerem aquelles definicions que fan referència a la mediació només com a 
procés estructurat, aleshores estaríem donant cabuda en el panorama de la mediació en 
salut únicament als mediadors professionals. 

En canvi, si som més flexibles i considerem un marc més ampli de definicions que 
parlin de la mediació com a eina d’intervenció o com a cultura del diàleg per afavorir la 
convivència pacífica entre les persones, llavors podrem incloure les figures dels medi-
adors naturals i informals perquè, tal i com hem vist, són figures presents dins de les 
institucions sanitàries.

— �Els mediadors naturals, dins de l’àmbit de la salut, neixen en el seu propi grup per 
tal d’atendre les seves necessitats i la seva funció és la de facilitar la comunicació 
entre les parts en conflicte per tal que, aquestes, puguin gestionar les seves dife-
rències i millorar la seva relació malmesa; són membres de la comunitat on actuen 
i tenen autoritat moral i una certa ascendència sobre la resta de membres. 

— �Els mediadors informals, tot i que no han estat específicament formats per ges-
tionar els conflictes però que fan ús de les seves qualitats i habilitats innates 
que els predisposen a mediar (actitud conciliadora, empatia, generositat, respecte, 
paciència, serenitat, capacitat per escoltar i generar confiança, etc), poden ser 
elements clau en la prevenció del conflicte o en la seva gestió quan aquest està en 
una fase inicial. 

— �Els mediadors formals són aquells que haurien de tenir una preparació acadèmica 
de base a més de la formació específica en mediació i també tenir un ampli conei-
xement de l’especificitat de l’àmbit on han de desenvolupar les seves funcions; en 
aquest cas, en l’àmbit de la salut. En aquest sentit, si tenim en compte l’alt nivell 
d’exigència de les competències d’aquesta figura, es fa del tot necessari la regula-
ció d’aquesta categoria professional.

— �Quant a les organitzacions en salut, es fa del tot imprescindible que incloguin dins 
dels seus valors, els propis de la cultura de la pau per facilitar la sensibilització en 
la gestió positiva dels conflictes.
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Abstract. España ha vivido un vertiginoso crecimiento de la población ex-
tranjera1 en los últimos decenios. Millones de personas procedentes de paí-
ses muy diversos, con situaciones administrativas, económicas y sociales muy 
heterogéneas se han ido incorporando a nuestra sociedad; generando nuevas 
necesidades, aportando nuevos recursos. La incorporación de estas personas 
en el sistema de salud ha comportado un sustancial cambio de escenario en 
nuestros centros asistenciales y, la atención a estas personas, un reto para 
las administraciones responsables del sistema de salud y, sobre todo, para los 
profesionales.
La presente comunicación, a partir del análisis de diversos programas e infor-
mes técnicos desarrollados por las diversas CCAA presentará el que, a nuestro 
juicio, es el significado implícitamente otorgado a la interculturalidad en el 
ámbito de la salud a tenor de las prioridades, estrategias aplicadas y análisis 
del perfil de los profesionales encargados de atenderla. Intentará reenfocar el 
constructo de interculturalidad en la salud, presentado otros aportes que ubi-
can de una manera más extensiva y completa dicho tópico.básico otorgado pre-
tende analizar las respuestas que se vienen otorgando por parte de las diversas 
CCAA a estos usuarios, a partir del análisis de diversos informes realizados en 
el ámbito de la salud, analizando énfasis y acciones. Se ha partido de lo próxi-
mo, de la realidad aplicada en el estado español, para mostrar después, un 
significado más global y extensivo. Mostrando, las lagunas y contradicciones 
que se han identificado en éstas acciones.

Keywords: Salud Intercultural, Mediación Intercultural, conflicto intercultu-
ral.

1.	 Sistema de salud y cultura

¿Qué significado podría darse al hablar de interculturalidad y salud? Es necesario ini-
ciar este análisis presentando una conceptualización del significado de cultura. Toman-
do la acepción de Cerreazo (2004, 101) «la cultura es el complejo y dinámico conjunto de 

1	� En España, en 1998 el número de personas extrangeras ( comunitarios y extracomunitarios) era de 
637,085 personas (1,30% de la población ) y en el 2007 era de 4.482.568,00 (10%). Aneas (2009)
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creencias, conocimientos, valores y conductas aprendidas y transmitidas entre las perso-
nas a través del lenguaje y su vida en la sociedad». Es decir, es un conjunto de saberes, 
prácticas, valores, creencias y creaciones que comparte un grupo social que le permite 
adaptarse dinámicamente a su entorno. Sobre ese contexto sociocultural, cada sociedad 
crea su Sistema de Salud. Dicho sistema proporciona información sobre cómo esa so-
ciedad vive y concibe la salud, la enfermedad y la discapacidad (Parsons, 1990). Tal y 
como explica este autor, el modelo aporta información acerca de lo que es considerado 
enfermedad y lo que no, las causas de las mismas y como han de ser tratadas. También 
comprende los comportamientos adecuados por parte de las personas afectadas, sus 
familias y acompañantes, así como las competencias y estatus social de los profesiona-
les. Este mismo autor, partiendo de diversas etiologías, desarrolló un marco de análisis 
cultural de los sistemas de salud y llegó a clasificarlos en sistemas personalísticos, en 
los que las causas de la enfermedad a fuerzas supranaturales y sistemas naturalísticos, 
en los que las causas de la enfermedad radican en causas naturales o factores imperso-
nales2. Así, cada grupo cultural posee su propio Sistema de Salud cuyos valores, creen-
cias, prácticas e implicaciones personales y sociales son asumidos inconscientemente 
por los integrantes de esa sociedad y aceptados etnocéntricamente como los mejores o 
más válidos. Cuando una persona abandona su sistema de salud y se integra en otro; 
o cuando el profesional de un sistema de salud acoge a un usuario de otro sistema, se 
puede experimentar un cúmulo de confusiones, contradicciones, incluso conflictos al ver 
confrontado, ignorado, malinterpretado o despreciado el propio sistema de salud. Deci-
mos «puede experimentar» porque no queremos afirmar que la relación de sistemas de 
salud comporte ineludiblemente procesos de conflictos.

En este punto, queremos recordar las definiciones de conflicto intercultural pre-
sentadas por Ting-Toomey et al. (2000) como un «proceso de intenso desacuerdo entre 
dos o más partes independientes que perciben sus intereses, objetivos, intereses como 
incompatibles»(p.48), Rubin, Pruitt y Kim (1994) «conflicto significa divergencias de in-
tereses o creencias que no pueden ser asumidas simultáneamente por las partes» (p.5) 
y Constantino y Merchant (1996) «expresión de insatisfacción o desacuerdo en una in-
teracción, proceso, producto o servicio» (p.4). Es importante recordar estas conceptua-
lizaciones para tener claro que cuando un médico de Barcelona atiende a un paciente 
extranjero, entran en relación sus respectivos sistemas de salud y en la misma pueden 
surgir barreras y dificultades lingüísticas así como diferencias entre sus respectivos 
sistemas culturales, diferencias que pueden desembocar en conflictos, aunque no siem-
pre. Para ejemplificar de qué estamos hablando, la atención a un paciente de Alemania 
demandará de una adaptación-traducción lingüística en la relación clínica, pero los 
sistemas de salud de España y Alemania, pertenecientes ambos a una esfera sociopolí-
tica común serán muy comunes y pocas divergencias habrá en esa concepción de salud, 
enfermedad, comportamiento y estatus de los que se ha hablado anteriormente. En otro 
caso, la relación de una enfermera francesa con un paciente argelino (ambos francófo-
nos) supondría la interacción de concepciones diversas de la expresión de una deter-
minada sintomatología, de la intimidad y la privacidad, incluso de ciertos conceptos y 
enfermedades (comunes en algunas culturas y sociedades, y desconocidos o inexistentes 
en otras). Estas diferencias, si son salvables y se gestionan con una actitud positiva no 
tienen porqué llegar al conflicto, por lo que su gestión no debe tratarse al nivel de reso-
lución de conflictos. Así mismo cabe recordar que pueden darse conflictos en el sistema 

2	� Cabe puntualizar que autores como Young (1976) o Kleiman (1978) también han elaborado sus 
propuestas de análisis cultural en la salud
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de salud multicultural3 por causas no relacionadas intrínsecamente el factor cultural 
sino por motivos administrativos, organizativos, etc.

Sintetizando, la relación clínica y asistencial entre personas de culturas diferentes 
puede implicar una intervención para a) superar las barreras lingüísticas, b) informar, 
orientar y acompañar el tránsito en el nuevo Sistemas de Salud, c) gestionar conflictos 
entre los Sistemas de Salud y d) solventar los problemas de tipo administrativo, orga-
nizativo, etc. que puedan surgir a causa de la multiplicidad de factores inherentes al 
ámbito, sus servicios y organizaciones.

Sobre este marco relativo a los sistemas de salud y cultura, puede analizarse desde 
otro prisma las respuestas que España, mediante sus CCAA ha dado al tratamiento de 
la creciente diversidad cultural en los servicios de salud.

2.	� Diversidad cultural en los servicios 
de salud del Estado Español

La mayoría de las CCAA de España vienen desarrollando una serie de programas y 
servicios orientados a la satisfacción de las necesidades derivadas por la atención a los 
usuarios extranjeros (Méndez, E., 2004) —aunque ya se ha mencionado la focalización 
hacia el colectivo inmigrante—. Así, a medida que la presencia de las personas extran-
jeras pasaba de ser una anécdota a un hecho común, las diversas administraciones iban 
desarrollando políticas, planes y acciones de acción para atender a esta población (Zapa-
ta, R., 2004). Cataluña es una de las comunidades más veteranas ya que a finales de los 
años ochenta inició un conjunto de acciones en los departamentos de Educación, Sani-
dad y Bienestar Social. Mientras que las CCAA de Castilla y León (Baigorri, J y Alonso, 
I, 2006) y el norte de España (González, E, 2006), justo están empezando a sistematizar 
algunas acciones y programas orientados a la atención de usuarios extranjeros.

En otro orden de cosas, las competencias que el estado confiere a cada una de estas 
administraciones, así como las peculiaridades específicas en materia demográfica de cada 
comunidad (mayor o menor densidad o concentración de la población extranjera, origen 
cultural, perfil sociodemográfico y epidemiológico, etc,) explican el hecho de que cada una 
de ellas haya orientado en sentido propio estos programas (De Muynck, A. 2004).

El análisis de estos planes, acciones y servicios aporta una interesante visión del 
sentido y naturaleza otorgado a factor cultural en la salud. En los epígrafes siguientes 
se describirán los diversos rasgos que caracterizarían esta gestión cultural aplicada en 
el ámbito de la salud.

2.1.	 ¿Atención a la inmigración o salud intercultural?

Considerando la descripción de los destinatarios de los diferentes planes y programas, 
el factor cultural se vincula casi exclusivamente con la atención al usuario inmigrante. 
Son muy pocas las referencias a usuarios extranjeros residentes que no entren dentro 
del rango de personas inmigrantes por proceder de países europeos o países industria-

3	� Según Bartolomé ( 1997) la situación multicultural describe una situación de diversidad, sin 
prestar atención a la naturaleza equitativas de las relaciones mientras que la interculturalidad 
comportaría una relación equitativa y simétrica entre varias culturas
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lizados con un nivel socioeconómico alto. Concretamente, Andalucía (Martin, 2006) y 
Canarias (Toledano, C.. Fumero, C. y Díaz, A. 2006), destino de un gran número de 
población residente europea, menciona como beneficiarios de algunos servicios a estos 
residentes extranjeros; pero la abrumadora mayoría de los programas, servicios y re-
cursos desarrolladas en las CCAA tienen como destinatario o usuarios a las personas 
inmigrantes (Uguarte, X., 2006; Sales, D., 2006; Kamphausen, W., 2004).

Estas personas están afectadas por unas condiciones administrativas, sociales y 
económicas muy específicas, que en muchos casos las ubican en el rango de colectivos 
vulnerables. El análisis epidemiológico (Pla director d’immigració en l’àmbit de la salut. 
2006) de este colectivo denota unas características y necesidades propias que vincula-
mos más a estos elementos socioeconómicos que a factores culturales o biológicos de 
sus países de origen. De tal manera, la atención a este colectivo de personas inmigran-
tes, más allá de los factores culturales está muy sesgada por factores socioeconómicos. 
Este sesgo respecto a la población inmigrante puede deberse a que se omite o ignora 
realmente la existencia del Sistema de Salud, en el sentido antes descrito o como cons-
tructo cultural. Así, dadas las necesidades, vulnerabilidad del colectivo inmigrante o 
en función de la limitación de los recursos sanitarios se ofrece una atención prioritaria 
o exclusiva. La cuestión a dirimir a medio plazo será, si se amplia esta perspectiva y 
evoluciona el perfil del destinatario de los servicios interculturales en un sentido menos 
clasista y más cultural.

2.2.	 �Interpretación, facilitación o intermediación en conflictos

Si el destinatario de los programas y servicios es la población inmigrante, el grueso 
de las intervenciones se centra en el aspecto lingüístico. Así la simple traducción más 
o menos formalizada y realizada por personas de diversa adscripción, cualificación y 
posición, es el «servicio básico y común» desarrollado para satisfacer las necesidades 
derivadas de la relación clínica multicultural.

A medida que la experiencia (en años de gestión sobre el fenómeno) y el volumen de 
usuarios crece puede apreciarse como en cada CCAA se va enriqueciendo y matizando el 
contenido de las intervenciones. Así tanto en Andalucía como en Valencia se menciona 
explícitamente la distinción entre traducción, interpretación y otros tipos de interven-
ciones, focalizando la intervención de los profesionales en los aspectos comunicativos, 
aunque sin profundizar ni articular demasiado en la gestión de los servicios perfiles 
profesionales que desarrollen estos matices (Garcia Castaño J, Barragan C. 2004) .

Cataluña es la comunidad que parece haber avanzado más en la clarificación con-
ceptual y organizativa de los programas y servicios (Vázquez L, Terraza R, Vargas 
I., 2007). Hay conciencia de las barreras lingüísticas pero también se empieza a ser 
sensible a las relaciones entre los Sistemas de Salud culturales. Consecuencia de ello 
son el desarrollo de los últimos programas y servicios que se están aplicando y que com-
prenden tanto la delimitación de los perfiles profesionales con sus respectivos planes de 
formación. Una entrevista mantenida con la responsable del Servicio de Salud Inter-
cultural de la Generalitat de Catalunya comentaba que a tenor de las experiencias que 
estaban recopilando y sistematizando en el territorio, se estaba empezando a considera 
las diferencias entre las barreras lingüísticas, las necesidades de acompañamiento y 
orientación en el nuevo sistema por parte de los usuarios extranjeros, puntualmente 
la resolución de conflictos motivados tanto por factores culturales como organizativos, 
administrativos, así como la existencia de elementos médicos específicamente intercul-
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turales que merecen especial atención Por ello se han creado diversos servicios diferen-
ciando estas diversas necesidades. 

Los diversos programas y servicios prestados en las diversas CCAA hacia la pobla-
ción inmigrante se caracterizan por su adaptación al contexto y necesidades de usuarios 
y su poca formalización en la estructura. En relación al primer punto, prácticamente 
todos los casos estudiados plantean soluciones «ad hoc», en cuanto el contenido de la 
intervención con las personas. Es decir, cada centro sanitario organiza y presta servi-
cios, utiliza los recursos disponibles por la respectiva administración para satisfacer sus 
necesidades específicas. En la mayoría de ellas se han editado folletos explicativos en 
varias lenguas sobre servicios, procedimientos y información sobre el Sistema de Salud. 
También se han establecido servicios de atención y traducción telefónica en algunas 
comunidades como Cataluña y las CCAA del norte de España. Los idiomas, contendi-
dos y servicios se priorizan en función del colectivo inmigrante mayoritario o que más 
necesidades de traducción o apoyo requiera.

2.3.	 El perfil del profesional

En este punto es interesante destacar el debate que se ha iniciado en algunas CCAA 
respecto al perfil del profesional que ha de desarrollar estas funciones de atención al 
usuario inmigrante.

Un hecho, prácticamente común, ha sido el denominar como Mediador Intercultural 
a la persona que ejerce estas funciones. Es decir, pese a que el énfasis de la intervención 
se centre en actividades de traducción e interpretación lingüística más que en gestión 
de conflictos, propiamente dichos, es el denominado mediador cultural quien desempe-
ña esa función de enlace. Qué perfil tiene esta persona? Afín con el carácter lingüístico 
de su intervención, la mayoría de las comunidades han optado por captar a personas 
inmigrantes, muchas de ellas de primera generación que tengan una competencia lin-
güística en los idiomas oficiales de la CCAA suficiente para traducir las conversaciones 
entre personal y usuarios así como la documentación necesaria. El hecho de que en 
prácticamente en todas las comunidades se puedan utilizar a familiares y vecinos en 
esta función nos parece altamente preocupante. Pues la intromisión de hijos, vecinos o 
amigos en un acto tan delicado e íntimo como es la salud y la atención médica por parte 
de personas como éstas tiene unas influencias muy importantes en ciertos Sistemas cul-
turales de Salud, en cuanto a variaciones de estatus de los padres, respecto a los hijos, 
distorsiones de la imagen pública, etc.

Otro rango de profesionales son los traductores intérpretes que están empezando 
a ser contratados en ciertos programas. Claro está que estos profesionales han de com-
plementar su cualificación con formacion en técnicas de intervención sociocomunitaria, 
resolución de conflictos, etc.

Qué posición y adscripción tienen en el sistema? La dotación de personas que pres-
ten atención intercultural en la salud presenta una serie de limitaciones de las que se 
ha de ser consciente a la hora de analizar la posición y adscripción de las personas que 
colaboran en estas funciones. Recordemos que el fenómeno es relativamente nuevo, por 
lo que no hay demasiados profesionales extranjeros con una formación homologada o 
reconocida. Así como con las condiciones administrativas para ser contratados e incor-
porados directamente por los sistemas públicos de salud (nacionalidad, certificación del 
nivel de competencia lingüística en los idiomas oficiales de la CCAA, etc.) Otro rasgo 
que determina al profesional es la alta movilidad de algunos colectivos de inmigrantes 
en función del contingente, flujos económicos, etc. Esta movilidad explica el que en un 
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determinado equipamiento de salud, durante un tiempo haya mayoría extranjera pro-
cedente de un país y al año siguiente, pueda dejar de tener una presencia importante y 
pasar a tomar este protagonismo otro colectivo.

En respuesta a esto, y quizás como expresión de una perspectiva coyuntural de la 
necesidad, gran parte de las personas que ejercen estas funciones de mediación cultural 
son voluntarias, integrantes de ONG’s y en el mejor de los casos personas contratadas 
por fundaciones y asociaciones que prestan sus servicios en los equipamientos de salud 
(Armadans et al, 2009). Los casos de Mediadores Interculturales contratados por las 
propias entidades y administraciones son mínimos. Por ejemplo, en Catalunya, que está 
impulsando un ambicioso programa de MI en salud, la mayor parte de los profesionales 
prestan sus servicios en los centros mediante contratos de la Fundación «la Caixa» que 
financia gran parte del proyecto u otras entidades colaboradoras del mismo. En algunas 
de ellas, por ejemplo Cataluña, se ha estipulado una clara distinción entre el perfil del 
intérprete que ha de ser un experto lingüístico conocedor de la lengua y la cultura del 
país y el mediador que es un especialista en resolución de conflictos.

¿Qué cualificación tiene? Puede afirmarse que la cualificación de la mayor parte 
de los MI es mínima sino nula. Tal y como se ha dicho, gran parte de las personas que 
ejercen de Mediadores Interculturales tienen como único mérito el ser nativos. Ser un 
nativo comporta generalmente etnocentrismo y no garantiza un conocimiento compren-
sivo (desde la conciencia crítica) ni del propio Sistema de Salud ni del Sistema de Salud 
de Acogida. De manera que se pueda facilitar el conocimiento, comprensión y reconoci-
miento mutuo de los respectivos sistemas. Ser nativo sin una formación intercultural 
específica no capacita para identificar ni solventar las barreras o lagunas culturales 
mencionadas en apartados anteriores. Por ejemplo, para una persona en cuya cultura 
no existe el concepto de depresión, por mucho que conozca el idioma de la sociedad de 
acogida, cómo podrá explicarse ni explicar al profesional, las sensaciones, comporta-
mientos y emociones que siente ante una determinada perdida, de manera que éste le 
pueda ayudar? 

Bien es cierto que en ciertas comunidades autónomas se ofrece y requiere de una 
formación de especialización. La duración de esta formación es variable en duración; 
centrándose el contenido con información administrativa del sistema nacional y auto-
nómico de salud, datos demográficos y de información cultural del colectivo. Los progra-
mas con contenidos específicos sobre comunicación intercultural-campo multidiscipli-
nar que va más allá de la lingüística—, los Sistemas de Salud Culturales y estrategias 
de intervención intercultural en la relación y la resolución de conflictos son excepciones; 
como es el caso del último programa de Mediación Intercultural iniciado por el Plan 
Director de Inmigración del Departamento de Salud de la Generalitat de Cataluña que 
se está implementando actualmente.

3. �¿Facilitador, Mediador con competencia 
intercultural o Mediador intercultural?

Se ha titulado el presente trabajo bajo el epígrafe de acciones, lagunas y contradicciones. 
Creemos haber descrito de una manera general las diversas acciones desarrolladas en 
las CCAA en relación a un segmento de la población extranjera; la inmigrante. Aquí 
emerge la primera laguna, y es el «olvido» de considerar las necesidades culturales de 
otro tipo de usuarios extranjeros residentes.
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Así mismo valoramos como una gran laguna el que el énfasis mayoritario de los 
servicios y programas se centren el las barreras lingüísticas y releguen o ignoren las 
diferencias relativas a los sistemas de salud y los otros constructos culturales. Estas di-
ferencias pueden generar retrasos, dificultades y, por ende, distorsiones en el proceso de 
diagnóstico, tratamiento y pronóstico que podrían solventarse con un adecuado conoci-
miento y comprensión mutuo. Todo ello redunda negativamente en la salud y bienestar 
de la población, los profesionales así como la organización y los costes del sistema.

Consideramos que la gran contradicción de nuestro sistema de atención al usuario 
inmigrante radica en la propia figura del profesional que la lidera. En comunidades 
como Castilla y Leon, Valencia, Murcia o Canarias casi se minimizan las necesidades 
específicas de estos colectivos. Como ya se ha comentado prácticamente se reducen a 
las barreras lingüísticas (aquí es pot indicar molta bibliográfia localitzada per el Ruben, 
no?. En otras comunidades con más tradición en un tratamiento más completo a estos 
colectivos (información, acompañamiento, etc.) como Andalucía o Cataluña apenas se 
aluden conflictos, más allá de estas barreras comunicativas, y cuando así sucede, la 
mayoría de las veces se relacionan con factores administrativos o comunicativos, más 
que interculturales. En Palabras de la responsable del Plan Director de Inmigración del 
Departamento de Salud de la Generalitat de Cataluña los conflictos interculturales son 
escasos. Y ante este panorama el personal que interviene se denomina bajo un perfil 
de especialista en la gestión de conflictos. Esta es, para nosotros, la gran contradicción. 
Contradicción que ha sido percibida en la Generalitat y que está motivando la decisión 
de cambiar de denominación el perfil de la persona que realiza estas funciones de aco-
gida, acompañamiento y orientación para pasar a denominarse facilitador. El debate 
sobre este hecho sigue entre los mismos profesionales que cuestionan si el mediador in-
tercultural es un especialista o debería ser un mediador especialista en ámbitos como el 
comunitario, el de salud, el escolar, etc. con formación en competencias interculturales. 
Desde nuestra perspectiva, esta segunda opción parece más coherente con la presencia 
transversal de la cultura en los diversos ámbitos de la sociedad. En este sentido que-
remos aportar que optar por especialistas nativos, expertos de una cultura específica 
siempre resulta necesario en ciertos contextos y escenarios. Aquí queremos reiterar que 
no es suficiente ser nativo o contar con competencia lingüística, sino que se debe tener 
competencia intercultural —en este caso en ambos Sistemas de Salud— .Estas personas 
aportarían un enfoque emic (o especialista de una cultura específica) definir o explicar 
que es?)a la intervención. Pero en muchos casos es materialmente imposible de contar 
con tan amplísimo número de personas o con tal cualificación. Los profesionales con 
competencia lingüística y con una praxis fundamentada en enfoques etic (especialista 
en modelos culturales generales) explicar!!! cuentan con modelos de análisis cultural 
que, plenamente validados por la investigación científica- transcienden las culturas es-
pecíficas a taxonomías más transferibles como son las del Individualismo/colectivismo, 
Alto/Bajo Contexto, Específico/ Difuso, etc. (Hall, 1976; Hosfede 1999 y Trompenaars, F. 
& Hampden-Turner, C, 2000). Estas personas aunque no fueran de la misma cultura 
que las personas a las que están asesorando, contarían con plena competencia inter-
cultural para ejercer las funciones que se requirieran. Y si ello fuera resolver conflictos, 
en ambos casos, tanto desde la perspectiva emic como etic, las personas deberían tener 
una buena base conceptual y aplicada de la teoría y gestión del conflicto intercultu-
ral; conociendo, comprendiendo y aplicando los elementos culturales que afectan en el 
desarrollo, gestión, resolución y prevención del conflicto en entornos multiculturales. 
Trabajos como los de Hammer (2005), Ting- Toomey et al. (2000) o Aneas, Armadans y 
Montane (2008) pueden fundamentar tal competencia para la mediación de conflictos 
interculturales.
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4.	 Conclusiones

La presencia de personas de otros países ha creado un nuevo escenario para las relacio-
nes clínicas. Un escenario en el que han surgido nuevas necesidades y que demando de 
nuevos recursos. 

En nuestro país, al igual que muchos otros de Europa, se han focalizado casi ex-
clusivamente los recursos para satisfacer las necesidades de un colectivo de personas 
extranjeras con unas características socioeconómicas muy específicas, se ha focalizado 
la atención en las personas inmigrantes. Ignorando o minusvalorando las necesidades 
de otros colectivos de extranjeros en cuanto al factor cultural.

Actualmente en España, las necesidades atendidas en los usuarios-pacientes in-
migrantes, se centran en torno a la información al usuario-paciente de los canales y 
procesos de acceso y uso de nuestro sistema de salud y en la traducción interpretación 
lingüística.

Todo y esta realidad, la interculturalidad en la salud se debería considerar desde 
una perspectiva más abierta y global. La interculturalidad en la salud podría concebir-
se en torno a todos aquellos aspectos que facilitan la relación clínica cuando entran en 
contacto diversos sistemas culturales de salud. Aspectos que comprenderían elementos 
de clarificación conceptual y comunicación intercultural en torno al diagnóstico, trata-
miento y atención con el paciente de cultura diferente a la del profesional. Aspectos que 
nuestras administraciones deberían considerar y atender de una manera más decidida 
y sistemática. 

La gestión de esta interculturalidad debería abordarse desde diversos enfoques: 
Sería deseable que los profesionales (médicos, enfermeras, personal auxiliar, personal 
de atención al público) de nuestros centros recibieran una formación que les dotara de 
competencias interculturales que permitiera incorporar el factor cultural en su queha-
cer médico-asistencial; considerando la necesidad de conocer y comprender el sistema 
de salud cultural de estos usuarios y aplicando en su praxis puentes de unión intercul-
tural. Otros profesionales de diversa adscripción y cualificación podrían incorporarse al 
sistema aportando funciones que son necesarias en cuanto a la traducción, la informa-
ción, el acompañamiento, y ¿por que no? la mediación en el caso que sea necesario un 
profesional en la gestión positiva del conflicto.
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Resumen. Analizamos en esta comunicación la forma en que la mediación 
educativa se está implantando en los centros escolares en los que se está limi-
tando, prácticamente, a la puesta en marcha de equipos de mediación formados 
por alumnos y profesores encargados de intervenir en la resolución de casos de 
conflicto. Defendemos en este trabajo que la mediación educativa no debería 
limitarse, solamente a esto, sino que debería aprovecharse su enorme potencial 
para transformar la escuela y desde ella la sociedad. Tal vez sea la dificultad de 
definirla en este momento inicial y las barreras pedagógicas que suelen poner-
se a los cambios en profundidad lo que justifique la situación actual.

Palabras clave: mediación educativa, dificultades de definición, capacidad 
transformadora, barreras pedagógicas 

Abstract. In this paper we analyse the way in which Education Mediation is 
being introduced and developed in schools. In the educational context, media-
tion is being restricted to creating teams of mediators composed by teachers 
and students in charge of problem solving negotiation. Here we support that 
education mediation shouldn´t be so limited but, on the contrary, it should be 
expanded by taking advantage of its enormous potentiality to transform school 
and thus society. The present situation may be justified by the initial difficulty 
to give a clear definition as well as by the usual pedagogical barriers against 
profound changes.

Keywords: education mediation, difficulty definition, pedagogical barriers

Introducción

La mediación educativa está llegando a los centros como una receta mágica para mejo-
rar la convivencia, fundamentalmente la convivencia entre alumnos y las relaciones en-
tre discentes y docentes, esta forma de introducir la mediación en los centros no resulta, 
en opinión de algunos autores, (Rozenblum, 2008), la más adecuada porque asociar la 
mediación con conflicto es alterar el propio sentido de la misma y aún más, confundirla 
con una herramienta para mejorar la disciplina es, en nuestra opinión, limitar las enor-
mes posibilidades transformadoras de la mediación educativa. 

Es esta capacidad transformadora la que nos interesa tratar en esta ocasión y, al 
mismo tiempo, reflexionar donde se encuentran las barreras que desvían el interés por 
la mediación principalmente hacia la prevención y resolución de conflictos a través de 
la creación de equipos de mediación Nos planteamos en esta comunicación, alguna de 
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las razones que pueden explicar la resistencia del profesorado a interesarse por la me-
diación educativa desde una perspectiva más ambiciosa y como una oportunidad de re-
novación y de cambio. A fin de adaptarnos al espacio de este trabajo hemos seleccionado 
dos: las dificultades que representa definir el propio concepto de mediación educativa y 
las reticencias de nuestro modelo educativo y de una parte de la comunidad educativa 
a los cambios profundos que implicaría este nuevo estilo no solo de convivencia sino de 
enseñanza-aprendizaje. 

1.	 La dificultad de definir la mediación educativa

Si se puede afirmar que definir qué es mediación en general ha generado más contro-
versias que puntos de encuentro (Boqué, 2003)1, definir qué es mediación educativa es 
también un tema de debate, pues si desde el punto de vista teórico casi todos los autores 
están de acuerdo en que la mediación educativa, como cualquier otra, es un método de 
resolución de conflictos con la colaboración de un tercero que no está relacionado con él 
y que ayuda a las partes a resolverlo o al menos a llegar a acuerdos que permitan res-
tablecer la relación o llegar a una relación pacífica en el ámbito escolar, en la práctica, 
queda mucho por perfilar en aspectos muy importantes, como por ejemplo, si debe plan-
tearse como una alternativa a las medidas disciplinarias que recogen los reglamentos 
de los centros o bien considerarla como un proceso de interrelación y cooperación entre 
las personas que se convierta en una conducta indispensable en la práctica efectiva de 
los valores de convivencia (Boqué, 2003). 

Del mismo modo, existen opiniones divergentes sobre si el poder está o no ausente 
de este tipo de mediación, sobre si es o debe ser un proceso informal o formal con técni-
cas consolidadas y mediadores profesionales. Se cuestiona, también, quienes deben ser 
mediadores (adultos, niños, adolescentes) qué preparación deben tener y qué cualidades, 
donde y cómo pueden formarse, si deben formarse equipos de mediación externos o en 
los propios centros(Veiga, 2009), si es así, en qué lugar debe ubicarse y en qué tiempos. 
Igualmente, no está resuelto el tema de que tipos de conflictos escolares son o no media-
bles y en qué forma (Borrego Seijo, 2007) o como deben formularse los acuerdos (Bush y 
Folger, 1996) y si sería oportuno recoger también los desacuerdos (Boqué, 2003)2 etc.. A 
pesar de tantos interrogantes y cuestiones sin resolver, la mediación educativa ha lle-
gado a los centros como una panacea y se ha ofertado casi como un producto milagroso 
que puede solucionar los problemas de convivencia. 

En estas circunstancias, creemos que se puede correr el peligro de que pueda con-
vertirse en un producto destinado a saciar rápida y económicamente las necesidades, 
sobre todo de disciplina en la escuela, utilizando la mediación para resolver problemas 
puntuales en lugar de profundizar en la capacidad transformadora de plantear de otro 
modo la convivencia y el estilo de enseñanza -aprendizaje. Esto podría desvirtuar su 
esencia, frustrar las ilusiones puestas en ella y lo que es peor, perder la oportunidad de 
aprovechar su enorme potencial para cambiar la escuela y desde ella la sociedad, pues 

1	� Recoge las opiniones de varios autores, como por ejemplo, Bush y Folger, Kolb, Diez y Tapia, 
Giró, Cobb, etc. que definen la mediación desde perspectivas muy diferentes; incluso alguno, 
como Six, llega a afirmar que la palabra se ha convertido en un cajón de sastre donde cabe 
todo. 

2	� Esta autora prefiere hablar de «memoria de mediación» donde se recojan tanto los acuerdos 
como los desacuerdos que han quedado pendientes.
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coincidimos con otros autores en que la mediación escolar es, sobre todo, un proceso 
educativo que transforma a las personas y una estrategia de formación de toda la comu-
nidad educativa (De Prada y López, 2008 ). 

En nuestra opinión, la mediación educativa no debe entenderse solamente como una 
herramienta para resolver o incluso prevenir conflictos 3 sino como un estilo educativo, 
una forma de entender la convivencia entre los distintos elementos que forman la comuni-
dad escolar (profesores, alumnos, padres, equipos, personal de administración y servicios 
etc.). Sin renunciar a la posibilidad de que se creen equipos de mediación, creemos que 
la mediación en los centros debe ser aplicada como un programa de convivencia que sea 
entendido y aceptado por todos e incorporado a la vida de la escuela y a la práctica diaria 
estableciendo una forma diferente de relacionarse4 ya que las dimensiones transformado-
ras de la mediación suponen un cambio de modelo y también de meta, pues no se busca, 
solamente, la resolución de los problemas cambiando las situaciones sino también a las 
personas (Rozenblum, 2008)5. Este planteamiento, mucho más ambicioso, de la mediación 
educativa exige introducir cambios importantes en la pedagogía tradicional basada, en 
palabras de Vidal de Lorenzo, en el peso de los adultos en la escuela, en una matriz com-
petitiva asociada a (ganar/ perder), en una estructura jerárquica que provoca y sostiene 
la pasividad en la relación docente-alumno al tiempo que legitima el uso de cierto autori-
tarismo dentro de los centros educativos (Vidal de Lorenzo, 2007). 

El peso de los adultos en la escuela es evidente tanto en enseñanza Primaria como 
en enseñanza Secundaria, los curricula, de obligado cumplimiento, alejan cada vez más 
a los alumnos de las experiencias asamblearias de la educación infantil, donde apren-
den a decidir, junto con sus maestros, el programa de cada jornada siendo sustituidas 
por una enseñanza cada vez más rígida y más dirigida que, en parte, explica la pasi-
vidad que se observa en el final de la etapa de Primaria y, sobre todo, en Secundaria. 
Esta situación no favorece el equilibrio entre las partes cuando se hace necesario mediar 
en un conflicto, por eso, al menos de momento, la mediación se realiza, prácticamente, 
entre iguales, normalmente alumnos, y son mucho más escasos los casos de mediación 
entre alumnos y profesores, padres, personal de servicios, etc. (Veiga, 2009)6. 

La competitividad mal entendida en la que unos se sienten ganadores y otros perde-
dores es lo opuesto a la forma en que la mediación aborda la convivencia y, en su caso, 
la resolución de conflictos. Para la mediación educativa, lo más importante es mantener 
las relaciones interpersonales, en base a la práctica, de la escucha activa, la empatía, 
la legitimación de los otros, etc, y también es lo más importante de un proceso de me-
diación, restablecer la relación dañada entre las partes de un conflicto, logrando para 
ambas acuerdos que respondan a sus necesidades de ambos y en donde las dos tengan 
la percepción d e haber salido ganando. 

Obviamente, la tentación del autoritarismo, suele ser el recurso al que se acude 
cuando se carece de habilidades y herramientas para enfrentarse a un grupo y está en 

3	� Recordemos que, desde una visión positiva del conflicto, no siempre resulta positivo prevenirlos 
pues ello podría impedir el desarrollo tanto personal como institucional de la comunidad educa-
tiva.

4	� El de la escuela pacífica y el aula pacífica, que recoge el que la LOGSE fijó como tema transver-
sal: el de la educación para la paz. 

5	� Analiza como la mediación transformadora permite a las partes capitalizar los conflictos como 
oportunidades de crecimiento.

6	� Identifica la mediación paritaria o entre iguales exclusivamente con las mediaciones entre y 
por alumnos. 
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la base de un modelo pedagógico tradicional que, no podemos ocultar, todavía pervive 
en nuestro sistema educativo (Martínez Guijo, 2009)7. Estos y otros aspectos, de los que 
tratamos en el siguiente apartado, constituyen auténticas barreras pedagógicas a la 
mediación educativa en el sentido en que la entendemos, como una savia renovadora y 
transformadora de la sociedad a través de la escuela. 

2.	 Las barreras pedagógicas a la mediación educativa

Sin querer entrar en el debate del qué y el cómo de las disciplinas, pensamos que, sobre 
todo en la enseñanza Secundaria, éstas constituyen la mayor barrera pedagógica no 
solo a la introducción de la mediación educativa sino a cualquier cambio que provoque 
en el profesorado la sensación de qué fuera de la enseñanza de su disciplina su labor 
docente carece de sentido. Transcurridos treinta años desde que la LOGSE introdujo 
cambios legislativos transcendentales como el de convertir en obligatoria la enseñanza 
hasta los 16 años, desde nuestra experiencia, y salvando excepciones, la «o» de obliga-
toria se ha atragantado hasta el punto de no haberla digerido aún, y como ninguna de 
las leyes posteriores ha cambiado esa letra porque, obviamente, representa una de las 
mayores, sino la mayor, conquista social del siglo XX, una parte importante del profe-
sorado ha vivido y sigue viviendo una incomodidad sostenida unida a la sensación de 
haber venido a menos en su consideración social, al asociar ésta con la capacidad y valía 
de sus alumnos y los puestos a los que, antes de la LOGSE, estaban destinados (funcio-
narios medios, altos, profesiones liberales etc.)

 La llegada masiva de un alumnado mucho más plural, menos educado en muchos 
casos, y con menos perspectivas de aprovechar el estudio para un futuro mejor, ha ido 
poniendo de manifiesto la necesidad de un nuevo profesorado para unos nuevos alum-
nos muchos de los cuales solo aspiran a finalizar sus estudios obligatorios para abando-
nar, el sistema educativo. Evidentemente, esto ha hecho necesario el replanteamiento 
de las disciplinas y sobre todo del método de trabajo, menos reflexivo y más activo, pero 
eso no ha sido suficiente; la insatisfacción de los profesores con sus alumnos es paralela 
a la de los alumnos con sus profesores a los que consideran, en muchos casos, aburridos 
y faltos de recursos para enseñarles cosas útiles para la vida, aparte de sus materias.

Este es uno de los problemas de la enseñanza y origen, a su vez, de otros muchos 
derivados de la diferencia entre la realidad y lo que cada parte de la comunidad edu-
cativa espera de las otras. Los padres y las madres esperan, a veces, que los profesores 
consigan de sus hijos lo que ellos no han podido, los alumnos confían en que aprender 
no sea tan difícil ni tan esforzado, en cuanto a los profesores, los veteranos comprueban 
cada día que los modelos aprendidos ya no sirven ni dentro ni fuera de la clase, lo que 
produce estados de verdadera inquietud sobre por donde salir o que decisión tomar, de 
otra y los profesores jóvenes que se incorporan a la enseñanza Secundaria no salen de 
las Facultades con más recursos que los que tuvieron sus profesores, dado que, hasta 
ahora, ninguna carrera universitaria, excepto Pedagogía, prepara para esta profesión 
llegando, en general, sin la preparación, ni psicológica ni pedagógica adecuadas, para 
enfrentarse a la tarea docente lo que incide directamente en su ánimo personal pero 
también en la calidad de su trabajo. 

7	� Concluye su estudio sobre estilos de enseñanza afirmando que el profesorado tanto de enseñan-
za Primaria como el de Secundaria, prefiere el estilo de enseñanza formal sobre el abierto y que 
este modelo favorece el estilo de aprendizaje reflexivo sobre el activo.
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Se puede afirmar que a todos les faltan herramientas, habilidades sociales, para 
abordar su trabajo diario y este déficit no solo afecta a las relaciones con los alumnos, 
sino también, y de forma importante, a las relaciones entre profesores, padres y per-
sonal de servicios. Respecto a las relaciones entre profesores, es reconocido por todos 
que son las que más inciden en la vida de un centro escolar, sin embargo casi nadie se 
atreve a afirmar que existe un alto nivel de desencuentro, cuando no de conflicto, entre 
muchos miembros de los claustros, excepto cuando se habla de este tema en seminarios 
y grupos de trabajo es practicamente unánime la opinión, expresada en multitud de 
encuentros con profesores, de que unas deficientes o malas relaciones con compañeros 
hacen la vida tanto o más difícil que con los alumnos. La importancia de este hecho, 
trasciende a la convivencia de los centros y tiene consecuencias, más de las que pueda 
parecer en la educación de los alumnos y alumnas pues los problemas entre profesores 
o entre cualquier otro grupo de adultos de los que constituyen la comunidad educativa 
suelen ser rápidamente percibidos por ellos de modo que puede echar por tierra cual-
quier programa de mejora de la convivencia ya que, obviamente, un profesor no puede 
actuar de mediador si no tiene un comportamiento coherente con el espíritu mediador 
en todas sus relaciones con los miembros de la comunidad educativa. Como afirma 
María José Diaz Aguado lo primero es dar ejemplo, no se puede predicar lo que no se 
cumple (Díaz, 2002). 

Así pues, implantar la mediación educativa pasa por formar al profesorado en los 
valores de la mediación, en el estilo mediador como un estilo de convivencia y como 
una herramienta de enseñanza-aprendizaje. Esta es, en nuestra opinión, una necesi-
dad urgente porque la convivencia en los centros está muy relacionada con proporcio-
nar a los docentes una formación en estrategias y técnicas de mediación que incluyen 
habilidades sociales para manejar las relaciones interpersonales y grupales a fin de 
evitar y/o manejar aquellas situaciones que pueden derivar en un conflicto (Parcero, 
2008).

Aceptar este estilo de convivencia afecta al comportamiento personal y profesional 
lo que exige, realmente, estar dispuestos a cambiar aspectos ya muy consolidados tanto 
de la propia personalidad como del rol docente. Tal vez por esto, se ha empezado por 
introducir la mediación educativa a través de la formación sobre todo de alumnos con-
fiándoles la prevención y la gestión de los conflictos entre iguales; siendo esta labor muy 
importante representa solo una parte de un programa de mediación; sin la implicación 
de los profesores, los padres y el resto del personal del centro, al menos desde el cono-
cimiento de lo que se está haciendo y el sentido de esta nueva forma de relacionarse, la 
mediación educativa tendrá poco futuro. Para que sea sostenible en el tiempo es absolu-
tamente necesario que se implique toda la comunidad y que eso se traduzca en acciones 
a todos los niveles dentro de la escuela; en las prácticas educativas, en el manejo de 
conflictos, en los procesos de toma de decisiones, etc. (Alzate, 2000). 

El estilo mediador exige un modelo pedagógico más próximo al de educación inte-
gral basado en el alumno como centro del proceso educativo en compañía de sus iguales 
y con el docente que guía el proceso estimulando el pensar y la interacción entre iguales. 
Este docente tiene como tarea guiar a los alumnos en el desarrollo de sus estrategias 
autónomas de aprendizaje a demás de los contenidos. La educación integral busca de 
una parte, completar la instrucción sumando a la enseñanza de conocimientos los temas 
que aparecían en el currículo oculto y que ahora se introducen como valores y actitudes 
en los contenidos de las diferentes áreas curriculares, de otra, integrar el pensamiento 
lógico con el pensamiento lateral pues, como es sabido, la falta de desarrollo de inte-
ligencia emocional puede llegar a obstaculizar el proceso cognitivo (Eliana Vidal de 
Lorenzo, 2007).
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Conclusiones

La mediación educativa debe enmarcarse en la corriente de la escuela pacífica que re-
presenta a la cultura de paz que en los últimos cuarenta años del siglo XX se extiende 
por toda América y por algunos países europeos.

La escuela en paz se basa en establecer un tipo diferente de relaciones entre los 
miembros de la comunidad educativa y en una nueva forma de plantear las relaciones 
de enseñanza-aprendizaje.

La mediación educativa, entendida en un sentido transformador de estas relaciones 
es una gran oportunidad para llevar adelante una auténtica renovación de la escuela y 
desde ella una transformación de la sociedad.

Para que esto ocurra es necesario que se vaya definiendo el propio concepto de me-
diación educativa y que no se reduzca solamente a la formación de equipos de mediación 
para resolver conflictos.

Los principios y herramientas de la mediación educativa y de la negociación debe-
rían incorporarse a la preparación de los profesores de Enseñanza Secundaria desde los 
propios grados y, por supuesto, deben formar parte importante de los cursos de posgra-
do, en particular de los masters de profesores en Secundaria.
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Resum: Con la presente comunicación se pretende describir la actividad y los 
objetivos de los dos Servicios de Mediación Penal (SMP) ubicados en el Territo-
rio Histórico de Bizkaia, concretamente en los Palacios de Justicia de las loca-
lidades de Bilbao y Barakaldo. Asimismo, se pretende ofrecer algunos datos y 
reflexiones sobre el trabajo llevado a cabo en los mismos.

Paraules clau: mediación penal, reparación, justicia restaurativa.

1.	 Descripción de la actividad y objetivos

Habría que comenzar apuntando que los SMP están compuestos por equipos multidis-
ciplinares en los que encontramos profesionales provenientes del mundo del Derecho, 
la Psicología o el Trabajo Social. Evidentemente, todas estas personas, además de su 
formación académica de origen, están especializadas en técnicas de resolución de con-
flictos y en mediación. 

Los SMP son puestos a disposición de los órganos judiciales por el Departamento 
de Justicia y Administración Pública del Gobierno Vasco, y se encuadran dentro de los 
Servicios de Cooperación con la Justicia junto a los Servicios de Asistencia a la Víctima 
(SAV), de Asistencia al Detenido (SAOS) y de Asistencia a la Reinserción (SAER).

Los SMP de Bilbao y Barakaldo son gestionados en la actualidad por el «Centro Uni-
versitario para la Transformación de Conflictos GEUZ». Además de estos, existen otros 
dos Servicios de Mediación Penal en la Comunidad Autónoma del País Vasco, uno de 
ellos ubicado en el Palacio de Justicia de Vitoria-Gasteiz, gestionado por el «Instituto de 
Reinserción Social de Euskadi-IRSE», y otro en el Palacio de Justicia de Donostia-San 
Sebastián, gestionado por la «Asociación para la Mediación y Pacificación de Conflictos 
de Navarra-ANAME».

Estos cuatro Servicios ofrecen una atención gratuita a la ciudadanía, siendo siem-
pre el órgano judicial quien debe decidir la remisión del asunto al procedimiento de 
mediación, que, en todo caso, ha de ser voluntario para las partes durante todo el tiem-
po que dure el mismo, pudiéndose abandonar en cualquier momento sin que suponga 
merma en las garantías procesales.

De todos modos, pese a que la decisión final de la remisión a mediación depende 
del juez, es posible que los letrados, bien de la defensa, bien de la acusación particular, 
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o, incluso los propios particulares, a través de los otros servicios de Cooperación con la 
Justicia anteriormente citados, soliciten al órgano judicial la derivación de un asunto 
concreto a mediación.

En cuanto a los objetivos de los SMP, el principal sería ofrecer un sistema de 
mediación en las distintas fases del proceso penal —instrucción, enjuiciamiento y 
ejecución—, de cara a que, tanto la persona que ha sufrido el delito, como la que es 
denunciada, voluntariamente y a través de un proceso confidencial, cuenten con la 
posibilidad de participar activamente en la resolución o transformación del conflicto 
que ha llevado a la interposición de una denuncia y en el que ambas están implica-
das, profundizando en la comunicación, el diálogo constructivo y la toma de acuerdos 
consensuados que busquen la fórmula más idónea para satisfacer las necesidades 
personales y sociales de ambas partes, contando con la facilitación o asistencia de las 
personas mediadoras.

Se pretende, en suma, no solo dotar de protagonismo a la persona imputada, sino 
también de ofrecer a la persona denunciante o perjudicada de un espacio seguro en el 
que poder expresar sus sentimientos y necesidades, así como de poder acceder a una re-
paración real en relación al daño sufrido. Para contrastar estos extremos se realiza una 
evaluación externa e independiente, que explora entre las personas que han acudido a 
mediación su grado de satisfacción con el proceso.

Junto con este objetivo principal, encontramos otros objetivos específicos, como son 
el desarrollar un modelo que favorezca la toma de decisiones de las partes en relación 
al hecho cometido, así como un modelo que favorezca la responsabilización de la perso-
na que ha causado un determinado daño y que aporte una mayor comprensibilidad en 
todo el proceso penal para todas las partes involucradas en la acción penal. Con estos 
objetivos se busca reducir, a medio plazo, la tasa de reincidencia en aquellas personas 
procesadas que pasan por el proceso de mediación. Evidentemente, para contrastar este 
aspecto es necesario realizar una investigación o estudio de reincidencia a medio plazo 
(tres o cinco años).

Son también objetivos específicos la consolidación con los operadores jurídicos invo-
lucrados de los Juzgados de Instrucción y de lo Penal de una metodología de mediación 
consensuada, así como contribuir a la agilización de los procedimientos judiciales, dis-
minuyendo la carga de trabajo de la Administración de Justicia, favoreciendo a la des-
congestión del sistema penal. En la medida en que todo el proceso se realiza controlado 
por los operadores jurídicos -y en última instancia el acuerdo entre las partes requiere 
la sanción judicial- se garantizan los derechos de todas las partes, así como el interés 
público inmanente al ius puniendi. De todos modos, pensamos que con el procedimiento 
de mediación se pueden agilizar los procedimientos judiciales, al lograr en un plazo 
inferior a dos meses una resolución extrajudicial que se puede incardinar en el procedi-
miento penal a través de una conformidad.

Otros objetivos específicos son el realizar un trabajo en red con los diferentes ser-
vicios de cooperación con la Justicia, así como trabajar en red con otras organizaciones 
y servicios sociales de los Partidos Judiciales de Bilbao y Barakaldo, contribuyendo, en 
última instancia, a la difusión y sensibilización de la mediación en la sociedad vasca, 
como método eficaz a la hora de resolver conflictos en el ámbito penal de un modo 
dialogante y consensuado, así como colaborar en la creación de una cultura social de 
paz, integradora y tolerante. En este sentido los SMP desarrollan diferentes tareas de 
difusión y sensibilización.
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2.	 �El proceso de mediación: criterios de derivación, 
algunos resultados obtenidos y fases de la mediación

La ausencia de regulación legal específica del procedimiento de mediación penal (tanto 
el Código Penal como la Ley de Enjuiciamiento Criminal no recogen ninguna mención a 
la mediación, al contrario de lo que ocurre con la Ley 5/2000 de Responsabilidad Penal 
de los menores), ha propiciado su construcción consensuada entre diversos operadores 
jurídicos de la CAPV. En este sentido, creemos que para el éxito de la mediación penal 
reparadora, en cuanto proyecto a construir por todas estas partes implicadas, se consi-
dera fundamental la comunicación fluida entre jueces, fiscales, secretarios/as judiciales, 
letrados/as y profesionales de los SMP.

Teniendo esta premisa en cuenta, evidentemente no nos encontramos con un pro-
tocolo cerrado de actuación en mediación, sino con un procedimiento dinámico, y cier-
tamente abierto, en el que los operadores jurídicos aportan constantes elementos de 
mejora.

En cuanto al proceso de derivación de un expediente a mediación, son los distintos 
Juzgado quienes remiten las causas a los SMP previa resolución, en forma de Auto, Pro-
videncia o Diligencia de Ordenación, acordando el sometimiento de la causa al proceso 
de mediación penal, determinando el plazo para que desarrolle su cometido (normal-
mente entre uno y dos meses), así como, en su caso, otras condiciones en las que se debe 
cumplir este mandato judicial.

EL sometimiento de la causa al proceso de mediación no supone por sí misma la 
suspensión o paralización del proceso penal, ya que continúan practicándose las diligen-
cias de investigación ya acordadas y aquellas que se consideran precisas para el debido 
esclarecimiento de los hechos, como pudieran ser determinadas pruebas periciales o 
informes de la clínica forense.

Respecto a qué tipo de casos son los habitualmente derivados a los SMP por parte 
de los órganos judiciales, se han establecido diferentes criterios a la hora de la remisión. 
Por un lado, se tienen en cuenta las condiciones subjetivas de las personas que prota-
gonizarían la resolución mediada, tanto en función de sus diversas capacidades perso-
nales como de la situación coyuntural en que se encuentren. Por ejemplo, el padecer 
una enfermedad mental grave puede limitar seriamente el proceso mediador, ya bien 
en lo referente a la toma de acuerdos, como al cumplimiento de los mismos. Por tanto, 
la significación subjetiva del hecho, al margen de su calificación jurídico-penal, esto es, 
el componente personal, se percibe como algo relevante para poder desarrollar, o no, la 
acción mediadora.

Por otro lado, es también necesario tener en cuenta ciertas condiciones objetivas. 
Así, es recomendable la derivación a mediación en aquellos hechos flagrantes o cuando 
existan claros indicios de criminalidad. Allí donde la búsqueda de la libre absolución sea 
un objetivo difícilmente alcanzable por la defensa letrada, el terreno está abonado para 
la mediación, ya que la participación de la persona denunciada o imputada requiere 
cierto reconocimiento de hechos por su parte. Si el proceso de mediación busca, entre 
otras cosas, la reparación a la víctima, se entiende que la persona acusada asumirá 
cierta responsabilidad en los hechos acaecidos. 

Asimismo, la mediación es recomendable en aquellos casos en los que existen re-
laciones enconadas entre las partes, con denuncias repetidas o cruzadas entre ellas. 
Aquellos casos de relaciones vecinales, laborales o familiares conflictivas, en donde la 
sentencia judicial difícilmente soluciona la problemática de fondo, la mediación puede 
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ser una alternativa real y efectiva para ayudar a las partes a consolidar una solución 
al conflicto.

En cuanto a los tipos penales que puedan ser derivados a mediación, considerando 
que la mediación es un procedimiento informal incardinado en el proceso formal, en el 
que los sujetos protagonistas del hecho delictivo son quienes ostentan el control del diá-
logo y de su resolución entre ellos —las partes procesales y el órgano judicial ostentan 
el control y resolución del procedimiento penal—, se entiende que no es posible estable-
cer a priori en abstracto cuáles son los tipos de delito para los que el procedimiento de 
mediación sea el idóneo. En todo caso, la calificación jurídico penal no debe ser absolu-
tamente determinante, salvo que así lo dispongan las leyes o cuando entran en juego 
intereses generales. La gravedad del hecho conforme a las normas del Código Penal no 
tiene por qué coincidir con la gravedad percibida subjetivamente; ni todos los delitos 
graves deben quedar excluidos, ni todos los hechos leves, como las faltas, son idóneos 
para ser objeto de mediación. Además, cabe la posibilidad de que participen en el pro-
ceso otras personas, cumpliendo roles de víctimas subrogatorias o vicarias, teniendo en 
cuenta las características de cada caso.

Teniendo en cuenta estas premisas, la mediación puede ser especialmente inte-
resante en delitos contra la propiedad (robos, hurtos, daños, apropiaciones indebidas, 
estafas), así como en lesiones, malos tratos, amenazas, injurias y calumnias, violencia 
familiar o delitos contra los derechos y deberes familiares.

En la siguiente gráfica podemos apreciar cuáles han sido los tipos penales que se 
han derivado a los dos SMP durante el primer trimestre de 2009.

Tipos de infracciones (delitos) Barakaldo Bilbao Total %

Lesiones 13 17 30 39,47

Malos tratos 14 2 16 21,05

Daños 4 2 6 7,9

Apropiación indebida 2 3 5 6,57

Amenazas 4 4 5,26

Atentado contra la autoridad 1 2 3 3,95

Hurto 1 1 2 2,63

Robo y hurto de vehículo 1 1 2 2,63

Robo con fuerza en las cosas 1 1 2 2,63

Robo con violencia e intimidación 1 1 1,31

Injurias 1 1 1,31

Quebrantamiento de condena 1 1 1,31

Estafa 1 1 1,31

Calumnias 1 1 1,31

Descubrimiento y revelación de secretos 1 1 1,31

Total 43 33 76 100

Tipos de infracciones (faltas) Barakaldo Bilbao Total %

Incumplimiento de relaciones familiares 17 1 18 23,68

Lesiones y maltrato de obra 8 7 15 19,74
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Amenazas 6 6 12 15,79

Injurias 7 4 11 14,47

Daños 2 4 6 7,9

Maltrato de obra 2 4 6 7,9

Coacciones 1 2 3 3,95

Orden público 1 1 2 2,63

Vejaciones 0 1 1 1,31

Desobediencia 0 1 1 1,31

Calumnia 0 1 1 1,31

Total 44 32 76 100

Total delitos y faltas 87 65 152

Se puede apreciar que son los delitos contra las personas —lesiones y malos tratos— 
los más derivados a mediación por parte de los diferentes juzgados. Esta tendencia 
responde a la percepción que hay en los juzgados respecto de la posibilidad de mediación 
en aquellos casos en los que existen daños personales. No obstante, se constata la efec-
tividad de la mediación en casos relacionados con delitos contra la propiedad o en faltas 
de incumplimiento de relaciones familiares, entre otras tipologías penales. 

En cuanto a los resultados de la mediación, tomando de nuevo los datos obtenidos 
durante el primer trimestre de 2009, se puede apreciar que en más de un 80% de los 
casos en los que se ha podido realizar mediación se ha llegado a un acuerdo satisfacto-
rio para las partes intervinientes —esto es, en aquellos casos en los que se ha llevado 
a cabo un encuentro directo entre las partes, o se ha realizado un proceso de encuentro 
indirecto simultaneo o diferido, se ha finalizado el proceso con la firma de un acta de 
reparación entre las partes—. 

Resultado de la mediación Barakaldo Bilbao Total %

Acabada con acuerdo 29 21 50 81,97

Acabada sin acuerdo 5 6 11 18,03

Total 34 27 61 100

Asimismo, se puede apreciar en la siguiente tabla que los contenidos de los acuerdos 
son diversos, no considerándose únicamente los de contenido patrimonial. Al contrario, 
a través de los procesos de mediación se puede comprobar como en numerosas ocasiones 
el acuerdo al que llegan las partes tiene mayor contenido simbólico que pecuniario.

Contenido del acuerdo Barakaldo Bilbao Total %

Renuncia a acciones civiles y 
penales

28 20 48 25,80

Compromiso de no reincidencia 25 15 40 21,50

Disculpas formales 21 18 39 20,97

Compromiso con el diálogo 13 0 13 6,99

Respeto mutuo 4 8 12 6,45

Pago a la víctima 4 6 10 5,38



Ramón Alzate Sáez de Heredia, Carlos Romera Antón202

Contenido del acuerdo Barakaldo Bilbao Total %

Otros (donación a instituciones 
benéficas, etc) 2 6 8 4,30

Tratamiento terapéutico 5 2 7 3,76

Realización de trabajos de 
reflexión por escrito 2 1 3 1,61

Servicios comunitarios 1 2 3 1,61

Retirada de la denuncia 0 3 3 1,61

Total 105 81 186 100

En cuanto a las fases del proceso de mediación, podemos establecer que hay cinco 
momentos diferenciados:

Un primer momento sería el de «Inicio del proceso». En este momento, una vez 
apreciada la predisposición de las partes a someterse a mediación, se les cita al efecto 
de aportarles información sobre en qué consiste el proceso de mediación y las conse-
cuencias que puede suponer para ellas. En esta fase el personal del SMP manifiesta 
de un modo claro su neutralidad e imparcialidad, así como los principios de volun-
tariedad y confidencialidad del proceso. En caso de querer continuar con el proce-
dimiento de mediación, las partes deberán firmar un documento de consentimiento 
informado. 

La segunda fase es la «Acogida». Consiste en una entrevista individual con cada 
persona. Se informa del contenido y naturaleza del proceso de mediación así como los 
posibles efectos e incidencias en el procedimiento judicial. En estas entrevistas indivi-
duales se trabajan también conflictos subyacentes, emociones, miedos, actitudes, así 
como el interés, necesidad y capacidad para someterse al proceso. Con esta información, 
el equipo mediador valora si procede o no iniciar la fase de encuentro, observando que 
la mediación no sea perjudicial para ninguna de las partes y que el verdadero interés de 
las personas participantes sea el de buscar una solución al conflicto.

El tercer momento es el del «Encuentro» entre las partes. Esta fase se muestra como 
una simple posibilidad, ya que en situaciones de grave tensión o profunda afectación 
psicológica o emocional de la víctima puede sustituirse por una comunicación indirecta, 
a través del equipo de mediación. El equipo mediador dirigirá siempre los contactos 
hacia la conciliación entre las partes. Puede durar una o varias sesiones, según la com-
plejidad del caso, la situación emocional de las partes o el número de víctimas.

La cuarta fase acabará, en su caso con el «Acuerdo», que quedará plasmado por 
escrito y llevará implícito un plan de reparación. Antes de la firma de los acuerdos, 
las partes pueden solicitar la asistencia letrada, de cara a que no firmen ningún docu-
mento que pueda significar la pérdida o la renuncia a algún derecho. En caso que se 
concluya sin acuerdo, el SMP informará de esta circunstancia al Juzgado y Ministerio 
Fiscal, respetando la confidencialidad de lo tratado. El Juzgado, en su caso, citará a 
las partes para que ratifiquen el acuerdo a presencia judicial, pudiendo dar al acuerdo 
el carácter de transacción judicial, con las consecuencias que permita el ordenamiento 
jurídico.

La última fase es la de «Seguimiento», que persigue conocer el grado de cumplimien-
to de los acuerdos firmados. Esta fase de intervención la consideramos especialmente 
importante. El juzgado competente podrá recabar del SMP los informes de seguimiento 
que considere oportunos, de cara a comprobar el cumplimiento de los acuerdos firmados 
por las partes.
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3.	 Efectos de la mediación en el proceso penal

La mediación que se realiza con anterioridad al dictado de la sentencia del hecho 
delictivo tiene su principal concreción legal en la aplicación de la atenuante de re-
paración del daño a la víctima prevista en el artículo 21.5 del Código Penal1, en la 
intensidad en que el órgano jurisdiccional la valore, simple o como muy cualificada, 
tomando en consideración el desarrollo del proceso y las demás circunstancias que 
concurran.

Por otro lado, en los delitos en los que quepa, la conciliación entre autor y víctima o 
la reparación de los daños podrían dar lugar al perdón de la persona ofendida. 

Asimismo, el acuerdo de mediación podrá tener su reflejo en el contenido de una 
eventual sentencia de conformidad. La sentencia de conformidad supondrá la impo-
sición de una condena pactada por el Ministerio Fiscal y la defensa de la persona im-
putada, y en su caso de la víctima si actuara en el proceso como acusadora particular, 
evitando, en su caso, la celebración del juicio. La sentencia de conformidad la dicta el 
Juzgado de Instrucción (con rebaja de un tercio de la condena), o en su caso un Juzgado 
de lo Penal. La sentencia, además de la condena, podrá recoger los pactos alcanzados 
por las partes respecto de la responsabilidad civil (indemnización, restitución o repara-
ción del daño causado), y, según el contenido del acuerdo, los compromisos personales 
a los que hubieran llegado las partes (promesa de no volver a molestar o importunar 
a la víctima, de no acercarse o mantener comunicación con ella, sometimiento a algún 
programa de tratamiento, etc.).

Para la persona imputada podrá suponer la aplicación de circunstancias atenuan-
tes, con rebaja de la pena impuesta; y en caso de ser privativa de libertad, facilitar la 
evitación del ingreso en prisión, favoreciendo el reconocimiento del beneficio de la sus-
pensión de la ejecución de la condena o de su sustitución por pena de multa o de trabajos 
en beneficio de la comunidad.

En los casos en los que la víctima no quiera participar en la mediación, o, una vez 
iniciado, el proceso se interrumpa por voluntad de aquella, el órgano judicial podrá 
valorar la voluntad de la persona infractora y las actuaciones efectivamente realizadas 
en orden a reparar el daño, a los efectos de la aplicación penológica correspondiente, 
plasmadas en el correspondiente Informe del SMP.

Por último, la mediación que se realiza en la fase de ejecución de la pena tiene 
posibilidades de ser valorada, cuando la persona no se encuentre cumpliendo condena 
privativa de libertad, de cara a la suspensión ordinaria o condicionada a tratamiento, 
así como en la suspensión durante la tramitación de un indulto. También cabría la 
valoración de la conciliación a los efectos de aplicación de la sustitución de la pena de 
prisión por multa y/o trabajos en beneficio de la comunidad2. En todo caso, la reparación 
efectiva puede ser tenida en cuenta como satisfacción total o parcial de la responsabi-
lidad civil, a los efectos previstos en la legislación penal y penitenciaria en materia de 
cumplimiento de la pena de prisión y beneficios penitenciarios.

1	� Son circunstancias atenuantes: [...] 5ª. La de haber procedido el culpable a reparar el daño 
ocasionado a la víctima, o disminuir sus efectos, en cualquier momento del procedimiento y 
con anterioridad a la celebración del acto del juicio oral.

2	� Según el artículo 88 del Código Penal, en orden a que quede acreditado «…singularmente el 
esfuerzo por reparar el daño causado».
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4.	 A modo de conclusiones

Según la investigadora Gema Varona, encargada de la evaluación externa realizada 
en el SMP de Barakaldo durante el segundo semestre de 2007, la sostenibilidad de los 
SMP dependerá de cuatro factores sobre los que se realizan las siguientes reflexiones: 
el marco legislativo; el compromiso continuado y compartido de los impulsores y los 
operadores jurídicos en sentido amplio; una planificación y apoyo financiero razonables; 
y el respaldo social.

En lo referente al marco legislativo es necesaria una legislación que dé cobertura 
normativa a las prácticas y a los equipos de mediación. En este sentido sería deseable 
que se hiciera cuanto antes. Sin embargo, también vemos necesario que esta regulación 
se realice con cierta flexibilidad, especialmente de cara a no limitar la acción mediadora 
al ámbito de las faltas o de los delitos de bagatela, así como que permita el desarrollo de 
verdaderos programas restaurativos en los que no falte el componente comunitario.

De todos modos, según Varona, no sólo deben considerarse los beneficios de la me-
diación para las víctimas y las personas imputadas, sino también sus riesgos poten-
ciales. Concretamente, habría que evitar toda conculcación de derechos tanto de las 
personas denuciadas/acusadas/imputadas/penadas, como de sus víctimas. 

También parece necesario continuar el trabajo en red, tanto con los operadores ju-
rídicos como con los recursos sociales ubicados en el entorno de los SMP. Asimismo, es 
necesario mantener una coordinación estrecha con la Dirección de Ejecución Penal de 
Gobierno Vasco, de la que dependen los Servicios.

Otro punto fundamental es la realización de evaluaciones externas de los SMP de 
manera sistemática, anual o bianual. Sólo así se podrán obtener datos suficientes para 
desarrollar mejoras en los Servicios a corto y largo plazo. Asimismo, resultará muy 
interesante realizar evaluaciones que traten de verificar el efecto diferencial de la me-
diación con la utilización de grupos de control a largo plazo. 

Sin embargo, entendemos que la evaluación de los SMP no debe ser únicamente 
realizada por un agente externo; así, es necesaria una constante auto-evaluación por 
parte de los profesionales de los Servicios. Esta auto-evaluación puede enriquecerse 
con el intercambio de información sobre experiencias y buenas prácticas en mediación 
penal dentro y fuera de Euskadi con las organizaciones encargadas de desarrollar este 
tipo de proyectos. 

Por último, y citando de nuevo a Varona, creemos que los SMP se deben decantar 
por un marco teórico completamente restaurativo. Para ello habrá de plantearse cómo 
conseguir el apoyo comunitario y cómo fomentar la cohesión social en el partido judicial, 
más allá de aquellas actividades de sensibilización que se puedan llevar a cabo. Este es, 
por tanto, uno de sus grandes retos en los próximos años.
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Resumen. La presente comunicación parte de la necesidad de regular la me-
diación penal en España. En ella se dejan apuntadas algunas de las cuestiones 
que, en referencia al propio marco legal y jurídico de la norma, a su contenido, 
a las infracciones penales objeto de mediación y a la eficacia jurídica del resul-
tado alcanzado en ella, deberán tenerse en cuenta a la hora de fijar legalmente 
en nuestro país los caracteres de este instrumento.
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1.	 Introducción

A pesar de que el concepto de Derecho constituye uno de los más ricos y duraderos te-
mas de debate de los juristas, frente a la enorme diversidad de definiciones sostenidas, 
existe sin embargo una cierta unanimidad en la doctrina a la hora de relacionarlo con 
la sociedad humana; unas veces como técnica de convivencia social, otras veces como 
medio de control social. De acuerdo con ello, inherente al concepto de Derecho se halla 
la idea del conflicto (Diez-Picazo y Ponce de León, 1975), concebido sintéticamente como 
una concurrencia de pretensiones inconciliables sobre determinada realidad. En el caso 
de los conflictos que denominamos «jurídicos» su resolución debe realizarse a través de 
la aplicación de la norma jurídica y es el Estado el que, en un sistema característico 
de todas las culturas occidentales, ha asumido la necesidad de protección de los ciuda-
danos, mediante un tipo de intervención, institucionalizada y reglamentada, llevada a 
cabo, de forma mayoritaria aunque no única, por los órganos jurisdiccionales. 

Aunque no se deben desdeñar las ventajas de la vía jurisdiccional como resultado de 
la evolución que se ha producido durante siglos respecto de la articulación de la respues-
ta social y jurídica frente a los agravios y las ofensas, lo cierto es que, como consecuencia 
del aumento del número y la complejidad de los conflictos sociales en todos los sectores 
de las relaciones personales, y del correspondiente incremento de la litigiosidad, esta-
mos asistiendo en las últimas décadas a un preocupante fenómeno de «judicialización» 
de la sociedad moderna. Ante lo que ya se ha denominado «crisis» de la Administración 
de Justicia, la búsqueda de soluciones por parte de los operadores jurídicos es dispar. 
Siguiendo a Barona Vilar (1999), las tendencias pueden agruparse en tres direcciones: 
la de quienes afirman que la vía de solución viene por el camino del aumento de me-
dios materiales y personales de los Juzgados; la de los que mantienen la proliferación 
legislativa procesal como la única vía posible de superación de la crisis; y la de los que 

1	� *La presente comunicación se realiza en el marco del Proyecto de Investigación «Instrumentos 
de Justicia restaurativa en el proceso penal español: hacia una regulación de la mediación 
penal», financiado por el Ministerio de Ciencia y Innovación (Ref.: DER2008-03547).
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buscan resolver los problemas que acaecen acudiendo a determinados cauces situados 
fuera del Poder Judicial. 

Sin renunciar a la necesidad de reformas, no puede desconocerse que, junto a la 
tutela que se encomienda a los órganos que integran el Poder Judicial, en las últimas 
tres décadas, han surgido en los distintos ordenamientos jurídicos otros mecanismos, 
asentados en la autonomía de la voluntad, con los que pretende alcanzarse esa misma 
protección. Más concretamente, por lo que ahora interesa, en el ámbito de la tutela pro-
cesal penal, puede hablarse de la existencia de unos cauces que, si bien deben quedar 
enmarcados en el ámbito judicial, poseen connotaciones que no asumen los criterios o 
principios generales que rigen en este ámbito para la solución de controversias jurídicas. 
Entre ellos, nos ocupamos en el presente trabajo de la mediación penal —esto es, del 
instrumento a través del cual víctima y delincuente consienten voluntariamente parti-
cipar en la solución del conflicto subyacente al delito, a través de la intervención de un 
tercero imparcial llamado mediador2— el cual goza en el ámbito del Derecho internacio-
nal y el Derecho comparado del mayor de los predicamentos.

2.	 Fundamento y necesidad de la regulación

En el último cuarto del pasado siglo, el modelo de «justicia restaurativa o reparadora» 
—expresión bajo la que se agrupa una serie de instrumentos de naturaleza heterogé-
nea— se ha expandido por todo el mundo. Formulado en sus orígenes como paradigma 
alternativo y contrapuesto al modelo retributivo propio del sistema penal, en la actua-
lidad el ideario de hacer justicia a través de la reparación del daño no se concibe en 
régimen de alternancia o sustitución de aquél, sino como un sistema en convivencia, 
llamado a soslayar o atenuar sus deficiencias. De acuerdo con esta idea, a lo largo 
de los últimos veinte años se ha incrementado la realización de estudios e investiga-
ciones sobre la justicia restaurativa, se han puesto en funcionamiento programas y 
proyectos experimentales en diferentes países e, incluso, se han llegado a incorporar 
a sus legislaciones internas determinadas medidas que encajan en este modelo. A ello 
ha contribuido, además, el especial interés que, en paralelo con la importancia que 
ha ido ganando la Victimología en el debate dialéctico nacional-internacional, han 
mostrado por la justicia restaurativa y, en concreto, por la aplicación al ámbito penal 
de la técnica de la mediación, documentos internacionales elaborados en las últimas 
décadas.

En efecto, en el ámbito de Naciones Unidas, si bien el impulso se produjo, inicial-
mente, por la propia Asamblea General en 1985 —al propugnar la conveniencia de uti-
lizar «mecanismos oficiosos de solución de controversias, como la mediación, el arbitraje 
y las prácticas de justicia consuetudinarias o autóctonas, a fin de facilitar la conciliación 
y reparación a favor de las víctimas»3—, el gran impulsor de la mediación penal ha sido 
el Consejo Económico y Social, bajo cuyo amparo trabaja desde hace tiempo la Comi-
sión de Prevención del Delito y Justicia Penal. Estos órganos no sólo han señalado la 
necesidad de que los Estados intercambien información y experiencia sobre mediación y 
justicia reparadora en el ámbito penal, sino la conveniencia de que formulen estrategias 

2	� Así, Recomendación del Comité de Ministros del Consejo de Europa nº R (99) de 15 de septiem-
bre de 1999.

3	� Resolución 40/34, de 29 de noviembre de 1985.
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y políticas nacionales encaminadas a su desarrollo4. Por su parte, en el ámbito de las 
instituciones europeas, el incentivo a la mediación víctima-autor ha venido de la mano 
del Comité de Ministros del Consejo de Europa —a través de varias Recomendaciones, 
sin fuerza jurídica vinculante para los Estados miembros— y, sobre todo, de la Unión 
Europea, a través de la Decisión Marco 2001/220 JAI, del Consejo, de 15 de marzo de 
2001, relativa al Estatuto de la Víctima en el marco del proceso penal. El art. 10 de este 
texto impone a los Estados miembros la obligación de procurar impulsar la mediación 
en las causas penales, así como la de velar para que pueda tomarse en consideración 
todo acuerdo alcanzado entre víctima e inculpado con ocasión de su práctica. Coinciden-
te esta previsión con las declaraciones ya expuesas procedentes de otras instituciones, 
el Estado español no ha hecho frente todavía a las obligaciones legislativas impuestas 
en este campo5. Es por ello, y por la muy necesaria reforma de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal de 1882, que resulta oportuno plantearnos en este trabajo varias de las opcio-
nes que el legislador ha de considerar a la hora de regular en nuestro país el instrumen-
to de la mediación penal.

3.	 Opciones legislativas de carácter general

Un primer grupo de cuestiones que se deben plantear como paso previo a la fijación 
normativa de este tipo de mediación son las relativas a la configuración o delimitación 
del propio marco legal y jurídico que se pretende. Así, una decisión inicial será la de de-
terminar si el nuevo régimen ha de recogerse en una única norma de carácter autónomo 
o, por el contrario, si conviene que sea incluído en la legislación penal o procesal penal 
existente en nuestro país. Atendidos el monopolio estatal en la aplicación del Derecho 
penal y la necesidad de acudir al proceso para el enjuiciamiento de la mayor parte de 
las conductas tipificadas como delitos o faltas, no es extraño que la mayor parte de los 
países que regulan la mediación penal se hayan decantado por la segunda de las opcio-
nes6. Existen también en España varios preceptos que prevén este instrumento en la 
legislación penal de menores, por lo que, pendiente una reforma integral de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal de 1882, una nueva ley procesal podría ser lugar adecuado 
para proceder a la regulación de los caracteres y límites del instituto respecto de la 
Justicia penal de adultos7.

4	� Resolución 2002/12, de 24 de julio, sobre Principios básicos para la aplicación de programas de 
justicia restarurativa en materia penal.

5	� Y ello a pesar de que, según dispone el art. 17 de la citada Directiva, los Estados miembros de-
bían poner en vigor las disposiciones legales necesarias para dar cumplimiento a lo estipulado 
a más tadar el 22 de marzo de 2006.

6	� No olvidemos que el propio interés público en la persecución y sanción de las infracciones pe-
nales impide, en la mayor parte de los casos, que la sola voluntad del infractor y de la víctima 
tengan alguna incidencia sobre el inicio o la normal tramitación del proceso penal y, por tan-
to, exige que haya de ser en el marco de dicho proceso en el que deba reconocerse eficacia al 
acuerdo reparador. Quizás sea por ello que en Europa países como Alemania, Austria, Bélgica, 
Eslovenia, Luxemburgo, Noruega o Polonia incluyan la regulación de la mediación penal en sus 
códigos penales y leyes procesales penales.

7	� Entre otros autores, se decantan por esta misma opción Larrauri Pijoan (2004, 449 y ss) y Gor-
dillo Santana (2007, 365).



Pedro M. Garciandía González210

Por su parte, la opción legislativa consistente en la elaboración de una norma in-
dependiente abriría la posibilidad, ya existente en otros países de nuestro entorno8, de 
combinar en un sólo texto la regulación de la mediación estrictamente penal con la que 
pueda desarrollarse en otros ámbitos como el familiar, el mercantil y el penitenciario. 
Adviértase que, en relación al primero de estos ámbitos, la Disposición Final 3ª de la 
Ley 15/2005 de 8 de julio, por la que se modificaron el Código Civil y la Ley de Enjuicia-
miento Civil en materia de separación y divorcio9, procede a marcar el inicio del camino 
hacia una Ley de mediación familiar de carácter estatal, al disponer la necesidad de que 
el Gobierno remita a las Cortes un proyecto de ley sobre la materia; hecho que todavía 
no se ha producido. Por su parte, la necesidad de recoger en una norma la posibilidad 
de derivación a mediación del resto de los asuntos civiles y mercantiles y la eficacia 
de su resultado se ha visto avalada, recientemente, por la Directiva 2008/52/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2008, sobre ciertos aspectos de la 
mediación en asuntos civiles y mercantiles. Si bien esta Directiva sólo se refiere a los 
procedimientos de mediación en litigios transfronterizos, nada impide que los Estados 
miembros apliquen las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas necesa-
rias para darle cumplimiento —que deberán ponerse en vigor antes del 21 de mayo de 
2011— a procedimientos de mediación de carácter nacional. Por último, si, como sos-
tiene un sector de la doctrina, la incorporación de la mediación al sistema sancionador 
penitenciario puede revelarse tremendamente eficaz, ésta habrá de ser también objeto 
de regulación. No obstante, la reparación del daño aparece ya anudada a la obtención 
de determinados beneficios penitenciarios durante la ejecución de la pena —obtención 
de la libertad condicional y progresión en el grado de tratamiento penitenciario—, de 
tal forma que una regulación unitaria junto con la mediación penal no excluiría la ne-
cesidad de modificar varios preceptos del Código penal y de la Ley Orgánica General 
Penitenciaria.

Dando un paso más en la concreción de la materia, una segunda cuestión que de-
berá solventarse es la de si la nueva regulación habrá de tener en cuenta uno o los dos 
principales ámbitos en que se aplica la mediación penal; esto es, el ámbito de la Justicia 
penal de adultos, que carece en la actualidad de cobertura normativa alguna, y el de la 
Justicia penal de menores que, como se ha señalado, cuenta con una concreta regula-
ción10. Si bien la mediación se dibuja en sendos ámbitos como un instrumento con el que, 

8	� En este sentido, hallamos en Portugal una Ley de mediación penal —concretamente la Ley 
núm. 21/2007, de 12 de junio de 2007— que, a lo largo de sus 15 artículos, se ocupa de regular 
el ámbito, el procedimiento de mediación, su relación con el proceso penal y el régimen de los 
mediadores. Por su parte, en Bulgaria, una Ley de Mediación, la núm. 110, de 17 de diciembre 
de 2004, se extiende a todas las jurisdicciones, con una regulación tan amplia que requiere 
de un desarrollo posterior que todavía no ha llegado. Igualmente, con la finalidad de lograr la 
uniformidad de los procedimientos y de asegurar la disponibilidad y calidad de los servicios 
de mediación a escala nacional, nació en Finlandia la Ley de mediación penal y ciertos casos 
civiles —(1015/2005) HE 93/2005—, en vigor desde enero de 2006 y de aplicación a casos civiles 
de menor importancia.

9	� La promulgación de esta Ley supuso la primera aparición de la mediación familiar en una ley 
nacional. Sobre los interrogantes planteados a partir de la reforma de 2005, vid. Lasheras He-
rrero (2007, 43 y ss).

10	� Como es sabido, en nuestro país el ámbito del enjuiciamiento de los menores de edad penal 
—sujetos que rebasan los catorce años de edad y no superan los dieciocho al momento de co-
meter el hecho punible— es el único en que la mediación penal goza de reconocimiento legal 
expreso: Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los 
menores, y su Reglamento de desarrollo de 2004.
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además de reparar a la víctima y responsabilizar a la persona infractora de los daños 
causados por el delito, se persigue restaurar el diálogo social quebrado por la conducta 
delictiva, lo cierto es que, considerados varios de los extremos que han de verse regula-
dos por la norma —los protagonistas de la mediación penal, los principios que rijan el 
procedimiento, su ámbito de aplicación y la eficacia de su resultado respecto de proceso 
y sus consecuencias jurídicas—, la regulación entrante habrá de discriminar, en su caso, 
el régimen del instituto en cada uno de estos dos ámbitos11. 

4.	 �Contenido de la nueva regulación: caracteres, 
extensión y eficacia jurídica de la mediación penal

Entrando ya de lleno en el contenido concreto de la nueva regulación, cabe que realice-
mos varias consideraciones acerca de los carateres generales del modelo que se instaure, 
del ámbito materal penal sobre el que deba extenderse la mediación y de la eficacia 
jurídica que deba atribuirse a su desarrollo y resultado. 

4.1.	 Caracteres generales del modelo

Siguiendo a Gordillo Santana (2007), el texto legislativo que discipline la figura de la 
reparación-mediación penal tiene que partir de la regulación de unos contenidos mí-
nimos, que configuran los caracteres o peculiaridades del modelo de mediación que se 
instaure. De acuerdo con ello, la regulación entrante habrá de recoger, en primer lugar, 
aquellos principios que constituyen la base de esta forma de solución de conflictos y que, 
por tanto, resultan connaturales a la mediación penal. Como sucede con la mediación 
en cualquier otro ámbito en que ésta se aplique, está estará gobernada por la volunta-
riedad y la intervención de un tercero mediador.

En relación a lo primero, hemos de advertir que, como nos muestran las regulacio-
nes de aquellos países que han llevado la mediación penal a sus sistemas penales, la 
voluntariedad no significa —como veremos en el apartado siguiente— que todos los he-
chos delictivos sean «mediables», ni que no sea posible considerar otras circunstancias, 
relativas al delincuente o al hecho punible, a la hora de decidir sobre la derivación o no 
del asunto a mediación. Respecto a la intervención del mediador, la nueva regulación 
habrá de extenderse, igualmente, sobre aquellos organismos que podrán llevar a cabo el 
procedimiento, su carácter privado o público, su adscripción al sistema judicial12 y sobre 
la composición y el estatuto jurídico —requisitos de formación, facultades, obligaciones, 
prohibiciones e incompatibilidades— de los miembros del equipo mediador.

Por su parte, el diseño de un procedimiento de mediación penal en todas sus fases 
se muestra como otro de los stándares mínimos que deberá recoger la norma. Aunque 

11	� Téngase en cuenta que en el caso del enjuiciamiento y sanción de los menores de edad penal la 
mediación descansa —en palabras de a Exposición de Motivos de la Ley Orgánica 5/2000— en 
el principio de intervención mínima, así como en el predominio que en él adquieren «los crite-
rios educativos y resocializadores sobre los de una defensa social basada en la prevención y que 
pudiera resultar contraproducente para el futuro (del menor)».

12	� Puesto que el proceso se erige en el único instrumento de garantía de la represión de conductas 
delictivas, entra con más fuerza la posibilidad de que la mediación se atribuya en este ámbito 
a organismos públicos, adscritos al sistema judicial.
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no resulte fácil describir el cauce que deba seguirse hasta alcanzar un acuerdo entre la 
víctima y el autor del hecho punible, a tenor de la doctrina especializada, deberán dis-
ciplinarse las actuaciones correspondientes a una primera fase de inicio, una segunda 
de información y una tecera en la que tengan lugar los contactos entre las partes y el 
mediador13.

Por último, como complemento de lo anterior, cabrá recoger otra serie de aspectos 
o caracteres que, si bien suelen predicarse como principios de la mediación penal, cons-
tituyen en realidad rasgos comunes a la forma en que la mediación se manifiesta; esto 
es, al procedimiento mediador. Así, entre estas notas, hallamos el antiformalismo de la 
mediación —en referencia al marcado carácter flexible del procedimiento—, su gratui-
dad —la ausencia de costes añadidos para las partes—, su oralidad —el protagonismo 
del diálogo como elemento central de este cauce— y su confidencialidad —la reserva de 
las revelaciones realizadas durante el procedimiento—.

4.2.	 �El ámbito material: infracciones 
susceptibles de mediación penal

Una cuestión esencial en la nueva regulación es la de determinar aquellos hechos que, 
mereciendo la consideración de delitos o faltas de conformidad con nuestras leyes pena-
les, puedan ser objeto del procedimiento mediador. Si acudimos al Derecho comparado, 
la mediación penal suele adoptar, en atención a la materia, dos modalidades básicas: 
una cuya aplicación resulta apriorísticamente limitada a las infracciones delictivas me-
nos graves; y otra cuya aplicación resulta en principio posible respecto de cualquier 
infracción penal, si bien puede verse posteriormente limitada conforme a determinados 
parámetros de selección —caracteres del hecho, personalidad del autor y de la víctima, 
entidad del daño causado, etc.—, cuya apreciación se deja en manos del mediador o de 
los órganos oficiales de persecución penal.

Sin querer entrar aquí en la conveniencia de excluir o no la mediación para aque-
llos supuestos más graves —constituyen éstas razones de oportunidad legislativa que 
escapan al objeto de nuestro trabajo—, se debe dejar sentado que en la toma de decisión 
sobre las infracciones penales deberán tenerse en cuenta, en nuestro criterio, tanto el 
papel que se asigne a la víctima en el procedimiento de mediación, como las posibilida-
des reales de que éste se celebre en condiciones de igualdad y concluya con un acuerdo.

En efecto, por lo que se refiere al sujeto pasivo del hecho delictivo, existen regula-
ciones y experiencias mediadoras que parten de un concepto estricto de víctima y que, 
por tanto, sólo inciden en aquellos hechos que provocan un daño o perjuicio real a una 
o varias personas. Frente a ellas, existen otras en las que el término «víctima» es uti-
lizado en un sentido más amplio, comprensivo no sólo del ofendido o perjudicado por el 
hecho delictivo, sino también de la sociedad en su conjunto. Siguiendo a unas o a otras, 
habrá que excluir de la mediación aquellos delitos de peligro abstracto en los que, como 
sucede en el caso de los delitos contra la salud pública, no existe una víctima concreta. 

13	� Así, Aguilera Morales (2004, 284-285). Pese a que las etapas del proceso mediador pueden que-
dar resumidas en tres (pre-mediación, sesiones de mediación y post-mediación), existen autores 
y modelos sostenidos por las Escuelas que las concretan en cuatro (modelo circular narrativo), 
en seis (González-Capitel, 2001), en siete (Folberg y Taylor, 1997) o, incluso, en nueve fases 
(Floyer Acland, 1997). Con mayor detenimiento, inciden en las actuaciones de cada fase de la 
mediación penal Gordillo Santana (2007, 205 y ss) y Eiras Nordenstahl (2005, 81 y ss). Última-
mente, Barona Vilar (2009, 51-53).
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Lo mismo sucederá respecto de aquellas faltas que se prevén por el Código penal (arts. 
629 y ss) contra los intereses generales y contra el orden público.

Ahora bien, incluso en aquellos casos en que existan víctimas de los delitos y faltas 
es posible que el desequilibrio de poder existente entre la víctima y el delincuente acon-
seje la exclusión del procedimiento mediador. Así, a pesar de que los conflictos familia-
res en su conjunto constituyen uno de los ámbitos en que más efectiva puede ser la me-
diación —no olvidemos que se trata de ayudar a restablecer los cauces de comunicación 
que se encuentran rotos o seriamente deteriorados—, la implícita desigualdad entre las 
partes obligará a tomar una decisión acerca de si en los delitos de violencia de género la 
mediación ha de verse excluida legalmente o limitada al amparo de las condiciones de 
cada caso. En la actualidad, al amparo del art. 44 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de 
diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, a través de 
la adición del art. 87 ter a la Ley Orgánica del Poder Judicial, la mediación se encuentra 
excluida de todos aquellos asuntos, tanto civiles como penales, que son competencia de 
los Juzgados de Violencia sobre las Mujeres. Igualmente planteable ha de ser la media-
ción respecto de aquellos delitos cometidos contra un menor de edad o un incapaz, en 
los que cualquier solución autocompositiva, en el caso de que se permita, requerirá la 
necesaria intervención de los representantes legales y del Ministerio Fiscal. 

Por último, la reincidencia del delincuente constituye, en nuestro criterio, una cir-
cunstancia de especial consideración a la hora de que la ley —sobre todo en determi-
nados delitos especialmente graves—, el Ministerio Fiscal, el Juez y los propios media-
dores puedan reputar inconveniente recurrir a la mediación o, incluso, anudar eficacia 
jurídica al eventual acuerdo alcanzado.

4.3.	 �Eficacia de la mediación penal: efectos 
sobre el proceso y la pena

Como ha subrayado Aguilera Morales (2006), bien mirado, lo que confiere carácter al-
ternativo a la mediación penal no es su procedimiento —que será privado o administra-
tivo en función de quien preste el «servicio»—, sino el hecho de que, tanto su inicio como 
su acuerdo, desplieguen eficacia jurídica. En este sentido, podemos llegar a afirmar que 
la piedra angular de la regulación de la mediación penal, en relación con los caracteres 
de los sistemas penal y procesal penal vigentes en la actualidad, se halla en la perfecta 
delimitación de los efectos jurídicos que ésta produce. Sin tales efectos, la mediación se 
mantendrá en el terreno de las relaciones privadas, sin repercusión en el del conflicto 
jurídico; y, más concretamente, en el de la responsabilidad criminal. En esta línea de 
pensamiento, la cuestión a dilucidar ha de ser entonces si la vía de la mediación ha de 
impedir, y en qué casos, la incoación del proceso penal, si ha de producir el efecto de 
interrumpir su desarrollo o si ha de jugar sólo como una alternativa a la pena o medida 
que, conforme a la ley penal, el hecho delictivo merezca. 

En principio, habida cuenta de que en el primero de estos tres casos la mediación no 
sólo excluiría, bajo condición de cumplimiento del acuerdo alcanzado, la imposición de 
una pena sino también el ejercicio de la acción penal, esta opción podría considerarse la 
más adecuada para el tratamiento de aquellos hechos constitutivos de faltas y delitos 
privados; esto es, aquéllos cuya persecución o sanción se supedita por Ley a la interpo-
sición de querella o denuncia por parte de la víctima. 

Por su parte, la segunda de las opciones suma a la eficacia del acuerdo de mediación 
sobre la pena la simplificación del proceso o la aceleración de sus trámites, lo que, en 
nuestra opinión, podría mostrarse especialmente útil respecto de aquellos hechos que, 
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pese a ser constitutivos de delitos públicos, caen dentro del ámbito que nuestro orde-
namiento procesal penal reserva al principio de oportunidad o de consenso; esto es, los 
supuestos de conformidad del acusado: arts. 655, 688 y ss, 779.1.5ª, 784.3, 787 y 801 de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal; y art. 50 de la Ley Orgánica del Tribunal del Jurado. 
En este caso sería preciso que la normativa entrante regulase los momentos del proce-
dimiento en que el órgano judicial pudiera derivar un asunto a mediación, así como la 
forma y efectos de la incorporación al proceso del acuerdo alcanzado y las condiciones de 
continuación del litigio tras un intento de mediación celebrado sin efecto. 

Un problema que pudiera plantearse —y debiera ser resuelto— hace referencia al 
caso de que, siendo varias las personas acusadas por una infracción penal y estándoles 
permitido acudir a la mediación, unas quisieran someterse a ella y otras no. Si bien es 
cierto que el acuerdo al que se llegase en su caso no podría constituir por si solo prueba 
de cargo contra el resto de los acusados, no lo es menos que el reconocimiento de los he-
chos punibles por alguno de ellos podría influir directamente en el derecho a la defensa 
de los demás. 

Por último, el legislador debería determinar claramente, tanto para los anteriores 
supuestos como para los casos que se admitiese el desarrollo de la mediación estando 
concluso el juicio o hallándose en la fase de ejecución, en qué quiere que se traduzca el 
resultado alcanzado por las partes en dicho procedimiento. Es decir, se tratará de fijar 
sin ambages si producirá la atenuación de la pena, su sustitución por otra más leve, la 
suspensión de la ejecución o la concesión de determinados beneficios penitenciarios.
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1.	 �La Resolución Alternativa de 
Disputas en el common law

En los sistemas jurídicos anglosajones, regidos por los principios del common law, los 
instrumentos de resolución alternativa de disputas —ordinariamente conocidos por sus 
siglas en inglés, ADR, acrónimo que utilizaremos en adelante— son reconocidos no sólo 
como un cauce diferente de resolución de disputas, sino también como un sistema que 
interactúa con interdependencia con el ordenamiento jurídico. En este sentido, puede 
traerse a colación la sistematización de los procesos de ADR llevada a cabo por Cappe-
lletti (1993), quien los caracteriza como una tercera oleada en el movimiento mundial de 
acceso a la justicia. Éstos proporcionan un enfoque diferente y un tipo justicia distinta 
para la resolución de disputas, lo que este autor denomina «justicia co-existencial». 

La creciente importancia de los mecanismos de resolución alternativa de disputas se 
pone de relieve tanto si se observa la legislación como las declaraciones que se realizan 
desde práctica judicial. Así, por ejemplo, la Ley de Procedimiento Civil británica (Civil 
Procedure Rules, 1998, Section 26.4) permite a los jueces, tanto por decisión propia como 
por acuerdo de ambas partes, sobreseer el procedimiento judicial cuando consideren que 
la disputa que se les presenta puede ser resulta de manera más satisfactoria a través de 
un procedimiento alternativo, como pueda ser el arbitraje o la mediación.

Por su parte, una muestra de la opinión favorable a la ADR en el Reino Unido 
nos la proporciona Lord Irvine of Lairg —Lord Chancellor (Consejero de Estado en 
Gran Bretaña, presidente de la Cámara de los Lores y del Poder Judicial) desde 1997 
hasta 2003—, el cual, en su lección inaugural en la Facultad de Mediación y Resolución 
Alternativa de Disputas, señaló: «La Resolución Alternativa de Disputas es, creo yo, 
totalmente compatible con el principio de una mejor impartición de la justicia (…) La 
Resolución Alternativa de Disputas tiene muchos partidarios. Pero ésta ni es la pana-

1	� * La presente comunicación se realiza en el marco del Proyecto de Investigación «Instrumentos 
de Justicia restaurativa en el proceso penal español: hacia una regulación de la mediación 
penal», financiado por el Ministerio de Ciencia y Innovación (Ref.: DER2008-03547), del que es 
investigador principal el Prof. Dr. D. Pedro M. Garciandía González.
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cea ni está exenta de costes. Sin embargo, yo creo que puedo jugar un papel vital en la 
apertura del acceso a la justicia» (Irvine, 1999).

Con estas recomendaciones, el futuro de la justicia anglosajona parece pasar por 
procedimientos que amplíen las soluciones disponibles más allá de las basadas en las 
fórmulas punitivas tradicionales, alcanzando a la justicia restaurativa2.

2.	 La mediación penal de menores en Inglaterra

Donde más claramente se aprecia el fenómeno de flexibilidad de los procedimientos de 
ADR es precisamente en la mediación penal, que cada día más es considerada como un 
instrumento efectivo para aumentar el acceso a, la participación en, y la satisfacción 
con, la forma en que se resuelven las disputas jurídicas.

En la práctica, la mediación es la que más rápidamente ha crecido en los ordenami-
entos jurídicos de todo el mundo. La razones que subyacen a la rápida expansión y a 
la generalizada aceptación de la mediación se encuentran en la creencia generalizada 
de que ofrece ventajas cuantitativas y cualitativas: el ahorro de tiempo y dinero en la 
obtención de una resolución, la necesidad de reducir la carga de trabajo de juzgados 
y tribunales3, el deseo de las partes de tener un mayor control sobre la selección de la 
persona que decidirá su disputa o la mayor confidencialidad y privacidad de éstas en las 
actuaciones, entre otras reseñadas por Gordillo Santana (2007). Sin embargo, algunos 
autores, como Ashworth (2002), Braithwaite (1999) o Feld (1997), han puesto de relieve 
la necesidad de poner un mayor énfasis sobre las garantías procesales y los límites 
sustantivos en la consecución de las beneficiosas metas de la justicia restaurativa4. Jus-
tamente por la mayor necesidad de protección de la intimidad e imagen que precisan los 
menores, la mediación penal en este ámbito se ha convertido en un método de resolución 
de conflictos jurídico-penales que ha experimentado un rápido crecimiento en todo el 
mundo desde su nacimiento en los sistemas jurídicos de tradición common law. 

En efecto, el desarrollo de la mediación penal en Inglaterra comenzó a principios de 
la década de 1980, con el establecimiento de un pequeño número de medidas concretas. 
Esta tendencia inicial continuó su consolidación sin desarrollo legislativo alguno y se 
caracterizó por un enorme consenso sobre los principios y objetivos que se persiguen. 
Hasta hace bien poco no existía ninguna regulación concreta sobre la mediación penal, 

2	 Tal y como han apuntado Slapper y Kelly (1999). 
3	� En efecto, la necesidad de aliviar la carga de trabajo de los Juzgados y Tribunales es común a 

todos los sistemas jurídicos occidentales. En el caso de España, junto a la implantación de la 
mediación en diversos ámbitos jurídicos, recientemente se ha intentado conseguir una efectiva 
descarga de trabajo de los Jueces y Magistrado también en materia civil con la frustrada tra-
mitación de un proyecto de ley de jurisdicción voluntaria cuyas principales novedades —acer-
tadas en nuestra opinión— eran la atribución de competencias a los Secretarios Judiciales y la 
regulación de un procedimiento general ágil y de acuerdo con las necesidades actuales. Para un 
estudio más pausado sobre esta otra forma de resolución de cuestiones no jurisdiccionales, vid. 
Liébana Ortiz, J. R. (2006).

4	� Feld (1997) propone, además, reconocer formalmente la juventud como un atenuante de la res-
ponsabilidad penal, puesto que, en su opinión, los delincuentes menores de edad tienen menor 
experiencia, perspectiva temporal, madurez de juicio y, sin embargo, son más influenciables 
y tienen una mayor predisposición a arriesgarse que los adultos. Con el reconocimiento de la 
juventud como atenuante de la responsabilidad penal, Feld (1997) trata de que se desarrolle 
una política penal más consecuente con la creciente criminalidad de los menores de edad.
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y se advierte cómo los impulsos para el establecimiento y defensa de la mediación se 
han realizado gracias a la iniciativa de un número relativamente pequeño de individuos, 
o por asociaciones de trabajadores sociales. Este tradicional vacío legislativo ha per-
mitido que la mediación se desarrolle en todos los estadios del sistema penal, tanto para 
los adultos como para los menores, y para todo tipo de delitos.

La laguna jurídica que, como ya hemos comentado, venía existiendo en este país 
en relación a la mediación penal ha cambiado para la Justicia de menores, que en In-
glaterra afecta a los niños y adolescentes con edades comprendidas entre los diez y los 
diecisiete años5. Como vamos a ver a continuación, actualmente existen dos leyes que 
permiten y potencian la práctica de la mediación. Con ellas se han introducido dos cam-
bios en el entendimiento y práctica de la justicia penal: de una parte, se ha introducido 
la perspectiva de las víctimas en la justicia juvenil; y, de otra parte, se ha alentado a los 
menores para que corrijan sus comportamientos antisociales y antijurídicos mediante 
la reparación de sus delitos, tal y como ha puesto de manifiesto Schelkens (1998).

2.1.	 La ley del delito y del desorden

Esta primera ley (Crime & Disorder Act) de 1998 tiene cuatro aspectos que interesa 
destacar. En primer lugar, su objetivo principal es «la prevención de la comisión de 
delitos por parte de menores y jóvenes» [Section 37 (1)], objetivo al que ha de tender 
toda acción tomada dentro de la justicia de menores. En segundo lugar, introduce en la 
organización administrativa británica el Consejo de Justicia Juvenil para Inglaterra y 
Gales (Youth Justice Board for England and Wales), un organismo independiente —no 
depende funcionalmente de ningún organismo administrativo, ni tiene los privilegios o 
el status de organismo gubernamental—, compuesto por 10, 11 o 12 miembros, a elec-
ción del Secretario de Estado de entre personas de reconocida experiencia en materia de 
justicia juvenil, que es el responsable de controlar, dirigir y estimular las futuras inno-
vaciones del sistema de justicia juvenil [Section 41 (5)]. En tercer lugar, la Ley establece 
la obligación de las autoridades locales de crear Equipos de Delitos Juveniles (Youth 
Offending Teams) con las funciones de evacuar los informes pertinentes para los tribu-
nales competentes, supervisar el comportamiento de los menores sentenciados y llevar 
a cabo acciones preventivas [Section 39 (1)]. Cada equipo tiene que estar compuesto por 
oficiales de policía, trabajadores sociales (especializados en justicia juvenil), educadores 
sociales y sanitarios y oficiales de vigilancia de la libertad condicional —oficiales que 
se conocen en Derecho inglés con el nombre de probation officers [Section 39 (5)]—. En 
cuarto lugar, la Ley introduce una serie de nuevas órdenes y reforma las ya existentes. 

En concreción de este último aspecto, puesto que la reparación se ha convertido en el 
tema central de la nueva legislación penal, la Ley introduce una «Orden de reparación» 
(Reparation Order [Sections 67 and 68]) que permite a los tribunales ordenar a los 
menores que realicen actividades de reparación, ya sea directamente con las víctimas o 

5	�E l common law establece unas reglas especiales para los menores de 18 años, edad a la que 
en el Reino Unido se adquiere la mayoría de edad. Así, a los niños menores de 10 años se les 
considera doli incapax y, por lo tanto, se encuentran exentos de responsabilidad penal iuris et 
de iure en todas las circunstancias. A partir del cumplimiento de los 10 años de edad, cualquier 
niño tiene capacidad para delinquir por lo que se presume que es enteramente responsable de 
sus actos y deberá someterse a los Tribunales de menores en los que, eso sí, se establece un tra-
tamiento especial, en razón de su edad, hasta que cumpla los 18 años (argumento a contrario 
ex Section 34 de la Crime and Disorder Act 1998).
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con la comunidad en general. Antes de que el tribunal emita esta orden, se ha de valorar 
que la actividad de reparación tome en cuenta los deseos de ambas partes. La duración 
máxima que un tribunal puede imponer con esta orden de reparación es de 24 horas du-
rante tres meses. Con ella se busca confrontar a los menores con los delitos que hayan 
cometido y desafiarlos a que lleven a cabo su reparación. 

Adviértase que no se trata aquí de un proceso mecánico basado en el «ojo por ojo», 
sino que, por el contrario, la orden de reparación tiene que alcanzar dos objetivos princi-
pales: por un lado, ha de ayudar a las víctimas del delito a ponerse de acuerdo sobre los 
daños sufridos y si desean recibir alguna compensación práctica por los inconvenientes 
sufridos; y, por otro, ha de ayudar al infractor a entender las consecuencias de sus ac-
ciones, aceptar su responsabilidad y enmendarse. De esta forma, se puede entender que 
el deseo del menor de tomar parte en el sistema de mediación penal constituye un acto 
de reparación en sí mismo y, por tanto, que la mediación deba ser voluntaria para todas 
las partes.

La Ley del delito y del desorden también ha introducido la «Orden de plan de acción» 
(Action plan order [Sections 69 and 70]) que, con una duración máxima de tres meses, se 
dirige a comprometer a los menores con la realización de una serie de actividades res-
taurativas, tales como someterse a un toque de queda o acudir al colegio o a programas 
de resocialización. Junto a estas dos nuevas órdenes genuinamente restaurativas, la ley 
también regula otras órdenes, de detención, de supervisión o incluso de infracción de 
éstas [Sections 71 a 79], sobre las que no podemos extendernos en este trabajo. 

Por último, la ley también crea un sistema de reprimendas y advertencias (Repri-
mands and Warnings [Sections 65 and 66]) según el cual: un menor culpable de una 
primera falta recibirá una reprimenda; un primer delito o una segunda falta, darán 
lugar a una advertencia; y cualquier falta o delito posterior, en el periodo de dos años, 
dará lugar a un proceso judicial.

2.2.	 La ley de justicia juvenil y prueba penal

Esta segunda ley (Youth Justice & Criminal Evidence Act) de 1999 introduce un proce-
dimiento obligatorio, a través de la «Orden de remisión» (Referral order [Sections 1 a 5], 
para los menores que acudan al tribunal por primera vez y que no hayan cometido un 
delito que esté penado con medidas de custodia. En aplicación de esta orden de remisión, 
el tribunal decide cuál sea ha de ser la extensión del cumplimiento de las medidas, la 
cual ha de ser proporcionada al delito cometido, entre tres y doce meses. Una vez que 
se decide la duración, el menor es remitido al Jurado de Delincuencia Juvenil (Youth 
Offender Panel [Sections 6 and 7]), que decide el contenido material de la sentencia. La 
composición de cada Jurado es fijada por los Equipos de Delitos Juveniles locales y pue-
den estar compuestos por: el menor delincuente, sus padres o tutores, otros familiares 
y/o partidarios del infractor, la víctima o víctimas y sus partidarios y tres miembros de 
la comunidad. El objeto de este encuentro es facilitar una conversación franca sobre lo 
que ocurrió, cómo se han visto implicados los afectados y que es necesario para corregir 
la situación y prevenir futuros delitos. Asimismo, el Jurado de Delincuencia Juvenil 
debe acordar un «contrato» —cuyo régimen jurídico se encuentra en las Sections 8 a 
12— con las actividades que el menor debe realizar durante el tiempo determinado por 
el tribunal. Si el contrato se realiza satisfactoriamente, el delito es considerado inme-
diatamente prescrito y es suprimido de sus antecedentes penales, de tal forma que éstos 
quedan limpios, sin que afecten al menor en el futuro.
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Esta Orden de remisión ha sido descrita por el Gobierno británico como la primera 
incursión de la justicia restaurativa dentro de los tribunales de menores y, así, se ha 
dicho que la mediación puede ser uno de los posibles resultados acordados por el Jurado 
de Delincuencia Juvenil. 

2.3.	 Organización administrativa de la mediación

Para que estas medidas judiciales puedan ponerse en práctica es necesario que se con-
stituyan unos servicios de mediación que las lleven a cabo. En este sentido, Mediation 
UK es la principal organización encargada de desarrollar la mediación entre el delin-
cuente y la víctima. Es una organización con cobertura nacional que agrupa y coordina 
a diferentes servicios de mediación, tales como Mediation Wales o the Disability Con-
ciliation Service. Sin embargo, es totalmente independiente del Gobierno y, por tanto, 
no recibe asignación de los Presupuestos del Estado. Por el contrario, recibe fondos del 
sector público y privado (organizaciones tan dispares como la Big Lottery Fund, CHK 
Charities, Welsh Assembly Government o el Department of Constitutional Affairs). Esta 
organización ha desarrollado un sistema de acreditación para los servicios de medi-
ación, que ha sido reconocido por el Gobierno británico y se ha implantado con carácter 
nacional. El proceso de acreditación se basa en la realización de una serie de pruebas 
que acreditan la realización de los oportunos cursos de especialización. 

Pese a todo, la concreta organización administrativa de los servicios de mediación 
penal en los niveles comarcal y local es muy variada. Así, algunas unidades y servicios 
encargados de la Justicia de menores que podemos señalar son los siguientes:

—Leeds Victim-Offender Unit. Obtiene sus fondos del Servicio de Libertad Condicio-
nal y en la actualidad está dedicado a obtener la remisión de cualquier agencia y en 
cualquier estadio del proceso penal, incluyendo auto-remisiones de la víctima y el 
delincuente. Los servicios de mediación son llevados a cabo por miembros de la co-
munidad debidamente formados y remunerados trimestralmente. Asimismo existen 
tres miembros a tiempo completo dedicados a la coordinación.

—Northamptonshire Diversion Unit. Sigue un desarrollo reglamentario de la ley y 
está compuesto por un equipo de profesionales formados por policías, trabajadores 
sociales, oficiales de vigilancia de la libertad condicional, educadores sociales y sa-
nitaria. En esta Unidad se desarrollan planes de mediación tanto directa como indi-
recta y en ambas modalidades se contacta con la víctima para evaluar cómo les ha 
afectado el delito cometido y en qué manera es posible remediarlo.

—Thames Valley Police Restorative Conferencing Units. Curiosamente, las unidades 
de policía del valle del Támesis proporcionan el mayor número de mediadores pena-
les de Inglaterra. Cada Unidad de Policía local circunscrita en el Área del valle del 
Támesis tiene su propio coordinador de justicia restaurativa, un oficial de policía 
formado en técnicas de mediación que es responsable del servicio.

—Crime Concern Mediation and Reparation Service. Radicado en Southampton, este 
servicio facilita la mediación, directa o indirecta, a través de de breves encuentros 
entre los menores y sus víctimas en los que aquéllos han de expresar sus disculpas 
verbales o escritas a éstas. El servicio está constituido por dos trabajadores a tiempo 
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completo. Además, existe una bolsa de mediadores voluntarios cualificados que entra 
en funcionamiento cuando el Servicio se ve desbordado de trabajo. 

—Victim-Offender Mediation Service. Este servicio cubre tres distritos del norte de 
Londres. Sus fuentes de financiación son diversas por lo que es un organismo total-
mente independiente del Ayuntamiento de la Ciudad o de los distritos en los que 
opera. Está compuesto por un responsable general y tres coordinadores de área, co-
rrespondientes a cada uno de los tres distritos. Además, también acude a una lista 
de voluntarios comunitarios que facilita la mediación.

De lo hasta aquí expuesto se deduce que existe una variada organización adminis-
trativa de la mediación penal de menores en Inglaterra. No obstante, pueden extraerse 
algunas notas comunes a esta organización:

1ª) �Los servicios de mediación entre los delincuentes y las víctimas necesitan tender 
muy buenas conexiones con las organizaciones comunitarias para poder recabar 
la ayuda económica y material. La mayoría de estos servicios tienen un comité lo-
cal que supervisa que todo el proceso se lleva a cabo de conformidad con el código 
de buenas prácticas establecidas por el gobierno. Asimismo, casi todas ellas cuen-
tan un una oficina de apoyo a la víctima ya que es muy importante que se asegure 
que la perspectiva de ésta sea tomada en cuenta a lo largo de todo el proceso.

2ª) �Todos los servicios de mediación penal a menores son gratuitos, pero tienen diver-
sas fuentes de ingreso. Aquellos servicios que dependen de un organismo público 
tienen una financiación más o menos estable aunque sujeta a reducciones conse-
cuencia del cambio de política. Las organizaciones voluntarias tienen que invertir 
una cantidad considerable de tiempo en buscar quién las financie de entre funda-
ciones, ayudas de las autoridades locales, acuerdos con instituciones, etc.

3ª) �En el Reino Unido, y particularmente en Inglaterra, no existen mediadores pri-
vados independientes. En aquellos casos que se requieran los servicios de un me-
diador para una situación concreta en un área en donde no haya un servicio de 
mediación se buscará el auxilio de los servicios de mediación más cercanos.

2.4.	 El procedimiento de mediación

Una vez identificados el delincuente y la víctima, y recogida toda la información sobre 
el caso, el procedimiento comienza cuando un mediador se pone en contacto con las 
partes para explicarles el motivo y las posibilidades de la mediación y averiguar si 
están interesados en ella. Las reglas sobre si el primero en ser contactado debe ser el 
delincuente o la víctima no están del todo claras. El argumento a favor de contactar 
con la víctima en primer lugar es que así se muestra respeto por su situación, mien-
tras que el argumento en contra es que con esa medida se corre el riesgo de «victimi-
zarla». Lo importante, en todo caso, es que ninguna de las partes se cree demasiadas 
expectativas. Este período de contacto y valoración es el principio del procedimiento de 
mediación indirecta ya que los comentarios y preguntas que se hagan en estas sesiones 
iniciales pueden ser intercambiados entre las dos partes, siempre con permiso previo. 
Ahora bien, el encuentro sólo se celebrará si el equipo de mediadores está convencido 
de que no supondrá un riesgo para ninguna de las partes. Además, éstas podrán venir 
acompañadas si lo desean, pero en ese caso los acompañantes habrán de entrevistarse 
previamente con los mediadores.
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En Inglaterra se pueden distinguir tres métodos principales de mediación directa. 
El primero de ellos es el modelo de mediación estándar, utilizado por la mayoría de los 
servicios de mediación. El encuentro comienza cuando los mediadores dan la bienveni-
da a las partes y les recuerdan las reglas de actuación que han acordado. Después se 
concede a cada una de las partes un tiempo determinado para que «cuenten su histo-
ria», para que después se hagan las preguntas pertinentes. Con ello se pretende crear 
un ambiente abierto para el diálogo entre las partes en donde se decida si es necesario 
realizar alguna actividad de reparación o si el menor ha de pagar alguna compensación. 
Posteriormente se redacta un resumen de lo que se ha acordado en la reunión que es 
firmado por ambas partes y que tiene el valor de documento legal no vinculante.

El segundo método de mediación directa es similar al anterior, sólo que, después 
de la bienvenida y el recordatorio de las reglas de actuación, las partes tienen libertad 
para decir lo que deseen, sin la dirección de los mediadores. Igualmente, se redacta un 
documento no vinculante con los acuerdos de las partes.

El último método de mediación es el de la «conferencia restaurativa», utilizado por 
la Policía del valle del Támesis, y basada en el modelo escrito desarrollado por la Policía 
de New South Wales en Australia. Es un procedimiento de estructura grupal en el cual 
se pregunta a todos los participantes una serie de cuestiones abiertas. En primer lugar 
se invita al delincuente a describir lo que pasó, en qué pensaba en ese momento y a 
quién pensaba que había afectado y cómo. Después se invita a la víctima a que cuente 
qué ocurrió y cómo le ha afectado. Con posterioridad son los acompañantes de la victima 
y del delincuente, por este orden, los que comentan que creen que pasó y cómo afectó a la 
víctima. El diálogo continúa discutiéndose qué acciones se deberían llevar a cabo para 
reparar el delito. Al final de la conferencia se prepara un acuerdo escrito que es firmado 
por el delincuente, la víctima y el mediador.

Para finalizar, la mayoría de los servicios de mediación llevan a cabo visitas a las 
partes con el objeto de evaluar si el procedimiento de mediación les ha resultado satis-
factorio. Ello también permite al servicio evaluar la mediación y controlar el cumpli-
miento de los acuerdos. Aunque es cierto que los acuerdos alcanzados con la mediación 
no son legalmente vinculantes y, por tanto, no se pueden hacer cumplir, si alguna de las 
partes no está contenta con el resultado de la mediación, a partir de estas visitas pos-
mediación se puede facilitar un encuentro posterior para dialogar acerca de las razones 
por las que el acuerdo no ha sido cumplido. 

3.	 A modo de conclusión

La conclusión de este apretado resumen de la mediación penal de menores en Inglaterra 
es la gran influencia que tienen las autoridades locales y el compromiso de los volun-
tarios de la comunidad hacia los casos de mediación penal. Ello es posible, en nuestra 
opinión, gracias a la visión de la sociedad británica de que el comportamiento delictivo 
puede ser cortado de raíz si es tratado desde una edad temprana, habida cuenta de que 
está demostrado que todos los niños atraviesan una fase de rebeldía durante la adoles-
cencia. De esta forma, en la mayor parte de los casos, la mediación penal de menores 
británica se concibe como un método de elusión para no aplicar las normas penales 
de los adultos a los menores infractores y se hace con un doble objetivo: permitir que 
el infractor se dé cuenta de la extensión real del daño que ha causado a su víctima; y, 
además, que la víctima pueda obtener una reparación por los delitos que ha sufrido. El 
sistema de mediación penal de menores español debería seguir los pasos de la tradición 
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del common law al menos en dos extremos: debería contar con voluntarios de la comuni-
dad legos en Derecho, al igual que debería apostar abiertamente por la reparación de la 
víctima y por la «responsabilización» del joven infractor, en lugar de por su castigo.
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Gestión de un maltrato policial 
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Equip de Mediació i Reparació Penal del Departament 
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Abstract. La detención de un menor provoca la denuncia de éste contra los 
miembros del Cuerpo de Seguridad que realizaron dicha detención por maltra-
to en las dependencias policiales. Un menor interpone una denuncia a miem-
bros de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad por maltrato en las dependencias 
policiales, al ser detenido.
Posteriormente, dos de los tres policías interponen una denuncia contra la ma-
dre del menor.
El elemento a destacar en este proceso es como la «autoridad policial» y el «ciu-
dadano de a pie» pueden situarse en un plano de igualdad en el que ambos 
acceden a darse explicaciones sobre los hechos.

Keywords: mediación penal, maltrato policial, denuncia.

1.	 Introducción1 

Desde 1998, el Departamento de Justicia de la Generalitat de Cataluña, desarrolla 
el programa de mediación y reparación en la jurisdicción ordinaria. Este proyecto fue 
pionero, en su momento, dentro del estado español, así como en la implementación y 
desarrollo de las Recomendaciones Europeas, como son las oficinas de atención a la 
víctima, programas de medidas penales alternativas,…

En la actualidad, y desde el año 2004, el programa está gestionado a través de un 
contrato de gestión por la entidad «Associació Benestar i Desenvolupament» (ABD).

Desde su inicio el programa de mediación y reparación ha visto incrementar el nú-
mero de solicitudes, tal y como se ilustra en el gráfico de la página siguiente2.

2.	 La mediación penal: concepto y finalidad

Es un proceso de diálogo y comunicación voluntario entre víctima e infractor conducido 
por un/a mediador/a imparcial con el objetivo de llegar a unos acuerdos reparadores 
satisfactorios y libremente aceptados por las partes.

1	� Comunicación basada en el Programa Marc de Mediación y Reparación Penal del Departament 
de Justícia, Subdirecció General de Reparació i Execució Penal a la Comunitat.

2	� Datos procedentes de la Memoria del Programa de Mediación y Reparació Penal de 2008 del 
Departament de Justícia, Subdirecció General de Reparació i Execució Penal a la Comunitat.
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Con la finalidad de reparar adecuadamente el daño causado y resolver el 
conflicto existente entre las partes, de acuerdo a: 

- la propia naturaleza del delito 
- la voluntad y la necesidad de las partes 

El programa es un servicio de carácter público, gestionado por la 
Administración y gratuito para todos los y las ciudadanos/as, asegurando y 
garantizando la confidencialidad en todo el proceso. 

 
3. Instrumentos jurídicos de aplicación en las diferentes fases del 

proceso 
 

3.1 LEGISLACIÓN SUPRAESTATAL: NORMATIVA EUROPEA 

3.1.1 Recomendaciones del Consejo de Europa:  

R (83)7, R (85)11, R (87)18 y R (99)19, siendo esta última la que define la 
mediación y recoge los principios generales y sus fundamentos jurídicos. Y 
la reciente Recomendación núm. R (2006)8 del Consejo Europeo sobre la 

Con la fi nalidad de reparar adecuadamente el daño causado y resolver el confl icto 
existente entre las partes, de acuerdo a:

— la propia naturaleza del delito
— la voluntad y la necesidad de las partes

El programa es un servicio de carácter público, gestionado por la Administración y 
gratuito para todos los y las ciudadanos/as, asegurando y garantizando la confi dencia-
lidad en todo el proceso.

3.	 	Instrumentos	jurídicos	de	aplicación	
en las diferentes fases del proceso

3.1.	 Legislación	Supraestatal:	Normativa	Europea

3.1.1.	Recomendaciones	del	Consejo	de	Europa:	

R (83)7, R (85)11, R (87)18 y R (99)19, siendo esta última la que defi ne la mediación y 
recoge los principios generales y sus fundamentos jurídicos. Y la reciente Recomenda-
ción núm. R (2006)8 del Consejo Europeo sobre la asistencia a las víctimas del delito y 
que substituye la Recomendación núm. R (87)21. Cabe destacar su artículo 13.1, donde 
recomienda a los Estados miembros que tengan en cuenta los benefi cios potenciales 
de la mediación para las víctimas; desde la administración pública, desde los servicios 
de atención a las víctimas del delito, tienen que considerar, siempre que sea adecuado, 
las posibilidades que ofrece la mediación entre víctima e infractor, cumpliendo así lo 
establecido en la R (99)19.

3.1.2.	Decisión	marco	del	Consejo	de	Europa,	de	15	de	Marzo	de	2001

Relativa al estatuto de la víctima en el proceso penal: establece un marco normativo 
de actuaciones a desarrollar a nivel de la Unión Europea, para que los estados miem-
bros los incorporen a sus respectivas legislaciones. Concreta normas referentes a los 
derechos y garantías de las víctimas, asistencia, protección, indemnización, mediación, 
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cooperación entre los estados miembros, servicios especializados, etc. Hace referencia 
explícita a la mediación penal en diferentes apartados.

3.2.	 Normativa estatal

— �Principio de intervención mínima y principio de subsidiariedad
— �Principio de resocialización de las penas privativas de libertad art. 25.2 CE
— �Reparación del daño: Código Penal y LOGP
— �Ley Orgánica 7/2003, de 30 de Junio, de medidas de reforma para el cumplimiento 

íntegro y efectivo de las penas: la cual modifica los siguientes artículos del Código 
Penal: artículo 90.1.3, artículo 91.1. artículo 91.2

— �Ley Orgánica 15/2003, de 25 de Noviembre, artículo 49 del Código Penal
— �Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de Protección Integral con-

tra la violencia de Género, art. 44. 5 establece que la mediación queda vedada en 
los casos de violencia de género.

3.	 ¿Cuando iniciar un proceso de mediación?

La mediación se puede realizar en tres momentos procesales diferentes:

— �Antes del juicio oral: en este momento procesal no debemos olvidar que está regido 
por el principio constitucional de la presunción de inocencia, por lo que se deberán 
cumplir los siguientes requisitos:
– �Que el imputado sea consciente de los hechos y de sus consecuencias,
– �Que se informe claramente al imputado de los efectos de los beneficios jurídicos 

previstos en el CP, y que corresponde al juez o tribunal aplicar
– �Que su participación sea voluntaria

— �Posteriormente a la sentencia y previamente a la ejecución
— �En fase de ejecución de sentencia

La incidencia que la mediación llevada a cabo tenga dentro del procedimiento judi-
cial depende de la valoración del órgano judicial competente, en función del momento 
procesal en el que se realice el proceso de mediación y el contenido de los acuerdos.

4.	 �Aspectos a valorar por el órgano judicial 
respecto al infractor y según el momento 
procesal antes mencionado

Antes del Juicio oral:

— �Atenuante genérica (art. 21.5 CP)
— �Falta de tipicidad - discriminación laboral (art. 314 CP)
— �Atenuante específica – ordenación territorio, patrimonio histórico y medio am-

biente (art. 340 CP
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— �Exacción de la responsabilidad criminal - Hacienda Pública/Seguridad Social/
fraude de subvenciones/falso testimonio (art. 305.4, 307.3, 308.4 i 462)

Antes de la ejecución con sentencia firme:

— �Condición para el otorgamiento de una suspensión de una pena privativa de liber-
tad (art. 83.1.5 CP)

— �Se valorará para otorgar la substitución de penas (art. 88 CP)

En fase de ejecución de sentencia

— �Concesión del tercer grado de tratamiento penitenciario – satisfacción responsabi-
lidad civil y valoración conducta (art. 72.5 LOGP)

— �Concesión de la libertad condicional (art. 90 CP)
— �Solicitud de indulto

5.	 Proceso de mediación y reparación penal

El proceso de mediación se inicia cuando hay una solicitud o demanda. Esta podrá ser a 
petición de las partes en conflicto, de sus letrados o por oficio del órgano judicial. No se 
obviará ninguna petición que también venga derivada por otro canal: servicios técnicos, 
centros penitenciarios, etc.

Una vez registrada la solicitud/demanda, desde el Equipo de mediación se contacta 
con las partes en conflicto y se mantienen sendas entrevistas individuales para obtener 
información sobre la capacidad y oportunidad de las partes con el objetivo de poder va-
lorar si se puede continuar con el proceso de mediación.

Para valorar la viabilidad del proceso se tienen en cuenta las siguientes características:

— �la voluntariedad y la capacidad personal de las partes
— �la participación activa en la búsqueda de una solución positiva del conflicto que 

los relaciona 
— �la responsabilidad en el conflicto, así como el interés en reparar el daño y en ser 

reparado. 

5.1.	 Mediación conjunta

Una vez valorada positivamente la viabilidad del proceso es el momento de preparar y 
realizar las sesiones conjuntas con todas las partes implicadas en el conflicto.

En dichas sesiones, si las partes llegan a un consenso, este se puede plasmar en un 
documento de acuerdos firmado por las partes y los mediadores/as, o en un acuerdo verbal.

5.2.	 Mediación indirecta

Cuando no es posible realizar un encuentro conjunto de las partes, el proceso de comunica-
ción se hará a través del mediador. Para ello se tienen en cuenta los siguientes elementos:
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— �Si puede resultar perjudicial para alguna de las partes
— �Por voluntad manifestada expresamente
— �Por circunstancias de fuerza mayor motivadas por el espacio o el tiempo disponible.

6.	 Reparaciones más habituales

6.1.	 Reparación moral-psicológica

— �Disculpas
— �Ponerse en el lugar del afectado: Entender el daño
— �Explicación de la intención real y los motivos
— �Compromisos de futuro:

– �Pautas de comunicación o de relación
– Medidas a tomar para evitar una repetición

6.2.	 Reparación material

— �Indemnización de daños y perjuicios
— �Restitución «in integrum»
— �Prestación diferente al daño original, pero satisfacción en ambas partes

7.	 Beneficios del proceso de mediación

7.1.	 Para la víctima-perjudicada

— �Posibilidad de expresar emociones y angustias, explicar y sentirse escuchada.
— �Reconocimiento, por parte del imputado de haber causado un daño injusto
— �Sensación de ser respetada
— �Recuperar la sensación de control al tener capacidad de participar en la decisión 

del modo de resolver la situación.
— �Obtener la reparación, material económica del daño o perjuicio.
— �Recuperar la tranquilidad personal con la oportunidad de encontrar respuestas a 

las incógnitas generadas por el delito. 
— �Pasar página de la experiencia negativa-Razones profundas del comportamiento 

delictivo
— �Circunstancias precisas de los hechos
— �Disposición del autor.

7.2.	 Para el imputado-penado

— �Crea un espacio respetuoso para reflexionar sobre el propio comportamiento y 
tomar conciencia de las consecuencias en el otro. 
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— �Hace llegar mensajes de reconocimiento y disculpa a la otra persona
— �Conoce la necesidades y expectativas reales de la víctima para poder tomar las 

iniciativas apropiadas y así respetar su voluntad
— �Permite la implicación activa en la búsqueda de soluciones para enmendar el 

daño.
— �Reconoce el valor intrínseco de la persona y su capacidad para rectificar su propia 

conducta. Constituye un esfuerzo positivo de su adhesión interna a las normas 
sociales y valores de convivencia.

— �Beneficios previstos en el ordenamiento jurídico: respuesta legal individualizada 
que acoge su actitud de cambio.

7.3.	 La comunidad

— �La atención a las necesidades de la víctima y la comunidad contribuye a la mejora 
de la imagen social de la justicia como institución

7.4.	 Para el sistema penal

— �Incorpora una herramienta útil para la individualización de las respuestas judi-
ciales aumentando así su eficacia. 

— �Favorece la economía procesal
— �Disminuye la reincidencia (prevención especial positiva)

8.	 �Caso práctico: Gestión de un 
supuesto maltrato policial

(Los nombres aparecidos han sido cambiados para preservar la confidencialidad y la 
intimidad de las personas):

Derivación: Oficio del Juzgado de Instrucción núm. 10 de Barcelona
Hechos 1: �presunto maltrato policial a un menor a raíz de una detención por fumar 

un porro en la vía pública, mientras paseaba a su perro.
Momento procesal: Justo después de la declaración de los imputados.
Procedimiento Judicial: Diligencias Previas.

Partes implicadas en el proceso penal

Policía 1: Acepta el proceso en el primer momento
Policía 2: Está expectante
Policía 3: No entiende nada, hizo una detención de manual.
El chico: menor que fuma un porro en la vía pública
El perro: cócker grande

De las primeras entrevistas con los Mossos d’Esquadra implicados, ellos mismos co-
mentan la existencia de otra denuncia de ellos a la madre del menor, y plantean poderla 
incluir en el mismo proceso de mediación penal.
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Hechos 2: �Injurias y calumnias de la madre hacia los Mossos. Unos días después 
de la detención de su hijo, la madre se encuentra cara a cara, en la calle, 
con el Mosso que presumiblemente había maltratado al menor.

Momento procesal: sobreseído provisionalmente por no localizar a la madre.
Procedimiento Judicial: Juicio de Faltas

Protagonistas implicados en el conflicto

Policía 1: El «agresor». El que debe explicar la situación.
Policía 2: El «mayor, el bueno». Está dispuesto a hablar.
Policía 3: Está denunciado, pero a nadie preocupa su actuación. Quiere entender 
la situación.
El chico: Nervioso, incómodo
La madre: Está muy enfadada. No entiende nada. De unos hechos que serían 
una simple sanción administrativa acaba su hijo en comisaría con una paliza. 
Necesita aclarar la situación

Después de varias entrevistas individuales con cada una de las partes, todos mani-
fiestan querer trabajar desde el proceso de mediación y reparación penal.

Realizamos dos encuentros conjuntos en los que se las partes pueden hablar, escu-
char y aclarar los hechos que han generado las denuncias interpuestas.

El resultado de todos esto se plasma en el siguiente documento de acuerdos:

«ACUERDOS DE MEDIACIÓN- REPARACIÓN
Por una parte 
La MADRE, mayor de edad, con DNI ___________ y su hijo, actualmente también 

mayor de edad, con DNI ____________, y por la otra parte el Mosso d’Esquadra 1, el 
Mosso d’Esquadra 2 i el Mosso d’Esquadra 3, que constan como implicados en dos pro-
cedimientos judiciales.

MANIFIESTAN: 
— �Que voluntariamente han participado en un proceso de MEDIACIÓN-REPARA-

CIÓN en el que han intervenido en calidad de mediadoras, Mercè Llenas y Mª 
Montserrat Martínez, profesionales de la Direcció General d’Execució Penal a la 
Comunitat i de Justícia Juvenil.

— �Que la mediación se ha desarrollado en sesiones individuales, donde cada una de 
las partes ha podido expresar sus intereses, vivencias y sentimientos y en varias 
sesiones conjuntas para poder aclarar los hechos sucedidos, dando respuesta a 
dudas sobre la situación y la actuación de todos.

— �Las partes agradecen la oportunidad ofrecida por parte del tribunal y el haber 
tenido un espacio de diálogo en un entorno tranquilo.

ACUERDAN: 
1) �Después de las explicaciones dadas y recibidas, todas las partes deciden discul-

parse y disculpar puesto que entienden que las circunstancias que rodearon los 
hechos se fueron complicando hasta el punto en que todos los implicados han 
resultado afectados. 

2) �Una vez pasado el tiempo y situadas las cosas otra vez en su sitio, a través del 
proceso de mediación, todas las partes han podido reflexionar y entender las ac-
tuaciones de cada uno de ellos.
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3) �Con estos acuerdos las partes quieren dar por finalizado el conflicto y expresan 
sentirse reparadas y desean que nadie sea castigado por estos hechos.

Barcelona, 1 de abril de 2009». 

SENTENCIA JUZGADO DE INSTRUCCIÓN NÚM. 10 DE BARCELONA

Procedimiento: DILIGENCIAS PREVIAS: 

AUTO DE ARCHIVO: En Barcelona, a quince de abril de 2009.
FUNDAMENTOS JURÍDICOS: El artículo 779.1 de la Ley de Enjuiciamiento Cri-

minal establece que practicadas sin demora las diligencias pertinentes, el Juez adoptará 
alguna de las siguientes resoluciones: Primera.- Si estimare que el hecho no es consti-
tutivo de infracción penal, o que no aparece suficientemente justificada su perpetración, 
acordará el sobreseimiento que corresponda y mandará archivar las actuaciones.

Las actuaciones practicadas, acreditan que el hecho que motivó la formación de la 
causa, no reviste caracteres de infracción penal por lo que, de acuerdo con lo dispuesto 
en el precepto indicado y en el Art. 637 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, procede 
acordar el sobreseimiento y archivo de las presentes actuaciones. Y ello porque a través 
del Proceso de Mediación, en el que participaron voluntariamente todas las partes im-
plicadas, se han podido situar de una forma clara y satisfactoria las posiciones de par-
tida de todos ellos, del perjudicado, a la sazón menor de edad, y de los agentes mossos 
de esquadra que realizaron la intervención, que derivó en la detención del joven y una 
posterior intervención médica, al abrirse la fractura de su brazo, como consecuencia de 
la forma en que fue esposado. En el proceso, dirigido por 2 mediadores del Equipo de 
Mediación Penal, las partes han tenido ocasión de reflexionar sobre lo sucedido, enten-
der las actuaciones de cada uno, pedirse disculpas por las consecuencias dañosas que 
aquellos sucesos les depararon y, en conclusión y como consecuencia, expresar que se 
sienten reparados. Así lo plasmaron por escrito con la aquiescencia de sus abogados. 
Desde un punto de vista jurídico penal, estos acuerdos – ratificados a presencia judicial 
– tienen la virtualidad de recomponer los límites y la proporcionalidad de la actuación 
policial, puesta en cuestión en este procedimiento, aceptando que fue una intervención 
desafortunada, por distintos motivos, para todos, pero que no existió una voluntad deli-
berada de infringir el derecho a la libertad, a la integridad moral y a la integridad física 
del menor. Los agentes conocen que han de velar por la vida e integridad física de las 
personas que se encuentren bajo su custodia y que han de respetar su dignidad y su 
honor (Art. 5.3 de la LO2/1986, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado).

Así lo ha percibido la víctima y su representante legal, y así lo han manifestado, y 
justo es reconocer, por tanto, que el proceso penal ha perdido su sentido, al desdibujarse 
los elementos objetivos y subjetivos de los tipos penales que se hallaban en el origen de 
la causa.

En atención a lo expuesto:

DISPONGO: Se decreta el sobreseimiento y archivo de las actuaciones por no se los 
hechos constitutivos de infracción penal. Póngase esta resolución en conocimiento del 
Ministerio Fiscal, y partes personadas, en su caso.

Esta resolución no es firme y frente a ella cabe recurso de reforma en el plazo de 
tres días, o recurso de apelación en plazo de cinco días, recurso que formalizará con 
Procurador y Abogado.

Así lo acuerda, manda y firma DOÑA ROSA M. FREIRE PÉREZ, Magistrada Juez 
del Juzgado de Instrucción número DIEZ de Barcelona.



La mediació penal juvenil:  
què n’opinen les parts implicades

MªMar Chumillas, Pepi Delgado, Mònica Díaz, Pili Fuertes, Cristina 
García, Rosa Mª Martínez, Anna Melero, Marian Menéndez, 
Lourdes Molina, Núria Mora, Rosa Mª Rué, Gemma Torra.

Revisors: Sheila Moreno Peláez, Rosa Mª Rué, Lidia Casadevall Dalmases, 
MªRosa Vinuesa Casas, MªMar Chumillas, Pepi Delgado, Mònica Díaz, Pili 

Fuertes, Marian Menéndez, Núria Mora, Rosa Mª Rué, Gemma Torra

Resum: Introducció: El present estudi neix d’una iniciativa del l’equip de tre-
ball de la comunitat de pràctiques de mediació penal juvenil amb l’objectiu de 
valorar el grau de satisfacció de les víctimes i dels infractors en el seu pas pel 
programa de mediació, amb la finalitat de millorar la nostra intervenció. Mèto-
de: Per l’anàlisi del present estudi s’ha optat per una metodologia quantitativa. 
En concret, la realització d’entrevistes per qüestionari a una mostra de 114 
menors i 95 víctimes, mitjançant l’elaboració d’una enquesta tancada i poste-
rior anàlisi estadístic amb el SPSS i l’SPAD. Resultats: Aquest estudi abastar 
moltes dimensions i els resultats obtinguts són molts. Algun d’ells seria: la 
valoració que es fa del procés de la mediació és positiu per ambdues parts, però 
sobretot pel menor. Ni el menor ni la víctima tenien coneixement del programa 
de mediació com a alternativa per resoldre el conflicte. Altres dades evidencien 
la influència del procés de mediació sobre els sentiments manifestats a l’inici 
i al final del procés de mediació, essent una de les motivacions principals per 
a la víctima per participar en el programa solucionar el seu conflicte, seguida 
d’intentar evitar el patiment de la família. Conclusions: Algunes serien que és 
possible que sigui necessari fer una major difusió d’aquest programa i que la 
valoració que fan les parts sobre la mediadora i sobre la mediació és bastant 
positiva, essent una bona alternativa de resolució de conflictes.

Paraules clau: mediació penal juvenil, víctimes, menors, grau de satisfacció, 
emocions.

1.	 Introducció

El present estudi neix d’una iniciativa del l’equip de treball de la Comunitat Pràctica de 
Mediació penal juvenil, que participem en el programa Compartim del Departament de 
Justícia, a través del Centre d’ Estudis Jurídics i Formació Especialitzada (CEJFE).

La mediació en un sentit ampli és un  dels mètodes de resolució de conflictes, mit-
jançant la intervenció d’una tercera persona neutral i imparcial, amb l’objectiu d’ajudar 
a les parts a obtenir per elles mateixes un acord satisfactori.

En l’àmbit de la justícia penal ens trobem que les parts són víctima i infractor, el 
conflicte ve derivat del fet delictiu i les solucions es referiran a les conseqüències deri-
vades d’aquest fet. Per això definim la mediació penal com un procés a través del qual, 
víctima i infractor, amb l’ajut d’un professional neutral i imparcial, s’impliquen en la 
recerca de solucions en el conflicte que els enfronta com a conseqüència del fet delictiu, 
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retornant el protagonisme a les parts per a que siguin elles les que decideixin la manera 
en que volen reparar i ser reparades.

La solució del conflicte té un doble objectiu: que el jove pugui conciliar-se i/o reparar 
el dany causat a la víctima; i que la víctima pugui ser o es senti reparada i/o compen-
sada. 

En el procés de mediació es considera que la resposta al delicte o infracció, en el 
cas que sigui possible, ha de considerar de forma integrada tant a l´infractor com a la 
víctima. En relació al jove infractor, ha de contribuir a incrementar la seva competència 
personal i social, afavorint la seva autonomia i la seva responsabilització, estimulant 
un canvi de conducta i facilitant els canals per tal que pugui afrontar els conflictes de 
manera responsable, reflexionant envers les seves pròpies accions, preveient-ne les pos-
sibles conseqüències dels seus actes i reparant els danys causats a la víctima.

Per altra banda a la víctima se li ha de reconèixer el seu interès legítim a ser atesa, 
escoltada, informada. Mitjançant el procés de mediació es pretén que conegui i recone-
gui les conseqüències del fet delictiu, que pugui ser reparada del dany ocasionat.

Tots aquests ingredients els trobem en la pràctica diària, on el tracte amb adoles-
cents infractors i víctimes/perjudicats de delictes ens planteja un marc molt caracterís-
tic i exclusiu.

Per tant, els objectius de la nostra pràctica en el Servei de Mediació i Assessora-
ment Tècnic (SMAT) són: 

— �Apropar la justícia als ciutadans, possibilitant formes àgils i participatives en la 
solució dels conflictes. 

— �Incorporar a la justícia juvenil elements restitutius i compensatoris a la víctima 
i la comunitat.

— �La participació voluntària i activa del menor o jove i de la víctima en un procés 
orientat a la conciliació i a la reparació i a la solució del conflicte o problema.

— �Que el menor pugui obtenir els beneficis judicials que estableix la llei derivats de 
la conciliació i la reparació.

— �Que la víctima pugui expressar la seva situació, necessitats i angoixes en relació 
amb els fets i sigui escoltada i participi de la recerca de solucions adients.

— �Que el procés de mediació, la reparació i els acords contribueixin a que la víctima 
pugui superar les conseqüències negatives del conflicte.

En la nostra intervenció, i per l’especificitat del programa que realitzem, en que ate-
nem tant a infractors com a víctimes, i pel desconeixement i l’oblit en que què sempre 
ha quedat la figura de la víctima en el sistema penal, als professionals de la mediació 
ens va interessar fer una aproximació sistematitzada de com les víctimes vivien el pas 
pel programa. 

Així doncs, en l’espai de discussió i de reflexió, es va considerar que també era im-
portant incloure en l’estudi tant a la víctima com a l’altra part, l’infractor, ja que la 
mediació és viable si participen les dues parts.

També ens ha interessat les característiques dels expedients que passen pel progra-
ma de mediació, i recollir dades sobre els processos de mediació i així com les eines de 
treball que s’inclouen.

Aquest estudi ens permet contrastar i confirmar les nostres intuïcions, hipòtesi, 
dubtes, prejudicis, mites, creences, que surten en la nostra praxi diària, relacionades 
amb les tres parts que intervenen (infractor, víctima i mediador/a) en el procés de medi-
ació, i que ara, hem volgut reflectir en aquest espai de gestió del coneixement. 
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Com objectius generals ens plantejàvem, veure el grau de satisfacció de les víctimes 
i dels infractors en el seu pas pel programa de mediació, amb la finalitat de millorar la 
nostra intervenció en mediació. 

Per tant el que és pretén es conèixer la esfera cognitiva i emocional de les persones 
que són ateses directament per els programes de mediació. En conseqüència, d’aquest 
objectiu general sorgeixen els objectius específics que a continuació els mostren: 

1.	� Conèixer las característiques sociodemogràfiques i judicials de la població de per-
sones (infractors i víctimes) ateses a mediació durant el període considerat.

2.	 Concretar les vies de informació prèvies sobre la medicació.

3.	� Esbrinar quines expectatives inicial y finals tenen dels programes de mediació i 
les emocions o sentiments que genera. 

4.	� Conèixer la valoració que fan els implicats dels programes, tant de la seva pròpia 
vivència com de les actuacions dels professionals implicats. 

Amb aquest estudi volem donar una visió descriptiva i oberta de la mediació penal 
juvenil, plantejada com una primera aproximació científica a la nostra tasca professio-
nal, amb la pretensió de millorar-la.

2.	 Metodologia 

Per poder dur a terme els objectius d’aquest estudi hem optat per una metodologia 
quantitativa. En concret, el mètode escollit ha estat el d’entrevistes per qüestionari, 
mitjançant l’elaboració d’una enquesta tancada. La forma d’administració ha esta te-
lefònica.

Per a la mostra, s’han seleccionat tots el processos de mediació finalitzats entre l’1 
de gener i el 30 d’abril del 2008, centrant-nos en els que hi ha participació de la víctima 
o bé amb trobada (mediació directa) o bé sense trobada (mediació indirecta). S’han ex-
clòs de la mostra les víctimes no físiques, com són les entitats públiques o privades, les 
administracions, els casos en que la víctima era genèrica o no hi havia víctima identifi-
cada, els programes on víctima i infractor han fet reparació per iniciativa pròpia.

Dels 324 menors identificats que havien participat en mediació en el període esmen-
tat amb anterioritat, es van enquestar a 114. Respecta a les víctimes, d’una població 
total de 317, van participar en mediació 283 i es va enquestar a 95.

Les etapes metodològiques que s’han seguit per portar a terme l’estudi són tres: 
confecció del qüestionari, administració del qüestionari i realització del tractament es-
tadístic.

L’anàlisi estadístic dut a terme, el podem descriure en 3 grans tipologies, tenint 
en compte el tipus d’anàlisi realitzada. La primera, són els resultats d’una descripció 
freqüencial de las respostes, sobretot en les variables sociodemogràfiques i caracterís-
tiques judicials. La segona, agrupa una sèrie de proves estadístiques que el que per-
segueixen són la comparació de grups (formats per variables criteri) en funció de les 
respostes donades en altres variables. En aquest cas, hem utilitzat proves de inferència 
estadística amb dues variables, com són les proves de Chi-quadrat (relació variables 
categorials), la comparació de mitjanes (prova de T de Student-Fisher) i finalment, la 
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correlació entre les variables que han estat mesurades en forma de escala d’estimació o 
avaluació. La tercera tipologia, es tracta d’anàlisis multivariats, és a dir, ja no es com-
paren parells de variables, sinó que entren en joc, conjunts (en alguns casos, totes les 
variables utilitzades en l’estudi) de variables que es van comparant entre elles. Per a fer 
aquest tipus d’anàlisis hem utilitzat el programa estadístic SPAD1(3).

Respecte al qüestionari administrat, amb aquest se’ns presenta 8 dimensions sobre 
el procés de mediació. Veiem aquestes dimensions amb una mica més de detall:

a.)	Dades judicials.
Dintre d’aquesta dimensió es troba la informació relativa a les característiques del 
fet delictiu (delicte, falta), així com el tipus de programa de mediació realitzat.

b.) 	Dades sociodemogràfiques d’infractor i víctima. 
Es contemplen informacions sobre la residència i dades sobre la nacionalitat, 
edat i gènere.

c.) 	La informació o coneixement que es té de la mediació i l’avaluació de la informa-
ció rebuda.

És una dimensió que tracta de conèixer si hi ha informació prèvia sobre el pro-
grama, de qui els va informar i quina valoració fan de les explicacions donades 
per la mediadora. 

d.) 	Motius de participació en el programa. 
Conté una sèrie de variables on s’avaluen algunes de les motivacions per partici-
par en el programa. 

e.) 	Emocions o sentiments suscitats en la participació del programa.
Comprèn un conjunt d’emocions i sentiments referides al inici i al final del procés.

f.) 	Imatge de la mediadora.
Referida, sobretot, a la forma en que es relaciona la mediadora amb les parts 
implicades.

g.) 	Atribució del fet delictiu.
Es tracta d’esbrinar la responsabilitat que dóna l’infractor o la víctima a un conjunt 
de col·lectius que poden estar implicats de forma directa o indirecta en el fet. 

h.) 	Satisfacció i Valoracions.
Són les valoracions sobre com ha estat el procés de mediació, els acords obtinguts 
i la justícia en general.

1	� Lebart,L.; Morinau,A. Fénelon, J.P. (1985) Tratamiento estadístico de datos: métodos y progra-
mas. Barcelona. Marcombo.

	� Bécue, M.B. y Valls, J.M. (2004??). Manual de introducción a los métodos factoriales y clasifica-
ción con Spad. Servei d’Estadística U.A.B. 

	 http://einstein.uab.es/_c_serv_estadistica/Manuals/manualSPAD.pdf
	� Sanchez Carrión, J.J. (editor) (1984) Introducción a las técnicas de anàlisis multivariable apli-

cadas a las ciencias sociales. Madrid. Centro de investigaciones sociológicas.
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3.	 Resultats 

Des les dimensions esmentades anteriorment els resultats obtinguts són:

Respecte les característiques que tenen en comú els enquestats infractors, en línies 
generals destacaríem: 

La majoria dels imputats enquestats que han participat en el procés de mediació tenen 
en general les següents característiques: són menors primaris (tenen un únic expedient 
a justícia) que estan imputats per fets delictius contra les persones o la propietat, amb 
fets tipificats com a delicte, que viuen en zones urbanes i els fets es produeixen habitu-
alment en llocs on hi ha més concentració de població (ex. festes populars, discoteques, 
centres comercials...). Generalment són nois, de nacionalitat espanyola, tot i que les 
noies tenen una participació alta en els processos de mediació. 

Respecte les característiques que tenen en comú les víctimes, en línies generals desta-
caríem:

Les víctimes són generalment adultes, tant homes com dones, que tenen entre 20 i 45 
anys. Resideixen també en zones urbanes i tenen nacionalitat espanyola. 

Respecte les característiques de la trobada destacaríem:
Les parts que participen d’una mediació directa (trobada) són aquelles entre les que hi 
ha un alt grau de coneixença i proximitat geogràfica (familiars, coneguts). En general 
s’efectua una única trobada entre un menor i una víctima, en la qual es donaria la 
conciliació entre les parts i on el perjudicat demana una compensació econòmica, la 
realització de tasques reparadores o la realització d’un escrit de reflexió

Respecte les característiques de la informació en el procés de mediació
S’observa un elevat grau de desconeixement previ sobre el procés de la mediació. En el 
cas en que manifesten coneixer la mediació, aquest prové generalment de la informa-
ció proporcionada pels professionals del camp penal (policia, fiscalia, advocat i equip 
tècnic) 

Respecte les característiques de l´actuació del mediador/a
La valoració de l’actuació de la mediadora   la qualifiquen com respectuosa, amable i 
també comprensiva i acollidora. La informació proporcionada par la mateixa es consi-
dera principalment útil i adequada.

Altres dades que es poden interpretar d’aquesta dimensió són: la reincidència no té 
a veure amb la informació rebuda inicialment, el tipus de delicte no és determinant a 
l’hora de participar en un programa de mediació. Respecte a la satisfacció, podem afir-
mar que la mediació deixa satisfeta les parts, relacionant-ho amb que majoritàriament 
les parts ho recomanarien als seus familiars i/o coneguts.

Respecte les emocions o sentiments suscitats en la participació del programa:
En aquesta dimensió, els sentiments que es valoren són: preocupació, tranquil·litat, 
sorpresa, satisfacció, ràbia, por i indiferència. Els enquestats podien valorar cadascun 
d’aquests amb una escala de cinc opcions: molt poca (1), poca (2), bastant (3), molt (4) i 
moltíssim (5). A partir d’aquest moment ens referirem a sentiment positius (tranquil·
litat, sorpresa i satisfacció) i sentiments negatius (preocupació, ràbia, por, indiferèn-
cia)



MªMar Chumillas, Pepi Delgado, Mònica Díaz, Pili Fuertes, Cristina García…236

Els menors infractors han valorat principalment sentiments negatius a l’inici de la 
mediació, presentant sobretot preocupació més que les víctimes. Per altra banda, les 
víctimes a l’inici generalment presenten tranquil·litat i no de forma tan pronunciada la 
resta de sentiments amb la mateixa freqüència. Al final del procés, tant en els infrac-
tors com en les víctimes hi ha més presència de sentiments positius i una disminució de 
sentiments negatius. Tot i això si fem una comparació entre els sentiments dels uns i 
els altres al final, veiem que significativament els menors presenten més preocupació i 
les víctimes més indiferència.

Si observem les dades obtingudes en funció del gènere, es veu que les dones in-
fractores presenten a l’inici de forma significativa més ràbia que els homes. En el cas 
de les víctimes, la diferència és significativa en quant a la tranquil·litat. A l’inici de la 
mediació, els homes se senten mes tranquils que les dones. Les dones tendeixen a sentir 
més sentiments negatius, com són la por i la preocupació. Al final del procés els homes 
continuen sentint-se més tranquils que les dones i aquestes més preocupades que ells.

Si analitzem les dades tenint en compte l’edat de la víctima veiem que les víctimes 
menors senten mes indiferència a l’inici i final del procés que les adultes.

Respecte a les diferències observades en els casos on s’ha dut a terme la trobada 
observem que existeixen diferències significatives en el cas de la ràbia. Si hi ha trobada, 
la ràbia és més present que si no n’hi ha hagut. Al final, si no s’ha fet trobada, hi ha 
més sorpresa.

Segons el fet, en general hi ha més satisfacció final si el fet és un delicte i més indi-
ferència quan es tracta d’una falta.

Si tenim en compte si ha hagut o no reparació econòmica, els sentiments que més 
apareixen són la tranquil·litat en els casos de mediació on s’ha abordat tant el dany 
moral com l’econòmic.

En general, tant l’infractor com la víctima aconsellarien el procés de mediació a co-
negut i/o familiars, sobretot els que han manifestat haver sentit satisfacció al final. Per 
contra, els individus que senten predominantment indiferència al final de la mediació, 
ho recomanarien menys

Respecte l’atribució del fet delictiu: 
De la població global d’estudi, observem que l’atribució de la responsabilitat se centra 
prioritàriament en el mateix menor i seguidament en els amics. Si distingim entre me-
nor i víctima ens trobem que:

Les víctimes consideren en major grau més responsables els pares, la justícia, els 
amics i l’escola, en aquest ordre de tendència. Si tenim en compte l’edat de les víctimes, 
observem que les víctimes adultes responsabilitzen dels fets sobretot als pares i als 
amics i les víctimes menors a ells mateixos.

Quant al gènere infractor, observem que els nois es responsabilitzen més a si ma-
teixos que les noies, i que les noies en general atribueixen més la responsabilitat als 
altres grups. 

Respecte a la motivació i satisfacció:
Les expectatives i motivacions principals tant dels infractors com de les víctimes per 
participar en una mediació són la solució del conflicte, i el d´evitar el patiment de la 
família. Les dones participen més per evitar el patiment a les famílies que els homes. 
Evitar el patiment de la família ha estat l´única motivació que no ha assolit les seves 
expectatives
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De la mostra tota, els individus que han participat en la mediació per un delicte 
senten més satisfacció al final del procés, i amb l´actitud de l´altra part que en la parti-
cipació amb faltes. La valoració sobre el programa de mediació és més positiva per part 
de l´infractor que per la víctima.

Segons el tipus de fet, observem que tant la víctima com l´infractor aconsellen més 
la mediació i compleixen més les seves expectatives quan es tracta d´un fet tipificat com 
delicte. A més, S´aconsella més la mediació quan s´ha participat de forma indirecta.

Si observem les correlacions entre les expectatives veiem que la satisfacció dels 
acords sí que està relacionada amb la satisfacció del procés en la seva totalitat i d’acon-
sellar la mediació a altres familiars i coneguts. 

Respecte a la valoració que tant infractors com víctimes fan del programa observem 
que en general es considera la mediació com a una opció més vàlida que anar a judici. 
Als infractors, el programa de mediació els ha permès solucionar el conflicte i entendre 
la situació de l’altra part en major grau que les víctimes. També consideren que és més 
educativa i útil.

De la població total d’estudi, els infractors en major grau tornarien a escollir el pro-
grama i l’aconsellarien que les víctimes.

4.	 Conclusions generals

Segons es desprèn de les dades estadístiques, les característiques dels infractors impli-
cats en un procés de mediació serien:

— �Participen molt o bastant en el programa per evitar el patiment de la família, 
evitar el judici i reparar

— �Al iniciar la mediació, senten força o molta preocupació i por. A més de poca 
tranquil·litat

— �Al finalitzar la mediació, força preocupació, poca por i molta satisfacció.
— �L’actuació de la mediadora la troben força acollidora, respectuosa, distant i com-

prensiva, però la valoren menys imparcial i més excessiva en les seves explicaci-
ons que les víctimes.

— �Estan molt satisfets dels acords, l’actitud de l’altra part i del procés en la seva 
totalitat.

— �La mediació els ha permès molt entendre a l’altra part i solucionar el problema
— �Amb una situació semblant escollirien moltíssim la mediació. Són el parer de que 

la justícia ha estat molt educativa.

I les característiques de les víctimes que participen en el procés de mediació serien:

— �La mediació els ha permès menys solucionar un problema i entendre la situació 
de l’altre que els infractors

— �L’atribució de la responsabilitat dels fets per part dels pares, els amics, l’escola i 
la justícia és superior en les víctimes

— �Aconsellarien força la mediació a familiar i coneguts. Però han aconseguit menys 
del que esperaven de la mediació que els infractors

— �La intervenció de la justícia els ha semblat menys útil que els infractor i menys 
vàlida per evitar nous delictes
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— �Al iniciar el procés de la mediació senten força o molta tranquil·litat i indiferència 
i molt poca por i preocupació

Ens preguntem, què hi pot haver darrera d’aquestes dades? 
En relació amb la informació sobre el procés de la mediació, un alt percentatge dels 

enquestats, infractors i víctimes, no havien sentit a parlar de la mediació i que els que 
n’havien sentit a parlar, havien estat informats majoritàriament per professionals del 
camp penal. Això ens fa pensar si realment la mediació com a eina de solució de conflic-
tes està tenint el suport necessari per part de totes les administracions i institucions.

En relació amb la informació donada per la mediadora, majoritàriament és valorada 
com a útil per les parts implicades i l’atenció que han rebut per part d’aquesta ha estat 
valorada com a respectuosa i neutral, sentint-se alhora, acollides i escoltades. La satis-
facció en el resultat fa que ambdues parts aconsellin la mediació com la manera més 
adequada de resoldre els conflictes; al llarg del procés, han pogut entendre la postura 
de l’altra part i han estat capaços de solucionar el conflicte dialogant. 

Atenent els resultats obtinguts sobre els sentiments manifestats a l’inici i al final 
del procés de mediació, podem deduir que el procés de mediació ha tingut influència so-
bre els sentiments que presenten totes les persones que han participat en aquest estudi. 
Ha augmentat la tranquil·litat i la satisfacció i ha disminuït la por, la preocupació i la 
ràbia. 

Valorem que si es té en compte la vivència del procediment judicial que té l’infractor 
és comprensible que, en iniciar-se la mediació, aquests sentin més por i preocupació que 
les víctimes i que aquestes se sentin més tranquil·les i indiferents. Al final del procés les 
diferències dels sentiments d’aquests dos grups no són tan marcades. No obstant això, 
tot i que uns i altres han disminuït els seus sentiments de preocupació i d’indiferència, 
els infractors continuen sentint-se més preocupats i les víctimes més indiferents. Hem 
de tenir present que els infractors continuen pendents de la resolució judicial a dife-
rència de les víctimes que poden considerar el procés tancat, sobretot si no hi ha altres 
menors imputats en els fets que continuen per la via judicial. 

L’atribució de la responsabilitat dels fets se centra prioritàriament en el propi me-
nor i seguidament en els amics, tant per part de l’infractor com de la víctima. Hem de 
recordar que en l’adolescència, el grup d’iguals influeix en gran part en la conducta dels 
joves. En aquest sentit, les víctimes, en general, consideren més responsables els pares, 
els amics i l’escola que els infractors. Si diferenciem entre víctimes adultes i menors, 
ens trobem que les víctimes adultes responsabilitzen més els pares i els amics, i les 
víctimes menors es responsabilitzen més elles mateixes i la policia. Respecte a aquest 
resultat considerem que és possible que hi hagi un grau de coneixement major entre 
víctima i infractor quan la víctima és menor, ja que moltes vegades ens trobem amb 
conflictes entre adolescents, en els quals les víctimes, en alguns casos, consideren que 
tenen alguna responsabilitat en l’origen del conflicte. 

Una altra dada destacable és que les víctimes que són dones responsabilitzen els 
pares, la justícia i l’escola més que els homes. En aquest sentit, podríem valorar les 
possibles diferents atribucions que fan les dones i els homes en relació amb la respon-
sabilitat de les actuacions dels nois infractors. Probablement, per entendre-ho millor 
hauríem d’aprofundir en el per què les dones víctimes donen més valor als pares que els 
homes en la responsabilització dels fills. 

Respecte a les expectatives i motivacions principals per participar en un programa 
de mediació són la solució del conflicte, seguida d’intentar evitar el patiment de la fa-
mília. Nosaltres valorem la necessitat d´abordar més el patiment familiar provocat pels 
fets en el context de la mediació i treballar les conseqüències del mateix dins l´àmbit 
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familiar. A més, ens hauríem de preguntar si això podria significar que les dones tenen 
més en compte el benestar familiar que els homes.

En conclusió, tot i l’esmentat amb anterioritat, s’ha vist que la mediació és una 
alternativa positiva de resolució per les parts, que ambdues parts han valorat com a 
millor alternativa que la via judicial.





Àmbit 8. Mediació ambiental
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Mediació ambiental

Conxa Puebla Pons

Lletrada Coordinadora del Servei d’Assistència Jurídica 
Local de la Diputació de Barcelona

Membre de l’ET9 del Llibre Blanc de la mediació a Catalunya

1.	 Antecedents

Gairebé ningú discuteix els avantatges de la mediació que com a tècnica, cada cop 
més (especialment en l’àmbit familiar), s’instaura en la nostra vida com a resolució de 
conflictes. Aquestes tècniques, des de ja fa temps, s’han endegat, sobretot, en l’àmbit 
civil(especialment en l’àmbit familiar) i, de manera molt particular i específica, en les 
relacions de veïnatge o comunitària.

En definitiva tots sabem que la gran majoria de conflictes que sorgeixen a l’àmbit 
social, podrien solucionar-se sense la intervenció dels Tribunals de Justícia que es ve-
uen abocats a tractar, cada vegada més, assumptes que a més de col·lapsar el funciona-
ment normal de la justícia, el que és més rellevant és que les resolucions judicials, en la 
majoria dels casos, tampoc solucionen la controvèrsia plantejada.

Podríem entretenir-nos molt en els antecedents per justificar la necessitat d’ins-
trumentar la mediació, però, arribats en aquest punt, considerem que no és necessari 
doncs, tal com hem dit, es difícil trobar opinions contràries a la mateixa tècnica com 
instrument per solucionar conflictes.

La Unió Europea fent-se ressò de la necessitat d’instrumentar aquest mecanisme al 
seu territori, ha aprovat la directiva 2008/52/CE de 21 de maig sobre certs aspectes de 
la mediació en assumptes civil i mercantils.

Precisament l’objectiu de la mateixa disposició, que es preveu a l’article 1, diu: «El ob-
jetivo de la presente Directiva es facilitar el acceso a modalidades alternativas de solución 
de conflictos y fomentar la resolución amistosa de litigios promoviendo el uso de la media-
ción y asegurando una relación equilibrada entre la mediación y el proceso judicial.

...»No se aplicará, en particular, a los asuntos fiscales, aduaneros o administrativos 
ni a la responsabilidad del Estado por actos u omisiones en el ejercicio de su autoridad 
soberana (acta iure imperii)»1

D’acord amb l’article 12 de la Directiva, els Estats membres hauran de transposar 
la mateixa disposició abans del 21 de maig de 2011, amb l’excepció de l’article 10 (que fa 
referència a la informació sobre els òrgans jurisdiccionals i autoritats competents,...

Amb la finalitat de transposar aquesta Directiva a l’ordenament jurídic intern, la 
Generalitat de Catalunya —a través del Departament de Justícia— ha endegat el Pro-
jecte de Recerca del LLibre Blanc de la Mediació a Catalunya. Aquest projecte va més 
enllà de la Directiva al incloure dins del seu àmbit d’aplicació, entre d’altres matèries, 
la mediació ambiental.

1	� La negreta és nostra.
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La mediació ambiental, consistent en que mitjançant sistemes alternatius s’assoleix la 
solució de conflictes, comporta la majoria de vegades la intervenció de l’administració com a 
poder públic.2 Aquesta característica significa que, d’entrada, ja s’inclogui dins l’àmbit de la 
recerca, assumptes administratius en els que les administracions en són part i alhora tam-
bé poden tenir responsabilitat com a conseqüència de la seva actuació com a poders públics. 
Per tant, la recerca va mes enllà de l’objecte estricte de la mateixa Directiva.

Ens trobem que per la pràctica de la mediació ambiental, no existeix cap norma 
reguladora al marc normatiu vigent ni tampoc cap protocol per aplicar als diferents 
supòsits que poden sorgir.

Desprès d’examinar diversos supòsits objecte de possibles mediacions, podem cons-
tatar l’existència de 2 modalitats ben diferenciades: 

a)	� pel que fa a la programació i planificació ambientals, així com les llicències i au-
toritzacions i avaluacions ambientals. L’administració sempre hi és present.

b)	� modalitat correctora: quan sorgeix el conflicte i es tracta de cercar una solució. En 
aquest conflicte gairebé sempre hi és l’administració3.

2.	 Tipus de mediació ambiental

Desprès d’examinar la diferent casuística dels conflictes ambientals, ens sembla que es 
tracta d’una especialitat o subdivisió de la mediació comunitària pel que fa a la mediació 
correctora o resolutiva de conflictes. Tot i que és cert que a la mediació ambiental sempre 
hi serà l’administració pública i que normalment la complexitat del conflicte és més evident 
(tant per l’aspecte material en sí mateix, com també per la pluralitat de subjectes que hi 
intervenen, per la transcendència social i política, ...), no és menys cert que les tècniques de 
mediació comunitària poden ser adequades per cercar solucions en aquest àmbit.

La mediació ambiental preventiva: es tracta d’evitar conflictes.4 Pel que fa als conflictes 
ambientals que transcendeixen més enllà de la reclamació estricta d’una persona indivi-
dual, existeix una base social i una pluralitat d’actors que persegueixen diferents objectius.

Aquesta mediació preventiva en matèria ambiental requereix que s’inverteixin es-
forços de totes les parts implicades però el que és essencial és precisament el paper de 
l’administració en aquest àmbit. 

Entre d’altres actuacions més significatives, podem citar la instal·lació d’una planta 
de tractament de residus5 que tots sabem i som coneixedors de l’efecte nimby que pro-

2	� Certament hi ha conflictes ambientals on les administracions no hi intervenen, però són els mí-
nims i gairebé se situen en l’àmbit civil ja sigui relacions de veïnatge (immissions…), conflictes 
que poden sorgir en les comunitats de veïns, dels contractes d’arrendament de locals o habitat-
ges… Però no ens hem d’enganyar, aquesta tipologia de conflictes constitueix un percentatge 
que no és molt significatiu en relació al volum de controvèrsies que es susciten.

3	� Prenem com a punt de partida i mètode de treball l’àmbit administratiu en el que l’administració 
sempre hi és present i actua com a poder públic, tot això sens perjudici de que, excepcional-
ment, podria donar-se que l’administració pugui actuar en l’àmbit privat (s’entén quan ho fa en 
l’àmbit civil, laboral…, contractes i relacions fora de l’àmbit administratiu).

4	� Entenem com a conflicte algun tipus d’element d’exclusió, d’incompatibilitat de posicions, de 
diferències irreconciliables, de guanyadors i perdedors.

5	� Pensem en la polèmica que ara existeix amb l’ampliació de la incineradora de Sant Adrià del 
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dueix a tots els sectors. Precisament a Catalunya, malauradament per a tots nosaltres, 
l’efecte de rebuig i del no a les instal.lacions i actuacions ambientals, suposen un sis-
temàtic no de la població a qualsevol actuació que pugui significar una certa molèstia 
individual6. No menys importants són la planificació d’infrastructures ambientals, com 
sanejament, residus i energies renovables7. Tampoc podem defugir de fer referència a 
actes més concrets d’autoritzacions o llicències i especialment els que inclouen el tràmit 
d’avaluació ambiental8.

Els mecanismes de la mediació preventiva requereixen un esforç de tots els sectors 
implicats i d’una disposició prèvia de reconeixement de les necessitats. Per això gairebé 
ens atrevim a plantejar la necessitat d’un pacte social ambiental que impedís precisa-
ment el que actualment està passant: el rebuig sistemàtic a la implantació de les in-
frastructures ambientals, a les actuacions que poden suposar una minoració del nostre 
benestar individual. Per tant, tot el que s’inverteixi en aquesta direcció és poc doncs el 
final del procés ja el coneixem : impossibilitat d’avançar i judicialització dels conflictes.

Aquesta mediació preventiva requereix de molts esforços. A més dels tràmits que 
preveu el procediment per la legalització o implantació de les mateixes infrastructures, 
s’ha de treballar i desenvolupar més a fons la tècnica del scooping9 consistent en la 
informació i participació prèvia que necessàriament requerirà una certa predisposició 
positiva de les parts implicades10. Arribats en aquest punt, i en la fase primerenca o em-
brionària, també les administracions (no només les altres parts) han d’estar disposades 
a l’acceptació d’una solució consensuada que naturalment i per la responsabilitat que 
suposa als poders públics, no pot, de cap manera, infringir la legalitat vigent.

Els mecanismes de la mediació ambiental preventiva són sens dubte inicialment 
costosos, però tenen un rendiment social més profitós i gratificant posterior: evitar con-
flictes que són molt difícils de resoldre i generen, moltes vegades, fins i tot, controvèrsi-
es que van més enllà del conflicte ambiental.

Sabem que és difícil institucionalitzar els mecanismes de mediació ambiental pre-
ventiva i amb la mateixa finalitat s’ha de fer un esforç addicional important.

En aquesta fase, cal la intervenció no només de professionals mediadors, sinó també 
d’experts relacionats amb l’objecte a mediar. Ens explicarem més, si resulta que el que 
es vol és mediar en un programa de gestió de residus, serà imprescindible la participa-
ció no només dels mediadors i comunicadors, sinó també dels experts (enginyers, advo-
cats, sociòlegs,...). Aquesta tasca prèvia, ajudarà molt a evitar els conflictes i hauria de 
fer-se de manera sistemàtica en tot aquest tipus d’actuacions. Ara bé, intentant con-
cretar una mica més el que diem, ens plantegem : Com poden ser aquests instruments 
d’intervenció ? Avui per avui només coneixem els mecanismes de participació directa, 

Besòs o bé en la construcció d’una nova instal·lació d’incineració al Garraf.
6	� Veure l’obra d’Oriol Nel.lo: Els conflictes territorials a Catalunya (2003).
7	� Curiosament quan va endegar-se el primer pla territorial sectorial d’energia eòlica a Catalunya 

(any 2001) hi varen haver moltes protestes i es va manifestar un rebuig molt evident, no només 
per part dels particulars sinó també per part de les administracions no promotores i associa-
cions ecologistes.

8	� Es clar que quan es tramita la legalització d’una actuació amb transcendència ambiental, es 
important la mediació preventiva per evitar desprès l’actuació correctora de l’administració. 

9	� Molt implantada per les administracions anglosaxones.
10	� En el sentit de partir de la necessitat de fer i de la procedència de les actuacions. Per exemple, 

si es vol fer una infrastructura tenir clar que s’ha de fer i no el contrari, com malauradament 
passa ara.
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de comunicació prèvia, amb la finalitat no només d’informar sinó d’implicar als interes-
sats fins al punt d’assolir la seva complicitat en fer viable l’actuació.

Ens atrevim a diagnosticar que a la mediació ambiental preventiva hi ha també 2 
subfases diferenciades. La primera que passaria necessàriament pel que hem esmentat 
al paràgraf anterior i la segona es situaria ja dins del procediment més formal i previst 
al marc normatiu vigent i que per les seves característiques res impediria que la seva 
pràctica es desenvolupés amb més intensitat.

La mediació correctora o resolutiva de conflictes: Certament en aquesta fase ja exis-
teix el conflicte o la problemàtica que requereix una solució i precisament aquí comença 
o ha d’iniciar-se la tasca mediadora per evitar arribar a la cúspide o vèrtex de la pirà-
mide de litigació o litigiositat.

Precisament per parlar en aquest camp i donades les característiques del que estem 
analitzant, podem fer una afirmació que, al nostre entendre és claríssima: molts dels 
conflictes que acaben en seu judicial, són susceptibles de ser mediats. 

Per tal d’avaluar inicialment el nivell de litigis existent en seu jurisdiccional, ens 
assembla important cercar, a més de les dades facilitades pel Consejo del Poder Judicial, 
tota la base de dades d’Aranzadi corresponen al període 1979-2009 i del qual en resulten 
les àrees específiques i el volum d’assumptes que a continuació s’indica:

Anàlisi jurisprudencial de la conflictivitat en matèria mediambiental
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(nombre total 

de casos)
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Residus tòxics i perillosos (137)

Aigües (241)
Abocaments (241)
Depuradores (146)
Règim sancionador (113)

Soroll / Contaminació acústica (161)
Activitats molestes (109)

Ordenances municipals (62)

Atmosfera / Contaminació atmosfèrica 
(42)

Règim sancionador (19)
Nivells d’immissió (15)
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Delicte ecològic (78) *Aranzadi classifica en aquesta categoria els casos d’emissions o 
abocaments a l’atmosfera, el sòl o les aigües terrestres o marítimes que posin en perill greu la 
salut de les persones, que puguin perjudicar les condicions de vida animal o greument els boscos, 
espais naturals o plantacions útils, contravenint lleis i reglaments protectors del medi ambient

Altres delictes contra els recursos naturals i el medi ambient (337)
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Sorolls (139)
Abocaments (48)
Fums (34)
Olors (32)

Font: Base de Dades Aranzadi. Els casos quantificats corresponen al període 1979-2009.
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La taula anterior facilita una primera aproximació quantitativa als conflictes en 
matèria de medi ambient11 i permet identificar els principals focus de conflictivitat però, 
per establir el límit entre casos mediables i no mediables i per determinar el moment 
oportú d’intervenció mitjançant la mediació, que serien algunes de les tasques que ens 
han estat atribuïdes, és necessària una anàlisi qualitativa, una investigació material 
dels fets que van originar el conflicte jurisdiccional, vèrtex de la piràmide de conflicti-
vitat.

Amb la finalitat referida i a efectes exemplificatius, s’ha examinat la jurisprudència 
en matèria de sorolls / contaminació acústica en les diferents jurisdiccions, doncs preci-
sament és un dels supòsits on hi conflueixen més possibilitats de mediació.

1) A nivell europeu, al Tribunal Europeu de Drets Humans han arribat casos en què 
els danys derivats dels sorolls es caracteritzaven per les següents notes:

— �haver estat provocats directament per l’activitat de l’Administració o bé per 
la inactivitat o omissió dels poders públics a l’hora de protegir els drets dels 
afectats front a les immissions il·legítimes de tercers;

— �en qualsevol cas, no haver estat corregits per l’Administració ni pels tribunals 
nacionals;

— �tenir prou entitat com per vincular-los amb la vulneració de drets del Conveni 
Europeu de Drets Humans, com el dret a la inviolabilitat del domicili i al ple 
desenvolupament de la vida privada i familiar (art. 8).

Són exemples paradigmàtics:
1. �Cas López Ostra contra Espanya (STEDH 9/12/1994), en què s’aprecia violació 

de l’art. 8 CEDH i es condemna l’Estat a indemnitzar la recurrent pels danys 
derivats dels sorolls, fums i olors procedents d’una depuradora d’aigua i residus 
de la indústria del cuir, per considerar que l’Administració no havia desplegat 
l’activitat necessària per protegir-la de les immissions il·legítimes. En paraules 
del Tribunal, l’Estat no havia equilibrat degudament els interessos en conflicte: 
l’interès en el desenvolupament econòmic de la ciutat i el dret a la inviolabilitat 
del domicili i a la protecció de la vida privada i familiar.

2. �Cas Moreno Gómez contra Espanya (STEDH 16/11/2004), en què s’aprecia de 
nou violació de l’art. 8 CEDH, derivada de la inactivitat dels poders públics a l’ho-
ra de protegir la recurrent, que vivia en una zona de discoteques acústicament 
saturada, i es condemna l’Estat a indemnitzar els danys.

2) A nivell nacional, la Sentència del Tribunal Constitucional de 23 de febrer de 2004 
(Rec. 1784/1999), examinant el cas d’un establiment que superava els límits fixats per 
una ordenança municipal sobre protecció contra la contaminació acústica conforme a la 
qual es va sancionar el propietari, analitza la doctrina jurisprudencial del TEDH (en 
els casos anteriors i d’altres) i reconeix la incidència que en la nostra societat actual pot 
suposar el soroll per a drets fonamentals com el dret a la integritat física i moral (art. 15 
CE) o a la inviolabilitat del domicili i a la intimitat personal i familiar (art. 18 CE), així 
com, a través d’aquests, per al lliure i ple desenvolupament de la personalitat.

11	� Cal tenir esguard que en aquesta estadística no es troben enregistrats tots els assumptes que 
s’han tramitat davant dels jutjats ordinaris contenciosos que va iniciar-se el seu funcionament 
amb l’entrada en vigor de la LJCA 29/1998.
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Tot i que el medi ambient no és un dret fonamental, el cert és que la contaminació 
acústica pot arribar a suposar la vulneració de drets fonamentals del Títol I de la CE. 
Aquesta constatació que fa anys era gairebé excepcional, s’ha incorporat en moltes reso-
lucions judicials tant del TC com també de la jurisdicció ordinària. 

3) A l’àmbit de la jurisdicció ordinària, trobem casos relacionats amb la contamina-
ció acústica en diverses esferes:

a)	� en seu penal, la majoria de casos (sentències de l’Audiència Provincial de Barcelona 
com les de 20/3/2006, 22/7/2008 i 2/1/2009) corresponen a bars o restaurants que 
infringien les normes administratives sobre sorolls i, un cop denunciada l’activitat, 
van desobeir reiteradament les mesures correctores de l’Administració. 

	� Les sentències de la jurisdicció penal en aquesta matèria poden ser interessants 
per al projecte en la mesura que descriuen molt detalladament la successió de 
fets –aspecte útil per determinar en quin moment convé/es podria intervenir mit-
jançant la mediació— i en algun cas (STS 20/6/2007, en relació amb un conflicte 
entre veïns per música excessivament elevada d’un d’ells) tracten de fixar el límit 
entre la simple infracció administrativa i el delicte mediambiental, qüestió que 
pot estar relacionada amb la d’establir la frontera entre els casos mediables i no 
mediables en el nostre projecte.

b)	� en seu contenciosa-administrativa, se succeeixen les condemnes a Ajuntaments 
per inactivitat, en no adoptar mesures correctores de les molèsties derivades 
d’immissions acústiques il·legítimes (Sentències del TSJ Catalunya de 18/7/2002, 
2/11/2004, 10/2/2005 i 20/1/2006) o bé per haver provocat directament aquestes 
(STSJ Catalunya 5/10/2006, per sorolls dels aparells d’aire condicionat d’un edifi-
ci propietat de l’Ajuntament).

	� Els supòsits de fons de les condemnes per inactivitat són diversos: des de sorolls 
provocats per operacions de càrrega i descàrrega durant la nit fins als derivats 
del funcionament d’aparells de climatització i els produïts per bars i restaurants 
per sobre dels límits permesos. Processalment, aquests casos s’articulen bé per la 
via del procediment especial per la protecció de Drets Fonamentals o bé per via 
d’un procediment ordinari de reclamació de responsabilitat patrimonial a l’Admi-
nistració.

c)	� en seu civil, destaca la Sentència de l’Audiència Provincial de Barcelona de 
12/6/2007, en què es va reconèixer la procedència de l’acció negatòria contra la 
immissió acústica consistent en lladrucs de gossos.

	� En aquests supòsits la mediació pot intervenir sempre però evidentment hi ha 
unes condicions que s’han de complir: a) en primer lloc estar disposats a l’assoli-
ment d’una solució concertada que sempre serà millor que una resolució adminis-
trativa o judicial.

	 b) �suspendre la via de reclamació, ja sigui administrativa o judicial, mentre 
s’està fent el procés de mediació que haurà de comptar sempre amb media-
dors professionals i, si s’escau i depenent de la dificultat de l’assumpte12 de 
tècnics especialistes.

12	� Imaginem que hagin de fer-se medicions acústiques, supòsit molt habitual en aquests casos 
o s’han d’instrumentar mesures per subssanar les fonts acústiques. Amb la mateixa finalitat, 
serà necessària la intervenció d’Entitats Acreditades i tècnics qualificats per l’assessorament 
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	 c) �instrumentar la solució convencional ja sigui prèvia administrativa o en via 
judicial (que en aquest supòsit i dins l’àmbit de la LJCA pot instrumentar-se 
per la via de la solució extraprocessal (76.2 LJCA) o per la via del conveni 
(77.3 LJCA).

Pel que fa la quantificació del cost, en un i altre supòsit, sens dubte sempre és més 
elevat el cost que suposa plantejar els assumptes tan en seu administrativa i ja no cal dir 
judicial. La mediació pot comportar com a costos les despeses del mediador, de l’informe 
acústic i del tècnic que —en el seu cas i sempre que sigui necessari— hi hagi d’interve-
nir.13

Si el conflicte ja es en seu judicial i les parts no volen mediar, el seu cost econòmic 
pot arribar a suposar 4 o 5 vegades el cost de la mediació en via judicial, doncs a més 
de la intervenció d’advocat i, en el seu cas, procurador, també la participació de perits 
judicials i d’altres mitjans de prova encariran sens dubte el procediment. En aquests su-
pòsits hi hem d’afegir que la majoria de procediments seran ordinaris raó per la qual les 
seves resolucions seran susceptibles d’interposar recurs d’apel·lació davant del Tribunal 
Superior de Justícia de Catalunya.14

Hi ha també un cost que, avui per avui, no tenim capacitat per quantificar-lo i és el 
cost social, polític i de salut pública (incloent-se també el cost moral i emocional), que su-
posa mantenir aquest conflicte en l’àmbit judicial i que malgrat disposar de la correspo-
nent resolució, aquesta no satisfà mai a totes les parts i, molt sovint, és difícil d’executar 
i tampoc soluciona realment la problemàtica plantejada.

Finalment no voldríem acabar aquesta presentació inicial sense referir-nos al paper 
tant important i essencial que tenen les administracions supramunicipals en la coope-
ració i assistència als municipis en aquestes tasques. Sense la seva intervenció, no serà 
possible avançar d’una manera generalitzada en la mediació ambiental.15

Malgrat les dificultats esmentades en els conflictes ambiental, entenem que la me-
diació es presenta com la solució més adequada i sostenible de les controvèrsies que 
sorgeixen en aquest àmbit.

Barcelona, 4 de juny de 2009.

tècnic. No oblidem que els annexos de la normativa acústica són molt tècnics i complexos i les 
avaluacions requereixen unes anàlisi molt acurades.

13	� Una primera aproximació, que s’hauria de comprovar amb la pràctica que avui encara no tenim, 
podria ser de 3.000- 4.000 € (comptant amb la intervenció tècnica…).

14	� Arribats ja en seu d’apel.lació i depenent de les parts, el cost podria arribar a ser fins i tot 7 o 8 
vegades el de la mediació.

15	� Els municipis petits i mitjans no tenen capacitat d’instrumentar i assolir el cost d’aquests sis-
temes malgrat que de no fer-ho, tal com hem vist, els hi suposa un cost molt més elevat. En 
aquest sentit no podem passar per alt la intervenció de la Diputació de Barcelona en l’àmbit de 
la mediació comunitària; donant suport als municipis que disposen d’aquestes línies d’actuació.
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Résumé. Le développement de nouveaux outils de simulation virtuelle des 
impacts de normes légales et sociales de gestion des ressources en eaux et de 
leur gouvernance pourraient être profitablement dotés de capacités permet-
tant d’identifier l’occurrence de conflits d’usage et de construire des scenarii 
de prévention ou de remédiation de ces conflits. Pour réaliser cet objectif, nous 
plaidons dans le sens d’une collaboration étroite entre chercheurs réunis au 
sein du projet de plateforme MAELIA et personnes et institutions investies 
dans la résolution de conflits environnementaux. Quelques pistes de réflexion 
commune sont proposées, illustrée sur deux cas contrastés de gestion des res-
sources en eaux à l’échelle du bassin hydrologique.

Mots clef: conflits d’usages, modélisation, système multi-agents, normes, éva-
luation d’impacts, conflits environnementaux, gestion de ressources, gouver-
nance, institutions. 

1.	 Introduction

La gestion des ressources en eaux, des écosystèmes et des milieux aquatiques est un 
art difficile. Tout d’abord parce que l’eau prend une diversité de formes physiques et 
présente un large spectre de caractéristiques biogéochimiques. Elle circule entre toute 
sorte de réservoirs (atmosphère, océans, glaces océanes et continentales, rivières et 
lacs, aquifères souterrains, eau de la végétation et des sols, etc.) selon de grands cycles 
relativement réguliers. Ces eaux sont aussi des ressources pour de nombreux usages 
souvent en compétition et donc autant d’enjeux pour divers types d’acteurs développant 
des stratégies d’usage ou de contrôle, stratégies en continuelle adaptation. De la com-
plexité de ces interactions, effets locaux ou distants, immédiats ou retardés, abrupts ou 
retardés, et de la représentation qu’a chaque agent de la responsabilité —hypothétique 
ou avérée— des autres agents de l’évolution de la disponibilité et de la qualité de la 
ressource en eau et des ressources liées (sols, forêts, etc.) peuvent naître des tensions 
qui au constat de l’impossibilité d’établir dans un schème clair de gouvernance les né-
cessaires négociations, dégénèrent en conflits. En un sens certaines normes légales et 
sociales tentent de prévenir cette évolution des interactions société — ressources ou 
sociétés — environnement vers le conflit, en ayant recours à un panel d’outils normatifs 
(obligations et droits, interdictions, incitations, mais aussi forums participatifs, schéma 
de gouvernance des ressources ou de l’environnement, etc.).
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Différentes disciplines scientifiques construisent des connaissances que nous enten-
dons solliciter et mettre en dialogue afin de comprendre a priori quels peuvent être les 
impacts de ces normes en terme de disponibilité et qualité des ressources et en termes 
de pratiques et stratégies des agents. Il s’agit de simuler dans une plateforme d’agents 
et de ressources virtuels ces impacts. C’est l’objectif premier du projet MAELIA1. Nous 
plaidons ici l’idée selon laquelle une étroite collaboration avec une communauté de Ju-
ges impliqués dans la pratique de la médiation environnementale, pourrait à terme per-
mettre d’utiliser la plateforme de manière à identifier de potentiels conflits entre agents 
et de tester in silico diverses voies normatives de prévention (ou en cas de conflit dé-
claré, de résolution). Cet objectif supposerait d’engager une réflexion interdisciplinaire 
et interinstitutionnelle sur la caractérisation de la notion même de conflit dynamique, 
sur ses formalisations possibles et leurs implémentation et tests dans la plateforme de 
simulation MAELIA.

2.	 Gestion de l’eau à l’échelle d’un grand bassin

A l’échelle d’un grand bassin hydrographique, la ressource en eau est soumise à de 
multiples usages, parmi lesquels les plus courants sont la consommation domestique, 
certains procédés de production industrielle (dont centrales nucléaires), l’eau pour 
l’agriculture et en particulier l’irrigation, la production hydro-électrique, la navigation, 
les activités récréatives, mais aussi l’eau indispensable au bon fonctionnement écologi-
que des écosystèmes aquatiques (dont les zones humides). Considérons deux exemples 
contrastés.

On retrouve ces usages (dont la liste n’est pas exhaustive) dans le bassin Adour-
Garonne (~100 000 km², France) où parmi les priorités de l’Agence de l’Eau Adour Ga-
ronne, sont affichés l’objectif d’assurer à chaque usagers la disponibilité d’une quantité 
d’eau suffisante pour maintenir les activités en période d’étiage, celui de garantir le 
fonctionnement des milieux aquatiques, mais aussi à un niveau institutionnel celui de 
mettre en place des plans d’actions avec les outils du SDAGE2, pour organiser et gérer 
au mieux les ressources en eaux. Ce « modèle français » de gestion des ressources en 
eaux à l’échelle d’un bassin (UN Water, 2006) présente une organisation très élaborée 
(que nous ne pouvons pas détailler ici) qui résulte de plus de quarante ans d’existence 
(Nicolazo et Redaud, 2007). Des schémas de gestion plus ou moins proches sont égale-
ment en vigueur en Europe (Barraqué, 1995), mais si on considère le fonctionnement 
effectif de ces modes de gestion, les jeux de pouvoirs et les dynamiques de décision, les 
flux financiers appuyant la réalisation des « politiques de l’eau », ce sont tous les aspects 
de l’organisation concrète de ces schémas de gestion et de gouvernance qu’il faut consi-
dérer. La gestion par basin est d’ailleurs désormais inscrite au cœur de la Directive 
Cadre sur l’Eau (Videira et al., 2007), laissant aux Pays Membres une certaine latitude 
de transposition en droit interne (en France, Loi sur l’Eau et les Milieux Aquatiques 
de 2006). Des conflits d’usages peuvent tout de même survenir, soit que la ressource ne 
soit pas suffisamment abondante pour satisfaire pleinement aux plein développement 
des activités des agents (périodes d’étiage), soit que la dégradation de la qualité de l’eau 

1	� MAELIA: Multi-Agent for Environmental Norms Impact Assessment.
2	� Schéma Directeur d’Aménagement et de Gestion des Eaux : document de référence fondamen-

tal du bassin pour mettre en œuvre la politique de l’eau, approuvé par l’Etat.
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(plus ou moins localement, et plus ou moins diffuse) en interdise certains usages ou 
affecte des écosystèmes et les ressources vivantes qu’ils concourent à produire.

Depuis l’Indépendance, l’Inde à surcompensé son développement démographique 
par celui de l’agriculture, plaçant aujourd’hui l’Union aux tous premiers rangs mon-
diaux des exportateurs de diverses céréales et produits agricoles. Dans le bassin de 
la Kabini3 (~10000 km²), on observe depuis une quinzaine d’année un développement 
rapide de la production agricole, avec jusqu’à 3 récoltes par an (contre 1 seule en 
période mousson il y a encore 50 ans) et des productions de rente (e.g. canne à su-
cre) grâce à une utilisation intensive des eaux souterraines. En effet légalement la 
propriété foncière est transférée aux eaux qui peuvent être extraites des nappes sou-
terraines, permettant ainsi moyennant le creusement d’un puits et son équipement 
avec une pompe d’utiliser sans restriction l’eau souterraine pour l’irrigation (Sekhar 
et al., 2009b), ou même de la vendre notamment en zone urbaine. L’analyse de chro-
niques d’observations sur les pluies, les débits des cours d’eau et le niveau des nappes 
permet de montrer qu’à l’heure actuelle la recharge des nappes ne rééquilibre plus 
l’extraction pour l’irrigation, et qu’en retour cette déplétion des eaux souterraines 
affecte le régime des eaux de surfaces, vidant les réservoirs et les barrages, ceci de 
l’échelle locale à celle du bassin (Mangiarotti et al., 2009, Sekhar et al., 2009a). Le cas 
de la Kabini est assez représentatif de situations très similaires observées dans de 
nombreux autres bassins hydrologiques en Inde. Le Gouvernement central se saisit 
de ce problème, en imaginant divers mécanismes de régulation des usages (prix sur 
l’électricité utilisée pour actionner les pompes, changement du statut de la propriété 
des eaux souterraines, etc. ; Romani et al., 2007). 

Par ailleurs les « water disputes  » se multiplient entre Etats partageant les res-
sources d’un même basin transfrontalier. Les Etats ne parvenant pas à un compromis 
acceptable, les plaignants disposent d’un mécanisme constitutionnel leur permettant 
de demander un arbitrage au Gouvernement Central qui à cet effet nomme un tribunal 
ad hoc. Ainsi en 2007 le Tribunal en charge de régler le différent entre les Etats à pro-
pos des eaux de la Cauvery (Anand, 2004), à rendu un verdict disposant des allocations 
annuelles des volumes d’eau par Etat. Une analyse des chroniques historiques permet 
d’ores et déjà de savoir que les besoins ne pourront pas être satisfaits certaines années, 
cas de figure propre aux développement de conflits les années passées.

Ces deux exemples sont particulièrement contrastés, non seulement en ce qui 
concerne leurs contextes socio-économiques et environnementaux respectifs, mais tout 
autant si l’on considère les modes de gestion et de gouvernance des ressources en eau. 
D’un côté un « idéal » de gestion intégrée par bassin, visant à renforcer la participation 
des parties prenantes dans les prises de décisions collectives. Cette approche tend à 
être implémenté dans de nombreux autres pays (par ex. au Québec : Choquette et Lé-
tourneau, 2008  ; au Brésil  : Campos e Studart, 2003  ; Pereira Magalhães, 2004). De 
l’autre une approche où l’Etat reste discret, laissant aux acteurs impliqués la responsa-
bilité collective de leur stratégie individuelle de développement tout en favorisant une 
forme de libre entreprise. Si ces deux cas sont par certains aspects des options opposées, 
laquelle est susceptible de favoriser un développement durable des ressources en eaux ? 
Une option pourrait-elle être « meilleure4 » ceci quelque soit le contexte socio-écologique ? 

3	� Tributaire de la Cauvery, cours d’eau transfrontaliers entre 3 Etats et un Territoire de l’Union 
(d’ouest en est : Kerala, Karnataka, Tamil Nadu, Pondichérry).

4	� Nous assumons ici par provision qu’une notion du « développement durable » peut être parta-
gée entre les acteurs, ce qui n’est pas assuré et peut en soi être l’objet de conflits.
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3.	 �Multi-Agents pour l’évaluation des impacts 
des normes environnementales

Qui prendrait aujourd’hui le risque de répondre à de telles questions ? Sur quels 
critères pourrait-on d’ailleurs envisager de tenter seulement une telle réponse ? De 
nombreuses disciplines scientifiques développent des approches, des méthodologies 
d’analyses et des connaissances qui pourraient être sollicitées pour tenter de construi-
re des réponses à ces questions, avec l’objectif de considérer les problématiques de 
gestion et de gouvernance de l’eau dans leur ensemble, en préservant leur complexité 
et leur richesse. L’approche que nus privilégions est celle de la modélisation, avec des 
composantes notamment multi-agents (Amblard et Phan, 2006 ; Treuil et al., 2008) 
couplées à des modèles plus classiques (types équations différentielles) et des systè-
mes d’information.

Le projet MAELIA consiste à modéliser les impacts socio-environnementaux des 
normes de gestion et de gouvernance de ressources naturelles renouvelables (RNR) 
—en premier lieu les ressources en eaux— et de l’environnement. En effet ces normes 
(co-réseau de règles sociales et légales, et d’acteurs institutionnels) constituent l’ex-
pression majeure des objectifs des politiques publiques et des aspirations des groupes 
sociaux. Elles forment l’outil incontournable de leur mise en œuvre concrète dans la 
perspective d’un développement durable, mais aussi la cause première de leurs succès 
et de leurs échecs. Pour évaluer les impacts directs/indirects et attendus/ inattendus 
des normes sur un territoire dont les RNR sont à la fois soumises à des exploitations 
concurrentes et dépendantes de variabilités physico bio géochimiques, nous dévelop-
pons la plateforme de manière à coupler les dynamiques hydrologiques, géochimiques 
et d’écosystèmes (aquatique et terrestre) soumises à divers scenarii de forçages cli-
matiques. Nous la dotons d’agents représentant des individus et des organisations 
(publiques, privées) soit usagers des RNR (couches socio économiques), soit impliqués 
dans leur gestion et les procédures de décisions environnementales (gouvernance 
multi-niveaux  ; couches légale, politique). Ces agents artificiels, distribués sur des 
réseaux fonctionnels dynamiques, seront dotés de capacités cognitives pour interpré-
ter les règles sociales et légales formalisées et maximiser la diversification de leurs 
interactions entre agents ou avec les RNR. La plateforme en cours de construction est 
conçue pour être inter opérable avec d’autres modules plus spécialisés (écosystèmes, 
économie, SIG, etc.) développés dans différents contextes par nos partenaires.

L’exploitation de la plateforme, instanciée pour représenter différents contextes 
(dont deux ont été très rapidement évoqués ci-dessus), devrait concourir à répondre à 
trois questions centrales : 1) quels sont les impacts d’un même système de normes envi-
ronnementales5 mis en œuvre dans des contextes socio-écologiques différents ? 2) quels 
sont les impacts de différents systèmes de normes environnementales mis en œuvre sur 
un même système socio-écologique ? 3) Ces impacts sont-ils cohérents avec les impacts 
attendus par les concepteurs des normes environnementales ?

5	� Par «  normes environnementales  » nous entendons ici des normes légales et sociales inter-
venant directement ou indirectement (par exemple une norme sur la propriété foncière peut 
indirectement influencer l’usage des eaux souterraines) dans la gestion ou la gouvernance de 
l’eau et des ressources liées.



Simuler une Approche Normative pour la Prévention ou la Remédiation… 257

4.	� Simuler une approche normative 
pour la résolution de conflits

Au cœur de la plateforme de simulation MAELIA se trouve l’articulation opérationnelle 
entre agents, ressources, actions et normes. L’architecture de modélisation que nous 
concevons vise à simuler une forme d’autonomie des agents virtuels qui seront ainsi 
capables de se saisir des normes visant à réguler leurs actions (vis-à-vis de la ressource 
en eaux ou des autres RNR) et de s’y conformer de diverses façon et/ou de les utiliser 
comme opportunités pour renforcer des actions spécifiques ou en inventer de nouvelles. 
Ainsi nous avons pour ambition de faire apparaitre dans le cours des simulations des 
effets directs et indirects, attendus et inattendus de la mise en œuvre des normes. De 
nombreuses difficultés subsistent mais nous coordonnons des travaux fortement inter-
disciplinaires pour lever les obstacles qui se présentent.

La généricité de l’approche nous permet d’ouvrir une autre voix de recherche  : 
comment caractériser formellement l’occurrence de conflits d’usages des ressources en 
eaux  ? Des conflits de «  gouvernance  »  ? Les conflits sont-ils des évènements d’une 
nature particulière, spécifique, requérant comme tel l’implémentation de propriétés 
spécifiques des agents ou des groupes sociaux virtuels, ou de leur mode d’interaction ? 
Le médiateur lui-même peut-il être considéré comme un agent parmi les autres mais 
dont les actions visent à altérer les actions des autres agents (sur les ressources ou 
entre eux) et dont l’intérêt réside dans la réduction d’une sorte de mesure du niveau 
d’insatisfaction d’une communauté d’agents ? Ces questions se situent sur le versant 
de la modélisation.

Sur celui de l’exploitation d’une plateforme MAELIA (dont des modules pourraient 
gérer au sein du monde virtuel), il s’agirait de simuler les impacts comparés sur les 
niveaux de conflits (ou d’insatisfaction des agents) de normes mis en concurrence et 
visant chacune à prévenir les conflits potentiels ou a remédier aux conflits ouverts. Bien 
entendu la nature frustre de tout modèle ne permet en aucun cas de se substituer en 
une quelconque façon aux médiateur lui-même, à la qualité humaine des dialogues, 
à l’empathie. Leur utilité réside plutôt dans la possibilité d’explorer à moindre coût 
(humain, social, environnemental) et très rapidement, toute sorte d’hypothèses et de 
scenarii dont la complexité des interactions entre dynamique des ressources, actions 
des agents liés entre eux par une pléthore de relations hétérogènes et changeantes, ne 
permet aucun pronostique fiable. A bien y penser, l’aventure vaut d’être tentée.

6.	 Conclusion

Les nouveaux outils de simulation virtuelle appliqués à la gestion des ressources en 
eaux et des ressources liées et à leur gouvernance à l’échelle des grands basins hydro-
logiques, ouvrent aussi une autre voix de recherche et d’utilisation : celle de l’analyse 
a priori des effets de mesures (normes) visant à prévenir les conflits d’usages ou à y 
remédier par l’adoption de mesures ad hoc.

Cette aventure d’abord intellectuelle, puis concrète, impliquée dans des situations 
socio-écologiques conflictuelles dont l’occurrence tend à devenir chronique sous bien des 
latitudes, ne peut être entreprise et partagée qu’avec les personnes et les institutions 
investies dans la résolution des conflits, via un dialogue et une collaboration étroits 
avec des communautés de chercheurs déjà réunies autour de projets tel que MAELIA. 
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La démarche serait-elle aujourd’hui inouïe, certainement devrait-on innover et dès 
maintenant entreprendre ce dialogue.
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New technologies are more and more designed to simulate social systems. They can deal 
with complexity of a lot of social topics which were difficult to formalize in traditional 
ways. Thus, dynamic models such as Artificial Neural Network (ANN) are particularly 
adapted to complex reasoning in specific area of social and cognitive applications. For 
example, in the judiciary systems, experiments have been done using ANN to simulate 
the judge’s decisional process. 

We will first argue why legal system needs this type of model to develop decision 
making tools (parallel information processing and fuzzy criteria) and show in a scheme 
of decision making that the cognitive model of the judge is based rather on dynamic 
reasoning than a linear reasoning (traditional syllogism). Then the description of our 
model of neural judge will be briefly explained. This model can give us new legal in-
formation about the process of legal justification and categorization. We will conclude 
describing how the judges can be implied in the making process of this tool and what 
could be the impacts of the use of the tool on the organization of judiciary system.

1.	 Neural model to develop decision making tools

An essential property of the judge decision-making process is the capacity to combine 
the parallel and sequential information processing to solve legal problems. Now, all the 
decision-making models are unable to represent the parallel mode of treatment (expert 
systems, rules engines, multicriteria approach). Furthermore, the judge is regularly 
confronted with situations appealing fuzzy criteria unable to be dealt with clear rules. 

The artificial neural networks are models well adapted to this type of problem. They 
are susceptible to represent parallel data processing. They can handle vague criteria 
and the lack of rules can be compensated by the use of case-based reasoning to estimate 
the best solution for a legal problem.

This type of model allowed us to experiment and to validate some hypotheses con-
cerning the judge decision-making process.

We are able to verify a correlation between the expertise of a judge and its way of 
processing a legal problem (since the expertise grows, the data processing mode becomes 
more and more parallel). We were also able to notice that the decision of the judge was 
susceptible to emerge from the confrontation of conflicting solutions (legal solution, ethical 
solution, solution expected by the society, by the colleagues, etc. …). Convergence towards 
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the fi nally returned decision appeared from an adequate “re-evaluation” of the infl uence of 
each constraint (criteria of decisions, potential solutions, and various expectations).
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Figure 1: Systemic model of the judge decision-making process1

2.  Description of our Experiment : the neural Judge

In order to build and especially to understand a base of rules or cases an information 
engineer has to integrate a certain part of the modeled expertise. But, as he is not able 
to remember the whole base which he is working on, he rationalizes naturally the in-
formation by creating categories or meta-rules. He tries to structure the problem before 
entering the phase of modelization. The same could be said of a neural network, but its 
mode of classifi cation seems too complex and scattered to be exploitable, or even com-
pared with that of the information engineer.

However, in a previous experiment during which a perceptron was meant to model 
some parts of the French criminal code2, a quick observation of the activity of the hidden 
neurons showed that they developed certain ‘tendencies’, or preferences, in their way of 
processing data. We were able to identify a neuron focusing particularly on ‘murders’, 
another on ‘sexual crimes’, and others were stoical or hyperactive. In spite of this type of 
specialization of the hidden neurons, the global solutions of the neural network were com-
pletely relevant. The development of some specializations of the hidden neurons seemed 
to show that the representation of a dispute in a neural network can be clarifi ed.

1  Borges, F. : Theory and modelization of the decision of justice - Example of judicial judge, PhD 
Thesis, dir. Bourcier, D., Pantheon-Assas University, Paris, 2004

2  BORGES, F : Théorie et modélisation du sentiment de justice, mémoire de DEA., dir. BOUR-
CIER D., Centre de Théorie du droit, Université Paris-10, Nanterre, 1998



New perspectives in e-Justice 261

The hypothesis is that it is possible, under certain conditions and by an adequate 
analysis of the topography of the artificial neural network, to determine the mode of 
representation of a dispute and to compare it with that of an information engineer, or 
of a jurist, who would have worked on this dispute.

Experiment and observation of the results

As the connection weight of each neuron constitutes the source of the representation 
constructed by a neural network, and as each hidden neuron is supposed to represent 
a category, the method consists in analyzing the weight of every connection connecting 
the entries to the hidden neurons, to better understand the representation of a legal 
problem developed by a machine.

To confirm this hypothesis we made an experiment during which an artificial neural 
network was trained on the dispute of the applicability of the non-competition clauses 
domain. Let us recall that this dispute can be decomposed into 14 binary criteria used 
by the magistrate to decide if the clause of non-competition is applicable or not:

1.	 The clause is stated by contract
2.	 The clause is stated by a collective agreement
3.	 The employee has been informed of the existence of the clause
4.	 The employee has had access to strategic information
5.	 The duration of the clause is excessive
6.	 The area of the clause is excessive
7.	 The list of forbidden companies is excessive
8.	 The list of the forbidden activities is excessive
9.	 A financial counterpart is stated by contract
10.	A financial counterpart is stated by a collective agreement
11.	The financial counterpart has been paid
12.	The employee demands the cancellation of the clause
13.	The cancellation of the clause is stated by contract or by collective agreement
14.	The clause is cancelled by the employer

Four conditions must be gathered for the clause to be applicable:

1.	� The employee must be informed of its existence (by contract or by a collective 
agreement, which must be given to the employee at least the first day of work)

2.	� The clause must protect the interests of the employer without being excessive

3.	� The clause must not be cancelled by the employee (s/he can cancel it if a financial 
counterpart has not been paid)

4.	� The clause must not be cancelled by the employer (s/he can cancel it if such pro-
cedure is stated by contract or collective agreement)

If one of these 4 conditions is not confirmed, the clause is inapplicable.
To model this dispute we used a multilayer perceptron with back propagation algo-

rithm. It contains 14 binary entries, one hidden layer containing 3 hidden neurons and 
one output neuron. As the capacities of generalization are not tested, the learning base 
included the totality of possible iterations: 16 384 cases.
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After 340 000  iterations and an average rate of error inferior to 1 %, we analyzed 
the importance given by each hidden neuron to each entry, to determine if certain hid-
den neurons are specialized in the processing of certain criteria of the dispute.

Specialization of the hidden neurons

The following picture shows the importance given by each hidden neuron to each entry. 
The absolute values of the connections weights are reported on the picture. The X axis 
corresponds to the entries (all the criteria of this type of case), the Y axis corresponds to 
the absolute value of the connections weights3.
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We can notice that entries 1 to 3 have more importance for hidden neuron 2 than 
for hidden neurons 1 and 3. Entries 4 to 8 are handled in priority by hidden neurons 1 
and 2 (and by hidden neuron 3 but to a smaller extent). Entries 9 to 12 are handled by 
hidden neuron 3. Finally, entries 13 and 14 are processed by hidden neuron 1.

From the point of view of the hidden layer, it seems that every hidden neuron is 
specialized in certain entries.

— Hidden neuron 1 has specialized in entries 4 to 8 then 13 and 14.
— Hidden neuron 2 has specialized in entries 1 to 3 then 5 to 8.
— Hidden neuron 3 has specialized in entries 4 and 9 to 12.

So, we can distinguish 4 to 5 groups of specialization: 

1.	 neurons 1 to 3 ;
2.	� neuron 4 (if we exclude it from the next category because of the importance this 

criterion represents for hidden neuron 3) ;

3	� The weights of the connections connecting the hidden neurons to the output neuron can be con-
sidered as equivalent (values going from 20 to 22). As these weights become quickly equivalent 
during the learning of the dispute, their effect can be neglected.
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3.	 neurons 5 to 8 ;
4.	 neurons 9 to 12 ;
5.	 and neurons 13 to 14.

Similarities of the artificial and legal categories

The most surprising observation is not that the artificial neural network develops a spe-
cialization of its hidden neurons, but that the groups of interests of the hidden neurons 
present an interesting similarity with the categories developed by the judges4.

The following picture shows on one hand the division of the problem realized by 
the neural network and on the other hand the division realized by the jurisprudence. 
We notice that the representation of the problem developed by the model corresponds 
precisely to the representation developed by the jurists.

Entry
(n°)

Name of the corresponding criterion
Hidden 
neuron 
(n°)

Categories elaborated 
by the jurisprudence

1 The clause is stated by contract 2 Existence of the clause
2 The clause is stated by a collective 

agreement
3 Employee informed of the existence of the 

clause
4 Employee has had access to strategic 

information
1 & 3 Protection of justifiable 

interests of the company
5 The duration of the clause is excessive 1 Principle of ‘freedom of 

work’6 The area covered by the clause is excessive
7 The list of forbidden companies is excessive
8 The list of the forbidden activities is excessive
9 A financial counterpart is stated by contract 3 Financial counterpart
10 A financial counterpart is stated by a 

collective agreement
11 The financial counterpart has been paid
12 The employee demands the cancellation of 

the clause
13 The cancellation of the clause is stated by 

contract or by collective agreement
1 Cancellation of the 

clause by the employer
14 The clause is cancelled by the employer

So we can say that, concerning the perceptron described above:

— �Hidden neuron 1 has specialized in the problems of protection of the justifiable 
interests of the company, the respect of the freedom of work and the cancellation 
of the clause.

4	� The French Supreme Court (Cour de Cassation) stated in a series of decisions (July 10, 2002) the 
conditions of applicability of a clause of non-competition. These conditions are cumulative: protection 
of the justifiable interests of the company, limitation of the clause in time and space, consideration of 
the specificities of the activity of employee, obligation to pay a financial counterpart. The magistrates, 
who participated in the construction of the knowledge base used here, were more precise by adding 
the problems of existence of the clause and the cancellation of the clause by the employer.
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— �Hidden neuron 2 has specialized in the question of the existence of the clause.
— �Hidden neuron 3 has specialized in the problems of protection of the justifiable 

interests of the company and the payment of the financial counterpart.

This kind of classification can seem completely natural, but when we know that ar-
tificial neural networks scatter their ‘expertise’ on their structure, there was no reason 
for the hidden neurons to develop clear categories and to show this kind of coopera-
tive behaviour. Because of the dispersal of the information, we could think that every 
hidden neuron would participate in the resolution of the problem, but not that these 
categories would appear on the network structure.

To verify that this phenomenon of categorization was not unpredictable, the same 
experiment was repeated. All the parameters remained identical with the exception of 
initial weights of the connections. Results are corresponding. We observe systematically 
a strong phenomenon of categorization, although the weights are not perfectly identical 
and although the various hidden neurons can appropriate differently the same catego-
ries.

Application of the method to other type of disputes

This method was applied to two other disputes to verify that categorization was not due 
to the particular problem of the applicability of the clauses of non-competition.

The first dispute concerns the legal problem of determining if an employee is dis-
missed during or after his probationary period (which has very different consequences). 
The protocol of experiment is identical, and results in terms of categorization, although 
less clear, remain similar

The second type of dispute concerns the problem of the determination of the amount 
of money which must be attributed to the victim of an aesthetic damage. This dispute 
combines several fuzzy elements in a rather complex way, which differentiates it from 
more simple disputes, like the applicability of a clause of non-competition or the analysis 
of the probationary period. As the values of most entries are continuous the learning base 
was constituted by a more limited number of cases (270). The results of this experiment 
only show a very limited phenomenon of categorization after 3,000,000 iterations.

3.	 �Bringing new legal information about the 
process of justification and categorization

This model was used to develop computer decision-making tools. These tools are able 
to aid the decision-maker during his work. But, due to mathematical representations, 
they can be studied to understand more precisely the judge’s decision-making process.

The first tool is the PGA algorithm5. It is an algorithm revealing the influence exer-
cised by each element of information on the global decision-making process. This allows 

5	� Borges, F., Borges, R., Bourcier, D. ‘A connectionist model to justify the legal reasoning of 
the judge’, in Bench-Capon, T.J.M., Daskalopulu, A., Winkels, R.G.F. (Eds), Legal Knowledge 
and information systems. Jurix 2002: The fifteenth annual conference, Amsterdam: IOS Press, 
2002, pp. 113-122.
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proposing justifications of diagnoses given by the neural networks. This tool was tested 
in simple cases and showed an excellent equivalence with the justification proposed by 
the decision-maker himself. But it is particularly interesting in complex situations, in 
which the decision-maker does not succeed in justifying clearly his decision (estimation, 
intimate conviction). In that case, when the tool is a model of his decision-making, it 
allows giving an exact analysis (percentage) of the influence exercised by each criterion 
during decision-making. So, by a feedback process, technology can give back informa-
tion about its “own” decision-making to the judge - whom the model is based on.

The second tool concerns the problem of representing the mode of resolution of a le-
gal dispute6. When a judge develops a decision-making process, he builds categories al-
lowing classifying the various relevant elements of the studied case. As those categories 
are limited, their confrontation is simpler to handle than the direct confrontation of the 
relevant information of the studied case (which is unlimited). The developed method 
brings to the foreground these categories within the model. Various tests have showed 
that the model sometimes recreated the categories developed by the jurisprudence, 
but sometimes developed new (virtual) categories. In that case, the model showed an 
original conception of the problem (and generally optimized) allowing resolving it. In 
both cases, this method of categorization allows either to better understand the judge 
decision-making process, or to propose original plans of resolution.

 By analyzing the criteria, we observe that all entries have a similar behaviour: they 
are all much linked in terms of influence, what could constitute an obstacle in categori-
zation (only one criterion possessed a peculiarity with regard to the others - its binary 
character - and a hidden neuron was able to specialize in it). On the contrary, in the 
previous disputes, the combination of certain criteria created no information and had 
no effect in the returned decision, what allowed the perceptron to separate entries and 
to classify them in various categories.

So, we can suppose that, even in a complex dispute, analyzing the weights of con-
nections in a perceptron can help starting a work of categorization.

4.	 Discussion on the neural judge

The results of this experiment are interesting for the jurist in many respects. Firstly, 
they show that it is possible to use connexionnist models to investigate various rep-
resentations of a legal problem, because according to the structure of these models, it 
could be possible to obtain various representations of the same problem. The automa-
tization of the process of categorization of a legal problem allows us to discover new 
configurations and therefore to build a useful representation of a vague legal problem. 
We have here an example of feedback of an experiment of modeling in legal knowledge.

Secondly, this method can help to control the learning process of neural networks 
for two reasons. On the one hand the “artificial representation” of the modeled legal 
problems becomes dynamically accessible to the user, which helps him/her to under-
stand his/her own representation by a mirror effect. It is actually a matter of opening 
the “black box” while it is functioning. On the other hand, by indicating which hidden 

6	� Borges, F., Borges, R., Bourcier, D., ‘Artificial Neural Networks and Legal Categorization’ in D. 
Bourcier (ed.), Legal Knowledge and Information Systems. Jurix 2003: The Sixteenth Annual 
Conference. Amsterdam: IOS Press, 2003, pp. 11-20
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neurons are the least used with the network of neurons, this method of detection of 
categories allows us to optimize the internal structure of these models by the suppres-
sion of the unused hidden neurons. It would enable us to reach an optimal structure 
quicker. It is thus a useful tool, as there is currently no method applicable to artificial 
neural networks, allowing to determine their optimal structure according to problems 
to learn.

5.	 Limits and impacts in e-Justice

How the judges can be implied in the making process of this tool and what could be the 
impacts of the use of the tool on the organization of judiciary system?

The development of decision-making tools, which is an important point of this 
search, puts more ethical constraints than the study of the decision-making of the judge. 
For some reasons, like the principles of freedom of the judge or the right of the citizen to 
be heard by a person, it is not possible to develop, to install and to use these tools with-
out taking precautions (especially since the use of expert systems and artificial neural 
networks are typical artificial intelligence models). He/she must master completely the 
tool, to understand how it is developed and how he/she should intervene to update it. 
The interface must also be adapted to the judge’s methods of work 

It is also necessary to make sure that the judge dedicates no more than a reason-
able time to the study of the case. The judge must only be aided in the tasks which are 
more easily practicable by the machine (complicated calculation, complex situations). 
It can be done by an adaptation of the interface, but it can also be realized by limiting 
the capacities of the tool to the simplest problems (routines), although in this case the 
utility is limited to.

There is also a strong constraint constituted by the question of responsibility of the 
authors of rules corpus and cases corpus. In case of error of the technology, who would 
be responsible? But the most important danger concerns problems of hardening of the 
case law activity when there is a massive use of these tools. Decisions could converge 
enough to strike a blow at the variability which seems necessary for the adaptation and 
the continuity of the ‘ case law system ‘. 

The main question for social systems is whether the processing of complexity using 
in such self-organizing models can be applied to legal systems. So it seems necessary to 
evaluate the way the individual and social creativity would be affected by the massive 
use of these tools.






